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RESUMEN (en español) 
 
 
Se analizan las relaciones existentes entre la impunidad de los delitos cometidos por 
miembros de la policía de Guadalajara, Jalisco, México, la corrupción y el diseño 
institucional de los órganos de control encargados de vigilar y sancionar la conducta 
inadecuada de los elementos policiales. Para ello se plantea un modelo de rendición 
de cuentas policial multidimensional, que a través de una serie de indicadores, sirve 
para contrastar y analizar el actual diseño del órgano de control de Guadalajara. 
Asimismo se revisa con detalle el desempeño de dicho órgano en la atención a las 
quejas ciudadanas presentadas en contra de integrantes de la corporación policial, 
particularmente en el tratamiento que se le otorga a los presuntos delitos cometidos 
por los servidores públicos durante su labor policial.  
A estos efectos se analizan los expedientes de actuación del órgano de control en la 
atención de las quejas ciudadanas y se establece empíricamente el grado de 
sistematicidad y recurrencia que tiene la evasión a los procedimientos penales, 
cuando por la naturaleza de las conductas tendrían que haberse investigado y 
sancionado por parte de las autoridades en el ámbito penal; asimismo se revisa el 
impacto en la rendición de cuentas y cómo se propicia la impunidad.  
Se muestra en qué medida y porqué razones las fallas detectadas en el diseño 
institucional del órgano de control de la policía de Guadalajara, condicionaron los 
resultados de su actuación en términos de evasión e impunidad. Finalmente se 
establecen los puntos de confluencia entre los conceptos de corrupción y delito, para 
destacar cómo algunos actos de corrupción son al mismo tiempo delitos y la 
relevancia que tiene para combatir la impunidad de los actos corruptos, de 
conceptualizarlos como tales, para castigarlos acorde a su carácter de delito, desde 
un abordaje que cuestiona la ineficacia de los sistemas de clasificación de las 
conductas irregulares de los policías que permite que actos delictivos sean 
investigados y sancionados solamente en la esfera administrativa, al caracterizarlos 
como meras faltas en ese ámbito.  
La tesis incluye propuestas de alternativas orientadas a la mejora del sistema de 


















This research aims to analyze the relationships between impunity for crimes 
committed by members of the police in Guadalajara, Jalisco, Mexico, corruption and 
the institutional design of the supervisory bodies responsible for monitoring and 
punishing police misconduct. This poses a multidimensional model for police 
accountability, which is used to compare and analyze the current design of the 
control body of Guadalajara, through a set of indicators. Also is reviewed in detail the 
performance of the Control body about the attention to citizen complaints filed 
against members of the police force, particularly in the treatment that is given to the 
alleged crimes committed by public servants during his police work. 
To do so, the performance records of the control body in addressing citizen 
complaints are analyzed and is established empirically the degree of systematic and 
recurrence that has the avoidance of criminal proceedings, when the nature of the 
conduct should have been investigated and sanctioned by the authorities in criminal 
affaires. Also is reviewed the impact on accountability and how it fosters impunity. 
It shows to what extent and for what reasons, identified weaknesses in the 
institutional design of Guadalajara’s police control body, conditioned the results of 
their performance in terms of avoidance and impunity. It also describes the common 
ground between the concepts of corruption and crime, to highlight how some acts of 
corruption are also crimes and the relevance to combat impunity for corrupt acts, to 
conceptualize them as such, to punish commensurate with their crimes character, 
from an approach that questions the ineffectiveness of the classification systems of 
police misconduct that allows criminal acts to be investigated and prosecuted only at 
the administrative level, to characterize them as mere faults in this area . 
The thesis includes alternative proposals aimed to improving the control system of 
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INTRODUCCIÓN 
En la actualidad, uno de los problemas que atrae la mayor atención en México es el 
de la seguridad pública. Los actores políticos y la ciudadanía en general, tienen una 
sentida preocupación por el aumento de la inseguridad pública. La violencia ligada al 
crimen organizado y al narcotráfico creció en gran proporción, pero también se 
extendieron otros delitos, que al menos aparentemente, están fuera del mundo de las 
drogas, como las extorsiones y el robo en la vía pública.  
Dentro de la problemática de la inseguridad destaca un aspecto que ha sido 
señalado por diversos estudiosos de la materia como una de las causas del 
crecimiento de la inseguridad: la impunidad de los delitos que se cometen en el país 
(Zepeda, 2004; Carbonell, 2006). Éste es el tema de la presente investigación, el 
cual es abordado desde una perspectiva poco explorada, tanto por el foco de su 
atención como por la metodología y las fuentes a las que recurro.  
Las principales orientaciones en el estudio de la impunidad se concentran en el 
análisis de los delitos o crímenes donde no participa una autoridad, revisan por 
separado el proceso penal y el administrativo, las faltas de los delitos. Los estudios 
de corrupción también analizan esta problemática separando los dos campos. Por la 
imposibilidad de acceder a datos duros, las investigaciones en materia de corrupción 
en su mayoría son de percepción.  
En esta investigación volteo la mirada a otra problemática en la que la impunidad 
tiene también una manifestación preocupante: la impunidad de los delitos cometidos 
por quienes son responsables de cuidar a la población y mantener el orden: los 
agentes policiales. Asimismo, estudio la impunidad de delitos cometidos por los 
policías en contra de los ciudadanos.  
Lo que busco son las relaciones o las brechas entre el proceso administrativo y el 
proceso penal para conocer cuál es la razón por la que no son conocidos y 
sancionados por las autoridades penales los delitos de la policía. 
La misma metodología se sigue para saber por qué los actos de corrupción de la 
policía que son delitos, no son sancionados penalmente. En esta investigación no se 
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ven como forzosamente excluyentes los conceptos de corrupción y delito. Por el 
contrario se reconoce que los actos de corrupción más graves son delitos y que 
deben ser castigados como tales. 
La pregunta de fondo de la investigación es cuál o cuáles son las razones por las que 
los delitos y los actos de corrupción de la policía, que se detectan en el proceso 
administrativo, no llegan hasta las autoridades penales y no son investigados y 
sancionados. Esta pregunta sólo puede ser planteada y atendida si los procesos 
administrativos y penales no son concebidos como procesos aislados uno del otro o 
peor aún como contrapuestos.  
Esta misma pregunta puede plantearse de otro modo, desde el punto de vista de la 
impunidad: qué se hace o qué se deja de hacer por parte de las autoridades 
municipales de Guadalajara para que los delitos y en particular los delitos de 
corrupción de la policía, no sean investigados ni sancionados penalmente.  
En términos propositivos, qué se debe hacer para esos actos no queden ocultos y 
atrapados en la esfera administrativa, en el ámbito del poder ejecutivo y lleguen 
hasta el poder judicial para que sean procesados y en su caso sancionados. Como 
evitar que aquellos que son autores, o de algún modo los que son parte interesada, 
no eviten que la ciudadanía conozca de su existencia y de que otro poder, el poder 
judicial, los juzgue. 
En esta investigación se estudia la impunidad de delitos y en particular de los delitos 
de corrupción cometidos por los policías en contra de los ciudadanos, y se exponen 
las relaciones que esa impunidad guarda con unas instancias que intervienen antes 
que el Ministerio Público (MP) y el Poder Judicial (PJ), quienes son responsables de 
la investigación y castigo de los delitos. Nos referimos a los órganos de control 
policial del Ayuntamiento de Guadalajara, instancias encargadas de vigilar la 
actuación de los policías que conforman los cuerpos de seguridad.  
Sin dejar de usar la metodología estadística cuantitativa, en el caso en estudio, 
recurro también a una metodología cualitativa para valorar la pertinencia del diseño 
institucional del sistema de control de la policía del municipio de Guadalajara, en el 
Estado de Jalisco, localidad ubicada en el occidente de México.  
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Expongo los resultados del estudio de caso, en donde se aborda el tratamiento que 
los órganos de control policial han dado a los presuntos delitos y en particular a los 
de corrupción, cometidos por la policía en su interacción con los ciudadanos. El 
estudio comprende el cuerpo de quejas ciudadanas contra la conducta indebida de la 
policía del municipio, presentadas en 2003 ante el Ayuntamiento de Guadalajara.  
Si bien los estudios de caso no son suficientes para sustentar generalizaciones, 
pueden constituirse en una herramienta útil para proponer hipótesis o relaciones 
causales a partir de una comprensión profunda de los componentes de un proceso, 
mismas que pueden luego ser sometidas a validación con una base empírica más 
amplia, para la búsqueda de regularidades y diferencias. 
A) Preguntas y objetivos de investigación 
La pregunta central que guía esta investigación es: ¿El diseño del sistema de control 
policial del Ayuntamiento de Guadalajara permite o favorece una plena rendición de 
cuentas (RdC) de los delitos policiales en general y de los de corrupción en 
particular? Uno de los focos de interés de la investigación es conocer en qué medida 
el diseño del sistema de control es efectivo para evitar la impunidad de esos delitos. 
En este estudio concibo al sistema de control policial como aquella institución con 
una configuración especialmente diseñada para que los cuerpos de seguridad actúen 
correctamente y castigar los actos ilícitos, la corrupción y los abusos contra la 
ciudadanía. En el caso del Ayuntamiento de Guadalajara, el sistema de control está 
integrado por dos órganos, la Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos (DAI) y la 
Comisión de Honor y Justicia (CHJ), y éstas son las entidades que serán objeto de 
análisis en el presente trabajo. 
El camino que sigo para responder la interrogante principal consiste en su 
descomposición en otras preguntas más particulares, a partir de las cuales se 
conforman los capítulos de esta tesis. Las respuestas a cada pregunta son la base 
para responder a la interrogante central de la investigación.  
Las preguntas específicas que planteo son: 
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• ¿Los órganos de control policial de Guadalajara denuncian ante el MP las 
conductas que consisten en presuntos delitos y que son de su conocimiento a 
través de las quejas ciudadanas? 
• Si existe impunidad de los presuntos delitos cometidos por la policía de 
Guadalajara ¿En qué grado se da, es ocasional o sistemática? 
• El concepto de rendición de cuentas (RdC) contempla la sanción de la conducta 
impropia del funcionario, en el 2003 en el caso de la policía de Guadalajara ¿Se 
da este componente de la RdC?  
• ¿El diseño del sistema de control de Guadalajara reúne los componentes que la 
literatura señala como necesarios para lograr la RdC policial? ¿Cuáles son las 
principales fallas en el diseño del sistema de control de Guadalajara? 
• Si se encuentran fallas importantes en el diseño ¿La no denuncia de los 
presuntos delitos policiales está condicionada por las fallas del diseño del 
sistema de control? 
B) Objetivo general 
El objetivo general de la investigación es conocer si el diseño institucional vigente en 
el 2003 permitió la RdC de la policía de Guadalajara en el periodo citado. Estos dos 
aspectos, diseño y resultados de los órganos de control policial, son revisados desde 
la perspectiva de la RdC de la policía.  
Para poder realizar una valoración final de la pertinencia o no de la configuración 
institucional para la RdC, se estudió la evasión de los delitos policiales y por ende de 
la impunidad de los mismos, se analizó el diseño institucional y se revisaron las 
acciones que en el marco de ese diseño institucional realizaron los órganos de 
control, para detectar en qué medida sus acciones estuvieron influidas por el diseño 
institucional.  
Los objetivos específicos son:  
1. Analizar los resultados de los órganos de control policial de Guadalajara (DAI y 
CHJ) en su objetivo institucional de detectar y denunciar los delitos policiales 
para que sean investigados y, en su caso, sancionados por la autoridad 
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correspondiente: MP y PJ. Esto se logra identificando cuántos conocieron en el 
periodo de estudio, y de estos cuántos denunciaron. Al comparar los datos podré 
saber cuántos delitos evaden el proceso penal por no haber sido denunciados.  
Para este objetivo es también relevante determinar si el número de delitos 
impunes por no haber sido denunciados es significativo con respecto al total. Con 
este criterio será posible establecer si la no denuncia es una práctica aislada o, 
por el contrario, sistemática.  
2. Este análisis de los resultados se hace en dos momentos, a fin de ganar claridad 
en la exposición de los hallazgos de la investigación. En un primer momento se 
analizan los delitos en general y en uno segundo, en el quinto capítulo, se 
analizan los delitos de corrupción. Todo ello con la intención de desarrollar aparte 
el análisis del concepto de corrupción y de su fusión con el concepto de delito, en 
los casos en donde los actos reúnen los atributos establecidos para los delitos 
policiales y los de corrupción según la definición adoptada.  
3. Analizar las características y componentes del sistema de control policial de 
Guadalajara (diseño institucional) para saber si reúne las características 
esenciales y los componentes básicos establecidos por la literatura. Estas 
características y componentes básicos serán denominadas como “modelo de 
referencia”.  
Para alcanzar este objetivo se recurre a un modelo de RdC policial o también 
denominado de “responsabilización policial”, teóricamente justificado, contra el 
cuál se compara el diseño institucional de los órganos de control de la policía de 
Guadalajara. La ausencia de algunos de los atributos establecidos o la 
incorporación de otros distintos a los señalados en la literatura, que contradigan 
o impidan la RdC, se consideraran como fallas del diseño. 
4. Conocer y analizar la relación que existe, si la hay, entre las fallas del diseño del 
sistema y la evasión de los presuntos delitos cometidos por la policía. Para lograr 
este objetivo se revisan las acciones realizadas y los resultados alcanzados por 
los órganos de control de la policía de Guadalajara en el 2003, a la luz de las 
fallas detectadas en el diseño, con la pretensión de encontrar las posibles 
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concatenaciones existentes entre las fallas del sistema, las acciones y los 
resultados. 
5. Identificar de los delitos evadidos del proceso penal, cuántos y cuáles son de 
corrupción y revisar si el análisis y las conclusiones a las que se llega respecto a 
los delitos en general, son pertinentes y válidos para los de corrupción en 
particular. 
C) Hipótesis 
En el año 2003 en el Ayuntamiento de Guadalajara no existió una RdC policial de los 
presuntos delitos en general, y de los de corrupción en particular, cometidos por los 
agentes de seguridad, porque su configuración –entendida aquí como diseño 
institucional- adolece de ciertas fallas que limitan en forma importante la posibilidad 
de cumplir con dos de los atributos centrales de la RdC: la sanción de los 
funcionarios que actúan de modo incorrecto, en este caso, los policías acusados de 
presuntos delitos, y de las autoridades encargadas del control de la policía; y la 
transparencia de la actuación, no sólo de la policía, sino también de los órganos 
responsables de control policial.  
Conviene explicar el alcance y las implicaciones, tanto conceptuales como 
metodológicas, de esta hipótesis. Su primera variable, dependiente, (ausencia de) 
RdC, en el asunto aquí estudiado, presunto delito policial sin castigo por ausencia de 
denuncia ante el MP, adquiere relevancia a la luz de las consecuencias que tiene.  
Cuando un hecho delictivo cometido por un policía no es denunciado, prácticamente 
se cancela la posibilidad de que el culpable reciba una sanción y, por lo tanto, el 
delito queda impune. Lo mismo vale para la autoridad encargada de realizar la 
denuncia y que no recibe castigo alguno por su omisión. 
Para validar la primera variable habrá que demostrar que el Ayuntamiento y las 
instancias obligadas a realizar la denuncia, supieron de la existencia de presuntos 
delitos cometidos por la policía de Guadalajara. Esto sólo es posible con casos 
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documentados, razón por la cual se optó por limitar el estudio a los delitos asentados 
en las quejas presentadas por los ciudadanos ante la DAI.1  
De seguro hay otras vías por las cuales la institución puede enterarse de presuntos 
delitos cometidos por la policía, como los publicados en los medios, pero los únicos 
adecuadamente documentados se encuentran en los expedientes de las quejas 
contra irregularidades policiales. ¿Cuáles son las limitaciones de utilizar esta fuente?  
El estudio no podrá determinar el total de delitos cometidos por la policía, ni el total 
de los delitos de corrupción, pues como se sabe los denunciados no son 
forzosamente todos los realizados; en consecuencia, no se sabrá la magnitud de la 
no denuncia de éstos. A pesar de estas restricciones de tipo cuantitativo, el estudio 
podrá determinar si la tendencia en el comportamiento institucional es hacia 
denunciar los delitos, que documentalmente se pueden probar que conoció, o a 
encubrirlos. La identificación de un patrón de conducta en este sentido permitirá 
corroborar si la normatividad se cumple.  
La investigación de la impunidad de los delitos policiales y en particular de los delitos 
de corrupción también consiste en un análisis cualitativo del caso de Guadalajara en 
el 2003. De los expedientes de las quejas presentadas ante la DAI de la Policía de 
Guadalajara se tomaron y sistematizaron los datos para determinar la existencia de 
presuntos delitos y si los órganos involucrados en la investigación y sanción de las 
quejas denunciaron los presuntos delitos cometidos por la policía, es decir si 
cumplen la obligación que la norma les impone en este sentido. El comportamiento 
que no sea denunciar ante el MP es considerado arbitrario, en tanto que se da en 
contra de la norma. 
La configuración de los órganos de control, sus facultades y procedimientos 
establecidos en la normatividad para el control de las conductas irregulares de la 
policía vigente en el 2003, en el municipio de Guadalajara, son los atributos o 
componentes del diseño institucional, el cual es considerado como la variable 
                                                 
1 La DAI es una dependencia del Ayuntamiento de Guadalajara que es parte sustancial de lo que 
hasta aquí se ha denominado sistema de control de la policía. Más adelante se abordará 
conceptualmente. 
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independiente. Su función en la hipótesis implica que las características de esta 
variable, las fallas para ser más preciso, afectan las de la variable dependiente, que 
en el caso de estudio, son los resultados en la RdC.  
De este modo, las características del diseño institucional del control de las 
irregularidades en Guadalajara, influyen sobre la tendencia a denunciar o encubrir los 
delitos que comete la policía. Desde la perspectiva de la hipótesis, las fallas en el 
diseño permiten la existencia de espacios propicios para que se realicen acciones 
arbitrarias que favorecen la evasión y por tanto la impunidad de los presuntos delitos 
policiales.  
Las debilidades en la configuración de la arquitectura institucional también pueden 
limitar la gestión de información pública, valida y accesible a la ciudadanía, que 
permita transparentar los presuntos delitos cometidos por los agentes de seguridad, 
así como las acciones realizadas por los órganos de control para prevenirlos, 
detectarlos y sancionarlos. Esta información resulta crucial para evaluar el 
comportamiento de los policías y el desempeño y la efectividad de los órganos de 
control policial. 
Ahora bien, esto no significa que las fallas del diseño sean el único factor causal que 
impacta en la impunidad y que afecta los patrones de denuncia, entre ellos se 
pueden mencionar a la confianza en los órganos de control, la preparación del 
personal de los mismos, etc. ¿Qué limitaciones tiene este enfoque? No permite 
describir el fenómeno de la no denuncia de los delitos desde todas las aristas.  
Será imposible afirmar, con la evidencia y el método que seguirá este estudio, que la 
impunidad de los delitos policiales se debe únicamente al diseño institucional del 
control interno. Sin embargo, este estudio permite identificar qué características 
concretas del diseño institucional contribuyen a determinado patrón de denuncia. Por 
este camino es factible identificar las fallas y deficiencias del sistema de control de la 
policía y, por consiguiente, los ajustes necesarios para eliminar su contribución a la 
no denuncia de los delitos penales.  
En síntesis, la hipótesis asume que las deficiencias en el diseño institucional generan 
espacios en el quehacer de los órganos de control que permiten a las autoridades 
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policiales y políticas del Ayuntamiento de Guadalajara, no denunciar los presuntos 
delitos, entre ellos los de corrupción, cometidos por sus policías, ni proporcionar la 
información que haga transparente su actuación frente a ellos.  
Otro de los atributos contemplados en la hipótesis son las fallas del diseño ¿Qué 
método sigue el estudio para validarlas e identificarlas? Como se dijo antes, se 
utilizará como referencia un modelo de RdC policial teóricamente fundamentado2 
contra el cual se compara el de la policía de Guadalajara.  
El modelo engloba los componentes, atributos y mecanismos esenciales con los que 
un diseño institucional debe contar para evitar solapar la arbitrariedad de quienes lo 
operan. La ausencia de algunos de los atributos establecidos, la incorporación de 
otros que sustituyan a los establecidos, pero con base en modelos distintos a los 
señalados en la literatura, o ajenos al marco de RdC, se consideran fallas del diseño. 
Por último ¿Cuál es el procedimiento para validar la vinculación entre las fallas del 
diseño y la no sanción de los presuntos delitos policiales y la opacidad de la 
actuación de los agentes de seguridad y de las autoridades policiales y políticas del 
Ayuntamiento?  
El procedimiento consistió en revisar las acciones u omisiones realizadas por el 
Ayuntamiento de Guadalajara, y específicamente por los órganos de control policial, 
en relación con la recepción, investigación y denuncia de los presuntos delitos, y con 
la gestión de la información pública. El objetivo fue identificar cuáles de esas 
acciones u omisiones fueron determinantes en los malos resultados que en materia 
de RdC de los presuntos delitos, se registraron en el 2003 y analizar al mismo tiempo 
cómo y en qué medida esas acciones, fueron estimuladas, toleradas o no detectadas 
precisamente por las fallas del diseño institucional.  
D) Estructura y articulación de los capítulos 
Los resultados de estudio de caso se exponen en cuatro capítulos cuyos títulos son:  
                                                 
2 La generación de un sistema válido de información de los delitos; la obligación de transparentar los 
resultados del desempeño de su función sobre detección y denuncia de los delitos; la existencia de un 
órgano supervisor autónomo; y la responsabilidad jurídica a la que se sujetará el responsable de 
denunciar los delitos, es decir, el tipo de sanción prevista por incumplir con esta obligación. 
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I) La denuncia y la impunidad de los presuntos delitos de la policía  
II) El diseño institucional del sistema de control policial y sus fallas 
III) El desempeño del sistema de control policial y sus resultados en la 
rendición de cuentas 
IV) Las fallas del diseño como condicionantes de la evasión y la impunidad 
V) La corrupción como delito, impunidad y diseño institucional 
En el capítulo uno se presenta el análisis y las evidencias que sustentan la 
afirmación de que en el 2003, en el Ayuntamiento de Guadalajara prevaleció la 
impunidad de los presuntos delitos de la policía. Esto se realiza por medio de un 
estudio cualitativo y cuantitativo de los expedientes que documentan las quejas 
contra la policía del Ayuntamiento.  
En el segundo capítulo se estudian, con un método cualitativo, las fallas del diseño 
del sistema de control de la policía, teniendo como patrón de comparación un modelo 
de RdC policial, cuyas características y componentes esenciales se retoman de los 
establecidos por la literatura. Estos criterios se ajustan al objeto y objetivo de la 
investigación, dejando de lado algunos elementos que no son pertinentes para el 
estudio, otorgando mayor peso a otros que son relevantes e indispensables para la 
comprensión del fenómeno en estudio, y agregando otro elemento, el sistema de 
clasificación de las quejas contra la policía que permita registrar y distinguir los 
delitos policiales de otros ilícitos, por considerarlo significativo para la RdC.  
En el tercer capítulo, al concebir a la RdC como resultado y no como características 
del diseño institucional, se valora si el desempeño del sistema de control policial 
logró que se sancionara la conducta indebida de la policía y si se generó la 
información necesaria para transparentar la actuación de los órganos de control 
frente a los presuntos delitos policiales. 
Las conclusiones de este capítulo serán precondición para que en el siguiente 
apartado se dé respuesta a la pregunta de si hay una relación condicionante entre 
los malos resultados y las fallas en el diseño institucional. Entre la no sanción de los 
presuntos delitos, la opacidad en la actuación de los órganos de control y las fallas 
del diseño. Este capítulo retoma las conclusiones de la evasión y la impunidad 
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demostrada en el capítulo uno, sólo que ahora se enfocan desde la perspectiva de 
los resultados obtenidos en la RdC por los órganos de control de la policía de 
Guadalajara. 
En el cuarto capítulo, con un método cualitativo se demuestra la importancia que 
tienen las fallas del diseño del sistema de control policial vigente, como factores que 
permiten las acciones y omisiones que impiden la RdC de los delitos policiales y 
favorecen la impunidad de los mismos. En este capítulo se articulan las partes de la 
tesis, porque se retoman las conclusiones parciales del capítulo uno, dos y tres, 
donde se demostró la impunidad de los presuntos delitos policiales, la existencia de 
fallas en diseño, los malos resultados en la RdC, para responder la interrogante 
principal: ¿El diseño del sistema de control policial del Ayuntamiento de Guadalajara 
permite o favorece una plena RdC de los delitos policiales?  
Para contestar la pregunta, es decir saber si el diseño permite la RdC, es 
precondición saber si existió o no sanción de los presuntos delitos y si se generó 
información para transparentar la actuación de los órganos de control. Es decir si se 
cumple con esas condiciones de la RdC, y conocer también cuáles son los 
elementos del diseño institucional que según la literatura debe tener el diseño 
institucional de Guadalajara.  
El capítulo primero, el segundo y el tercero ofrecen ese conocimiento: el primero 
concluye que no hay sanción, el segundo señala qué debe tener el diseño de 
Guadalajara y qué no tiene, y el tercero, retomando los aportes del primero, señala 
que no hay RdC porque no hay sanción, e incorpora el análisis de la dimensión de la 
información, concluyendo por igual que aquí tampoco hay RdC porque hay opacidad.  
Sólo una vez que se cuenta con esa información se tienen las bases para responder 
la pregunta de si el diseño del sistema de control de policía de Guadalajara, vigente 
en el 2003, favorece y permite la RdC. En otras palabras, si las fallas en el diseño 
detectadas en el capítulo segundo, condicionan o favorecen la evasión e impunidad 
detectada en el capítulo primero.  
El capítulo cuarto es el espacio en donde se retoman los resultados de los dos 
primeros apartados y se convierten en insumos de un proceso que lleva a responder 
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la pregunta central de la investigación. El trabajo desarrollado en el cuarto capítulo 
aporta un nuevo producto, que no es la simple suma de los resultados de los 
capítulos previos, y que es la respuesta a la pregunta central, con el análisis y las 
pruebas que la sustentan.  
La respuesta y conclusión general de la investigación es que el diseño institucional, o 
mejor dicho las fallas en el diseño del sistema, no permitieron en el 2003 la RdC de 
los delitos policiales.  
En el capítulo quinto analizo un tema central para la administración pública 
mexicana, el tema de la corrupción gubernamental y lo hago tomando como 
plataforma los resultados expuestos en los capítulos precedentes. Las preguntas que 
guían este apartado son: ¿Los actos de corrupción policial siguen el mismo camino y 
destino que los delitos policiales? ¿Los actos corruptos quedan impunes por las 
mismas razones que los delitos?  
Paralelo al objetivo de saber si los actos de corrupción policial, contenidos en las 
quejas ciudadanas, se evaden del proceso penal por las mismas fallas del diseño 
institucional. Asimismo, pretendo otros objetivos más de carácter teórico conceptual y 
metodológico, que considero tienen gran relevancia para el estudio de la corrupción y 
que tienen implicaciones prácticas útiles para el combate de la corrupción en México.  
La conceptualización de la corrupción como delito permite destacar los actos de 
corrupción más graves, lo que lleva a destacar la importancia de reconocer que la 
sanción adecuada a la corrupción sólo puede darse en el campo penal y no en el 
administrativo y que el carácter disuasivo de la sanción sólo se puede alcanzar 
plenamente con la sanción penal.  
Gracias a los aportes de los capítulos precedentes, una segunda implicación de la 
conceptualización de la corrupción como delito, permite deducir y concluir que los 
actos corruptos, al menos los que son al mismo tiempo delitos, están quedando 
atrapados y ocultos en el ámbito del poder ejecutivo y que las fallas del diseño del 
sistema de control están favoreciendo esta situación.  
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Otro aporte metodológico es el descubrimiento de que en los expedientes de las 
quejas ciudadanas contra la policía se contienen datos duros acerca de la corrupción 
y que las propias autoridades están recogiendo esa información y la tienen 
archivada. Lo cual tiene gran relevancia para el estudio de la corrupción policial y 
seguramente para la corrupción del resto de los funcionarios.  
Esta información además permite una intervención más eficaz y oportuna de los 
responsables de combatir la corrupción, porque puede aportar los datos en tiempo 
real para actuar en el momento y sancionar la mala conducta y evitar la impunidad. 
Existe lo que parecía imposible, evidencias empíricas documentales de la corrupción 
y los propios agentes involucrados las han venido reuniendo. 
E) Desarrollo y organización de cada capítulo 
Como se dijo líneas arriba el presente documento se estructura en cinco capítulos 
cada uno responde a una pregunta específica y a un objetivo u objetivos delimitados, 
que requieren un abordaje particular con una autonomía relativa en comparación con 
los otros capítulos de la investigación.  
Cada capítulo comienza con una exposición conceptual de los elementos necesarios 
para responder la pregunta que plantea, y es seguida de la evidencia empírica y el 
análisis que sustenta la conclusión particular del capítulo en cuestión. El capítulo 
cuarto tiene unas características particulares porque, como se dijo, retoma las 
conclusiones de los anteriores para dar respuesta a la pregunta general. 
Finalmente, en un apartado de conclusiones generales y propuestas se resumen los 
hallazgos generales de la investigación y son presentadas una serie de 
recomendaciones orientadas a modificar el diseño institucional del sistema de control 
de Guadalajara. El objetivo de estas recomendaciones es ampliar las posibilidades 
de combatir la impunidad de los delitos policiales y de los actos de corrupción y 
lograr la RdC de la policía del Guadalajara.  
Por último se presentan opciones y recomendaciones de temas a investigar y de 
métodos para continuar y fortalecer el estudio de los delitos y actos de corrupción de 
la policía en México. 




CAPÍTULO 1. LA DENUNCIA Y LA IMPUNIDAD DE LOS PRESUNTOS 
DELITOS DE LA POLICÍA  
El objetivo de este capítulo es analizar la evasión del proceso penal que genera la 
impunidad de los delitos policiales. Para cumplir esta tarea partiré de los conceptos 
generales hasta llegar al caso de estudio particular y a la evidencia empírica que 
confirmará o rechazará lo planteado en la hipótesis. Se trata, pues, de probar si 
existen casos de delitos policiales conocidos por la institución que no fueron 
denunciados. 
Fiel a este esquema, el análisis comenzará con la exposición de los conceptos 
presentes en la hipótesis. Se definirán y acotarán los elementos teóricos que 
formarán el marco analítico, para observar e interpretar el fenómeno de la evasión 
del procedimiento penal de los delitos policiales.  
De este modo, en la primera parte del capítulo se reúnen todos los conceptos 
necesarios para resolver las siguientes cuestiones: a) ¿Qué es la impunidad?; b) 
¿Qué faceta de la impunidad se observará a través del caso de estudio?; c) ¿Cómo 
serán identificadas las conductas que deben sujetarse al procedimiento penal? En 
este propósito son dos los conceptos claves: la impunidad acotada como la evasión 
del procedimiento penal y el presunto delito policial. 
Cada uno de ellos está compuesto a su vez por otros elementos, que se definirán 
para sentar una base teórica sólida y delimitar el alcance y relevancia de la no 
denuncia como generadora de impunidad. En este sentido, se hará un paréntesis, 
que no se desviará del objetivo del capítulo y que por el contrario lo enriquecerá, 
para analizar la no denuncia en la esfera de la RdC y las implicaciones que conlleva 
dejar sin sanción la presunta conducta delictiva de los servidores públicos; por lo que 
se incluye también una primera revisión conceptual al respecto. Este primer 
acercamiento al modelo de RdC es para sumar elementos que permitan entender el 
alcance de la evasión y la generación de impunidad en el caso estudiado.  
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Para fines de este capítulo se proporcionarán las características del modelo de RdC, 
centrando el interés de manera particular en la sanción. El interés es establecer 
cómo con el tratamiento que se da a los presuntos delitos policiales, la no denuncia 
deja sin sanción la conducta policial, componente esencial de los atributos de la RdC. 
El concepto de presunto delito policial permite conocer cuáles de las quejas en 
contra de la policía son conductas ilícitas, probables delitos reportados ante el 
órgano de control de la policía de Guadalajara. En él se encuentran los elementos 
necesarios para identificar qué conductas irregulares de la policía durante el 2003 
debieron ser denunciadas ante las autoridades penales. Es decir, el presunto delito 
policial será el criterio que usaré para determinar en qué casos se dio la evasión del 
procedimiento penal. 
Por otra parte, el concepto de impunidad permite ubicar la evasión del procedimiento 
penal en toda su relevancia: como una práctica que en última instancia deja sin 
responsabilidad la conducta nociva de algunos oficiales de la policía. Se trata, por lo 
tanto, de un elemento teórico útil para interpretar en un sentido determinado la 
evidencia proveniente del objeto de estudio. 
El desarrollo de la exposición conceptual conduce al objeto de estudio. A partir de los 
elementos teóricos más generales se particularizará en razón de la manera en la que 
el sistema de control procedió ante los casos de presuntos delitos policiales, que 
fueron de su conocimiento en el 2003. Para ello de los conceptos definidos y 
acotados en la primera parte, para reconocer e identificar las conductas constitutivas 
de delitos que al quedar fuera del proceso penal quedan impunes.  
Posteriormente, se expone el método utilizado para valorar la evidencia de evasión 
del procedimiento penal. Es decir, se explica la forma en la que se determinó la 
magnitud de la evasión del procedimiento penal que genera impunidad de los delitos 
policiales. Y se responde a la pregunta de si la evasión del procedimiento penal en la 
que participa la DAI, es en realidad un fenómeno que se repite consistentemente o si 
es sólo una práctica excepcional, fruto del azar.  
La última parte de este capítulo consistirá, justamente, en la valoración de la 
evidencia reunida en los expedientes de las quejas que recibió el sistema de control 
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de la policía de Guadalajara durante el 2003, utilizando las herramientas 
metodológicas pertinentes. El propósito es, por lo tanto, analizar la evidencia 
empírica reunida y presentar las pruebas que demuestran la impunidad detectada.  
En suma, el objetivo de este capítulo es demostrar la relevancia de la impunidad de 
los delitos policiales, entendida como la interrupción o cancelación del procedimiento 
penal al que deberían ser sometidos. En específico, probar que ciertas conductas 
policiales delictivas evaden el proceso de investigación, debido a que no son 
denunciadas por el órgano de control que conoce su existencia, quedando sin 
sanción alguna. Lo que a su vez, quebranta la fluidez del proceso de RdC, como se 
verá más adelante.  
La relevancia del fenómeno está justificada por el hecho de que la hipótesis se 
enfoca en el funcionamiento del sistema de control como fuente de la impunidad 
policial. Es decir, si bien hay muchas causas por las que un delito policial puede 
quedar impune, cuando sucede porque la autoridad encargada de vigilar el 
comportamiento de la policía decide no denunciar, la gravedad del acto es mayor 
porque es un síntoma del funcionamiento inadecuado del sistema de control interno. 
La verificación de este síntoma dirige la reflexión hacia la operación de la 
organización policial y sus mecanismos de control.  
1.1. Impunidad  
Para entrar en materia, es imprescindible delimitar con exactitud a qué faceta de este 
concepto de impunidad me refiero, cuáles son los indicadores necesarios para 
demostrar su existencia y deslindarlo de otras formas de impunidad que, sin ser 
menos importantes, quedan fuera del interés de este estudio. Por esto último, 
comienzo con una acotación. Esta investigación se aboca a una parte de la 
impunidad de los delitos policiales: aquella motivada por la decisión del sistema de 
control, de cancelar el desarrollo de un procedimiento penal para determinar la 
responsabilidad de los policías. 
1.1.1. Concepto de impunidad 
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La justicia, cuando se ausenta solamente puede resultar en la impunidad. Esta 
obviedad, que aunque se actualiza en todos los ámbitos de la vida humana, se 
expresa con nitidez en lo político, pues la presencia de la impunidad es a la vez un 
elemento que implica la exigencia al poder para que actúe y un parámetro para 
evaluarlo. La inconformidad con la impunidad  no apela a un castigo sustentado en la 
venganza, sino la expresión de una premisa de compensación, de restitución de 
justicia. Aristóteles escribió que la justicia se realiza en la sociedad políticamente 
organizada, por lo que sería de esperarse que la evolución social redujera la  
marginación y los extremos de la injusticia. Sin embargo, como se expone en este 
trabajo, la impunidad prohijada por la misión estatal, aún está presente incluso en las 
instituciones que en un primer momento se debieran situar  de forma más cercana a 
la verdad y a la justicia. Un asidero conceptual sólido en cuanto a la impunidad no 
puede prescindir de las valiosas reflexiones que desde la antigüedad nos han 
advertido ya sobre sus consecuencias. 
Así, no es posible prescindir de la idea de Platón que en La República aborda sobre 
el tema de la actuación justa, desde un análisis de lo que ella implica, bordando 
sobre la reflexión de si ser justo es un bien deseable en sí o un obrar que supone un 
esfuerzo y sacrificios que serían atendidos por pocos, si no fuera por la obligación de 
la ley. En este sentido relata la historia del anillo de Giges, en la cual un pastor lidio 
encuentra un anillo que al ser girado hacia el interior de la mano producía la 
invisibilidad de quien lo porta; por el contrario, al girarlo hacia el exterior de la mano 
el portador se torna visible nuevamente. El pastor al percatarse del portentoso poder 
del anillo, se las ingenia para entrar al palacio real y matar al soberano, seducir a la 
reina y finalmente apoderarse del reino. En el relato se dice también lo siguiente: 
Si, pues, llegásemos a tener dos de esos anillos y el uno se lo pone el justo y el otro 
el injusto, ninguno llegaría a ser, al parecer, tan fuerte como para permanecer fiel a la 
justicia y no atreverse a apoderarse del bien del otro, cuando entonces podría coger 
impunemente en el mercado lo que quisiera, entrar en las casas para tener 
relaciones íntimas con quien le viniese en gana, matar y libertar a quien quisiera y 
hacer todas las demás cosas entre los hombres al ser semejante a un dios. Al obrar 
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de ese modo, no obraría de modo distinto que el otro [el injusto], y los dos tendrían 
un mismo fin. Ciertamente, uno diría que eso es una gran prueba de que no es justo 
nadie por voluntad, sino por obligación, porque no se es justo en privado, porque 
siempre que se puede ser injusto [impunemente], se cometen injusticias.  
Esta relación entre la invisibilización de las conductas y la impunidad es sumamente 
pertinente para la materia de este trabajo. Un elemento central de la hipótesis que 
sostengo refiere precisamente a que el sistema de control de la policía de 
Guadalajara adolece de ciertas fallas que limitan la posibilidad de sancionar a los 
funcionarios que actúan de modo incorrecto, particularmente en lo que toca a  los 
policías acusados de presuntos delitos. De esta manera, es natural trazar una 
analogía con lo planteado en el relato del anillo de Giges: las fallas del diseño 
institucional del órgano de control determinan la invisibilización de los delitos 
cometidos por policías en el ejercicio de sus funciones, lo que crea las condiciones 
para que queden impunes.  
De esta forma, tal como se señala en el relato de Platón, ante una hipotéticamente 
deficiente institucionalidad coercitiva de fiscalización y control de la actuación policial, 
es de esperarse que prevalezca la corrupción y el abuso de poder; congruente con el 
planteamiento platónico de que siempre que se puede ser injusto [impunemente], se 
cometen injusticias. 
Retomando los argumentos de Platón en la narración, si alguien bueno es capaz de 
tener un mal proceder, es de esperarse que alguien con inclinación al mal 
comportamiento cometa actos desviados sin dudarlo. Entonces, cualquiera con poder 
y ante un escenario de impunidad absoluta indefectiblemente caerá en un 
comportamiento contrario al interés general. La impunidad es resultado de la 
ausencia de control efectivo, de ahí la importancia de concatenar la RdC, la 
corrupción –como fenómeno a atacar- y la impunidad –como propiciadora del 
comportamiento corrupto- en un estudio sobre los órganos de  control de la conducta 
policial. 
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Sin duda relevante en el contexto de esta tesis es el planteamiento que Platón hace 
sobre la perdurabilidad del bien y la tendencia a la destrucción que radica en el mal. 
La mala actuación en una institución creada para preservar las libertades y la 
integridad física de las personas, así como para la vigilancia del imperio de la ley, 
tiene consecuencias negativas en el entramado de la sociedad y en la vinculación y 
confianza de ésta con sus gobernantes. Platón nos dice que todo lo que perece y se 
destruye es el mal, pero lo que se salva y aprovecha es el bien.  
México ha vivido de cerca los efectos de la mala actuación de los cuerpos policiales 
en términos de una erosión del tejido social y una desconfianza en los aparatos de 
seguridad del Estado. La impunidad ante las conductas irregulares de los policías 
solamente puede conducir a escenarios de colapso de las instituciones, que 
constituyen un sustento esencial de la vida en sociedad. 
Para el filósofo la naturaleza del hombre es la de ser un zoon politikon, esto es, un 
animal social o político, el cual necesita vivir en la polis, en la comunidad social y 
política para realizar sus propios fines, teniendo como horizonte la vida buena, 
racional, virtuosa. Así, la comunidad se constituye en el espacio en el cual el hombre 
alcanza sus fines: “la ciudad subsiste (...) para el vivir bien”, nos dice. 
Sin embargo, en La Política advertía que la tiranía “no mira al interés público sino en 
cuanto sirve a su propio provecho; y por esto el fin del tirano es el placer, en tanto 
que el del rey es el bien”. La naturaleza extremadamente delicada de la función 
policial exige evitar que la corrupción permee en su actuación cotidiana, exige alejar 
a las instituciones policiales de un esquema de gobierno de tiranía. Lo que implica 
necesariamente poner énfasis en la RdC como sustrato de control social e 
institucional al abuso de poder, así como en el abatimiento de la impunidad, 
entendida como el terreno fértil para el florecimiento de la corrupción. 
Es evidente que se está ante una deuda amplia con los pensadores que a lo largo de 
la historia de las ideas han desarrollado conceptos sobre la materia política, el 
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gobierno y el imperio de la ley; con derivaciones relevantes en lo que atañe a la 
impunidad, su naturaleza y las vías para entenderla.  
El marco que regula la actuación de los servidores públicos, particularmente en el 
caso de esta tesis, el que constriñe la acción de los miembros de las corporaciones 
policiales, debe ser pertinente y adecuado al interés público y además el Estado 
debe asegurarse de que sea cumplido. Es en este sentido que se recuerda lo que 
Platón advertía en sus Diálogos: El Estado en el que la legislación sea únicamente 
un disfraz de lo que conviene a los que mandan, inevitablemente irá a la ruina.  
Una vez revisadas de manera somera las reflexiones que desde la filosofía antigua 
hay sobre la impunidad, podemos atender con mayor solidez las definiciones 
actuales del fenómeno. El diccionario de la Real Academia de la Lengua Española 
(RAE) define impunidad como “falta de castigo”. Aquí no interesa cualquier hecho 
que es dejado sin castigo, sino aquellos casos en los que una conducta proscrita en 
la ley, y para la que existe una pena, no es sancionada. El fenómeno puede tener su 
origen en causas diversas. La siguiente definición, aunque se centra en la impunidad 
de violaciones a los derechos humanos, permite vislumbrar las diversas aristas del 
término, sobre todo en el terreno jurídico: “Por impunidad se entiende la inexistencia, 
de hecho o de derecho, de responsabilidad penal por parte de los autores de 
violaciones de los derechos humanos, así como de responsabilidad civil, 
administrativa o disciplinaria, porque escapan a toda investigación con miras a su 
inculpación, detención, procesamiento y, en caso de ser reconocidos culpables, 
condena a penas apropiadas, incluso a la indemnización del daño causado a sus 
víctimas” (Consejo Económico y Social, Comisión de Derechos Humanos, 2005 :16). 
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Una primera cuestión a resaltar es que la inexistencia de responsabilidad penal 
puede ser de hecho o de derecho. La impunidad puede estar prevista en la ley como 
un mecanismo legítimo para exonerar a quien comete un ilícito. También puede ser 
producto de fallas en el sistema de procuración de justicia que, al margen de la 
norma, dejan sin sanción un acto punible. En todos los casos el resultado es el 
mismo: se interrumpe el proceso para fincar la responsabilidad penal.  
La legalidad del primer mecanismo implica que existe un procedimiento claro y 
conocido para eliminar la responsabilidad de quién es beneficiado por éste. El 
recurso de la exoneración, en este caso, es utilizado dentro de unos límites 
socialmente aceptables, materializados en la legislación. Pero la impunidad que se 
da al margen de la ley es de otra índole. En ese caso, los ilícitos evaden los procesos 
previstos, por medios que son generalmente ilegales, para evadir la sanción.  
Esta definición muestra que la impunidad es consecuencia de la interrupción del 
proceso establecido para detectar, investigar y sancionar ciertas conductas. Ahora 
bien ¿Cómo es ese proceso en el caso en estudio?  
Debido a que el interés de esta investigación se centra en explicar cómo el diseño 
institucional del sistema de control de la policía del Ayuntamiento de Guadalajara se 
traduce en la evasión del procedimiento penal, hablo en realidad de procesos 
interrelacionados: uno penal y otro administrativo. Esta interrelación nace cuando la 
conducta irregular es dada a conocer al órgano de control del Ayuntamiento.  
El órgano decide si le corresponde investigarla y sancionarla en tanto que falta, o si, 
por ser una conducta delictiva, lo procedente es derivarla al MP. El esquema 1.1.1.1 
ilustra gráficamente el proceso penal, es decir, al que deben ser sometidos los 














Esquema 1.1.1.1. Proceso penal para el deslinde 





De acuerdo con este esquema y la definición de impunidad apuntada más arriba, un 
delito puede quedar impune por cualquier circunstancia que le evita llegar a la 
ejecución de la sentencia.  
 En este punto, conviene delimitar los alcances del estudio. 
1.1.2. Alcances de la impunidad a observar en el caso de estudio 
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Los delitos policiales pueden quedar impunes por muchas otras razones que salen 
del ámbito de acción del sistema de control policial de Guadalajara. En primer lugar, 
habría que hacer notar aquellos delitos que no son denunciados ante las autoridades 
competentes. Por otro lado, están todos los delitos que sí fueron denunciados por la 
vía penal y que por deficiencias del sistema de justicia no son sancionados 
adecuadamente.  
El primer tipo de impunidad se debe a la diversidad de vías por las que un delito 
puede llegar al MP. Así, por ejemplo, el hecho de que la víctima de la conducta 
policial decida no denunciar directamente ante la autoridad correspondiente es una 
forma de impunidad que cancela el procedimiento penal, la cual en nada se relaciona 
con el funcionamiento de la autoridad administrativa de la policía.  
Los delitos que conocen otros órganos que supervisan a la policía, como la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ), podrían de igual modo no ser 
denunciados, evadiendo, de este modo, el procedimiento penal. Pero, de nuevo, esta 
decisión no es atribuible a los órganos policiales encargados de vigilar la operación 
de la policía.  
Comparada con estas otras formas de impunidad por no denuncia, la que estudio en 
esta investigación tiene la característica particular de ilustrar sobre el funcionamiento 
real de un sistema puesto en marcha precisamente para vigilar y sancionar las 
irregularidades policiales; nos informa sobre los resultados de una serie de reformas 
institucionales mediante las cuales se han creado los mecanismos de control interno 
con la intención de mejorar el desempeño de la policía y eliminar los abusos de ésta 
contra la población. De acuerdo con López Portillo y Frühling, “estos mecanismos, 
ejecutados desde la cadena de mando jerárquico, son vitales para el diagnóstico y 
seguimiento de los problemas de ineficiencia y de las conductas policiales indebidas” 
(2008: 42).  
Por otro lado, la impunidad que nace de las deficiencias del sistema judicial tampoco 
es atribuible al sistema de control de la policía. Sin menospreciar la importancia de 
esta faceta de la impunidad, hay que recordar que actualmente ni siquiera llegan las 
denuncias a los órganos jurisdiccionales. Por esta razón, pasa a segundo plano la 
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cuestión de si son procesadas de acuerdo a derecho o no. Con el objeto de ofrecer 
un listado ilustrativo, que no exhaustivo, de las circunstancias que conducen a la 
impunidad al interrumpir el procedimiento penal, presento los siguientes casos: 
a) La víctima del delito policial no lo denuncia a ninguna autoridad, con lo que la 
conducta escapa a todo este esquema (cancelación del procedimiento en el 
momento de la denuncia). 
b) El MP integra mal la averiguación previa y deshecha el caso, con lo que el 
delito nunca es llevado ante el juez. 
c) La averiguación judicial es manipulada por los policías que la realizan, 
eliminando la posibilidad de probar el delito y llegar a la sanción, o de 
disminuir la gravedad de aquél. 
d) El juez no ordena las diligencias pertinentes para llegar a fincar la 
responsabilidad del inculpado. 
e) El inculpado es puesto en prisión pero se evade, no cumpliendo así con la 
sanción impuesta por el juez.  
Aquí no valoraré la impunidad de los delitos cometidos por la policía que no son 
sancionados debido a interrupciones del procedimiento penal, en circunstancias que 
no involucran al órgano de control interno. En mi elección median dos argumentos. El 
primero es la disponibilidad de registros fiables sobre los delitos conocidos por la 
autoridad administrativa de la policía de Guadalajara durante el 2003.  
El segundo argumento, tiene que ver con la relevancia de identificar claramente que 
la impunidad que nos interesa tiene su origen en el funcionamiento del sistema de 
control policial. Los expedientes del 2003 contienen la relación de quejas 
presentadas contra la policía municipal durante ese año, a partir de cuya lectura es 
posible identificar las conductas que corresponden a tipos de delitos previstos en la 
legislación penal. Además, fue posible obtener la relación de las quejas recibidas que 
fueron denunciadas ante la autoridad penal.  
Por lo tanto, metodológicamente es posible identificar en un primer momento cuántos 
delitos fueron conocidos por la autoridad administrativa y, después, determinar 
cuántos de éstos fueron denunciados penalmente. Mediante tal operación es posible 
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determinar la cantidad de presuntos delitos no denunciados, lo que nos mostrará una 
faceta de la impunidad. 
La DAI es la dependencia encargada de recibir y registrar las quejas y es parte 
fundamental del sistema de control policial. Esa dependencia, además de llevar el 
registro de las quejas, cuenta con suficiente información para determinar cuando 
éstas corresponden a un tipo penal. Por un lado, tiene los tipos contenidos en el 
código penal y, por otro, los hechos narrados por el quejoso. Un simple cotejo de 
ambos datos es suficiente para determinar que el asunto sale de su competencia y 
pertenece a la del MP y los órganos jurisdiccionales, instancias ante las cuales debe 
denunciarlo.  
Un análisis de lo que sucede en la práctica con este sistema de control de la policía 
me permite concluir sobre el cumplimiento de su función con respecto a los delitos 
policiales. De ahí que aunque la evasión del procedimiento penal, en el caso de los 
delitos policiales conocidos por dicho sistema, no es sino una de tantas causas de 
impunidad, ésta nos permite conocer una parcela del fenómeno que pasa por dos 
situaciones relevantes: a) los policías cometen delitos y b) los órganos encargados 
de hacer rendir cuentas a los policías por sus conductas no los denuncian. De este 
modo, el tipo específico de impunidad que se puede inferir a través de los 
expedientes es relevante porque conduce directamente al funcionamiento del control 
de la policía.  
Ahora bien, es necesario mencionar que los policías pueden incurrir en distintas 
conductas irregulares al desobedecer alguno de los múltiples ordenamientos que 
regulan su actividad. Pueden cometer falta disciplinaria cuando se niegan a 
identificarse frente a un ciudadano, por ejemplo, o cuando no llevan puesto el 
uniforme según lo ordena el reglamento. Sin embargo, frente a este tipo de faltas se 
destaca la gravedad de los delitos, de ahí la importancia de que se les siga un 
procedimiento penal. 
Conviene hacer un repaso al concepto de delito para dar cuenta de la relevancia que 
tiene responsabilizar a quienes cometen este tipo de actos. Además, este concepto 
es indispensable para construir y justificar el marco conceptual que me permitirá 
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analizar el caso de estudio. Dado que el objetivo es demostrar que los policías 
evaden el procedimiento penal cuando quien conoce del delito es el órgano de 
control interno, se deben establecer claramente cuáles conductas policiales ameritan 
ser deslindadas mediante el procedimiento penal, a la luz del concepto de delito. 
1.2. El presunto delito y sus elementos 
 En términos operativos, los conceptos que a continuación expongo deberán ayudar 
a identificar, con base en parámetros fiables y válidos, las conductas presentes en 
los expedientes que son presuntos delitos. No es posible usar al término “delito” en 
sentido estricto porque sólo una autoridad jurisdiccional estaría en condiciones de 
declarar su existencia. Por esta razón, además de presentar el concepto de delito, se 
explica el criterio de presunción que permite analizar las conductas policiales con la 
información contenida en los expedientes.  
Antes de entrar en materia cabe aclarar que el campo de esta discusión es el de las 
políticas públicas. Aunque a ratos el contenido jurídico parezca ocupar la parte 
central, debo hacer hincapié en que en esta investigación la normatividad es 
valorada en tanto que diseño institucional. En este sentido, no está en mi interés 
contribuir, ni mucho menos concluir, los debates de la dogmática jurídica sobre el 
delito. De la Teoría del Derecho tomaré sólo los elementos que me permitan delimitar 
el concepto de delito, así como extraer los indicadores que permitan diferenciar las 
conductas policiales que se pueden considerar presuntos delitos del resto.  
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1.2.1. El delito 
La palabra delito tiene su origen en el verbo latino delinquere, cuyo significado exacto 
es no haber o faltar. Inicialmente hacía referencia a la ausencia física de algo. Con el 
paso del tiempo su uso se extendió a las faltas morales. Ya dentro del campo 
jurídico, el verbo denominaba las omisiones, esto es, las faltas contra las normas 
preceptivas, aquéllas que mandan hacer. En esa área, “delito” (evolución de 
delictum, forma nominal de delinquere) convivió con crimen (cuyo significado 
etimológico es “lo que se lleva a juicio”), palabra que se refería a las infracciones a 
normas prohibitivas. En español “crimen” se convirtió en sinónimo de asesinato 
mientras que “delito” concentró las faltas tanto por omisión como por acción.  
En su acepción moderna, el término admite al menos tres significados que, aunque 
confluyen, merecen ser distinguidos para estructurar este análisis.  
a) Histórica y política: son delitos aquellas conductas que en un periodo histórico 
dado son tenidas por punibles. Gómez López dice que “es juicio de valoración 
sobre ciertas conductas producido por quienes detentan el poder político” (2003: 
55). La intención es sancionar conductas que en las circunstancias imperantes 
atentan contra los intereses de tal grupo.  
Al estar política e históricamente determinado, el concepto varía en dos sentidos. 
El primero es temporal: el delito evoluciona según lo hace la sociedad: lo que en 
un momento es delito puede dejar de serlo en otro, al dejar de ser proscrita la 
conducta. El segundo se refiere a que lo que para una sociedad es delito, para 
otra bien puede no serlo. Estas variaciones ocurren a raíz de las diferencias entre 
grupos que detentan el poder político y que tienen la prerrogativa de crear 
derecho. 
b) Como concepto jurídico abstracto o teórico: en este caso el delito “es una 
categoría jurídica estructurada por el conjunto de elementos materiales, 
subjetivos, jurídicos y valorativos necesarios para que una conducta sea punible 
por la ley” (ibid: 62). Se trata de un concepto que establece el ideal de delito, es 
decir, las características generales que debe reunir una conducta concreta para 
poder ser calificada como tal.  
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Esta acepción es relativamente independiente de las imposiciones del momento 
histórico o la circunstancia política de una sociedad. Desde esta perspectiva, un 
delito es siempre una conducta punible, aunque las características concretas de 
tal conducta varíen según la evolución histórica y política de una sociedad.  
c) Como hecho concreto o fenoménico: el delito al que se refiere esta acepción 
es una conducta específica, ejecutada por un individuo, que “reúne los elementos 
propios de la definición legal” (Ibid 2003: 63). Se trata, pues, de los actos 
ejecutados que están proscritos en la legislación. Lo relevante, en este caso, es 
la acción u omisión concreta que admite, por sus características, el apelativo de 
delito.  
Es el uso más común del término, el que está presente en la prensa y puebla los 
reportes policiales. Es la materialización de las dos acepciones arriba 
mencionadas dado que la conducta debe responder tanto a la acepción histórica 
de delito (lo que en un momento determinado es punible), como al concepto 
abstracto (lo que reúne las características abstractas de un delito). 
En la presente investigación acudo directamente al delito como concepto histórico y 
político, al referirme a las normas vigentes para obtener los criterios que nos 
permitan identificar ciertas conductas. En ellas está la clave para interpretar lo que en 
este momento, en la sociedad mexicana es considerado delito. El delito en tanto acto 
concreto es relevante a la hora de analizar los expedientes en busca de las 
conductas policiales que motivaron las quejas. Además, el repaso de algunas 
consideraciones fundamentales sobre el delito como categoría jurídica me permiten 
comprender la relevancia del término y de las implicaciones jurídicas de las otras dos 
acepciones. 
El tratamiento de este tema corresponde a la teoría del delito. En palabras de Gómez 
López (2003: 66), esta disciplina “precisa por aplicación de preceptos superiores 
cuáles son, en general, los requisitos o condiciones para que un comportamiento sea 
delictivo, las circunstancias objetivas o subjetivas que excluyen la responsabilidad, o 
las que permiten graduarla, a fin de garantizar efectivamente a las personas que sólo 
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puedan ser juzgadas y condenadas por la realización injusta y culpable de un 
comportamiento prohibido por la ley penal”. 
Tiene un uso doble la teoría: a la autoridad le permite establecer los parámetros a los 
que deberá sujetar su potestad punitiva. En palabras de Gómez López “puede ser 
[...] una herramienta que permite apreciar valorativamente si un acto concreto 
sometido al examen del funcionario judicial es o no punible” (ibíd.: 66). Por otro lado, 
a los ciudadanos les proporciona la certeza de disponer de un área de acción en la 
cual no serán molestados toda vez que conocen cuáles conductas pueden ser 
castigadas y tienen la capacidad de dominar su comportamiento para evitarlas. 
Ahora muestro los elementos que componen el concepto.  
1.2.2. Los elementos del delito 
¿Cuál es la definición de la categoría jurídica “delito”? ¿Qué elementos debe reunir 
una conducta para ser considerado como tal? Gómez López (2003: 68) identifica dos 
definiciones cuya diferencia radica en la manera de ordenar los elementos que las 
componen. La primera sostiene que el delito es una conducta (1) típica, (2) 
antijurídica y (3) culposa. La segunda lo define como un hecho (1) penalmente 
antijurídico y (2) personalmente imputable (Gómez López, 2003: 68). En ambas 
están presentes los mismos elementos, aunque la primera los ordena de una manera 
más esquemática, por lo que aquí opto por ella. A continuación analizo los distintos 
elementos que la forman. 
1.2.2.1. Conducta 
En primer lugar hay que aclarar el significado de la palabra. El mismo autor la define 
como “acción u omisión es decir, como una actitud consciente y regida por la 
voluntad que se constituye en la base fundamental de la responsabilidad” (ibid., 
2003: 33). Se trata pues de una actuación del individuo en la que éste se manifiesta 
en el mundo de manera voluntaria y consciente. Es ella la que está sujeta a las 
disposiciones legales que regulan la vida social y, en última instancia, a la sanción. 
Esto significa que no es el individuo en sí mismo quien se encuentra constreñido 
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legalmente, sino su comportamiento, su conducta: no se castiga su esencia 
individual, sino las acciones u omisiones. 
Márquez (2005: 279), por su lado, define conducta como un “hacer, positivo o 
negativo, de un individuo a la que el derecho asigna consecuencias” . El autor vincula 
aquí los tipos de actuación, es decir, la acción u omisión, que estrictamente hablando 
corresponde a la conducta, con su consecuencia legal: la sanción. Es otro modo de 
plantear lo que en la cita anterior fue denominado “base fundamental de 
responsabilidad”. La responsabilidad, en este tenor, implica la pena. 
En adelante, al referirme a la conducta, asumiré la aproximación de Orellana 
Wiarco3, en su análisis sobre las corrientes causalista, finalista y funcionalista del 
derecho penal. Desde su punto de vista, la conducta se ubica más allá del debate 
suscitado entre esas corrientes. Es decir, a pesar de la diversidad de opiniones sobre 
el delito o la función del tipo, todos los juristas coinciden en que el punto de partida 
de ambos es una acción u omisión (Orellana, 2008: 136). 
1.2.2.2. Antijuricidad 
 Gómez López (2003: 54) describe la antijuricidad como “la afectación (lesión o 
peligro de lesión) sin justa causa de esos bienes jurídicos (los que el orden jurídico 
busca reconocer, garantizar y hacer efectivos)”. Es decir, para que una conducta 
determinada sea delito es necesario que implique la afectación de algún derecho de 
los que garantiza el Estado a sus ciudadanos, que haya una lesión o peligro de 
lesión contra un bien jurídico tutelado por la norma legal.  
En palabras de Gómez López (2003: 53), los bienes jurídicos tutelados son los 
“valores constitucionales (derechos, deberes, libertades)”. La antijuricidad se da, de 
esta manera, cuando la conducta lesiona o amenaza la integridad de alguno de esos 
valores. 
                                                 
3 La obra del autor está consagrada al análisis comparativo de las teorías causalista, finalista y 
funcionalista del delito. Aquí recobraremos la opinión sintética de Orellana para no entrar en el debate 
sobre las cuestiones particulares.   
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Daniel Márquez (2005: 278), parafraseando a Atienza y Manero (2000: 23), 
argumenta que “la antijuricidad es un atributo de la conducta que surge de la relación 
de contradicción existente entre ella y el derecho, entre el ser y el deber ser”. Es 
decir, entre el “ser” de la conducta realizada y el “deber” que está planteado en la ley. 
El ilícito es, de esta manera, un conflicto entre la realidad y la norma que tutela un 
bien jurídico específico.  
Dado que las conductas que aquí estudio son presuntas violaciones de la norma 
penal, la antijuricidad es verificable en la correspondencia entre la conducta y el tipo 
penal. Es decir, de entrada, el principal criterio para que la conducta entre en nuestro 
campo de estudio será que contradiga la norma penal, por ello la antijuricidad estará 
presente. 
1.2.2.3. Culpabilidad 
Debe entenderse como la “exigibilidad al autor de la conducta adecuada a derecho” 
(Gómez López, op.cit.: 55). Esta definición “tiene como presupuestos no sólo la 
capacidad psíquica del individuo para comprender la ilicitud de su acción y para 
orientar su conducta según su comprensión, sino que además implica que éste haya 
tenido un conocimiento actualizado de la injusticia del acto y por las condiciones de 
la motivación que se autodeterminó le sean exigible la conducta adecuada a 
derecho” (Ibídem). 
1.2.2.4. El tipo 
La definición tripartita implica que para establecer una relación de pertenencia entre 
una conducta y el concepto ilícito debe mediar la tipicidad, definida por Márquez 
(2005: 281) como “la adecuación de la conducta con la descripción típica establecida 
en la ley”.4 El método para averiguar si determinada conducta es un ilícito, consiste 
en observar la correspondencia entre los rasgos de la conducta y el tipo penal.  
Los elementos del tipo son los siguientes: 
                                                 
4 La diferencia entre tipo y tipicidad es que el primero es sólo la descripción de la conducta punible, 
mientras que la segunda se refiere a la relación existente entre una conducta concreta y el tipo.  
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a) Acción: es el verbo con el que el legislador describe la conducta regulada por 
la ley. (ibíd.: 138). 
b) Omisión: un tipo puede prever la realización de una acción o de una omisión. 
En el último caso, ésta puede ser de dos tipos. Omisión propia: consiste en no 
ejecutar una acción exigida por la ley (ibid.:139). En los delitos de este tipo, “el 
resultado es de peligro, el bien jurídico tutelado sufre riesgo, peligro, pero no 
se daña” (ibíd.: 141) Omisión impropia: En este caso se prevé la no ejecución 
de una conducta, lo cual además tiene como consecuencia la lesión o daño de 
un bien jurídico. (ibíd.: 141). En los delitos de esta clase “el sujeto viola una 
forma preceptiva (deja de hacer lo que debe hacer) y una prohibitiva (producir 
un resultado que no debe producir) (ídem).  
Un ejemplo clásico: “un médico 'A', al efectuar una operación quirúrgica, no 
peligrosa, a un sujeto 'B', decide en ese momento matarlo, y lo deja 
desangrar. El médico va a omitir evitar la hemorragia y se presentaría un delito 
de omisión propia, pero como esa omisión tiene por finalidad que el paciente 
muera, entonces el médico incurre en un delito de comisión por omisión” 
(ibid.:142). 
c) Nexo causal: es el vínculo lógico que supone que la acción u omisión delictiva 
originó un resultado de la misma naturaleza. (ibíd.: 144). 
En general, tiende a privar la consideración de que las conductas ya tipificadas en un 
código son por definición los ilícitos. Sin embargo, es posible plantear un concepto 
abstracto del tipo que enriquezca el análisis y nos dé pie para valorar la evidencia de 
los expedientes. Consideraré, para ellos, las características generales que debe 
presentar cualquier tipo penal, de acuerdo con Amaya Barón (2004: 417): 
a) El bien jurídico tutelado (el derecho que el tipo protege) 
b) Sujeto activo (quien ejecuta la conducta que corresponde al tipo) 
c) Sujeto pasivo (quien recibe la acción de sujeto activo) 
d) Conducta (la acción acometida por el sujeto activo) 
e) Culpabilidad (la conciencia de antijuricidad de la acción) 
f) Elemento normativo (establece el tipo como ilícito) 
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g) El resultado  
Sobre el mismo asunto, Gómez López (2003: 68) afirma que un tipo prevé “el 
incumplimiento de mandatos (tipo de omisión) o la infracción de ciertas prohibiciones 
(tipo de acción), de esta manera el tipo será siempre y necesariamente una conducta 
antinormativa o contraria a la norma”. 
Las funciones del tipo son por demás importantes para establecer límites razonables 
al ejercicio de la justicia. Daniel Márquez enumera las siguientes:5  
a) “Función de garantía que plasma el principio de legalidad y asegura que sólo 
van a ser consideradas como delictivas aquellas conductas que previamente 
hayan sido descritas por la ley penal” (2005: 281). En el caso de la policía, se 
trata de que sólo constituyan presuntos delitos aquellas acciones que estén 
previstas por la ley al momento de ser cometidas. Si no hay una ley que 
prohíba la conducta antes de que ésta sea llevada a cabo, entonces no habrá 
delito que perseguir. 
b) “Función selectiva que muestra cuáles son los comportamientos que han 
decidido van a ser protegidos mediante las normas penales” (ídem). Al 
plantear la ley las pautas de conducta que serán castigadas, identifica, tácita o 
explícitamente, qué acciones son valoradas socialmente y por lo tanto 
protegidas por las normas. Las leyes que dicen lo que no debe hacerse, 
permiten inferir qué conductas están permitidas. 
c) “Función de taxatividad que describe las conductas que la experiencia ha 
revelado como dañinas o peligrosas para los bienes jurídicos” (ídem). Los 
tipos contienen descripciones de aquellas conductas que son indeseables 
socialmente. Aplicada al caso de la policía, esta función implica que en ellos 
se comprenden los cursos de acción de la policía que la sociedad considera 
peligrosos para sí misma y sus miembros. 
d) “Función indiciaria de la antijuridicidad, esto es, constituyen un indicio para 
establecer que una conducta es contraria a la ley” (ídem). En este sentido, el 
                                                 
5 El autor refiere como fuente a (Álvarez, 1999). 
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indicador de que una conducta policial es antijurídica es que exista un tipo en 
el que esté prevista. 
e) “Función de alerta a los destinatarios de la norma para que no incurran en 
errores de tipo ni de prohibición” (ídem). La existencia de tipos de delitos, en el 
contexto de esta investigación, permite a los policías conocer qué acciones no 
deben cometer so pena de ser sancionados. 
f) “Función definidora y delimitadora, ya que conceptualizan y marcan límites en 
la actuación” (ídem). Establece las características del procedimiento para 
fincar responsabilidades sobre una conducta delictiva.  
Independiente de la corriente teórica, hay un acuerdo general sobre los elementos 
que debe presentar una acción para ser considerada delito: el tipo, la antijuricidad y 
la culpabilidad, arriba descritos. Las relaciones entre estos elementos son 
constantes.  
Hans Welzel (1976: 73) sostiene que “la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad 
son los tres elementos que convierten una acción en delito. La culpabilidad -la 
responsabilidad personal por el hecho antijurídico- presupone la antijuricidad del 
hecho, del mismo modo que la antijuridicidad, a su vez, ha de estar concretada en 
tipos legales. La tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad están relacionadas 
lógicamente de tal modo que cada elemento posterior del delito presupone la 
anterior”. 
El tipo es, de los elementos estudiados hasta aquí, el que me será más útil. Los tipos 
son la manifestación concreta del concepto histórico y político del delito. Esto porque 
contienen las conductas que en una sociedad determinada, en un momento dado, 
son consideradas ilícitas. Para determinar si una conducta dada pertenece a la 
categoría de delito, basta con establecer una relación de correspondencia entre ésta 
y los tipos. Queda asentado que de tal correspondencia se colige que la conducta en 
cuestión implica, en todos los casos, un atentado (por lesión o peligro de lesión) de 
los bienes jurídicos legalmente protegidos.  
A manera de recapitulación, un delito es toda acción u omisión adecuada a la 
conducta típica establecida en la ley penal que afecta sin causa justa los 
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bienes jurídicos reconocidos y garantizados en el orden legal, que es exigible a 
su autor y está sujeta a una sanción.  
Si bien el concepto de delito dice qué características abstractas tiene una conducta 
de esta clase, la legislación mexicana debe, a través de los tipos, responder a la 
pregunta de qué conductas específicas deben considerarse delictivas. Ahí radica la 
naturaleza histórica y política del concepto de delito que aquí se utiliza: delitos son 
las conductas, así definidas por la legislación producida en el sistema político vigente 
en un momento histórico concreto.  
Por esta razón, es indispensable revisar las normas relevantes para el caso de 
estudio y así saber cómo entienden y plasman el concepto de delito y en qué tipos lo 
dividen. Es decir, para identificar una conducta delictiva es necesario remitirse al 
derecho penal mexicano, manifestado en los códigos penales y las leyes especiales.  
Por último, el concepto de presunción que a continuación se expone es fundamental 
para esta investigación. 
1.2.3. Los presuntos delitos policiales 
Hasta aquí he dicho que un delito es una conducta típica, antijurídica y culpable, 
contemplada en una norma penal. Ahora se acota el uso que se da a este término, 
dado que no se cuenta con toda la información para concluir si una conducta de las 
narradas en los expedientes es delito. Las limitaciones de la información contenida 
en los expedientes policiales no estorban para determinar cuándo procede interponer 
una denunciada ante el MP. Para eso es suficiente afirmar con base en los 
expedientes que las conductas son presuntos delitos. A continuación se explica el 
porqué de esta afirmación. 
La RAE define como presunción un “hecho que la ley tiene por cierto sin necesidad 
de que sea probado”. Aunque esta acepción hace una clara referencia al campo del 
derecho, su generalidad no presenta todos los matices que conviene tomar en 
cuenta. Es necesario, así, recurrir a otras fuentes. 
Más concretamente ¿En qué consiste la presunción? El Código de Procedimientos 
Penales de Jalisco, en su Artículo 261, define presunción como la “consecuencia 
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lógica de un hecho cierto, que supone la de otro desconocido”. No es la manera más 
clara de expresar la idea, por lo cual observo cuáles son los argumentos que se han 
vertido sobre este tema. 
Mendoca (1998) afirma que el verbo presumir está emparentado con muchos otros 
términos (sospechar, presuponer, hipotetizar, etc.), dependiendo del contexto en el 
que se inserte. Seguiré a este autor en su elección de aceptación como referencia 
semántica. Mendoca (1998: 86) propone, refiriéndose a Cohen, que “el mejor 
candidato para elucidar la idea de presunción, tal como ella opera en el ámbito de las 
presunciones legales, parece el concepto de aceptación, concebido a la manera de 
Cohen, con alguna modificación menor. Según Cohen, aceptar la proposición p es 
adoptar una política (o estrategia) de tomar (asumir, postular) p como una premisa en 
algún contexto (o en todos los contextos), sobre la base de ciertas pruebas, 
argumentos, inferencias o deliberaciones”. 
Cuando se presume un hecho, lo que sucede, en términos prácticos, es que se le 
conceden ciertas características legales a priori. El apriorismo en este caso es 
relativo, dado que sí deben aportarse indicios elementales que fundamenten la 
suposición, pero no es necesario que sean concluyentes. Mendoca (op. cit.) afirma 
que esa concesión es temporal y está determinada por el contexto. Es decir, sobre 
un hecho jurídico no se presume siempre lo mismo, sino características variables 
según el tiempo y el contexto. Según el autor por esta razón el término conceder 
ilustra mejor las implicaciones prácticas y jurídicas de la presunción. 
Otras alternativas fallan en recoger el principio mutable que contiene el verbo 
conceder. La opinión de Mendoca, en todo caso, es suficiente para abordar el caso 
de estudio. Sin embargo, cabe hacer algunas aclaraciones al respecto. 
La cuestión de la presunción está estrechamente vinculada con el proceso. Se trata 
de un elemento que debe tomarse en cuenta, cuando la ley lo señale, en el curso 
que sigue un juicio. En esta investigación no viene al caso analizar la función de ese 
elemento en los juicios que podrían seguírsele a la policía. Sólo rescataré la lógica 
implícita en la presunción para analizar las quejas contra la policía y determinar, con 
su ayuda, si las conductas consignadas ameritan o no una denuncia. 
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Para esta investigación, la presunción implica hacer una concesión a las conductas 
policiales de las que se duelen quienes presentan una queja ante la autoridad del 
Ayuntamiento. Se concede la existencia de delitos porque no es posible concluir si 
los hechos son verdaderos ilícitos, es decir, si realmente ocurrieron. La presunción, 
en este caso, descansa sobre el hecho de que la conducta narrada en la queja 
corresponde a un tipo penal (y, por lo tanto, es una instancia del concepto histórico y 
político de ilícito). Esa correspondencia permite concluir algo: que la conducta debió 
ser denunciada por la vía penal ante las autoridades competentes.  
Por esta razón, se recoge aquí la perspectiva de Cohen en el siguiente sentido: 
ciertas conductas policiales conocidas por el órgano administrativo del 
Ayuntamiento de Guadalajara a través de las quejas debieron haber sido 
denunciadas penalmente sobre la base de que corresponden con un tipo penal 
vigente.  
Para esta investigación, esas conductas son consideradas como presuntos delitos y 
debieron ser denunciadas al MP y cuando no se denuncian significa que el órgano 
administrativo del Ayuntamiento de Guadalajara se permitió que algunos presuntos 
delitos evadieran el procedimiento penal. Es decir, un presunto delito, en esta 
investigación, es aquella conducta narrada en los expedientes que 
corresponde con un tipo de la legislación penal aplicable en el Estado de 
Jalisco. 
1.3. El calificativo de policial 
Falta definir un aspecto más de las conductas que serán el material de análisis. 
Además de exigirles correspondencia con los tipos penales, será fundamental que 
hayan sido cometidas por los oficiales en calidad de policías, no como ciudadanos 
privados. Este parámetro me permitirá diferenciar los delitos policiales de los delitos 
de un ciudadano común que el mismo oficial podría cometer.  
Aquí me apoyo en el argumento que aporta Klockars (citado en Newburn, 1999: 5) 
sobre la corrupción policial: “si los oficiales de policía roban de la escena del crimen 
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[...] son corruptos. Si roban algo de sus familiares, de sus amigos, de tiendas o de 
domicilios sin cubrirse en su rol de policía, son simples ladrones”. 
Que un delito sea policial depende de que quien lo cometa use su investidura de 
policía. Es decir, sólo cuando el oficial de policía que incurre en el delito se ostenta 
como tal o hace uso de la autoridad que su puesto le confiere, es posible calificarlo 
de delito policial. Si realiza una conducta delictiva al margen de su función, en su 
calidad de ciudadano, entonces se tratará de un delito como el que comete cualquier 
otro individuo, por lo que estará fuera del objeto de estudio de esta investigación. 
Cuando un policía incurra en una conducta típica y además haga uso de su 
investidura para realizarla, se considera que se trata de un presunto delito policial. 
Sin embargo, utilizar este criterio en la práctica puede ser una tarea difícil dado que 
no hay parámetros claros que permitan, sin mover a controversia, afirmar que el 
oficial de policía incurrió en un delito usando su cargo.  
Ante esta complejidad, conviene tomar una decisión pragmática teniendo en mente 
las características de la información de los expedientes de la DAI. Asumiré que si la 
conducta sobre la que se funda la queja está consignada en un expediente de la DAI, 
se hizo en el uso del “rol de policía”. Es decir, el requisito para que una conducta sea 
delito policial conocido por la DAI es que esté en los expedientes de quejas 
archivados por esta dependencia.  
Procedo así porque con la narración de los hechos que constan en el expediente se 
hace en el contexto de una dependencia, la DAI, especializada en atender quejas 
contra elementos policiales. Doy por hecho, pues, que los encargados de recibir las 
quejas ciudadanas se cercioraron de que en las circunstancias de la conducta está 
presente la función policial. En caso de que la lectura del expediente haga evidente 
que la queja fue motivada por una acción u omisión del elemento policial cometida en 
su calidad de ciudadano, dejaré constancia de ello y analizaré las implicaciones que 
tiene. 
Con base en lo dicho hasta este momento, los indicadores para determinar si la 
conducta de una queja es o no un presunto delito que, como tal, debió haber sido 
denunciado, son los que se exponen a continuación. Cabe insistir en que no tendré 
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suficiente información para saber si la conducta policial realmente ocurrió como la 
narra el quejoso, esto sólo podría saberse mediante un procedimiento de 
investigación para cada queja.  
Lo que se puede afirmar es si la conducta debió haber sido denunciada penalmente 
por la DAI. De no haberlo hecho, esta dependencia habría ido contra su objetivo de 
hacer que los policías rindan cuentas sobre sus conductas particulares.  
1.3.1. Indicadores para identificar los presuntos delitos policiales 
Para considerar una conducta dentro del concepto de presunto delito policial, se 
emplean los indicadores siguientes:  
a) Son actos que constan en expediente de la DAI: esto nos permite suponer que 
son conductas en las que los oficiales hicieron uso de su autoridad policial. 
b) Son conductas típicas: corresponden con las descripciones hipotéticas (tipos 
penales) contenidas en el Código Penal para el Estado de Jalisco y leyes 
específicas.  
Todas las conductas que cumplan con estos dos requisitos serán clasificadas en dos 
tipos:  
a) Las que fueron denunciadas ante un MP.  
b) Las que no fueron denunciadas al MP. 
El número de las quejas que presentan las características del inciso b determinan el 
tamaño de la evasión a la justicia penal fomentada por el órgano administrativo. 
Como se dijo, este fenómeno de evasión tiene vínculos estrechos con la impunidad 
policial ya que las conductas que presuntamente constituyen delitos deben ser 
denunciadas. Sólo de esta manera la única autoridad constitucionalmente facultada 
para decidir sobre el inicio del procedimiento penal -el MP- podrá pronunciarse y, en 
caso de que proceda, investigar y sancionar tales conductas.  
La extracción de las conductas policiales de la acción penal fomenta la impunidad, 
porque aquellas que efectivamente constituyen delitos no serán perseguidas como 
corresponde. Así, el sólo hecho de no denunciar por parte de la DAI tiene 
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consecuencias negativas, incluso cuando los hechos que constan en la queja no 
constituyan delitos, dado que no es la autoridad competente para determinar la 
oportunidad de un procedimiento penal y a que no hay criterios fiables que nos 
permitan deducir que no se denunciaron ciertas conductas porque no constituían 
verdaderos delitos. Se está, insisto, ante una situación en la que la DAI interfiere en 
la actividad del MP. Esto sucede cuando la dependencia sustrae ciertas conductas 
delictivas del ámbito penal, donde deberían ser investigadas y sancionadas. 
La posibilidad de que un delito quede en el ámbito administrativo sin ser castigado 
penalmente es suficiente para justificar la relevancia de la evasión del procedimiento 
penal que aquí se estudia y su vinculación con la impunidad. Si además, el número 
de presuntos delitos no denunciados es significativamente mayor al de los 
denunciados, estaríamos en presencia de un fenómeno sistemático, arraigado en la 
operación de la DAI. 
1.3.2. La impunidad de los presuntos delitos policiales 
El criterio utilizado para cuantificar la impunidad de los presuntos delitos policiales, 
entendida como la evasión de éstos del procedimiento penal, es la no denuncia 
significativa. Un delito quedó impune cuando la autoridad administrativa supo de él y 
no lo denunció a la autoridad competente. Así quedó establecido por la definición de 
impunidad apuntada más arriba.6 La no denuncia es una manera de proceder 
arraigada en el sistema de control policial si reúne el requisito de ser significativa 
estadísticamente.  
Para descartar el argumento de que la no denuncia es un fenómeno aislado que 
ocurre de manera azarosa en el proceso de recepción e investigación de quejas 
contra la policía, se utiliza el concepto de significancia estadística. Mediante el 
cálculo de la significancia estadística se demuestra que la no denuncia no es un 
modo de proceder excepcional, sino la regla en el tratamiento de los presuntos 
                                                 
6 Se recuerda que una de las características del fenómeno es que las conductas son sustraídas del 
proceso de investigación que debe preceder a la sanción. En efecto, al no denunciar, la DAI evita que 
las conductas policiales sobre las que cabe sospechar que son delitos, sean investigadas según lo 
establecido por la ley. 
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delitos policiales. Esto es, no se trata de un evento que ocurre al azar, sino de una 
tendencia definida en el funcionamiento institucional de la DAI.  
El lazo que se intenta evidenciar y sobre el que se apoya la investigación, es el 
siguiente: todo presunto delito policial que evade el procedimiento penal queda 
impune. Probablemente la denuncia no sea garantía contra la impunidad, es decir, no 
es condición suficiente para erradicarla. Esto es así por la deficiencia del sistema 
jurisdiccional que ya se mencionó en otra parte. Sin embargo, la no denuncia sí es 
causa indiscutible de la impunidad, y de una impunidad que es además atribuible a la 
propia instancia encargada de velar por el control de la conducta policial.  
Cuando quien no denuncia es la agencia encargada de obligar a los policías a rendir 
cuentas sobre su conducta, la impunidad es permitida desde el mismo sistema 
establecido para erradicarla. Esto constituye el principal interés del tipo de impunidad 
que estudio aquí, porque revela que el funcionamiento inadecuado del sistema de 
control policial, al practicar la no denuncia, constituye un patrón establecido y no 
eventos excepcionales. A continuación se detallan los argumentos sobre los que se 
sostiene la relevancia de la impunidad generada por la no denuncia y los alcances de 
su estudio. 
1.3.3. La impunidad producto de la no denuncia 
Como dije más arriba, la evidencia con la que se analizó la evasión del procedimiento 
penal proviene de los expedientes de las quejas recibidas por la DAI durante el 2003. 
La información contenida en tales documentos permite determinar si debió haber 
existido una investigación en el campo penal. 
En México, esta función sólo le corresponde al MP. Como afirma Clemente Valdés 
(2000: 21) “el derecho de hacer una acusación ante un juez no le corresponde a la 
víctima, le corresponde exclusivamente a un órgano oficial que en nuestro país se 
llama Ministerio Público, el cual se supone, o por lo menos eso se nos dice en la 
Constitución, en el Artículo 21, es ‘el Titular de la acción penal’”.  
Valdés se refiere al texto constitucional (Artículo 21, CPEUM) que afirma que “la 
investigación y persecución de los delitos incumbe al ministerio público, el cual se 
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auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato”. Esta 
misma autoridad puede determinar que no hay suficientes elementos para iniciar un 
procedimiento penal y no llevar el caso ante un juez. Cuando la parte que promueve 
la denuncia no está de acuerdo con esta decisión, puede impugnarla. Al respecto, la 
Constitución determina que “las resoluciones del ministerio público sobre el no 
ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía 
jurisdiccional en los términos que establezca la ley” (ídem). 
Al analizar los expedientes, mi intención es determinar en qué casos el MP debió 
haber sido enterado de ciertas conductas policiales para que a su vez determinara si 
había o no lugar a un proceso penal. Es inaceptable que suceda de otro modo, esto 
es, que cualquier otra autoridad decida si hay o no lugar a un procedimiento penal, 
en virtud del monopolio que la Constitución le concede al MP. 
En el contexto de la DAI, órgano de control de la policía de Guadalajara, la 
correspondencia de ciertas conductas policiales con algunos tipos penales es 
suficiente evidencia para que el órgano administrativo dé parte al MP. Cuando no 
obra así, permite que evadan la justicia penal conductas policiales -los presuntos 
delitos- sobre las que, por sus características, debió pronunciarse un MP. Las 
conductas policiales, de este modo, quedan impunes.7 Entonces queda claro por qué 
razón la no denuncia genera la impunidad de los presuntos delitos policiales.  
Ahora bien, ¿Qué relación existe entre la evasión penal de una presunta conducta 
delictiva y el modelo de RdC? ¿Qué implicaciones tiene la evasión para un modelo 
que establece mecanismos que protegen la desviación y del mal uso del poder 
público, en este caso el policial? En el siguiente apartado el objetivo es llevar a cabo 
una descripción sintética de los elementos y dimensiones que conforman el modelo 
teórico de RdC que serán extensamente analizados en el siguiente capítulo. Mi 
interés, en este momento, se centrará exclusivamente en esbozar las tres 
                                                 
7 Como se dijo más arriba, la actividad de control no es la única fuente de impunidad, ni siquiera de 
impunidad por no denuncia. Así, lo central en este caso no es la impunidad en sí misma porque mi 
objeto de estudio sólo mostrará una parte de este fenómeno que, quizás, no sea la más relevante en 
términos cuantitativos. El énfasis está en que la impunidad es generada por una dependencia creada 
de manera expedita para combatirla y para mantener en rangos socialmente aceptables la conducta 
policial. 
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dimensiones que lo conforman -1) agente obligado a rendir cuentas, 2) información y 
3) sanción-, centrándome de manera específica en la sanción y su relación con el 
sistema de control de la policía de Guadalajara. 
1.4. El modelo de rendición de cuentas 
Los modelos teóricos de RdC contemplan mecanismos operativos que permiten 
limitar y controlar, de manera parcial, el poder de aquellos que toman las decisiones 
públicas (servidores públicos) en cualquier órgano o institución. Sin embargo, 
controlar no significa eliminar o abolir el poder. El modelo propone mecanismos 
concretos que protegen la desviación y el mal uso del poder público para 
“domesticarlo”, en palabras de Schelder (2004: 13). 
De este modo, se establece la apertura del poder al escrutinio público, a los ojos 
externos; obligándolo a explicar y dar razones de sus decisiones, acciones, 
comportamientos y; sometiéndolo a la amenaza de sanciones (Schedler, ídem). El 
modelo contribuye a que los servidores públicos informen y justifiquen el modo en 
que utiliza el poder que les es conferido de manera pública y transparente. 
Siguiendo a Schedler (1991) y Lindberg (2009), la RdC posee cinco elementos 
definitorios: 1) agente o institución obligado a rendir cuentas –A: agente– , 2) área o 
dominio –D: dominio– , 3) agente o institución al que se rinde cuentas –P: principal–, 
4) el derecho de P de requerir que A informe y explique/justifique sus decisiones en 
torno a D, y 5) el derecho de P de sancionar a A si falla en su obligación de informar 
y explicar/justificar sus decisiones en torno a D.  
Para el caso concreto de Guadalajara y para este momento del análisis, identifico 
esquemáticamente, los elementos de la RdC como sigue: 1) los agentes de 
seguridad obligados a rendir cuentas sobre su conducta son los integrantes de la 
policía de Guadalajara; que deben responder por 2) su conducta indebida 
(incluyendo los presuntos delitos denunciados por los ciudadanos) ante 3) los 
órganos de control, la DAI y la CHJ, que tienen 4) la facultad jurídica de exigir a los 
miembros del cuerpo de seguridad respondan por su conducta y 5) sancionarlos si lo 
encuentran procedente. 
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Para enlazar la impunidad de los presuntos delitos policiales relacionada con la 
evasión por no denuncia con el tema de la RdC, en lo que resta del presente capítulo 
se recuperan los elementos que brindan Schedler (ídem) y Lindberg (Ídem) 
concentrándolos en tres dimensiones: 1) un agente o institución encargado del 
proceso de RdC; 2) la información que este agente produce sobre su accionar y 3) la 
sanción(es) que de su acción se desprenden.  
1.4.1. Breve descripción de las dimensiones y su importancia  
Las tres dimensiones a las que se presta atención tienen relevancia trascendental 
para este estudio porque a través de ellas se puede, más adelante, comprender los 
elementos institucionales que pueden posibilitar o cancelar un proceso integral y 
efectivo de RdC. Para los fines de esta sección, se presentan aquí de una manera 
sintética pero suficiente.  
1.4.1.1. Agente o institución 
Las agencias o instituciones de RdC son los entes encargados de controlar al poder, 
su misión consiste en restringirlo y disciplinarlo sin que esto signifique su eliminación. 
Lo que se busca es “prevenir y remediar sus abusos, volver predecible su ejercicio, 
mantenerlo dentro de ciertas normas y procedimientos preestablecidos” (Schelder, 
2004: 24).  
En este sentido, las agencias de RdC son las comisionadas para registrar las 
conductas indebidas de quienes detentan el poder público, sancionarlas y turnarlas, 
si es necesario, a las instancias correspondientes que las investigarán y penalizarán 
si se trata de delitos.   
1.4.1.2. Información 
El accionar de los servidores públicos produce información y datos sobre su 
actuación en los distintos ámbitos donde se desenvuelven, bajo un modelo de RdC 
dicha información debe ser divulgada de manera pública y transparente ante aquellos 
que así la soliciten. La RdC, en este sentido, posee una dimensión informativa que 
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obliga a quienes detentan el poder a informar y explicar sus decisiones (Schelder, 
2004). “La rendición de cuentas involucra por tanto el derecho a recibir información y 
la obligación correspondiente de divulgar todos los datos necesarios. Pero también 
implica el derecho a recibir una explicación y el deber correspondiente de justificar el 
ejercicio de poder (Schelder, op cit: 14)”.  
De esta manera, la información puede ser vista como un medio por el cual se debería 
conocer el comportamiento del actor responsable de rendir cuentas.  
1.4.1.3. Sanción 
Para Schelder (2004) la sanción constituye una dimensión incuestionable de la RdC, 
pues es mediante ésta que el modelo no aparece como un mero acto publicitario. En 
un modelo de RdC debe existir la capacidad de atribuir responsabilidades a los 
funcionarios que no acaten la ley respectiva a sus funciones públicas. Si no existe 
una sanción para los abusos del poder por aquellos que lo detentan, el modelo de 
RdC no tiene sentido de ser.  
1.5. La importancia de la sanción en el modelo de rendición de cuentas 
Una herramienta fundamental para que la agencia encargada de rendir cuentas 
controle el accionar de los funcionarios públicos es la capacidad de sancionarlos en 
casos de un proceder incorrecto. Sin este imperativo la RdC se reduce a la 
responsabilidad de informar sin que esto conlleve, si así es necesario, una 
consecuencia precisa para quien incurrió en un actuar desviado de sus lineamientos. 
El acto de informar no agota o completa un proceso de RdC. Por ejemplo, Schelder 
(2004) sostiene que en el caso de México se genera información que en ocasiones 
no es comprensible ni estructurada en el espacio público, de este modo aunque 
existe la responsabilidad de informar el modelo prescinde de castigos. Otro ejemplo 
al que autor hace referencia sobre el hecho de transparentar la información pero sin 
la amenaza de sanción, lo presentan las comisiones encargadas de investigar 
violaciones a derechos humanos, que en última instancia sólo “exponen de manera 
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pública los crímenes cometidos” sin la severidad de sancionar una falta como la 
cometida. 
Dejar sin sanción la falta de cualquier funcionario público contradice el modelo de 
RdC y permite la generación de impunidad al no mantener al poder dentro de ciertas 
normas o procedimientos establecidos que contemplan la aplicación de castigos o 
penas en un marco normativo y/o legal.  
En el caso de la policía de Guadalajara, dejar sin sanción las conductas indebidas 
del cuerpo de seguridad, implica una violación de derechos y libertades, ya que los 
ilícitos cometidos por la policía, al no ser denunciados ante el MP, evaden el proceso 
previsto por los medios legales para castigar una conducta indebida. Queda así 
establecido el porqué de la importancia de la sanción en un modelo de RdC.  
1.5.1. ¿Qué sucede cuando no existe una sanción ante los presuntos delitos 
policiales? 
Siguiendo las dimensiones del modelo de RdC, se puede afirmar que en el caso de 
la policía de Guadalajara, los órganos encargados de llevar a cabo la RdC deberían 
contribuir a que los policías informen y justifiquen el modo en que utilizan el poder 
que le es conferido, utilizando los principios de publicidad y transparencia con el 
objetivo de que la función policial, así como los resultados de su actuar, estén 
sometidos al escrutinio público y a una sanción; entendida ésta como la existencia de 
tipos de penas o castigos en el marco legal aplicable en el Estado de Jalisco, ante 
cualquier uso indebido del poder.  
Como se señaló, la sanción o las penas, en el caso de la policía, resultan elementos 
incuestionables ya que permiten que la RdC de las conductas policiales no sólo sean 
deseables, sino obligatorias. Al tiempo que el actuar indebido de quienes resguardan 
el orden público, debe sancionarse.  
En suma, el sistema de control de la policía de Guadalajara, para encuadrarse en el 
modelo de RdC, debe incluir penas frente al actuar indebido de la policía que 
permitan frenar dicho comportamiento. Queda claro que el establecimiento de 
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mecanismos de RdC es indispensable para acotar y prevenir el proceder arbitrario en 
el ejercicio del poder policial. 
Sin embargo, cuando la agencia encargada de obligar a los policías a rendir cuentas 
sobre su conducta, en este caso la DAI, no denuncia los presuntos delitos que son 
de su conocimiento ante la instancia adecuada (MP) evade el proceso de 
investigación penal que debe seguir cada una de las denuncias y cancela la 
posibilidad de una sanción. El delito queda impune porque aún cuando la autoridad 
administrativa supo de él, no lo denunció a la autoridad competente. De este modo 
se genera evasión del proceso penal.  
La evasión se presenta como una ruptura del proceso de RdC, al permitir que las 
conductas indebidas no sean conocidas por el órgano correspondiente, dejando sin 
responsabilidad la conducta nociva de algunos oficiales de policía. Se frena así la 
posibilidad de informar, justificar y sancionar las acciones y comportamientos de la 
tropa. En este sentido, las agencias cuyo objetivo es hacer que los policías rindan 
cuentas -la CHJ y la DAI- la contradicen, al frenar el proceso de sanción 
correspondiente.  
Queda claro por qué razón la no denuncia genera la impunidad de los presuntos 
delitos policiales. Ahora bien, en el apartado que sigue se responde a la pregunta 
¿Cómo hacer para identificar en los expedientes aquellas conductas que debieron 
ser denunciadas?  
1.6. Metodología ¿Cómo observar la impunidad de los presuntos delitos 
policiales originada en la no denuncia? 
Con la revisión de los expedientes se quiere saber si el sistema de control policial 
sigue un patrón de conducta consistente con su obligación de llevar ante el MP las 
quejas que contengan conductas constitutivas de presuntos delitos. Un proceder 
distinto a este no tiene razón de ser, porque nada exime a la DAI de su obligación de 
denunciar.  
A todas luces es incorrecto decidir no denunciar sobre la base de que no se tiene 
certeza de la realidad de los hechos denunciados. A la autoridad administrativa no se 
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le exige tal certeza para realizar la denuncia. Además, esa ausencia de certeza no 
cancela la posibilidad de que el ilícito realmente haya ocurrido. De optar por no 
denunciar, la autoridad administrativa le abre la puerta a la impunidad, permitiendo 
que todos los delitos que efectivamente sucedieron no sean sancionados sólo porque 
sospecha que algunas quejas podrían consignar delitos falsos. 
La DAI y la CHJ cuentan con la información y las obligaciones legales para cumplir el 
deber de denunciar: 
a) Que un policía es acusado de un presunto delito. Esto se sabe comparando la 
conducta policial con los tipos penales vigentes. 
b) Que la autoridad administrativa tiene la obligación de denunciar. Esto lo 
establece el Reglamento para Vigilar la Actuación de los Elementos de la 
Dirección General de Seguridad Pública.8 
c) Que la autoridad competente para decidir si hay lugar para la acción penal es 
el MP. Como está previsto en el Artículo 21 de la propia CPEUM, citado más 
arriba. 
Para demostrar la existencia de evasión del procedimiento penal bastaría con 
encontrar un presunto delito policial en los expedientes que no haya sido 
denunciado. Sin embargo, las inferencias que podrían colegirse a partir de un 
número escaso de presuntos delitos no denunciados son limitadas. Si hubiera un 
solo caso de impunidad, no sería posible generalizar las conclusiones porque no 
habría posibilidad de hablar de un patrón. Haría falta evidencia empírica para 
sustentar un análisis que llegara a la conclusión de que la evasión penal de los 
presuntos delitos policiales conocidos por el órgano de control interno es un 
fenómeno sistemático. 
Con la intención de establecer un parámetro sobre cómo calificar los resultados del 
análisis de los expedientes, se verificará que la diferencia entre los presuntos delitos 
conocidos y denunciados por el órgano de control y los que conoció pero no 
                                                 
8 La fracción II del Artículo 10° señala como atribución y obligación de la DAI: Presentar de inmediato 
las denuncias ante la autoridad competente, cuando se tenga conocimiento de hechos que puedan 
presumir la existencia de un delito, en los términos del Código de Procedimientos Penales del Estado 
de Jalisco. 
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denunció, es significativa. Así será posible saber si de los casos hallados de no 
denuncia se puede inferir que la DAI sigue un patrón en ese sentido o, por el 
contrario, que más bien se trata de excepciones. 
La presencia de presuntos delitos en los expedientes del 2003 que no fueron 
llevados a las autoridades penales, demostrará que fue incumplida la obligación legal 
de denunciar. Sólo si el número de expedientes que contienen delitos no 
denunciados es significativo estadísticamente, será posible inferir que se trata de una 
práctica sistemática. Del mismo modo, si la no denuncia es un fenómeno sistemático, 
estaré en condiciones de afirmar que el órgano de control permite que los presuntos 
delitos evadan el procedimiento penal, situación que genera impunidad. 
Para saber si la no denuncia es significativa, es necesario conocer dos datos 
importantes. El primero es la magnitud absoluta de la evasión del procedimiento 
penal de los delitos conocidos por el órgano de control. Los datos que me servirán 
para saber si existe tal evasión serán obtenidos al cuantificar los delitos conocidos 
por la DAI y los delitos denunciados por la misma dependencia. La fórmula para 
medir la magnitud de la evasión del procedimiento penal que aquí se utiliza es la 
siguiente: 
Magnitud de la Evasión del Procedimiento Penal (MEPP) = número de presuntos 
delitos conocidos por la DAI del Ayuntamiento de Guadalajara (DC) - número de 
presuntos delitos denunciados ante el Ministerio Público (DD), entre número de 
presuntos delitos conocidos por la DAI del Ayuntamiento de Guadalajara (ND). 
MEPP = (DC – DD) / ND 
La comprobación de que existe evasión del procedimiento penal, en los delitos 
conocidos por las autoridades policiales, será un reflejo de la gravedad del problema, 
no sólo desde el punto de vista de la magnitud, por las razones antes expuestas, sino 
también porque haría evidente el poco interés, la negligencia de los funcionarios que 
conocieron de esos actos presuntamente delictivos y no actuaron en 
correspondencia para que se investigaran y castigaran. 
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Una vez conocida la magnitud de la evasión penal, será necesario determinar si la 
práctica de no denuncia que la origina es sistemática. Como dije antes, se entenderá 
como práctica sistemática la situación en la que el número de delitos no denunciados 
es significativamente mayor al de los denunciados.  
El procedimiento se basa en la prueba ji-cuadrada y consiste en medir la 
discrepancia entre una distribución observada y otra teórica. La hipótesis nula (H0) es 
que 75% de las quejas que contienen actos de presuntos delitos fueron enviadas al 
MP. Si se confirma esta hipótesis se podrá concluir que la DAI cumple 
significativamente con su objetivo de detectar y dar el procesamiento debido a los 
presuntos delitos policiales. Si se rechaza esta hipótesis, entonces se acepta la 
hipótesis alternativa (H1): el órgano de control policial incumple significativamente con 
su función, en torno a la detección y procesamiento de los delitos. 
A continuación se retomarán los conceptos y métodos señalados hasta el momento 
para determinar la existencia y magnitud de la evasión que conduce a la impunidad 
de los delitos policiales conocidos por la DAI y que no fueron denunciados. 
1.7. Demostración empírica de la impunidad policial 
Una vez vinculada la evasión del procedimiento penal con el concepto de impunidad, 
la tarea siguiente es hacer uso de los indicadores elegidos para observarlos en el 
caso de estudio. Mediante una revisión de los expedientes de las quejas recibidas y 
procesadas por la DAI en el 2003, identificaré qué tan significativa es la evasión del 
procedimiento penal en los casos de delitos que conoce el órgano control de la 
policía.  
Los cálculos de la magnitud de la evasión y significancia de la no denuncia se harán 
a partir del número de presuntos delitos encontrados en los expedientes de las 
quejas ciudadanas que no fueron denunciados. La magnitud revelará qué tan 
frecuentemente el órgano de control decide no denunciar los casos de delitos 
policiales que conoce mediante el procedimiento de quejas.  
Es decir, con esa información podré determinar qué tan frecuentemente esa 
dependencia evita que un presunto delito siga el procedimiento establecido para 
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deslindar la responsabilidad penal. La significancia, por otra parte, dirá si esa práctica 
constituye un patrón o es producto del azar.  
Para llegar a determinar estos dos aspectos fundamentales en la demostración 
empírica de la hipótesis, se estructura la exposición partiendo del objeto de estudio. 
En primer lugar, presentando la unidad de observación: las quejas presentadas ante 
la DAI durante el 2003. Con esto se busca mostrar los rasgos generales de estos 
documentos, los datos que contienen, así como sus límites.  
Después presento la manera en la que se sistematizo la información de las quejas 
para conocer empíricamente el manejo de la denuncia por parte de la DAI. Así se 
expone el método que sigo para llegar a las conclusiones sobre los aspectos ya 
mencionados: la magnitud de la evasión del procedimiento penal y la significancia de 
la no denuncia. 
Con los datos obtenidos de los expedientes de la DAI se calcula la magnitud de la 
evasión del procedimiento penal y la significancia de la práctica en la que ésta se 
origina: la no denuncia. Los resultados me permitirán confirmar o rechazar una parte 
de la hipótesis que guía esta investigación. Deseo responder a las siguientes 
preguntas:  
• ¿Cuántos delitos conoció el sistema de control?  
• ¿Cuántos de esos delitos fueron denunciados?  
• ¿El número de delitos no denunciados es significativo con respecto a todos los 
delitos conocidos por dicho sistema? 
Las conclusiones a las que este apartado llegue son fundamentales porque 
permitirán conocer si el órgano de control cumple su función de asegurarse que los 
presuntos delitos policiales sean sometidos el procedimiento penal o si, por el 
contrario, permite que esas conductas evadan el castigo. Las implicaciones de este 
último caso, originado en la decisión de no denunciar los hechos que involucran a la 
policía, apuntarían a que la RdC que debe guiar la práctica de los órganos de control, 
se ve seriamente cuestionada. 
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1.7.1. Unidad de observación 
La unidad de observación para conocer la evasión del procedimiento penal por parte 
de la policía son las quejas. Cada queja consiste, físicamente, en un expediente 
donde se consigna la acusación, más datos adicionales sobre ésta. Es decir, un 
expediente es igual a una queja.  
Los expedientes que analizo fueron turnados durante el 2003 a la CHJ, para su 
análisis y dictaminación. Son los documentos oficiales a partir de los cuales la 
Comisión fijó las sanciones que creyó pertinentes para cada una de las quejas 
recibidas por la DAI.  
Cada documento contiene los siguientes campos de información: 
a) Fecha de recepción de la queja en la DAI. 
b) Clasificación de la queja, que en principio debería corresponder con las faltas 
que identifica el Reglamento.  
c) Nombre del quejoso, o, en su caso, origen de la queja (nota periodística, 
investigación de oficio). 
d) Nombre del oficial u oficiales de policía acusados. 
e) Número de expediente que la DAI asignó a la queja. 
f) Tipo de sanción que fue impuesta. 
g) Narración de los hechos que hace el quejoso. 
h) Versión que da el oficial, o los oficiales, acusado de los hechos imputados. 
i) Resumen de las pruebas aportadas, redactado por la DAI. 
j) Resumen de antecedentes disciplinarios de los elementos acusados. 
La información de los expedientes tiene características por demás diversas, sobre 
todo en lo tocante a la narración de los hechos que hacen tanto los quejosos como 
los acusados. A continuación detallo el proceso seguido para sistematizar los datos 
de los expedientes. 
1.7.2. Sistematización de los datos contenidos en las quejas policiales 
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Debido a la diversidad apuntada más arriba fue necesario establecer una codificación 
que organizara los datos de los expedientes indispensables para responder a las 
preguntas. En síntesis, esta tarea se orientó por la necesidad de determinar cuáles 
quejas consignaban delitos y cuáles de esas quejas fueron denunciadas ante un MP.  
Adicionalmente, se codificaron otros datos que servirán más adelante para indagar a 
fondo la manera en la que la DAI realiza su función. La forma que tomó la 
organización de la información contenida en el texto y la relevancia de cada uno de 
los sustratos codificados9 es como sigue:  
a) Clasificación de la queja: la DAI organizó en diez categorías las quejas que 
presentó ante la CHJ durante el 2003. Los nombres que dio la DAI y los 
números que asigné a cada una de estas categorías para su procesamiento son 
los siguientes: 1-Detención injustificada; 2-Lesiones; 3-Falta de probidad y 
honradez; 4-Informes falsos; 5-Abuso de autoridad; 6-Allanamiento de morada; 
7-Omisión en el servicio; 8-Extorsión; 9-Negligencia en el servicio; 10-No 
compareció. Adicionalmente, los expedientes que carecían de este campo de 
información fueron codificados con el cero (0)-Sin datos.  
b) Número de expediente que la DAI asignó a la queja. Este dato fue útil para 
saber si entre los 227 expedientes hay alguno repetido, así como para conocer 
que expediente y caso se denunció. 
c) Tipo de sanción que fue impuesta. En este campo se codifico sólo tres posibles 
datos: 0-si no hay información sobre la sanción impuesta; 1-si hubo sanción, 
cualquiera que ésta haya sido; 2-si no hubo lugar a sanción. Esta codificación 
permite saber, en términos llanos, si se encontró o no alguna responsabilidad 
de los policías acusados.  
En aquellos casos en los que hubo alguna sanción, por menor que esta sea, es 
posible inferir que se halló responsable al acusado. Por otra parte, aquellos 
casos que fueron clasificados como “no hay lugar” refieren a que la 
investigación no halló evidencia de responsabilidad. 
                                                 
9 No todos los sustratos de información son relevantes para nuestro objeto, por esta razón, algunos de 
los enlistados más arriba no aparecen en la presente relación. Sólo los que proporcionan datos 
relevantes sobre cómo se manejan las quejas dentro de la Dirección de Asuntos Internos, o que tienen 
alguna utilidad para el proceso de codificación mismo fueron codificados. 
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d) Narración de los hechos que hace el quejoso. Este campo permitió determinar 
si existía alguna correspondencia entre los hechos que constituyen la queja y 
alguna categoría del código penal. El contenido de tales narraciones fue 
organizado a partir de un sistema compuesto por las siguientes categorías: 1-
Abuso de autoridad (fracción II); 2-Lesiones; 3-Robo; 4-Cohecho; 5-
Allanamiento; 6-Abuso de autoridad (fracción III); 7-Extorsión; 8-Falsedad en 
declaraciones; 9-Golpes simples; 10-Amenazas; 11-Daño en las cosas; 12-
Abuso de autoridad (fracción XIII); 13-Acoso sexual; 14- Disparo de arma de 
fuego; 15-Abuso de Autoridad (fracción IV); 16-Atentados al pudor; 17-Delitos 
contra la administración de justicia; 18-Fraude; 19-Violación; 20- Falta 
disciplinaria (es decir, que no corresponde a ninguna categoría del código 
penal), 21-Sin falta ni delito.  
De estas categorías sólo la numeral 20 no corresponde al código penal. Es 
decir, es posible hacer una gran división de las quejas en dos tipos: aquellas 
que son presuntos delitos según el criterio de existencia de un tipo penal que 
establecí más arriba, y las que caen en la categoría 20 y por lo tanto son sólo 
faltas administrativas. Una tercera categoría amplia sería la de aquellas quejas 
correspondientes a la categoría 21. Esto es, las que no contienen en la 
narración la presunta actualización de faltas administrativas ni delitos, la cual 
servirá como referente para el total de expedientes tramitados por el órgano de 
control en Guadalajara.  
La correspondencia de una relación de hechos con alguno de los tipos penales 
permitió determinar que esa queja en particular contenía elementos que por 
corresponder a un presunto delito le tocaba analizar al MP. 
e) Número de ilícitos identificados en la queja. Este dato permitió saber cuántos 
ilícitos identificó la DAI en la queja presentada. La importancia de esto radica en 
que existe una diferencia entre el número de expedientes y el número de ilícitos 
que es importante considerar. Esta diferencia se debe a que en cada queja 
puede existir más de una conducta típica penal, por ejemplo, en un mismo caso 
se puede detectar que se configura presuntamente los delitos de abuso de 
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autoridad y de lesiones, que de hecho constituye la combinación que se 
presenta con mayor frecuencia en el caso en estudio. 
f) Existencia de denuncia penal. A partir de los números de expediente de las 
quejas que fueron denunciadas penalmente durante el 2003, pude asignar los 
siguientes códigos a cada uno: 1-Fue denunciado penalmente; 2-No fue 
denunciado penalmente. De esta manera fue posible determinar cuántas quejas 
que consignan probables delitos, fueron efectivamente denunciadas, es decir, 
llevadas al MP. Se recuerda que esta es la única autoridad con la facultad de 
iniciar el procedimiento penal correspondiente o desestimarlas. 
Para desarrollar este apartado, me serviré de la información de los incisos d) y f). A 
continuación se explica el procedimiento seguido para el análisis de estos dos 
campos.  
1.7.3. Magnitud de la impunidad y significancia de la no denuncia 
La manera en que se clasifican las narraciones de los quejosos, como afirmé antes, 
autoriza a concluir que algunas quejas debieron haber sido denunciadas ante un MP, 
debido a que corresponden a un tipo penal. Es decir, excepto las quejas que cayeron 
en la categoría de falta administrativa y las que en su caso no contuvieran elementos 
ni para presumir delitos ni faltas administrativas, las demás debieron haber sido 
denunciadas. La comparación entre los casos cuyas narraciones contienen 
presuntos delitos y los casos denunciados, permitió determinar si el órgano de 
control interno cumplió efectivamente su obligación legal.  
Si la DAI cumpliera con el mandato de denunciar todos los delitos que conoció, el 
número de conductas narrada por los quejosos que corresponden a tipos penales 
debería ser idéntico al de denuncias presentadas. Esto es, todas las quejas 
clasificadas en las categorías del inciso d), excepto las correspondientes a la 
categoría de falta administrativa, deberían ser las mismas que fueron denunciadas 
en el inciso f). El supuesto es el siguiente: la DAI debería denunciar cada uno de los 
presuntos delitos policiales de los que tiene conocimiento a través de las quejas. 
Enseguida presento qué resultados se obtuvo de este ejercicio. 
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En primer lugar, vale la pena mostrar la postura de la CHJ y la DAI respecto a 
cuántos delitos conocieron y cuántos denunciaron en el 2003, es decir, los resultados 
de la codificación del inciso f). 
Esto me lleva a la conclusión de que en los 227 expedientes tramitados por la 
dependencia, según la DAI y la CHJ, sólo en 14 de ellos hubo conductas 
presumiblemente constitutivas de delitos, mientras en los restantes 213 las 
narraciones correspondieron a simples faltas administrativas. El primer grupo 
contiene las conductas policiales que, a juicio de la autoridad administrativa, 
ameritaron no sólo el procedimiento administrativo, sino también el penal.  
Sin embargo, de la revisión que se hizo de los expedientes, tras una valoración 
jurídica se pudo determinar que en el total de casos son 172 los que contienen 
dentro de la queja, elementos que corresponden con la presunta comisión de un 
delito, dentro de los cuáles se incluyen los catorce casos que el órgano de control 
refirió haber denunciado ante el MP. Es decir, de 172 casos que debían haber sido 
del conocimiento del MP para su debido procesamiento en la vía penal, solamente en 
catorce ocurrió así. En las siguientes tablas (1.7.3.1 y 1.7.3.2) se refleja lo anterior: 
Tabla 1.7.3.1. Expedientes de queja con y sin denuncia 
penal, 2003 
Según contenido Casos 
Total 227 
Expedientes que incluyen presuntos delitos 172 
Expedientes con faltas administrativas 42 
Expedientes que no contienen ni delitos ni faltas* 13 
* De la lectura del resumen no se deprende que los policías hayan incurrido en 
alguna conducta sujeta a algún tipo de responsabilidad. 
 
Tabla 1.7.3.2. Expedientes que incluyen presuntos delitos,  
con y sin denuncia penal  
Total de expedientes con 
presuntos delitos  
Con denuncia penal 
(Enviados al MP) 
Sin denuncia penal (No 
enviados al MP) 
172 14 158 
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En tanto que falta, el acto policial irregular se hace merecedor de una investigación y, 
eventualmente, de una sanción en el ámbito administrativo. Su faceta de delito, por 
otra parte, lo lleva al terreno de lo penal, en el que la autoridad jurisdiccional dirige 
una investigación y en ella fundamenta una sanción con base en la legislación de la 
materia.  
Ahora bien, antes de pasar a los resultados del análisis de las narraciones 
contenidas en los expedientes, conviene insistir en las razones por las que decidí 
recurrir al código penal para reclasificar las conductas policiales descritas en las 
denuncias ante el órgano de control de la policía de Guadalajara. El avance del 
derecho penal se traduce un instrumento suficientemente claro para identificar un 
delito, aplicando la definición conceptual (conducta típica, antijurídica y culpable) a 
actos concretos.  
El relativo atraso del derecho administrativo, por otra parte, priva de los instrumentos 
para reconocer con la misma claridad y precisión una falta administrativa, es decir, no 
existen tipos de faltas que, como los de delitos, describan adecuadamente 
conductas. Por lo tanto, para distinguir entre falta y delito se procederá identificando 
a éste último. Lo que no sea delito y no cumpla convenientemente con los principios 
generales que aluden a los deberes administrativos, será una falta.  
Volviendo al objetivo central del ejercicio ¿Son esas 14 quejas denunciadas las 
únicas que se refieren a presuntos delitos? La revisión de los expedientes que realicé 
muestra que no. Pero ¿qué relevancia tiene saber esto? Elucidar si una queja es 
delito nos permite saber cuántas y cuáles debieron realmente ser investigadas y 
eventualmente sancionadas por la vía penal y cuáles correspondían únicamente al 
campo administrativo.  
La diferencia entre el número de delitos identificados mediante el cotejo de las quejas 
con el código penal y el número de quejas llevadas a la autoridad penal, es decir, las 
14 quejas denunciadas, reveló la magnitud de la evasión del procedimiento penal, 
objeto de estudio de esta investigación. 
Si la diferencia entre las 14 quejas que fueron denunciadas y las 213 restantes fuera 
que sólo las primeras corresponden a algún tipo penal, el órgano de control habría 
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cumplido su objetivo institucional. Sin embargo, esto no es así. Con base en el 
estudio y revisión de todos los 227 expedientes, es posible afirmar que no sólo las 14 
denunciadas corresponden a un tipo penal y, por lo tanto, no son los únicos casos de 
presuntos delitos.  
La Tabla 1.7.3.3 (infra) muestra los hallazgos al respecto. Los datos corresponden al 
número y tipos de infracciones detectadas usando una clasificación alterna a la 
utilizada por la DAI. Al aplicarla, usé el criterio de la presunción de un delito. Esto 
significa que tomé la narración del quejoso para ver si en ella se describían actos 
policiales que de haber sido efectivamente cometidos hubieran sido delitos, dada su 
correspondencia con los tipos del Código Penal.10  










Total de presuntos delitos en los 172 
expedientes: 
286 19 267
Abuso de autoridad II 104 4 100
Lesiones 53 2 51
Robo 46 7 39
Cohecho 12 1 11
Allanamiento 11 11
Abuso de autoridad III 9 9
Extorsión 9 3 6
Falsedad en declaraciones 9 9
Golpes simples 8 8
Amenazas  6 6
Daño en las cosas 6 6
Abuso de autoridad XIII 4 4
Acoso sexual 2 2
Disparo de arma de fuego 2 2
Abuso de Autoridad IV 1 1 0
Atentados al pudor 1 1 0
                                                 
10 Este procedimiento se basa en lo que dispone el propio Código Penal, que establece como delito el 
“acto u omisión que concuerda exactamente con la conducta que, como tal, se menciona 
expresamente en este código o en las leyes especiales del Estado”.  
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Delitos contra la administración de justicia 1 1
Fraude 1 1
Violación 1 1*
* La presunta violación fue denunciada ante el MP con anterioridad a la queja ante la DAI. 
  Tabla 1.7.3.4. Expedientes de queja 2003 
Según contenido Casos 
Total: 227 
Expedientes que incluyen presuntos delitos 172 
Expedientes con faltas administrativas 42 
Expedientes que no contienen ni delitos ni faltas* 13 
 
La cuestión de la presunción viene de que sin una investigación adecuada no es 
posible ser concluyentes sobre si las conductas referidas realmente ocurrieron. Lo 
que se demuestra con esta clasificación no es la existencia del delito, sino la 
existencia de una presunción que amerita, por las correspondencia de las conductas 
narradas con tipos penales, ser deslindada en un procedimiento penal. Es decir, no 
afirmo que en efecto se haya cometido el presunto delito sino que el quejoso se 
refirió a hechos que de ser probados constituirían uno y que la DAI permitió, por 
acción u omisión, que evadieran el procedimiento penal establecido para investigar y 
sancionar estos actos.  
Cabe señalar que en la Tabla 1.7.3.3 (supra) únicamente se incluye el primer delito 
que se desprende de lo narrado en la denuncia, dado que en una narración, en un 
expediente, pueden incluirse conductas que correspondan a uno o más tipos 
penales; lo anterior con la finalidad de facilitar el análisis y considerando que para el 
cálculo de la evasión del procedimiento penal basta con la identificación de una 
conducta típica. 
Las preguntas que quiero responder con los datos recogidos en la Tabla 1.7.3.3 
(supra) son ¿Cuántas quejas realmente contienen presuntos delitos? Y, por ende 
¿Cuántas quejas recibidas por la DAI debieron haberse convertido en denuncias 
penales? 
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1.7.4. Magnitud de la evasión del procedimiento penal 
Los resultados muestran que de las 227 quejas del 2003, 42 fueron faltas 
administrativas, mientras que 172 consignan actos tipificados como delitos. Esto 
equivale a decir que la DAI debió haber presentado 172 denuncias durante el 2003, 
en razón del tipo de conductas policiales que conoció. Con estos datos estoy en 
condiciones de calcular la magnitud de la evasión del procedimiento penal. De 
acuerdo con el método planteado para este propósito los resultados son los 
siguientes: 
Evasión del Procedimiento Penal = Delitos Conocidos (172) – Delitos 
Denunciados (14) / Delitos Conocidos (172) * 100 = 91.86%  
Es decir, 91.86% de las quejas presentadas ante la DAI y que contenían conductas 
delictivas evadieron el procedimiento penal al no ser denunciadas, auspiciando de 
este modo la impunidad de las conductas policiales. Este número revela únicamente 
los casos debidamente documentados. No se puede descartar que por vías 
informales la policía y/o los órganos encargados del control interno hayan tenido 
conocimiento de más casos y por supuesto que existan delitos que ninguna autoridad 
conoció. Este cálculo, por lo tanto, se limita a reflejar los casos debidamente 
documentados de presuntos delitos policiales.  
El fenómeno de la no denuncia existe y sería necesario realizar estudios para 
buscarle una explicación y alternativas institucionales para disminuirla. No obstante 
estas consideraciones que acotan los alcances de los resultados, la gravedad de la 
evasión y por ende de la impunidad queda en pie y no pude ser desconocida. La 
magnitud seguramente es mayor por los casos no denunciados.  
Y si se toma en cuenta la escasa cultura de la denuncia existente en México es difícil 
pensar en que el número de denuncias de delitos policiales presentados 
directamente al MP y que no fueron presentados al Ayuntamiento, fuera de tal 
magnitud que contradijera los resultados de la evasión detectada en las quejas 
presentadas ante la DAI. 
1.7.4.1. Significancia de la no denuncia 
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Ahora bien, una vez determinada la magnitud del fenómeno y dada la magnitud tan 
grande de evasión de 91.86%, resulta irrelevante el segundo aspecto de interés: la 
significancia estadística de la no denuncia. Sin embargo de cualquier modo se 
realizará el ejercicio ya previsto.  
El cálculo de la significancia estadística permite determinar si, considerando el 
número de veces que la DAI no denunció, se dibuja una tendencia clara orientada a 
permitir que los policías evadan el procedimiento penal. La alternativa que habría que 
descartar mediante este procedimiento es que la no denuncia de los presuntos 
delitos penales fuera accidental. Es decir, que la no denuncia sea sólo un evento 
esporádico y no un patrón en el procesamiento de las quejas.  
Para ello se plantean dos supuestos, ambos por demás laxos con respecto a lo que 
se espera de la DAI. El primero le otorga un margen de 25% de no denuncia, 
mientras que el segundo uno de 50%. Es decir, dos escenarios, uno en el cual a la 
DAI se le permite no denunciar una cuarta parte de los casos, y otro con margen de 
50%. Estos escenarios sólo demuestran que incluso si le concediéramos a la DAI la 
posibilidad de no denunciar 50% de los presuntos delitos policiales que conoce, su 
patrón de no denuncia actual, presenta una clara tendencia a violar esta 
permisividad. A continuación presento los resultados de este cálculo (Tablas 1.7.4.1 y 
1.7.4.2). 
Tabla 1.7.4.1. Denuncia de las quejas con contenido de delitos.  
Cuando el supuesto es que 75% de las quejas fueron denunciadas 
 N observado N esperado Residual 
Total 172 174   
No 158 43 123.9 
Sí 14 129 -123.9 
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Tabla 1.7.4.2. Estadísticos de contraste 
 Denuncia de las quejas con 
contenido de delitos 
Chi-cuadrado(a) 371.071 
gl 1 
Sig. asintót. .000 
a) 0 casillas (.0%) tienen frecuencias esperadas menores que 5.  
Idealmente, todas las quejas con presuntos delitos debieron haber sido denunciadas 
ante el MP. Según el primer escenario supuesto más arriba, es admisible un margen 
de “error” de 25% de quejas no denunciadas. El procedimiento se basa en la prueba 
ji-cuadrado y consiste en medir la discrepancia entre una distribución observada y 
otra teórica.  
La hipótesis nula (H0) es que 75% de las quejas que contienen actos de presuntos 
delitos fueron enviadas al MP. Si se confirmara, podría concluirse que la DAI cumple 
significativamente con su objetivo de detectar y dar el procesamiento debido a los 
presuntos delitos policiales. Si, por el contrario, la hipótesis fuera falsa, entonces el 
órgano de control policial incumpliría significativamente con su función en torno a la 
detección y procesamiento de los delitos, evadiendo la responsabilidad penal que 
generan estos actos.  
Los resultados11 de la prueba ji-cuadrado rechazan la hipótesis nula12, según la cual 
75% de las quejas que contienen presuntos delitos son enviadas por la DAI al MP 
para su averiguación, investigación y sanción. Por lo tanto, es posible concluir que de 
manera significativa los delitos conocidos por la DAI quedan impunes. Incluso con un 
rango menor, igual a 50% de denuncia de los delitos, el mismo procedimiento llevaría 
a rechazar esta hipótesis ya que el nivel de significancia estadística sigue siendo 
menor a .05 (igual a .000) como se muestra a continuación (Tablas 1.7.4.3 y 1.7.4.4). 
                                                 
11 El procedimiento estadístico se realizó con el programa SPSS versión 15. 
12 En la prueba ji-cuadrado la aceptación o rechazo de la hipótesis nula (H0) depende del nivel de 
significancia del estadístico obtenido. Cuando el nivel de significancia (sig) es mayor o igual a .05 se 
acepta la hipótesis nula (H0), cuando es menor se rechaza la hipótesis nula, y por lo tanto, se acepta 
la hipótesis alternativa (H1).  
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Tabla 1.7.4.3. Denuncia de las quejas con contenido de delitos. 
Cuando la hipótesis es que 50% de las quejas fueron denunciadas, o 
bien que no existe discrepancia entre las denunciadas y no 
denunciadas 
  Número observado Número esperado Residual 
Total 172 172   
No 158 86 84.5 
Sí 14 86 -84.5 
 
Tabla 1.7.4.4. Estadísticos de contraste 
  Denuncia de las quejas con 
contenido de delitos 
Chi-cuadrado(a) 144.980 
Gl 1 
Sig. asintót. .000 
a) 0 casillas (.0%) tienen frecuencias esperadas menores que 5. 
De nuevo se observa que sistemáticamente se evade el procedimiento penal al que 
deberían estar sujetos los presuntos delitos policiales. Queda demostrado de nueva 
cuenta lo que ya adelantaba acerca de la gran magnitud de la evasión: que la 
evasión del procedimiento penal mediante la no denuncia de los presuntos delitos 
policiales es un fenómeno sistemático. Si bien las causas de la no denuncia pueden 
ser múltiples, un aspecto relevante a considerar es el diseño institucional del órgano 
de control, encargado de llevar ante el MP los delitos contenidos en las quejas. 
1.7.5. La rendición de cuentas y la no denuncia 
El análisis realizado sobre el tratamiento de los presuntos delitos policiales 
denunciados por la ciudadanía ante la DAI muestra de manera clara que las 
agencias encargada de controlar y sancionar la conducta de los policías en 
Guadalajara, en el año del 2003, provocaron la evasión sistemática del 
procedimiento legal que debería seguir un presunto delito policial.  
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Al no denunciar las conductas indebidas de la tropa ante las instancias legales, la 
DAI no sólo incumple con su obligación de vigilancia y apego a la ley. Además, de 
manera grave permite que el órgano policial encargado del cuidado de los 
ciudadanos, ejerza indebidamente el poder que le es conferido sin obtener sanción 
alguna por su actuar. La interrupción del proceso penal que los presuntos delitos 
policiales debieran seguir genera impunidad. 
Al mismo tiempo, evadir la responsabilidad de denunciar los delitos que son de su 
conocimiento y por tanto al no ser sancionada la tropa en el ámbito que le 
corresponde, el acto de rendir cuentas sobre el accionar de la policía de Guadalajara 
no se cumple. La conducta delictiva ante la que se exigen cuentas no sufre ningún 
castigo en el proceso legal que le corresponde. En este sentido, se frena la 
posibilidad de sancionar las acciones y los malos comportamientos de la tropa. 
1.8. Conclusiones preliminares 
La evasión del procedimiento penal es un fenómeno que consiste en la interrupción 
del método establecido para asignar responsabilidades por ciertos actos inaceptables 
en los que puede incurrir la policía. En el caso de la policía de Guadalajara, ese 
procedimiento es el que establece el Código Penal del Estado de Jalisco (CPEJ).  
Dado que la policía es un órgano encargado precisamente de vigilar y hacer cumplir 
la ley, el hecho de que evada sus responsabilidades es especialmente alarmante. De 
las múltiples responsabilidades en que pueden incurrir los miembros de ese órgano, 
la penal es la más delicada, ya que se origina en actos que el derecho considera de 
gran trascendencia para los individuos y la sociedad. 
Al ser los delitos policiales las conductas más lesivas de los derechos de la 
ciudadanía, debería ser prioritario para la organización someter a los involucrados al 
procedimiento penal. De haber culpabilidad, sólo por esta vía es posible aplicar la 
sanción adecuada. En caso de que el policía sea inocente, sólo cabe la exculpación 
por parte de los órganos legalmente autorizados para esto.  
Además, cuando la evasión del procedimiento penal se da porque la dependencia 
encargada de vigilar la actuación de los policías decide no denunciar, la gravedad de 
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la problemática es todavía mayor. En este caso se trata de incumplimiento grave por 
parte de la DAI y la CHJ, que va en contra de la ley. Esos órganos encargados del 
control policial deciden que los policías acusados por ciudadanos de conductas 
delictivas no enfrenten el procedimiento penal a pesar de la ley, llevando en la 
práctica a los policías a un régimen de excepción.  
Por algunos de los presuntos delitos encontrados en los expedientes de las quejas 
contra la policía, a un ciudadano común se le procesaría penalmente, pero por su 
investidura a un policía no.  
En este apartado se demostró que la magnitud del problema no es menor: la DAI 
evita que 91.86% de las quejas con presuntos delitos que conoce enfrenten el 
proceso penal. Es decir, poco más de nueve de cada diez acusaciones por delitos 
policiales, registradas formalmente, evadieron el procedimiento penal durante el 2003 
porque esta dependencia decidió no denunciarlos. Es posible expresar esto de otra 
forma, para evidenciar el vínculo entre la institución y la impunidad resultante de su 
funcionamiento: durante el 2003 la probabilidad de que la DAI denunciara un delito 
detectado mediante su procedimiento de quejas fue de .08.  
No denunciar las conductas indebidas de la policía, que en la mayoría de los casos 
debieran enfrentar un proceso penal, las deja sin sanción alguna lo que sin dudas 
rompe con el modelo de RdC. En este sentido, la tropa que debería rendir cuentas de 
las quejas presentadas por la ciudadanía ante conductas indebidas, queda sin 
sanción dado que la agencia encargada de denunciarlas antes el MP evade su 
responsabilidad generando impunidad. 
Por otro lado, el dato de significancia mostró que esa evasión del procedimiento 
penal es el producto de una tendencia sistemática a no denunciar los delitos. No 
cabe, pues, el argumento en contra de que las decisiones de no denunciar fueron 
eventos accidentales, excepciones, en un sistema que cumple fundamentalmente su 
función de denunciar los presuntos delitos policiales. 
Ante esta realidad, es prudente preguntar ¿Qué factores del diseño institucional del 
órgano de control favorecen la no denuncia? ¿Cuáles son los elementos sistémicos 
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que podrían estar contribuyendo al deficiente desempeño de la DAI en sus funciones 
de detección y denuncia de los delitos?  
En los siguientes capítulos se analizan y responden estas interrogantes, se 
demuestra que la evasión del procedimiento penal de los presuntos delitos policiales 
es una consecuencia lógica de las fallas de la configuración del sistema de control de 
la policía de Guadalajara.   
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CAPÍTULO 2. EL DISEÑO INSTITUCIONAL DEL SISTEMA DE CONTROL 
POLICIAL Y SUS FALLAS  
El resultado más trascendente del capítulo anterior fue mostrar el carácter 
sistemático de la evasión de los presuntos delitos policiales. Asimismo, señalé que la 
evasión significa una cancelación de la RdC, pues los actos ilícitos de los policías 
quedan sin el castigo correspondiente en la esfera penal. Cerré planteando la 
pertinencia del estudio del diseño institucional del sistema de control de Guadalajara 
como una ruta de exploración de las causas de ese carácter sistemático de la 
evasión.  
En este segundo capítulo me pregunto si el diseño institucional es adecuado para 
una efectiva RdC o por el contrario, tiene falencias que se pueden presentar como 
espacios propicios para la evasión. En este capítulo se busca demostrar que el 
diseño del sistema de control de la policía de Guadalajara, vigente en el periodo de 
estudio, resulta al menos insuficiente para una plena RdC.  
Para probarlo, se comenzará con una revisión de la literatura sobre el concepto de 
RdC. En un segundo momento se analizan las características de un diseño o sistema 
para la RdC de la policía, hasta llegar en un tercer momento a la presentación del 
modelo de control para la RdC de los delitos policiales. Este modelo contiene los 
atributos que propician las condiciones para que pueda generarse la RdC de los 
presuntos delitos cometidos por los policías, en su interacción con los ciudadanos.  
En un cuarto momento y teniendo como referencia a dicho modelo, se analizará la 
configuración del sistema de control de Guadalajara para conocer sus componentes 
esenciales, sus articulaciones, y sus puntos débiles que se pueden definir como 
fallas que actúan en sentido contrario a la pretensión de la RdC.  
El capítulo se integra por dos secciones. La primera, titulada Marco de referencia, 
tiene la finalidad de delimitar los atributos e indicadores del denominado por este 
estudio como “Modelo de Rendición de Cuentas de los Delitos Policiales”. Esta 
sección abarca los primeros tres momentos descritos líneas arriba. La primera 
sección concluye con la definición del sistema de control para la RdC de los delitos 
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de la policía, presentando los indicadores que utilizaré para el estudio del caso de 
Guadalajara. 
En la segunda sección se realiza un análisis del sistema de control policial del 
Ayuntamiento de Guadalajara. Inicia con la definición de diseño institucional, luego 
presento el caso de estudio, para terminar con un análisis de éste desde la óptica del 
modelo de RdC de los delitos policiales establecido, mediante los indicadores que 
desarrollo en la primera sección.  
Por este proceso busco demostrar que las características que tiene el sistema de 
control de Guadalajara son diferentes a las definidas en la primera sección. Las 
cuáles son las recomendadas por la literatura. Se seleccionaron las más relevantes 
para el tema de estudio, y se agregaron otras que la literatura no desarrolla 
suficientemente y que considero imprescindibles para lograr la RdC de los delitos 
policiales. Esas diferencias son calificadas como falencias que propician la evasión 
de los delitos policiales e impiden la RdC. 
Las preguntas centrales que guían este capítulo son:  
1 ¿Cuáles son los elementos que debe incluir un sistema institucional para lograr la 
RdC policial? 
2 Específicamente, ¿qué atributos debe tener un sistema que busque evitar la 
evasión de los presuntos delitos?  
3 ¿Cuenta el sistema de control de Guadalajara con estos elementos? 
4 Comparado con un modelo que incluya tales elementos, ¿cuáles son sus 
deficiencias más importantes?  
5 ¿En qué medida estas falencias condicionan o propician la evasión e impiden la 
RdC? 
6 ¿Cuáles son los posibles cambios que podrían hacerse al sistema de control de 
Guadalajara para disminuir significativamente la evasión? 
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2.1. Marco de referencia 
2.1.1. Rendición de cuentas 
En el capítulo anterior hicimos un breve esbozo del concepto de RdC, mismo que 
ahora profundizaremos. La rendición de cuentas (RdC) es hoy en día un pilar 
fundamental de la vida democrática en las naciones. Sustentada en la obligación de 
quienes integran los espacios de decisión de las instituciones políticas de actuar 
como responsables  de sus actos y decisiones, en los distintos niveles de poder, la 
RdC a través de sus componentes de información, justificación y sanción hace 
posible evitar, prevenir y, en su caso, castigar al abuso de poder. En el fondo de este 
esquema está la pretensión de hacer coincidir al interés colectivo con el interés 
político de los gobernantes. Al ser posible llamarlos a cuentas son conscientes de 
que su actuación política, el desempeño en su encargo y sus decisiones tendrán un 
impacto en su persona e intereses.  
Pese al auge en el uso del concepto de RdC, no podemos ubicarlo como un 
concepto novedoso. Grandes pensadores a lo largo de la historia de la civilización 
han reflexionado sobre la RdC como vía para evitar la corrupción. Un ejemplo lo 
encontramos en La Política  de Aristóteles: 
Para evitar el robo de los fondos públicos, debe hacerse la entrega de estos bienes 
en presencia todos los ciudadanos y depositarse copias de la relación en diferentes 
fratrías, compañías y tribus. 
Así, Aristóteles en su reflexión establece una conexión con la noción de 
transparencia en el uso de los recursos públicos, elemento hoy consustancial a los 
programas de gobierno en las democracias. Es evidente la importancia que él le 
atribuye al hecho de que la cuantía de los recursos públicos tendría que ser del 
conocimiento de la ciudadanía, otorgándole un valor nodal a la información válida y 
accesible, al prescribir esto como medida de prevención a la corrupción, expresada 
en el listado de bienes públicos depositado en diferentes lugares. Incluso esta 
variedad de lugares donde estaría ubicada la información refiere a la idea de 
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fiscalización, que de manera más elaborada, se basa precisamente en que se 
puedan conocer desde distintas “atalayas” las formas en que se administran los 
fondos del erario.  
Aristóteles también en La Política, al hablar de las magistraturas 
indispensables o útiles, señala que en tanto que algunas de ellas o incluso todas 
manejan fondos públicos, se hace necesario que quien recibe y depura sus cuentas 
esté totalmente separado de ellas; de este modo, identifica a los funcionarios que 
ejercen funciones de interventores o examinadores. Estas ideas constituyen uno de 
los ejes del presente trabajo; expresado en el abordaje propuesto en la forma de un 
modelo ideal de control policial que se orienta a garantizar la RdC de quienes sirven 
a la República en la delicada tarea de la seguridad pública.  
Quienes laboran en este plano de altísima responsabilidad, están 
particularmente obligados a someterse a un escrutinio público amplio y detallado; 
todos los funcionarios en tanto seres humanos pueden equivocarse o de plano actuar 
con negligencia o dolo y abusar de la delegación de poder que se les hace. 
Precisamente por esto es que se debe revisar a fondo y con minuciosidad su 
actuación, desde una posición objetiva, autónoma y profesional que permita aislar el 
ejercicio de fiscalización en la medida de lo posible de cualquier influencia que 
pudiera desviar el recto juicio y proceder de los encargados de vigilar y sancionar las 
conductas irregulares de nuestros policías. 
Platón en sus referencias a la cuestión del Estado, aborda también el asunto 
de la corrupción. En su magistral obra La República, el filósofo describe, en el octavo 
capítulo, las diferentes formas de gobierno existentes, pero como un aspecto 
reiterado es el texto, es posible apreciar como la ambición humana puede 
condicionar la erosión o estado desvirtuado de la vida pública, es decir, la desviación 
de su cometido de garantizar el interés general como bien mayor.  
Platón reconoce en los espacios de poder la posibilidad de corromperse. Al 
respecto en la República refiere la conveniencia de establecer la propiedad comunal 
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de bienes y de hijos en los guardianes y los gobernantes, con la finalidad de evitar la 
corrupción originada en la ambición de atesorar bienes. Los artesanos y labradores 
son liberados de estas limitaciones, en tanto que  al no ejercer el poder carecen de la 
posibilidad de corromperse.  
Es claro que de esto podemos deducir la importancia que tiene el 
establecimiento de límites a quienes se les delega cualquier tipo de poder, como es 
el caso de los policías, quienes son el instrumento legítimo de la coerción estatal. 
Poder que tiene que ser sometido por su naturaleza excepcional a controles 
rigurosos y efectivos, particularmente en lo que toca a las posibilidades de 
corromperse para la obtención de beneficios derivados de actos de cohecho, 
extorsión o incluso robo. 
Estas conductas que se desarrollan teniendo como eje la desviación de la 
conducta del servicio público en un ámbito tan esencial como lo es el de la seguridad 
de la ciudadanía, socavan de manera significativa las relaciones entre el gobierno y 
los gobernados, lo que hace que su punición y resolución sea un tema ineludible. Se 
trata pues de que las regulaciones existentes se apliquen o se adecuen si son 
insuficientes, en aras de reducir al máximo los actos contrarios al buen gobierno. 
Esto es posible solamente en un escenario en el cual se usen de manera efectiva 
todos los medios políticos y legales existentes, que le den sustento al Estado de 
Derecho. El mal funcionamiento del gobierno sin duda puede verse como una 
manifestación autoritaria, en la que la ausencia de RdC posibilita la corrupción. 
En la actualidad reconocemos el mismo rol central para la vida pública otorgado por 
Aristóteles a la RdC. De este modo, la RdC es un elemento imprescindible de la vida 
democrática, que si está ausente de la vida institucional, resulta ineludiblemente en 
el autoritarismo y la impunidad de quienes ejercen el poder público. Especialmente 
en lo que atañe a esta tesis,  la RdC atiende a las altas posibilidades de que en el 
ejercicio público el interés general antagonice con los intereses particulares de 
quienes detentan el poder político. Por esto es importante que el gobierno se 
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enmarque dentro de disposiciones que garanticen la RdC, como presupuesto para la 
adecuada conciliación entre el ejercicio de la función pública y el interés general. 
Una vez que ya se ha anotado de manera general la perspectiva filosófica 
desarrollada en la antigüedad sobre la RdC, ahora se abundará sobre un esquema 
específico de RdC: la de los cuerpos de seguridad, denominada como RdC policial. 
De esta modalidad retomaré únicamente los elementos imprescindibles para que los 
policías respondan y sean sancionados por la comisión de delitos cuando ejercen su 
función. Con ello se establece un modelo identificado con el nombre de modelo o 
sistema de control para la RdC de los delitos policiales, el cual servirá de referencia 
para estudiar y valorar el sistema de control de Guadalajara. Como se verá en su 
momento, el modelo para la RdC de los delitos policiales no es cualitativamente 
distinto al llamado modelo de RdC policial, en el fondo es el mismo, sólo enfatiza y se 
concentra en los elementos vinculados con la investigación y sanción de los delitos.  
La noción de la RdC13 en las poliarquías modernas14 está anclada a sus 
componentes republicano y liberal, cuyos orígenes se remontan a la Ilustración 
(O’Donell, 1998: 4). En el pensamiento de Montesquieu, el teórico más 
representativo de la separación de poderes y difusor de la Constitución Inglesa, la 
necesidad de establecer límites y controles al poder estaba vinculada a la libertad 
política; sin la existencia de los primeros resultaba inconcebible el logro de ésta.  Tal 
fue la influencia de su pensamiento que en la conformación de los estados 
modernos, la separación del poder ejecutivo, legislativo y judicial representa uno de 
los principios fundamentales del estado de derecho.  
                                                 
13 La importancia de este concepto no es exclusivo de la ciencia política, o de manera más general del 
ámbito público o quehacer del Estado. En el ámbito privado o de los negocios, el concepto de 
accountability ha sido tradicionalmente utilizado para denotar la acción de “dar cuenta” de un estado o 
situación financiera (Osse, 2006: 149).  
14 Según Robert Dahl (1989: 221) las democracias o poliarquías reúnen los siguientes atributos: a) 
funcionarios electos, b) elecciones libres y limpias, c) sufragio universal, d) derecho a ser candidato, e) 
libertad de expresión, f) canales de información alternativos y, g) libre asociación. O´Donell (1996: 7-8) 
añade: h) los funcionarios elegidos -y algunos designados, como los jueces de la suprema corte- no 
deben ser destituidos arbitrariamente antes del fin de su mandato constitucional, i) los funcionarios 
elegidos no deben ser sometidos a restricciones severas, vetos o exclusión de ciertas áreas por parte 
de actores no electos, especialmente las fuerzas armadas y, j) debe existir un territorio que defina 
indiscutiblemente a la población votante.  
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“La democracia y la aristocracia no son Estados libres por su naturaleza. La 
libertad política no se encuentra más que en los Estados moderados; ahora 
bien, no siempre aparece en ellos, sino sólo cuando no se abusa del poder. 
Pero es una experiencia eterna, que todo hombre que tiene poder siente la 
inclinación de abusar de él, yendo hasta donde encuentra límites. ¡Quién lo 
diría! La misma virtud necesita límites. Para que no se pueda abusar del 
poder es preciso que, por la disposición de las cosas, el poder frene al poder. 
Una constitución puede ser tal que nadie esté obligado a hacer las cosas no 
preceptuadas por la ley, -y a no hacer las permitidas […] Todo estaría 
perdido si el mismo hombre, el mismo cuerpo de personas principales, de los 
nobles o del pueblo, ejerciera los tres poderes: el de hacer las leyes, el de 
ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los delitos o las diferencias 
entre particulares” (Montesquieu, 1748). 
La necesidad de controlar al poder, presente desde la antigua filosofía ya referida en 
párrafos anteriores, se encuentra en el corazón del concepto de accountability o 
rendición de cuentas. 15 “A la rendición de cuentas, las realidades del poder le dan su 
razón de ser. Su misión está en reducir las incertidumbres del poder, limitar sus 
arbitrariedades, prevenir y remediar sus abusos, volver predecible su ejercicio, 
mantenerlo dentro de ciertas normas y procedimientos establecidos” (Schedler, 1991: 
24). Tal como lo construye Schedler (2004), el concepto de RdC, tiene dos 
dimensiones: respondabilidad16 y sanción (enforcement). En la siguiente figura 
(2.1.1.1, infra) se presenta de manera esquemática. 
 
                                                 
15 A partir de la instauración de la democracia en América Latina se ha desarrollado una vasta 
literatura proveniente de la perspectiva institucional. Uno de los campos más fructíferos ha estado 
vinculado al debate originado en las democracias occidentales acerca de la relación entre los poderes 
ejecutivo y legislativo y su efecto en la parálisis gubernamental (Munck, 2004).  
Por otra parte, las contribuciones del institucionalismo al estudio de la política democrática en América 
Latina han centrado su atención en la relación entre gobernantes electos y ciudadanos, y entre 
gobernantes electos y la burocracia del Estado. Tal como sugiere Munck (Ibíd.: 336) estas 
aportaciones han arrojado luz sobre aspectos de la calidad democrática -representación y RdC, 
imperio de la ley, control de la burocracia y control ciudadano del Estado- y por lo tanto, debieran ser 
incorporados en el debate académico sobre la calidad democrática.  
16 Al igual que el concepto de accountability y su dimensión de enforcement, la dimensión de 
answerability carece de traducción exacta al español. Al presentar una definición enciclopédica de 
accountability como “la capacidad de asegurar que los funcionarios públicos respondan por sus 
acciones”, Schedler (Ibíd.: 13) introduce el neologismo “respondabilidad” y señala que ha sido utilizado 
por proyectos globales anticorrupción (ver http://www.respondanet.com/).  
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Fuente: Schedler, 2004. 
La respondabilidad implica la obligación de los políticos y funcionarios de “abrirse a la 
inspección pública”, y abarca la obligación de informar y justificar sus actos 
públicamente. Nótese que a estos dos elementos de la dimensión de la 
respondabilidad − la información y justificación − se les añade el adverbio 
“públicamente”.  
Más aún, el principio de publicidad aplica en ambas direcciones, tanto a los agentes 
que rinden cuentas como a quienes exigen cuentas. “Es poco probable que una 
rendición de cuentas a escondidas funcione y se perciba como una práctica eficaz de 
control […] la falta de publicidad los convierte en farsas, en caricaturas de rendición 
de cuentas” (Ibíd.: 29).  
La posibilidad de exigir cuentas implica necesariamente tareas de monitoreo y 
vigilancia, es una relación entre quienes piden cuentas y quienes las dan; se espera 
que la información sea precisa y confiable y que las razones o justificaciones sean 
convincentes, aunque en la realidad no sucede así. Por ello el ejercicio de pedir y 
rendir cuentas es constante, permanente (Ibíd.: 15).  
La segunda dimensión que concentra elementos de “coacción y castigo”, se refiere a 
la eventual aplicación de la sanción como consecuencia de comportamientos 
impropios de los servidores públicos. Entendido de esta manera, el concepto de RdC 
no se refiere a una “técnica puntual” para controlar al poder. Se trata más bien de un 
Rendición de cuentas 
Respondabilidad Sanción 
Información Justificación 
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principio que integra en términos amplios, generales, tres características o atributos 
para “prevenir y corregir abusos”: a) obliga a quienes detentan el poder a abrirse al 
escrutinio público, a los ojos externos; b) los obliga también a explicar y dar razones 
de sus decisiones, acciones, comportamientos y; c) los somete a la amenaza de 
sanciones (Schedler Ibíd., 2004: 13).  
La dimensión de la respondabilidad da cuenta de los dos primeros incisos, a) y b) 
mientras que el último incluye un abanico de consecuencias establecidas para el 
comportamiento de los servidores públicos. Pero la aceptación de que el principio y 
sus atributos no se pueden reducir a una técnica particular, y agrego, ni a un 
mecanismo concreto, no significa que ellos puedan conseguirse sin contar con los 
procedimientos, órganos y otros dispositivos adecuados para lograr la RdC.  
El sentido profundo de la afirmación de no reducir la RdC a una técnica particular o a 
un mecanismo, es resaltar que la técnica, el dispositivo o el mecanismo en sí mismo 
carece de importancia y de trascendencia si no contribuye a la consecución del fin: la 
RdC. Lo verdaderamente trascendente es contar con esos atributos de la RdC, en 
función de ellos, las técnicas o los dispositivos adquieren o pierden importancia. En 
un contexto específico la existencia de tales o cuales dispositivos concretos y 
particulares pueden llegar a ser determinantes para el logro de la RdC, o bien 
pueden ser modificados o sustituidos por otros sin que eso afecte el resultado. 
 Acorde con esta idea de Schedler, aquí no se limita el estudio a la búsqueda de 
unas “técnicas puntuales” en el caso del Ayuntamiento. Más bien, se busca saber si 
los atributos y las dimensiones de respondabilidad y sanción están presentes en el 
sistema de control de Guadalajara y en qué medida los mecanismos y dispositivos 
los niegan o los promueven. Pero, para poder convertir estos componentes de la 
RdC en elementos verificables en una investigación empírica del sistema de control 
policial, es obligado continuar la revisión del concepto.  
En términos de la definición general de RdC, el concepto habla de la necesidad de 
sujetar al poder público, en este caso a uno de sus cuerpos, el de seguridad pública, 
a los controles que garanticen el comportamiento que la sociedad espera de él. 
Contemplando las dimensiones recién mencionadas, para que se genere en la 
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realidad la RdC policial, es necesario un sistema con mecanismos y dispositivos 
operativos que contribuyan al objetivo de que la policía informe y justifique 
públicamente sobre el modo en que utiliza el poder que le es conferido y de que sea 
sancionada por cualquier uso inadecuado de éste.  
Es decir, se requiere que se establezcan de manera formal, mediante normatividades 
legitimadas, instancias con actores y responsabilidades definidas, métodos precisos 
y disponibilidad de recursos. El proceso de operación de tales mecanismos, por su 
parte, debe estar a su vez sujeto a los mismos principios de publicidad y 
transparencia para que sus resultados, como la propia función policial, estén 
sometidos al escrutinio público. 
El control del poder se entiende así como una forma de evitar su uso arbitrario o 
autoritario. Como señala la literatura “la rendición de cuentas es un asunto deseable 
de cualquier sistema político democrático” (Mainwaring, 2003: 4). Pero este control 
no puede ser sólo discursivo. Para que se consiga, deben crearse instituciones que 
explícitamente lo tengan como tarea.  
Como señala O´Donell (1999: 5): “las instituciones no necesariamente funcionan 
como se pretende que funcionen, especialmente en una región caracterizada por la 
brecha entre la ley y la práctica política, pero éstas (las instituciones formales) son 
esenciales para establecer la rendición de cuentas. Sin instituciones formales 
diseñadas para este propósito, la rendición de cuentas efectiva es imposible”. 
De lo recién expresado concluyo que para alcanzar la RdC es menester contar con 
instituciones que tengan como misión que la policía informe y justifique públicamente 
de su desempeño y tengan entre sus recursos, para el logro de sus objetivos, la 
posibilidad de la aplicación de las sanciones a quienes cometan ilícitos al amparo de 
su función. 
La necesidad de pensar la RdC a la luz de las manifestaciones del poder público 
sobre el que se aplica este concepto, hace pertinente conocer sus variantes. Estas 
variantes permiten identificar con precisión los componentes de un modelo 
pragmático aplicado a una fracción específica del poder público. Se trata de conocer 
los mecanismos necesarios para que una esfera particular de la actividad estatal, la 
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policial, con sus estructuras organizativas peculiares y sus procesos propios, 
responda al concepto más general de RdC.  
Andreas Schedler (2004: 31) sugiere que “una manera convencional de rebanar 
analíticamente la esfera del Estado moderno produciría al menos las siguientes 
categorías o tipos de rendición de cuentas: gubernamental, legislativa, administrativa, 
militar y judicial”. Plantea que si ponemos la lupa en la parte sustantiva -o el dominio- 
de la RdC obtenemos un abanico de opciones y contenidos más precisos. El 
siguiente cuadro (2.1.1.1) ejemplifica esta idea. 
Cuadro 2.1.1.1. Variantes la de RdC según diferentes criterios 
Criterios Contenido 
Político * Evalúa los procesos de toma de decisión y los resultados sustantivos de las 
políticas públicas.  
* Valora las calidades y capacidades personales de políticos y funcionarios. 
Administrativo * Pregunta si los actos burocráticos se apegan a los procedimientos 
establecidos, si llevan a los resultados esperados y si lo hacen con eficiencia 
razonable. 
Profesional * Vigila por la aplicación de normas de profesionalismo en ámbitos como el 
médico, académico y judicial. 
Financiero * Sujeta el uso del dinero público a las disposiciones legales vigentes, pero 
también a estándares de transparencia, austeridad y eficiencia. 
Legal * Monitorea el cumplimiento de la ley. 
Constitucional  * Evalúa si los actos legislativos están acordes con disposiciones 
constitucionales. 
Moral * Se preocupa por si los políticos y funcionarios actúan de manera apropiada en 
términos de normas sociales prevalecientes, independientemente de las normas 
legales vigentes. 
Fuente: Ibíd. 
Como se puede apreciar, existen varias posibilidades para establecer tipos de RdC. 
El abanico de opciones es muy amplio y la opción más adecuada depende del 
problema de investigación o de la pregunta que se quiera resolver (Stapenhurst et 
al., 2008; Lindberg, 2009). Entre los tipos de RdC que hacen alusión a las relaciones 
entre diferentes agentes de control se pueden mencionar: la RdC horizontal y vertical 
(O´Donell, 1997, 1999), la RdC social (Peruzzotti y Smulovitz, 2002) y la RdC 
diagonal o controles “oblicuos” (Schmitter, 1999).  
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La diferencia entre los distintos tipos radica en la relación jerárquica entre los actores 
involucrados en el proceso. En el extremo horizontal de la RdC, la dependencia que 
solicita la RdC está en el mismo nivel que la que la debe rendir. La rendición vertical 
se da entre dependencias o actores ubicados en niveles jerárquicamente distintos. 
En todos los casos la dinámica contempla a una parte solicitando información y 
explicaciones sobre la actuación de otra que está obligada a responder a estas 
solicitudes. 
La RdC horizontal se refiere al control de poder entre diferentes agencias de 
gobierno, se define como “la existencia de organismos estatales que están 
legalmente habilitados y autorizados, y de hecho dispuestos y capacitados, para 
emprender acciones que abarcan desde la fiscalización rutinaria hasta sanciones 
penales o destitución, en relación con actos u omisiones de otras instituciones del 
Estado, que puedan calificarse, en principio o presuntamente, como ilícitos” 
(O´Donell, 1998:14).  
Dos de las vías por las que puede ser quebrantada la RdC horizontal son: 1) 
intromisión ilícita de un organismo en la autoridad de otro y, 2) obtención por parte de 
funcionarios públicos de beneficios personales adquiridos ilícitamente. Este tipo de 
RdC cae en el tipo legal, pues contempla la cualidad “ilícita” de la acción.  
O´Donell (2002a: 92) distingue dos tipos de agencias de RdC horizontal: las de 
balance y las asignadas. Las agencias de balance emanan de la división de poderes 
en los “tres grandes poderes clásicos”: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, que pueden 
desarrollar una situación de controles mutuos al tener jurisdicciones y atribuciones 
definidas que se busca sean relativamente equilibradas.  
Con el tiempo y debido a sus deficiencias,17 dichas agencias han sido 
complementadas por otras asignadas como las fiscalías, auditorías, conseils d´Etat, 
ombudsmen y similares, que más que aspirar a crear un equilibrio global o general 
                                                 
17 Entre las deficiencias de las agencias de balance como instituciones de RdC horizontal destacan las 
siguientes: a) su naturaleza reactiva, y por lo tanto, intermitente; b) los conflictos que se desatan a su 
alrededor son altamente dramáticos y políticamente costosos y; c) al estar centradas en el desempeño 
de su propio funcionamiento, son un instrumento tosco para hacer efectiva la RdC horizontal dada la 
creciente complejidad de la burocracia para hacer efectiva la RdC horizontal (Ibíd.).  
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de poder se abocan a tratar riesgos de transgresiones más puntuales o 
particulares.18 
Por otra parte, la RdC vertical se refiere al control del gobierno por parte de la 
ciudadanía y es entendida como la que se ejerce a través del voto. Sin embargo, 
existe evidencia sugerente acerca de la ineficacia de las elecciones como 
mecanismo de RdC, sobre todo en el contexto de América Latina. “Parece claro que 
en las condiciones que prevalecen en muchas poliarquías nuevas – sistemas de 
partidos incipientes, alta volatilidad de los votantes y los partidos, asuntos de política 
pública mal definidos y cambios súbitos de política –, la efectividad de la rendición de 
cuentas electoral tiende a seguir disminuyendo.” (O´Donell, 1998: 3).  
Por su parte, el concepto de RdC social surge como consecuencia del “descuido” en 
los debates de accountability con respecto a la eficiencia de las elecciones como 
mecanismo de control vertical. “Si bien las elecciones son el único medio para 
autorizar la representación política, no son la única herramienta vertical para que los 
políticos se responsabilicen por sus actos” (Peruzzotti y Smulovitz, 2002: 29). El 
funcionamiento de asociaciones civiles, ONG, movimientos sociales y medios de 
comunicación son vistos como instrumentos de RdC social (de tipo vertical) que en 
ocasiones pueden compensar las deficiencias de instituciones electorales y 
constitucionales como medios de control.  
Peruzzotti (2006: 6) distingue tres tipos de actores que pueden desencadenar RdC 
social. El primero lo representan “movimientos sociales coyunturales de sectores 
sociales directamente afectados por acciones estatales discrecionales”, que en 
ciertas circunstancias, como cuando logran visibilidad mediática, pueden conseguir 
un nivel de respuesta y atención significativo por parte de las autoridades. Un 
segundo tipo de actor son “asociaciones ciudadanas altamente profesionalizadas y 
de carácter permanente”, que en ocasiones pueden contribuir de manera significativa 
a la RdC social a través de la generación de información especializada.  
                                                 
18 Frente a los inconvenientes que presentan las agencias de balance, las agencias asignadas 
cuentan, en principio, con las siguientes ventajas: a) son preactivas y permanentes; b) al estar 
fundadas en criterios profesionales minimizan el dramatismo y conflicto político y; c) pueden 
especializarse en diferentes ámbitos de la burocracia estatal (Ibíd.).  
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El tercer tipo de actor que puede presentarse sin la naturaleza asociativa de los dos 
anteriores, lo constituye el periodismo independiente, que puede contribuir a la RdC 
ya sea otorgando visibilidad a los grupos organizados o por medio de ejercer una 
labor de denuncia basada en la investigación propia. 
Una de las diferencias más importantes de la RdC social con respecto a la electoral 
es que la primera puede ser ejercida entre elecciones; las diferentes actividades de 
la RdC social no dependen de un calendario fijo para su activación. Como los 
mecanismos horizontales, los sociales también pueden supervisar la naturaleza 
legal-ilegal de los políticos y funcionarios públicos.  
Sin embargo, a diferencia de los mecanismos horizontales y vertical-electorales en 
los que por lo regular existen reglas formales para la aplicación de sanciones, en la 
gran mayoría de los casos de activación de mecanismos sociales, las sanciones que 
generan son más bien simbólicas y dependen de la intensidad y el impacto de sus 
reclamos (Peruzzotti y Smulovitz, 2002: 33).  
En la siguiente figura se presentan los tipos de RdC recién explicados. Es importante 
mencionar que en la literatura de RdC en América Latina la conclusión general es 
que en la región estos mecanismos son todavía débiles. Paralelamente se pone 
énfasis en que para su mejor funcionamiento es necesario que los diversos tipos de 
RdC se complementen.  
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Figura 2.1.1.2. Tipos de RdC. Relaciones entre agentes 
 
Fuente: Elaboración propia con base en O´Donell, 2002a; Peruzzotti y Smulovitz, 2002. 
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Hay que destacar que estas distintas formas de RdC no son mutuamente 
excluyentes, y de hecho algunas veces las distintas formas coexisten. Hay casos, 
como el del control de la policía de Buenos Aires en que se han combinado 
diferentes tipos de RdC -social y horizontal- y se han generado resultados positivos 
(Stanley, 2005: 72).  
Hasta este momento se abordó el concepto de RdC en términos generales, como un 
principio que responde a la necesidad de controlar al poder y limitar el ejercicio 
arbitrario de éste. Asimismo, he identificado sus características definitorias: 
información, justificación y la existencia de sanciones, que se logran mediante la 
implementación de mecanismos concretos que las persiguen o instrumentan. Se vio 
también algunos de los tipos de RdC que se aplican en diferentes ámbitos. Queda 
claro que el establecimiento de instituciones para la RdC es indispensable para 
acotar y prevenir el proceder arbitrario en el ejercicio del poder.  
Ahora paso a analizar el concepto desde la perspectiva de su aplicación a la función 
policial, enfatizando las adecuaciones y el modo como se presentan sus 
componentes esenciales en los sistemas institucionales de control policial, a saber: 
a) la obligación de quienes detentan el poder de abrirse al escrutinio público, a los 
ojos externos; b) la obligación también a explicar y dar razones de sus decisiones, 
acciones y comportamientos y c) la existencia de sanciones.  
2.1.2. Rendición de cuentas policial o responsabilización policial 
A partir de la década de los 90, el concepto de RdC comenzó a ser utilizado por 
defensores de los derechos humanos, para impulsar una perspectiva distinta de la 
actuación policial. Tal impulso surgió como consecuencia de las graves violaciones a 
los derechos humanos cometidos durante periodos de regímenes autoritarios. Tales 
abusos seguían un patrón sistemático en varias regiones del mundo y, 
particularmente en América Latina, su modo de operar era claramente contradictorio 
con las funciones y valores de una policía democrática.  
Aunque ciertamente se está lejos de haber superado este tipo de dinámicas en las 
corporaciones policiales, la creciente preocupación ha generado cierto consenso 
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internacional sobre “la tarea de crear o reforzar los sistemas de control internos y 
externos, con el fin de mejorar y transparentar el comportamiento policial” (Arias y 
Zúñiga, 2008: 11).  
Si se parte de considerar, como lo expuse en el apartado anterior, que la RdC es un 
principio para regular el ejercicio del poder en un esquema democrático, el 
extenderla a la función policial presupone o conlleva la aceptación de un cambio en 
las funciones de la policía para adecuarlas al contexto democrático, por ello antes de 
ahondar en el significado de la RdC policial y de los sistemas de control inherentes a 
ella, es pertinente esclarecer en qué consiste el cambio. 
Las funciones de una policía en una democracia son: dar prioridad operativa a servir 
a las necesidades de los ciudadanos, proteger los derechos humanos, ser 
transparente en sus actividades (Bayley, 2001:13). En realidad, cuando se utiliza la 
expresión “función de la policía en una democracia” se hace referencia a la 
traducción en español del término anglosajón democratic policing entendido según 
López y Barrena (2009: 10) como: 
“un quehacer policial cercado por principios legales, profesionales y éticos 
propios de un Estado democrático y de derecho, el primero de los cuales es 
la ubicación del ciudadano como horizonte del sentido en el concepto y la 
práctica policial. Por su parte, seguridad ciudadana es la evolución 
democrática del concepto seguridad pública, en tanto representa una fórmula 
similar que ubica también al ciudadano en el centro de las políticas públicas 
de seguridad, abandonando la tutela en abstracto del orden público, 
históricamente interpretado por la policía como la protección de las 
instituciones del Estado, precisamente por encima del ciudadano mismo”. 
En esta línea de ubicar a la policía en un contexto democrático, Varenik sostiene que 
“la policía es un órgano civil y profesional del Estado, responsable de hacer cumplir 
la ley de manera imparcial y en estricto respeto de los derechos humanos, sujeta a 
control, obligada a rendir cuentas y capaz de fomentar una convivencia democrática” 
(Varenik, 2005: 11). Por su parte, Gonzalo Jar Couselo (1999: 212) profundiza sobre 
las diferencias de una policía en un Estado en un contexto democrático de aquélla 
que opera en uno autoritario: 
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“La diferencia fundamental con las dictaduras es que, aquí, el Estado, y por 
lo tanto sus fuerzas de seguridad, han de limitar todas sus actuaciones al 
imperio de la ley, quedando sometidos uno y otras a múltiples y diversos 
tipos de controles. La finalidad de éstos es la de evitar la corrupción y 
comportamientos ilegales, para lo cual es necesario contar con comisiones 
de control externas a la institución, independientes y permanentes, con 
capacidad de investigar y proponer la adopción de las medidas correctoras 
necesarias, algo realmente difícil si se tiene en cuenta que la propia 
subcultura policial tiende a exaltar la lealtad del grupo por encima de la 
integridad. La grandeza de la democracia para la policía es que dispone de 
toda legitimidad y apoyos sociales e institucionales para llevar a cabo su 
labor” 
En la policía democrática hay un cambio en el objetivo, ahora se orienta hacia la 
búsqueda de la seguridad ciudadana, de ahí nace la obligación de rendir cuentas a la 
sociedad por medio de los sistemas de control, para mantener su actuación dentro 
de su función y apegada a los límites legales.  
La RdC responde a la necesidad de controlar el ejercicio del poder policial, a través 
de una serie de mecanismos que no se restrinjan únicamente a los sistemas 
disciplinarios del cuerpo de policía y puedan estar ubicados en el ámbito de otros 
poderes del Estado y/o en la ciudadanía y constituye una práctica obligada de una 
policía democrática.  
Los especialistas en el tema ponen especial énfasis en que el objetivo de la RdC 
policial no es únicamente controlar las conductas indebidas de los agentes o 
corporaciones policiales, pues también se busca abordar aspectos de eficiencia y 
eficacia en las funciones que se le ha conferido a la policía, tales como el control del 
crimen, el afronte a la violencia y de otras actividades delictivas, así como auxiliar en 
situaciones de desastres naturales (López y Frühling, 2008: 26).  
Dado que el objetivo de esta investigación se circunscribe a los delitos policiales, se 
dejan de lado la eficiencia y la eficacia en la disminución de la inseguridad y sólo se 
retoman y profundizan, del concepto de RdC, aquellos elementos vinculados con el 
control de la mala conducta policial tipificada como delictiva. 
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No existe una sola definición de RdC o responsabilización policial. Varenik (2005: 25) 
señala que “técnicamente accountability es el mecanismo o, más bien, el principio 
operativo detrás de una serie de mecanismos para la regularización del ejercicio de 
la discrecionalidad y para limitar el mal desempeño, la ilegalidad y la falta de 
eficiencia. El reto consiste en ajustar el ejercicio de la discrecionalidad a un sistema 
de controles institucionales y sociales”. Se trata de evitar que la discrecionalidad 
conferida a la policía (legalmente acotada) se transforme en arbitrariedad. 
Por otro lado, la definición del Instituto para la Seguridad y la Democracia (Insyde) 
señala que se trata de un concepto que “hace referencia a la posibilidad de detectar, 
investigar, fiscalizar, medir y juzgar una conducta, sea buena o mala, e imponer las 
consecuencias pertinentes para que cada elemento y la institución como tal, asimile 
en la práctica las lecciones de su experiencia…en parte, pero sólo en parte, se trata 
de un mecanismo disciplinario y de premios…también implica sistemas adecuados 
de manejo de información, de gerencia y comunicación para que las políticas, la 
formación, el mandato y los valores de la institución sean asimilados en la práctica 
por cada elemento y oficial” (López y Frühling, 2008: 28).  
En realidad ambas definiciones son sustantivamente similares. La diferencia estriba 
en que ésta última explicita algunos elementos, como son los sistemas de 
información adecuados, de gerencia y comunicación etc., que son esenciales tanto 
para controlar conductas indebidas, como para mejorar la efectividad de la policía. 
Una definición que reúne esta doble orientación del concepto es la de López y 
Barrena (2009: 13): 
“Esta noción –de rendición de cuentas- debe entenderse como un concepto 
dinámico aplicado a la función policial que, en un primer momento, 
involucraba la aplicación de consecuencias ante la mala conducta del oficial 
de policía para luego evolucionar hacia una noción más comprensiva del 
control, evaluación y eficacia policial. Además, rendición de cuentas se ha 
identificado con aprendizaje institucional. Así supone la generación de 
información para la gestión y la disciplina, pero sobre todo para el 
aprendizaje. Dicho aprendizaje debe generar una reflexión interna – con 
puentes de intercambio con actores externos – y promover la 
institucionalización de dicha reflexión. Debemos preguntarnos, además, si el 
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diseño de rendición de cuentas policial promueve la disponibilidad de 
información sobre acciones de gestión pasadas y presentes”. 
En términos generales, para López Portillo y Frühling (2008: 29) un sistema de 
responsabilización policial tiene tres componentes. Primero, la responsabilidad 
jurídica que se refiere al marco legal-normativo en el cual los servidores públicos -
para este estudio, los policías- son circunscritos a una serie de derechos y 
obligaciones, al mismo tiempo que se establece su imputabilidad como sujeto de 
derecho en caso de violaciones o contravenciones a tal marco.  
El segundo componente lo integran los mecanismos específicos de control y 
supervisión, comúnmente analizados en la literatura en sus ámbitos interno y externo 
a la estructura policial (Woods, 2007). Se trata de la creación y organización de 
entidades institucionales que tienen como mandato expreso el control policial, con 
procedimientos definidos, facultades claras y la asignación de recursos humanos y 
materiales para enfocarse a estas labores. 
Finalmente, el tercer componente integra todo el rango de consecuencias para cada 
tipo de actos. En este aspecto se reconoce que, dependiendo de la situación que se 
enfrente, las posibilidades de reacción institucional son diversas; varían desde 
sanciones, pasando por decisiones político-institucionales de carácter preventivo, 
hasta estímulos para incrementar la calidad del quehacer policial (López Portillo y 
Frühling, 2008: 30).  
Como puede verse en los párrafos citados, los elementos de la RdC policial 
coinciden con los descritos en el concepto general de RdC: información, justificación 
y sanción, únicamente se especifica que los tipos de mecanismos de control son 
internos y externos. Los primeros están dentro de la institución policial y los externos 
pueden estar ubicados en el ámbito de otros poderes del Estado y/o en la 
ciudadanía.  
En varias de las definiciones citadas se subraya la importancia del componente de la 
información pública y su utilidad para el aprendizaje institucional. Resultaría 
imposible para la ciudadanía conocer la manera en que los policías usan el poder 
conferido si no cuentan con información valida y suficiente.  
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El concepto de RdC policial se extiende sobre diversos aspectos de la acción policial 
y con esta perspectiva se pretende que se ciña a parámetros valiosos en el horizonte 
democrático, el respeto a los derechos humanos y la práctica de gobierno eficiente. 
Uno de sus elementos es la detección y sanción del comportamiento indebido. Como 
se dijo, dado que en esta tesis el tema de interés es una de las manifestaciones -
quizá la más extrema- del comportamiento indebido de la policía en su interacción 
con los ciudadanos, la comisión de presuntos delitos, se profundizará ahora sobre 
ello.19 
De lo comentado sobre la RdC, tanto en su definición general como en su aplicación 
a la función policial, resulta evidente que estamos ante principios que para ser 
efectivos demandan la existencia de instancias específicamente abocadas a ello: el 
control del ejercicio del poder demanda la operación de mecanismos institucionales 
orientados a tal labor.  
A continuación se presenta una clasificación hecha por Varenik de los diversos tipos 
de sistemas de control policial y algunos ejemplos de casos y experiencias de 
mecanismos de control, a partir de los cuales se puede entender su diseño y sus 
características principales. De todo ello se obtienen los referentes a partir de los 
cuales se analiza si en caso de estudio, el Ayuntamiento de Guadalajara hay una 
institución con la configuración pertinente para propiciar la RdC. 
Robert Varenik sostiene que hay diversos criterios para clasificar los sistemas de 
RdC policial. En su propuesta enumera siete:  
1. Por su ubicación, pueden ser internos, cuando son gestionados dentro de la 
policía, o externos, cuando la gestión está cargo de una instancia fuera de 
ella. 
2. Por su especialización: son exclusivos cuando existen únicamente para la 
vigilancia de la función policial, e inclusivos, cuando su labor de vigilancia 
abarca a otras funciones del estado. 
3. Orientación de la atención: que puede estar dirigida a la atención de casos 
individuales o tener un enfoque sistémico. 
                                                 
19 El énfasis colocado aquí en este aspecto no pretende minimizar la importancia de los otros 
componentes de la responsabilización policial. Simplemente obedece a un esfuerzo de consistencia 
metodológica, por limitar el estudio al renglón sobre la base empírica, los expedientes de quejas 
ciudadanas, permiten aportar un análisis sustentado.  
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4. De acuerdo a las Modalidades de procedimiento, que pueden ser 
procedimientos administrativos, investigaciones, auditorías, etc. 
5. Según su propósito, que puede ser reducir la mala conducta, el incremento de 
la eficiencia y la vigilancia del cumplimiento de metas. 
6. A partir de la frecuencia, pues pueden obedecer a efectos detonantes 
particulares, como una denuncia, u operar de manera sistémica. 
7. De acuerdo a su dimensión temporal, si tienen un carácter preventivo o 
reactivo. 
La literatura especializada, en particular en lo relativo al control de la conducta 
indebida, ha dedicado una atención significativa al estudio de las instancias de 
control policial clasificadas desde el primero de estos criterios, el de la ubicación, 
analizando diversos sistemas de controles internos y externos. De acuerdo con esta 
clasificación, se verán algunos ejemplos de experiencias que se engloban bajo una 
de estas dos modalidades. Previo a la presentación de estos ejemplos, es 
conveniente precisar qué se entiende por el carácter interno y externo de los 
mecanismos de control.  
2.1.2.1. Controles internos 
El criterio de diferenciación aquí tiene que ver con una posición respecto a la 
estructura de mando de la policía. Varenik (2005: 51)20 señala que los mecanismos 
internos comprenden “aquellas estructuras, entidades, unidades y procedimientos 
que están supeditados a, y son parte de, la estructura jerárquica de mando de una 
administración policial (…) se encuentran completamente integrados al servicio 
policial y están compuestos por agentes investidos de su cargo bajo juramento”.  
Los mecanismos externos, que generalmente existen de manera paralela y 
complementaria a las instancias creadas al interior de la policía, resultan de la idea 
de someter a ésta a una “supervisión” en manos de “otros organismos del Estado o 
de la sociedad civil organizada” (López Portillo y Frühling, 2008: 50). Aunque se trate 
de términos opuestos, en la práctica estas modalidades de control no son 
necesariamente categorías rígidamente excluyentes, pues existen mecanismos que, 
                                                 
20 Subrayado agregado. 
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insertos en la estructura policial, incorporan ciudadanos o funcionarios ajenos a la 
misma. 
La característica fundamental de los órganos internos de control es que son las 
entidades creadas por la administración policial, que están supeditados a ella, para 
conocer, investigar y sancionar el involucramiento de sus miembros en conductas 
inapropiadas. Para ello diseñan mecanismos mediante los cuales pueden detectar 
conductas indebidas, a través de partes informativos de los propios miembros del 
cuerpo policial, quejas ciudadanas o programas institucionales de vigilancia como 
pruebas de integridad o exámenes antidopaje. Los principales productos de estos 
órganos sirven para implementar el control de la policía.  
Existen diferentes ejemplos de cómo se han configurado los mecanismos de control 
internos en las policías de diferentes ciudades del mundo. Por ejemplo, Varenik 
(2005) describe los casos de la policía de Nueva York, la Policía Metropolitana de 
Londres y la de Sao Paolo.  
El primero de ellos, el Departamento de Policía de Nueva York, se caracteriza por 
una estructura de control interno altamente centralizada y burocratizada, denominada 
Centro de Mando, que clasifica procesa y acumula información sobre todo lo 
concerniente a casos de corrupción y mala conducta de los policías, canalizando los 
casos a distintas instancias internas según se clasifiquen por su gravedad.  
Esta clasificación distingue tres grandes grupos: 1) corrupción, actividad delictiva y 
mala conducta grave, que son tratados por una Oficina de Asuntos Internos; 2) mala 
conducta menos grave y, 3) violaciones menores al Código de Patrullaje del 
Departamento, que pueden ser tratados por Unidades de Investigación de Distritos 
Electorales o por Agentes de Control de Integridad en las Comisarías. Por otro lado, 
cuando la información desarrollada por el Centro de Mando no se considera una 
queja específica, se clasifica como de “inteligencia”, y el asunto se transfiere a la 
División de Prevención de la Corrupción.  
Una de las características más importantes de este esquema es la existencia de una 
Unidad de Revisión Interna, quien es la responsable de efectuar el seguimiento del 
desempeño del Centro de Mando, también es responsable de la revisión de las 
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investigaciones de corrupción y, con este fin, prepara la Lista de Monitoreo de 
Causas, que le permite mantener indicadores sobre los casos.  
Para las conductas que se clasifican en el grupo 1 (de particular interés para este 
estudio, por incluir la actividad delictiva de policías) el sistema posee un grupo de 
agentes investigadores de tiempo completo, especializados en temas de asuntos 
internos. Cuando las investigaciones arrojan evidencia para sustentar una acción 
disciplinaria, se transfiere un informe a un fiscal interno, quien puede incluso 
adjudicar cargos delictivos. 
A diferencia del caso de Nueva York, la Policía Metropolitana de Londres (PML) 
implementa un sistema menos centralizado. Si bien existe una entidad central para el 
tratamiento de la conducta indebida, la Dirección de Estándares Profesionales, ésta 
no procesa todos los casos, pues algunos, especialmente aquellos clasificados como 
conductas indebidas de menor gravedad, pueden ser procesados por comandancias 
locales.  
La clasificación de la conducta indebida empleada por la PML distingue dos grandes 
categorías: a) ineficiencia y b) mala conducta. Para los casos de conductas indebidas 
menos graves se alienta que los superiores de las comisarías locales consigan una 
resolución “informal”, que puede implicar una disculpa directa del agente involucrado 
ante el quejoso.  
En los casos más graves y/o de alto perfil, la queja es transferida a la Unidad de 
Incidentes Críticos, quien investiga casos de robo, asalto, muertes que ocurren bajo 
detención policial, descargas de armas de fuego y tiroteos por parte de la policía. Las 
investigaciones son llevadas a cabo por agentes que son separados de sus 
actividades de investigación regular y son asignados por sus superiores a un caso 
concreto, es decir, a diferencia del sistema neoyorquino, no son especialistas de 
asuntos internos. Si la investigación sugiere evidencia de conducta delictiva, se 
transfiere un informe al Servicio Fiscal para que proceda al encausamiento.  
El caso de Sao Paolo es interesante pues se trata de una policía que enfrenta los 
retos de una transformación de un cuerpo policial antiguamente militarizado y 
autoritario, hacia uno de orientación democrática. En términos formales su enfoque 
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es parcialmente descentralizado, existe una instancia que clasifica y separa las faltas 
administrativas de los delitos que es el Departamento de Asuntos Internos el cual 
cuenta con corregidoras u oficinas para el control interno.  
La Corregidora para la policía civil está a cargo de la investigación de las 
transgresiones penales, así como de las infracciones administrativas 
cometidas por los agentes policiales. La policía civil es la responsable de 
investigar todos los delitos que implican a agentes de la policía civil, así como los 
alegatos de homicidios intencionales, tortura y abuso de autoridad.  
En la práctica, la policía militar investiga los asuntos que implican a sus colegas, así 
como los casos específicos definidos por el Código Penal Militar. El procedimiento 
que siguen los departamentos con respecto a las quejas, se resumen en los 
siguientes: a) si no existen indicios de una infracción o delito, la queja se cierra, b) si 
existen indicios de una infracción administrativa se establece una investigación 
administrativa y/o proceso administrativo, c) si hay indicios de infracciones delictivas, 
se inicia una investigación penal y explícitamente se abordan los delitos.  
Los casos de investigación penal son llevados a cabo por la unidad policial 
correspondiente y luego enviadas al fiscal público, quien decide si llevar o no el caso 
a juicio. Las investigaciones penales y administrativas pueden desarrollarse 
simultáneamente para la resolución de quejas relacionadas con infracciones 
administrativas y los delitos cometidos por agentes policiales. Además, existe un 
procedimiento de revisión interna que se lleva a cabo por la División de Información 
sobre Funcionarios. Ésta actúa como una unidad de control de calidad, reúne y 
analiza los datos de desempeño de la policía civil en investigaciones y 
procedimientos judiciales en los que dichos funcionarios están implicados.  
Con la revisión de estos tres ejemplos se aprecia que existen diversas formas de 
procesar la conducta indebida por parte de los órganos de control interno, pues varía 
tanto la forma de investigar los casos como la de llegar a una resolución. Sin 
embargo, los modelos tienen algunos elementos comunes que vale la pena destacar: 
a) en todos los casos, el sistema realiza una primera clasificación de las conductas 
en grandes grupos categoriales, basados fundamentalmente en la gravedad de los 
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actos, y deriva a instancias y procedimientos particulares según está clasificación; b) 
implementan una investigación profesional, a cargo de agentes con conocimientos y 
experiencia en esa labor; c) realizan estudios y se allegan información de los actos 
que pueden ser delitos y cuentan con un mecanismo para derivar a un procedimiento 
judicial cuando encuentran casos de conducta delictiva; d) tienen instancias internas 
de revisión que funcionan para vigilar la calidad del trabajo de los órganos de 
asuntos internos. 
2.1.2.2. Controles externos 
Como mencioné arriba, a los sistemas de control interno pueden sumarse instancias 
que no están supeditadas a la estructura jerárquica de mando de una administración 
policial, instancias que desde fuera de la estructura de mando policial intervienen 
para reforzar y vigilar que los dispositivos internos para el control la conducta de la 
policía cumplan su función.  
Estas instancias son comúnmente denominadas como controles externos. Ahora se 
expondrán algunos ejemplos de este tipo de instancias y la forma que tienen de 
participar en el tratamiento de las quejas ciudadanas en las que se reporta una 
conducta indebida por parte de policías. 
 Al igual que los mecanismos internos, los mecanismos de control externo también se 
han configurado a través de diversos esquemas institucionales. Varenik (2005) 
señala que existen al menos tres modelos que varían en el nivel de participación e 
involucramiento de los ciudadanos, del personal no investido de cargos (o civiles). En 
el modelo investigativo, civiles pueden investigar los alegatos individuales de la mala 
conducta policial y recomiendan determinaciones al jefe de la policía.  
El segundo modelo, el del monitoreo, los ciudadanos revisan las determinaciones a 
las que llegaron las investigaciones policiales y efectúan recomendaciones para que 
el jefe de la policía o el alguacil las apruebe o rechace. Los denunciantes pueden 
apelar a las determinaciones presentadas por la policía ante los ciudadanos, quienes 
las revisan y emiten recomendaciones.  
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Finalmente, en el modelo de auditoría un responsable civil investiga y revisa el 
proceso y las resoluciones por medio del cual el departamento policial acepta, 
investiga y sanciona la mala conducta policial. Posteriormente el auditor presenta un 
informe a la ciudadanía y al departamento policial sobre la escrupulosidad del 
proceso, algunas veces también informa de las prácticas policiales.  
Un ejemplo de la primera modalidad, la investigativa, se ha desarrollado en 
Sudáfrica, donde desde 1997 existe la Dirección Independiente de Quejas 
(Independent Complaints Directorate), un departamento del gobierno, independiente 
de la policía, ante el cual los ciudadanos pueden presentar quejas por conductas 
policiales indebidas (delitos en que se involucren policías, insatisfacciones con el 
servicio, falta de atención de solicitudes de apoyo). El organismo recibe las quejas e 
inicia investigaciones, cuyos resultados pueden llegar hasta el establecimiento de 
procesos jurídicos.  
Según Varenik, estos sistemas que involucran a civiles en la investigación pueden 
enfrentar, entre otras limitaciones, dos fundamentales. Por un lado, hallan reserva 
por parte del cuerpo policial, que puede no apoyar las investigaciones 
(particularmente cuando estos cuerpos se encuentran sindicalizados o tienen gran 
solidez gremial). Por otra parte, algunos especialistas sostienen que los cuerpos 
policiales cuentan con experiencia y profesionalización en investigación que no 
consiguen otras instancias ubicadas en el exterior. 
Un ejemplo de la modalidad de control externo denominada monitoreo se encuentra 
en el Monitor Independiente de la Policía de la Ciudad de Nueva Orleans 
(Independent Police Monitor), cuya tarea es revisar que las investigaciones de 
conducta indebida de la policía se lleven a cabo de manera adecuada. Si bien la 
oficina del Monitor tiene la facultad de recibir quejas (que pueden presentarse 
también ante el propio departamento de policía), los procesos de investigación y 
dictamen de la conducta reportada son llevados a cabo por la Oficina de Integridad 
Pública del Departamento de Policía de la Ciudad de Nueva Orleans.  
Cuando es la oficina del Monitor quien recibe una queja, la turna a esta instancia, 
pero guarda un registro propio. Sus labores de monitoreo inician desde el propio 
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proceso de clasificación de la queja, pudiendo recomendar que la clasificación 
asignada sea corregida si lo consideran pertinente. Cuando la investigación es 
concluida, el Monitor revisa que la resolución haya sido justa y el proceso completo y 
adecuado en tiempo. Si considera que no fue el caso, se lo comunica al 
Departamento de Policía.  
De todas estas opiniones que son manifestadas al Departamento, la oficina realiza 
también un informe público, del cual se entrega una nota al quejoso si este presentó 
su queja de manera directa ante esta instancia. Cabe destacar que si bien el Monitor 
tiene la facultad de revisión de los resultados de cada proceso, la atribución 
sancionadora queda en manos de la instancia policial.  
Con respecto a los modelos de auditoría, se registran casos como el de la ciudad de 
Los Ángeles, donde existe una autoridad independiente, un abogado especial que 
actúa bajo convenio con un Consejo de Supervisores del Condado, que posee la 
facultad de conformar su propio equipo de trabajo y emite recomendaciones en el 
modo de recepción, clasificación y seguimiento de las quejas.  
En el caso de Nueva Gales del Sur de Australia existe una estructura de supervisión 
externa redundante que se distingue por la existencia de coordinación entre 
diferentes órganos externos para vigilar el desempeño policial. Dos cuerpos 
comparten la responsabilidad de la vigilancia externa, el o la Ombudsman y una 
Comisión de Integridad Policial. Éstos tienen atribuciones amplias para allegarse de 
información, emitir informes públicos, dar seguimiento y revisar las políticas.  
Además, la Comisión de Integridad Policial tiene la capacidad de sostener audiencias 
en público y en privado, convocar, detener e interrogar a testigos. La clave del éxito 
en este esquema ha sido la coordinación múltiple a través de la cual deben trabajar 
estas instituciones. Más aún, los guardianes de la vigilancia policial tienen sus 
propios vigilantes. Es decir, existe accountability por parte del poder legislativo, el 
Comité Parlamentario Conjunto, quien cuenta con su propio secretariado 
permanente. En suma, este esquema resulta ser intencionalmente redundante y 
complementario (Ibíd.: 135).  
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Uno de los casos más reconocidos por la literatura de responsabilización policial 
como ejemplo de supervisión o control externo es el Auditor de la Policía de San 
José, California (Varenik, 2005; López y Frühling, 2008). Aunque esta figura tiene 
normativamente amplias facultades para supervisar diversas funciones de la 
estructura policial en lo relativo al manejo de la conducta indebida, en la práctica ha 
optado por una estrategia “modesta”, centrada básicamente en la revisión de los 
procedimientos de atención a quejas y sugerir mejoras, lo que ha contribuido a 
incrementar su efectividad.  
El Auditor revisa la totalidad de las quejas que se refieren a uso innecesario de la 
fuerza y al menos 20% del resto de las quejas ciudadanas por conducta policial 
indebida. Uno de los objetivos de su revisión es encontrar relaciones entre el tipo de 
quejas reportadas y políticas o prácticas concretas implementadas por la policía. La 
oficina del Auditor tiene capacidad de recibir quejas, que turna a la oficina de asuntos 
internos de la policía de San José. La investigación de los casos es ejecutada por 
esta última.  
El auditor puede hacer investigaciones parciales y allegarse información de ciertos 
casos por medios propios, interrogando testigos o visitando escenas del crimen, pero 
no tiene facultad para interrogar por su cuenta a los oficiales involucrados. No 
obstante, puede estar presente en los interrogatorios que la oficina de asuntos 
internos realice.  
Los estudios destacan al menos tres factores en el éxito de la oficina del auditor. Uno 
de ellos consiste en la estrategia modesta por la que ha optado, que permite que 
aquellas líneas de acción que abre se concluyan con mayores posibilidades de una 
propuesta fundamentada, aprovechando los recursos humanos de los que dispone. 
Otro factor ha sido la promoción activa de sus servicios entre los ciudadanos y la 
obtención de legitimidad de su trabajo, que se manifiestan en que la proporción de 
captación de quejas dentro del total (que se pueden presentar ante el auditor y 
directamente ante asuntos internos) pasó de 24 a 40 por ciento, entre 1995 y 2003.  
Finalmente, el trabajo del primer auditor, experiencia que ha tratado de ser 
mantenida, dedicó parte de sus energías a construir una relación con la policía, 
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 102
centrada más en la colaboración que en la oposición. Ante la reserva inicial por parte 
del cuerpo policial a ser objeto de supervisión, el auditor procuró crear una relación 
cordial con la parte supervisada, lo que facilita que los procedimientos y el 
intercambio de información sean más ágiles y efectivos.  
2.1.3. ¿Por qué es necesaria la supervisión externa y cuál es su importancia 
para la rendición de cuentas policial? 
De la revisión sucinta de modelos y experiencias de supervisión externa puede 
elevarse la pregunta de ¿Por qué es necesario el funcionamiento de mecanismos de 
supervisión externa si dentro de las mismas estructuras de administración policial 
existen ya instancias de control, como lo son las oficinas sistemas de asuntos 
internos, e incluso hay órganos internos de revisión del trabajo de estas últimas?  
Históricamente, algunos departamentos de policía han sido reacios a abrirse a la 
supervisión externa, argumentando que son ellos mismos los que están mejor 
capacitados para conocer, investigar y sancionar la conducta policial indebida, y 
vigilar a las propias agencias de control interno. Objetando que las agencias externas 
no poseen la experiencia y conocimiento de la función policial necesario para juzgar 
la conducta de los agentes y menos aún sugerir soluciones viables y realistas 
(Varenik, 2005; Bayley, 1995).  
A continuación se argumentan las razones que justifican la supervisión externa y se 
responden las objeciones. Primero se debe aclarar qué se entiende por supervisión 
en este contexto.21 Coloquialmente se concibe la supervisión como una revisión del 
trabajo o la actividad de alguien. La revisión es realizada por una persona o instancia 
que emite una valoración de si la actividad que se revisa se está haciendo 
correctamente o no. En este sentido, podría decirse que los controles internos 
también “supervisan” a la tropa, en tanto que revisan su comportamiento. Más aun 
sin duda los órganos internos de revisión “supervisan” a las oficinas de asuntos 
internos.  
                                                 
21 En la literatura especializada a veces se emplea el término inglés oversight, con el que se designa 
en esa lengua lo que aquí presentaremos como supervisión. 
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Pero al hablar del concepto de supervisión externa en el campo del control policial, el 
concepto conlleva un significado especial pues hace referencia al escrutinio del 
trabajo o actividad que realizan los órganos de control interno, e indirectamente la 
de las instancias de revisión interna o también llamados de control de calidad, esto 
es, las actividades de detección, investigación y sanción de la conducta indebida de 
los cuerpos de seguridad. Es decir, el interés de la supervisión se centra sobre todo 
en cómo se comportan quienes tienen por mandato investigar la conducta indebida y 
castigarla.  
Puesto que comúnmente la tarea de control policial corresponde a las instancias que 
en este estudio se identifican como órganos de control interno (que incluyen a los 
órganos que desde el interior del cuerpo de seguridad revisa el trabajo de asuntos 
internos), al hablar de supervisión nos referimos a someter a estos órganos a una 
revisión desde una mirada independiente y autónoma de aquellos a quienes se 
supervisa.  
La supervisión se focaliza en el examen del trabajo del órgano de control interno, 
pero es evidente que hacerla conlleva una evaluación de los altos mandos de la 
policía y de la autoridad máxima del cuerpo de seguridad, en el caso de los 
ayuntamientos mexicanos, del presidente municipal, pues son ellos los principales 
responsables del buen funcionamiento del cuerpo de seguridad y en especial del 
efectivo desempeño de los órganos de control interno.  
Precisamente porque la supervisión del órgano interno implica una evaluación del 
desempeño de los responsables del buen comportamiento de los cuerpos de 
seguridad es que la supervisión debe hacerse en forma independiente, sin su 
interferencia. En caso contrario serían juez y parte y en lugar de una supervisión 
sería un ejercicio de autoevaluación, sin duda necesaria, pero insuficiente y poco 
confiable debido a los códigos de complicidad existentes en las corporaciones 
policiales mexicanas. 
La supervisión, desde una mirada autónoma, independiente, de quienes desde 
“dentro” tienen la función de investigar y sancionar la conducta policial indebida y la 
responsabilidad de garantizar la buena conducta de la policía, no debe 
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contraponerse ni puede sustituir la función y la labor del órgano de control interno y 
en su caso la de la instancia interna revisora. 
Por el contrario, la supervisión presupone la existencia de órganos de control 
vinculados a las autoridades responsables del cuerpo de seguridad, con la obligación 
institucional de investigar y sancionar en primera instancia la conducta ilícita de la 
policía y la propia actuación de las oficinas de asuntos internos. Lejos de pretender 
sustituirlos lo que se busca con la supervisión es garantizar que hagan su labor 
correctamente. 
Autores como López y Frühling señalan que la institucionalización de la supervisión 
(oversight), entendida como una mirada independiente (generalmente desde el 
exterior), surgió como una respuesta a una dinámica de control policial caracterizada 
por ciclos que comprendían fases de desatención, escándalos, respuestas a corto 
plazo y posterior resurgimiento del problema.  
Bajo este esquema se vivían periodos en los que la corrupción o la mala conducta 
policial, aunque fueran percibidas como un problema, no recibían atención 
sistemática que garantizara la corrección. Tal situación podía romperse cuando 
llegaba a la discusión pública un caso concreto de conducta indebida de gran 
notoriedad, que por lo general era conocido no a través de los canales policiales de 
control sino por medios indirectos como la prensa o una investigación judicial.22 Ante 
ello surgía una respuesta política que prometía soluciones a los problemas e 
implementaba acciones, no pocas veces improvisadas, motivada principalmente por 
el deseo de disipar la tensión generada por el caso.  
Como las soluciones instrumentadas no tenían como sustento un diagnóstico preciso 
ni un diseño técnicamente justificado, al poco tiempo la situación regresaba al punto 
de inicio del ciclo, sin mejora significativa. En este terreno, organizaciones 
interesadas en la mejora de la conducta policial, estudiosos de la materia y 
                                                 
22 Diversos autores (Varenik, 2005; López Portillo y Frühling, 2008) señalan como un ejemplo 
paradigmático de este tipo de escándalos en Estados Unidos el caso de Rodney King, un hombre 
afroamericano brutalmente golpeado por policías en una detención, hecho que fue grabado en video 
por un ciudadano que después dio a conocer la filmación, cuya difusión en los medios generó un 
amplio debate y cuestionamiento sobre el proceder policial.  
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ciudadanos independientes impulsaron nuevas alternativas para consolidar 
mecanismos estables que desde el exterior de la estructura de mando de la policía, 
vigilaran de manera más efectiva su forma de actuar.  
Su argumento principal era que los sistemas de control interno estaban resultando 
insuficientes y los complementos existentes, como la revisión interna entendida como 
la supervisión que desde el interior de la estructura de mando de la policía se realiza 
para vigilar la actuación del órgano de control interno, cuando los había, tampoco 
generaban resultados satisfactorios.  
Estudios de los mecanismos internos de control han señalado algunas de sus 
limitaciones, las cuales justifican la creación de mecanismos autónomos 
complementarios. Entre dichos límites se encuentra la posibilidad de que entre los 
policías que investigan y sancionan a otros policías impere la lealtad de gremio y el 
tratamiento de la conducta indebida sea diferente al indicado. Otro riesgo, más grave 
en los sistemas centralizados, es que la unidad de control puede fallar o inclusive ser 
objeto mismo de prácticas corruptas, que difícilmente pueden ser detectadas, pues 
radican en el propio órgano especializado en tratarlas. 
El contexto mexicano nos brinda también elementos que permiten sostener que la 
supervisión independiente es imprescindible si se desea elevar la efectividad de la 
policía, mejorar su imagen y lograr la confianza y el respaldo ciudadano, que hoy no 
tiene y sin el cual no puede tener éxito en la lucha contra la delincuencia. Por 
ejemplo, López Portillo (2000: 5)23 sugiere lo siguiente con respecto a la policía 
mexicana: 
“En México la ausencia de límites efectivos sobre el ejercicio del poder 
político, ha provocado que la reinterpretación de la policía se haya dado a 
favor del poder mismo, asignando un soporte esencial de lealtad política a la 
policía. Esa lealtad se garantiza a través de la negociación de compromisos 
y beneficios mutuos entre quien representa a la policía y quien representa el 
poder. La complicidad frente a un amplio margen de impunidad es el 
principal vínculo que al mismo tiempo compromete y beneficia a las dos 
partes. Asimismo, para la policía esa impunidad asegura un grado relativo de 
                                                 
23 Cursivas mías. 
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autonomía mediante el cual establece de manera informal arreglos internos 
que permiten distribuir privilegios de diversa índole. Para algunos, esa 
autonomía es el rasgo fundamental que caracteriza a la policía en México”. 
Lo que en la cita anterior López Portillo denomina como “autonomía de la policía” 
significa que el cuerpo de seguridad no tiene una supervisión, es decir no rinde 
cuentas. Esa ausencia da margen para una actuación impune a cambio de mantener 
su lealtad al poder político con quien se relaciona. Guerrero–Daley (2005:11) señala 
que “en ausencia de observación externa, la policía presenta la tendencia de volver a 
antiguas prácticas”.  
Si esas antiguas prácticas se han caracterizado por ser represivas, arbitrarias y/o 
corruptas (López Portillo, 2000; Arias y Zúñiga, 2008), la ausencia de supervisión 
puede implicar una policía poco dispuesta a modernizarse y asumir, en la práctica, 
los principios de una policía democrática. El control de la policía, en otras palabras, la 
eliminación de la “autonomía de la policía” mencionada por López Portillo, se puede 
conseguir por medio de la supervisión, la cual sólo es posible si se realiza por un 
órgano de carácter autónomo. 
Otro factor que en México justifica la necesidad de ir más allá de los puros 
mecanismos internos de control es la baja confianza de los ciudadanos en la policía. 
Según la Sexta Encuesta Nacional sobre Inseguridad (ENSI) 2009, los distintos 
cuerpos policiales inspiran poca confianza a los ciudadanos. Los agentes de MP y la 
policía preventiva local/ municipal poseen los niveles más altos de desconfianza, 
hasta por arriba de 50%.24 La población considera que una de las estrategias para 
mejorar la practica en las distintas corporaciones policiales (locales y federales) y 
hacer más confiable su actuar es contar con medidas suficientes para corregir las 
conductas indebidas y el abuso del poder (ENSI 2006, Evaluación y seguimiento a 
las 10 demandas ciudadanas, 2009). 
El contexto de desconfianza en el que se desenvuelve la policía y las tradicionales 
prácticas corruptas y arbitrarias de cuerpo de seguridad mexicano, hace necesaria 
                                                 
24 Sexta ENSI, 2009. Instituto ciudadano sobre la inseguridad (ICESI) AC. 
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 107
una supervisión al proceso de recepción, clasificación, investigación y sanción de la 
conducta policial indebida que implementan los propios cuerpos policiales.  
Es oportuno reiterar que la supervisión no es un sustituto del control interno, ni de los 
procesos de autoevaluación, sino un complemento de éstos. Son dispositivos con los 
mismos objetivos: lograr que la policía respete los derechos humanos, la legalidad y 
los principios de una policía democrática. Los dos tipos de dispositivos pueden y 
deben actuar coordinados cada uno cumpliendo su papel institucional. 
Con la existencia de un ente supervisor autónomo se crea un contrapeso a los 
internos, con la intención de evitar que el buen desempeño de la policía, la 
investigación y sanción de la conducta indebida, dependa sólo de agencias 
supeditadas al mando policial y al político, en los hechos ello significaría seguir 
dejando en manos de la propia policía el control y vigilancia del buen comportamiento 
de ella misma. 
Con esa configuración institucional se busca que la presencia y la acción del agente 
supervisor autónomo sea un factor que obligue y presione al órgano de control 
interno, y al de revisión interno si lo hay, a las autoridades responsables de la policía 
y a todo el cuerpo de seguridad a conducirse dentro de los parámetros legales, con 
respeto a los derechos humanos y cumplir los objetivos asignados por la sociedad.  
La supervisión reconoce la experiencia y el conocimiento que los elementos 
policiales y los órganos de control interno tienen del funcionamiento de la policía y de 
las malas prácticas existentes dentro de esos cuerpos. Un sistema efectivo en el 
control de la policía requiere de esa experiencia y conocimiento, pero también de la 
supervisión autónoma para evitar o disminuir los riesgos de caer en las 
complicidades ya descritas. 
La supervisión por parte de un agente independiente, de quienes dirigen y mandan a 
la policía, incrementa las posibilidades de una evaluación del funcionamiento del 
órgano de control interno y del cuerpo de seguridad, confiable e imparcial, porque 
con la supervisión, el conocimiento de los actos indebidos de la policía y de la 
efectividad en su castigo y combate, no depende sólo de la opinión de los 
responsables de la policía y la de los encargados directos de combatir los ilícitos.  
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El control efectivo de la mala conducta policial requiere de los dos tipos de agencias 
y de las dos funciones: la del control interno y la de supervisión. Y también de la 
complementariedad del trabajo de ambas. 
La existencia de la supervisión autónoma no se resuelve simplemente con sólo tener 
dos órganos de control, ni únicamente con incorporar ciudadanos en ellos. Así lo 
demuestra la experiencia internacional y la literatura en la materia. El estudio de la 
experiencia estadounidense, que abarca diversas modalidades de esfuerzos por 
generar RdC en la policía, puede resultar otra vez ilustrativa aquí (basada en PARC, 
2005).  
Formas de supervisión han existido históricamente, desde que la policía surgió en el 
vecino país como un cuerpo profesional. Los primeros agentes de supervisión policial 
fueron las autoridades políticas locales, quienes eran muchas veces los propios jefes 
directos de los mandos policiales, con la capacidad de contratarlos y removerlos. 
Esta modalidad de supervisión llegó a ser severamente cuestionada, pues en no 
pocos casos condujo a arreglos corruptos entre autoridades políticas y policiales o a 
la utilización de la policía para fines políticos y no para su objetivo central: preservar 
la seguridad ciudadana.  
La inconformidad con tal sistema generó un cambio en el sistema de revisión del 
actuar de la policía, durante la primera mitad del Siglo XX, que trasladó el poder de 
revisión de los políticos locales a comisiones de ciudadanos notables, con la 
intención de conseguir una mejor representación de la ciudadanía, entendida como el 
real empleador (y mando) de la fuerza policial. Para la segunda mitad del Siglo XX se 
extendieron cuerpos de ciudadanos independientes preocupados por tratar casos de 
abuso policial, especialmente cuando estos casos tenían que ver con el 
hostigamiento a minorías étnico-raciales.  
En la práctica, estos sistemas tampoco consiguieron generar una experiencia de 
supervisión que lograra un comportamiento policial con notorias mejoras. En los 
casos de las comisiones, una de las causas de sus fallas consistía en que las 
autoridades políticas mantenían un control indirecto de la supervisión, pues podían 
influir en la conformación de tales instancias eligiendo a ciudadanos afines.  
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En el caso de los grupos ciudadanos de revisión, se ha señalado que el 
desconocimiento general que solían mostrar los integrantes de estos grupos respecto 
a las especificidades del trabajo policial y su dedicación honoraria a las funciones de 
supervisión, provocaron una tendencia hacia una actuación irrelevante, caracterizada 
por bajos niveles de eficiencia en el tratamiento de casos (poca capacidad de 
atender muchos casos) o por una constante aceptación de las resoluciones 
policiales, pues no contaban con los elementos y conocimientos suficientes para 
formarse un juicio propio.  
Para finales del Siglo XX la insatisfacción con estos modelos de supervisión policial 
propició el surgimiento de nuevos esquemas, que con cierta variación de acuerdo 
con los mecanismos particulares que implementan, tienen un rasgo común, el cual se 
puede definir como la profesionalización de la función de supervisión autónoma.  
Bajo este nuevo modelo, la revisión del trabajo de control de la policía pasa a las 
manos de una instancia que se especializa en revisar a los controles policiales 
internos y cuenta para ello con personal, recursos y facultades específicas. Estas 
entidades, muchas veces modeladas bajo criterios modernos de gestión, se han 
preocupado por crear sistemas efectivos, con legitimidad y orientación a resultados, y 
son ahora el modelo que impulsan los defensores de la idea de responsabilización 
policial o RdC policial.  
Ejemplos como el Auditor de la Policía de San José o el Abogado Especial de Los 
Ángeles, citados arriba, sugieren que la profesionalización de la supervisión puede 
constituirse como un camino promisorio. 
Luego de este breve repaso de la experiencia de los Estados Unidos, se puede 
reafirmar que la sola revisión jerárquica, a cargo de autoridades políticas, ni la de 
ciudadanos que no tienen el tiempo ni los conocimientos, son formas satisfactorias 
de supervisión. Los propios estudios sobre la policía mexicana, como el citado de 
López Portillo, indican que es poco efectivo contar sólo con órganos internos, por la 
situación de corrupción y complicidad de la policía con los mandos políticos, lo que 
favorece la mala conducta de la policía. 
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Por igual, la revisión ciudadana no profesional es insuficiente. En un contexto de 
modernización y democratización policial, profesionalizar la supervisión autónoma, 
institucionalizándola por medio de un cuerpo reconocido y con facultades y recursos 
apropiados, resulta la alternativa preferible. Someter al control policial interno a 
supervisión implica crear las condiciones institucionales para que el proceso de 
investigación y sanción de la conducta policial indebida sea revisado por una 
instancia autónoma, sin interferencias de los mandos políticos ni de los directivos 
policiales, competente, con la experiencia y los conocimientos técnicos 
imprescindibles; y con la jerarquía y fuerza institucional necesarias para lograr que el 
órgano de control interno cumpla satisfactoriamente con su papel. Todo lo cual 
seguramente redundaría en un cambio positivo en la actuación de la policía.  
En síntesis, sin profesionalismo y sin autonomía en la revisión del trabajo del órgano 
interno, no hay supervisión, aun y cuando existan dos órganos, o únicamente un 
externo, y que en alguna de esas instancias participen ciudadanos. No es suficiente 
con tener ciudadanos si estos no son profesionales, si no tienen la preparación ni el 
tiempo que exige la supervisión. Pero tampoco la competencia profesional y técnica 
es suficiente si no se cuenta con la autonomía y la libertad para ejercer su función sin 
las interferencias de quienes serán sometidos a revisión: los cuerpos de seguridad, 
los jefes policiales y en el caso de México, sobre todo los mandos políticos.  
De este análisis de las funciones y características de los llamados órganos externos 
se puede concluir que la razón de fondo que justifica su existencia estriba en la 
necesidad de que la policía y en especial el órgano de control interno, sean 
sometidos a supervisión por un ente competente e imparcial. Su rasgo o 
característica esencial no es su ubicación externa en la configuración institucional, 
sino su carácter de ente supervisor autónomo de la policía, y en especial del 
desempeño del órgano interno. Su función es ante todo exigirle que rinda cuentas, y 
está obligado a señalar públicamente cuando él incumple con su papel institucional, y 
según sus atribuciones sugerir o tomar las medidas correspondientes.  
Las diferencias relevantes entre los llamados órganos externos y los internos no es la 
ubicación, adentro o afuera; tampoco si está integrado o no por ciudadanos; ni la 
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función de revisar, pues como se vio hay agencias internas que también la realizan, 
la diferencia esencial es el carácter autónomo de la supervisión. Los órganos 
internos están bajo el mando de los jefes de la policía y/o de los mandos políticos, el 
ente supervisor es autónomo de ellos. De la obligación de supervisar a la oficina de 
asuntos internos, agencia dependiente de los directivos policiales y/o de los mandos 
políticos, a los denominados órganos externos les nace la necesidad de la autonomía 
como condición de una supervisión imparcial. 
Esa función supervisora, como ya se hizo hincapié, sólo la puede cumplir si cuenta 
con la competencia profesional y la autonomía indispensable para actuar 
imparcialmente. Si se toma en cuenta la función supervisora y la independencia 
necesaria para ejercer esa función, el calificativo de “externo” adquiere el significado 
de autónomo, porque en el contexto en que se utiliza sirve para destacar que ese 
órgano es soberano, independiente del cuerpo de oficiales y de quienes los mandan, 
que esta fuera de su ámbito de dominio y control, por eso es externo.  
Por ello para saber si se cuenta o no con un órgano denominado por la literatura 
como “externo”, lo relevante no es sólo saber si está dentro o afuera, sino ante todo 
saber si cuenta con las condiciones institucionales para actuar en forma autónoma y 
realizar una supervisión profesional e imparcial del proceso de investigación y 
sanción de los delitos policiales.  
Puede incluso existir en un sistema institucional de control, dos instancias, y a una 
asignarle el papel de supervisor y a la otra el de órgano de control interno, pero si la 
primera no cuenta con la competencia y la autonomía para hacer valer la función 
asignada en el diseño institucional, en los hechos la supervisión no existirá y en 
consecuencia la RdC de la policía tampoco.  
Otro ejemplo de autonomía fallida y en consecuencia de supervisión malograda es la 
del órgano cien por ciento ciudadano. El pecado original que da pie a su fracaso 
estriba en suponer que por el solo hecho de no ser funcionarios y de ser ciudadanos, 
cuentan con la autonomía para cumplir con la labor de supervisión. La experiencia 
internacional y nacional da cuenta de órganos con el cien por ciento de ciudadanos 
que en realidad son instancias “a modo”, que por incompetencia profesional, por 
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interés deliberado o por carecer de la disponibilidad del tiempo para abocarse con 
dedicación a la tarea encomendada, sólo legitiman las acciones de los cuerpos de 
seguridad y de sus jefes y para nada cumplen con la función de supervisión y 
escrutinio de las acciones de los órganos de control interno.  
En realidad este tipo de órgano en lugar de “externo” es “interno”. Si por “externo” se 
entiende un órgano autónomo que cumple con la función de supervisión y por 
“interno” una instancia dependiente de los mandos políticos y de los altos jefes 
policiales.  
Para el caso de México, por los antecedentes de complicidad entre los propios 
policías conocida como el “código azul”, y por la de la policía con los políticos, que se 
puede bautizar como el “código arcoíris”, porque se da con políticos de los distintos 
colores partidarios, es muy importante y diría imprescindible, contar además de los 
órganos de control interno, con los órganos de supervisión autónomos, competentes 
profesionalmente y con la independencia indispensable de la estructura de mando de 
la policía, pero sobre todo de los mandos políticos. 
La exigencia de la autonomía o para decirlo negativamente la no supeditación del 
órgano externo de supervisión a los mandos políticos no es una condición exagerada 
ni exclusiva para el caso de México. Como se pudo ver en el análisis de las 
experiencias de otros países esa exigencia ya se ha hecho en otras naciones, por 
ejemplo, en los Estados Unidos y se encontraron alternativas factibles de 
implementar y con resultados exitosos. 
Con la existencia de la supervisión autónoma e imparcial de la policía, la RdC -
obligación de informar, justificar los actos y la imposición de sanciones cuando lo 
amerite-, tienen mayores posibilidades de lograrse, por varias razones, entre ellas 
destacan las siguientes: la obligación del órgano interno de informar y rendir cuentas 
a una instancia autónoma, llevar la información fuera de las fronteras del cuerpo 
policial disminuye significativamente la posibilidad del pacto de silencio, una de las 
complicidades entre los policías.  
La independencia del órgano supervisor también puede evitar que la información 
acerca de la actuación negativa de la policía no llegue a la opinión pública por 
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presiones de los mandos políticos. La presencia del órgano supervisor favorece el 
acceso del público a una información muy relevante para conocer y combatir la mala 
conducta de la policía: la de las acciones llevadas a cabo por asuntos internos, pues 
este tiene el deber de informar al órgano de supervisión autónomo, el cual como se 
dijo antes, tiene a su vez el mandato de informar a la sociedad de los resultados del 
análisis y examen del desempeño de los órganos internos. 
La generación de información pública acerca de la conducta delictiva de la policía, y 
en particular del desempeño de los órganos internos para investigarla y sancionarla, 
y de la labor misma de supervisión, crean las condiciones propicias para que se dé 
otro de los atributos de la RdC: la aplicación de sanciones ante el incumplimiento de 
las funciones y/o de la violación de la ley, porque sin duda la opacidad permite y 
favorece la impunidad de los delitos cometidos por los agentes de seguridad. La 
transparencia es uno de los antídotos contra la impunidad de la policía. 
La existencia del órgano supervisor también actúa a favor del castigo de la conducta 
delictiva de la policía, porque las acciones del órgano interno son revisadas y 
enjuiciadas por un órgano independiente. Esto presiona a las agencias internas a 
realizar un mejor desempeño, sabedoras de que son objeto de vigilancia y que se 
informará públicamente de su desempeño y resultados. La aplicación de sanciones a 
los órganos internos por el incumplimiento de su deber, es un acicate para su buen 
desempeño. 
2.2. Condicionantes para el éxito en la función del órgano supervisor  
La existencia de órganos autónomos de supervisión no garantiza per se una 
adecuada RdC. O’Donell (1997) señala que en América Latina las agencias 
asignadas de RdC horizontal han resultado ser ineficientes y débiles en sus 
funciones de activar mecanismos de balance de control horizontal de los poderes 
constitucionales, para el efectivo castigo de las autoridades que ejercen 
indebidamente el poder.  
Muchas veces en parte, por las limitantes operativas y legales bajo las cuáles han 
sido creadas. Otras ocasiones, han fallado al ser cooptadas por estructuras de poder 
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informales que son capaces de imponer sus propias agendas e intereses por encima 
de los objetivos institucionales.  
El estudio de Daniel Brinks (2008) es ilustrativo en este sentido. A través del análisis 
de cinco estudios de caso en América Latina responde a la pregunta de qué 
determina que la ley se aplique eficazmente y que los ciudadanos gocen de igualdad 
jurídica en los casos de asesinatos cometidos por policías.  
Brinks encuentra que los patrones de ineficacia y desigualdad se explican a través de 
dos vías: 1) una falla normativa, ocurre cuando los jueces exoneran a los policías no 
obstante lo que dice la ley, siguiendo así una regla informal de impunidad; 2) una 
falla de información: los jueces aplican la ley, sin embargo, la sentencia favorece a 
los policías pues la información sobre la que se basaron los jueces es evidencia 
prefabricada por los policías. A su vez, estas dos fallas se encuentran determinadas 
por el contexto político y socioeconómico en el que se presenta el fenómeno, lo que 
él llama “institucionalismo contextualizado”. 
La revisión que hice de los estudios que analizan ejemplos de órganos supervisores 
(Varenik, 2005; López Portillo y Frühling, 2008) mostró también otro factor que influye 
en el buen desempeño del órgano externo y es una relación satisfactoria entre este y 
el órgano interno, que puede resultar difícil de construir.  
En los casos más exitosos, como el que representa el Auditor de la Policía de San 
José, el trabajo “político” de los ocupantes del puesto para construir legitimidad para 
su institución ha sido un factor clave, pero tales órganos pueden enfrentar una 
reserva tal de la administración policial que complique severamente su labor. Si 
optan por una actitud agresiva e intervencionista respecto al cuerpo policial, es 
probable que éste no coopere con ellos y sin esta cooperación, de la que depende 
entre otras cosas el acceso a la información, su trabajo se puede volver insustancial. 
Por otro lado, sin el desarrollo de una compenetración con la comunidad, los órganos 
de control policial son poco efectivos. Casos de fracasos en el esfuerzo de impulsar 
RdC policial, como la Auditoría de Seattle o el abogado independiente de 
Albuquerque (ambos en Estados Unidos), se caracterizaron por mantener un bajo 
perfil, difundir poca información a la ciudadanía y no hacer recomendaciones 
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significativas al cuerpo policial, pese a no estar restringidos legalmente a actuar de 
tal modo (Varenik, 2005: 119-121). Si no consiguen convertirse en entidades 
socialmente relevantes, los órganos de control policial pueden verse condenados a 
no alcanzar resultados. 
Estos y otros factores pueden influir en el resultado de los órganos autónomos, 
reconocerlos no niega ni disminuye la importancia de la existencia de esas 
instancias, pero si revelan algunas de las condicionantes que impactan en el 
cumplimiento de su función. Es necesario tenerlas en cuenta para no ver al órgano 
de supervisión como un mecanismo perfecto e infalible, que únicamente con su 
existencia resolverá de una manera automática los abusos y la corrupción de la 
policía.   
En lo que va de este capítulo, revisé la RdC como principio democrático y los 
componentes del concepto de RdC policial, entendido como una expresión específica 
del concepto general de RdC, pero visto a la luz de la función policial. Hice una 
reseña sucinta de las modalidades o tipos de sistemas de RdC policial y destaque la 
importancia de la supervisión autónoma para la RdC policial. Expuse los argumentos 
para demostrar la necesidad y la pertinencia de la supervisión externa de la policía 
mexicana.  
Teniendo como base lo expuesto, ahora corresponde profundizar en los atributos de 
la RdC policial para retomar los elementos necesarios y pertinentes para el caso de 
los delitos policiales que es el objeto de estudio de la presente tesis, y explicitar el 
modelo de referencia específico con los indicadores.  
La idea es que estos indicadores permitirán saber si el sistema de control de 
Guadalajara es el adecuado para lograr la RdC de los delitos policiales, porque la 
presente investigación sólo abarca este punto y no contempla otros aspectos de la 
RdC de la policía, como la efectividad en la lucha contra la delincuencia. A este 
marco de referencia lo denomino Modelo de RdC de los Delitos Policiales. Lo llamo 
de los delitos policiales por ser éstos el centro de su interés.  
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2.2.1. Modelo de rendición de cuentas de los delitos policiales 
En sentido estricto, el Modelo de RdC Policial de los Delitos no es en esencia un 
modelo distinto al modelo de RdC policial, pues los principios y los componentes son 
los mismos. La diferencia entre los dos consiste en que el llamado modelo de RdC 
de los delitos policiales se concentra en esta conducta ilícita, dejando de lado otros 
aspectos ya señalados. Del modelo de RdC policial retomo y destaco aquellos 
aspectos pertinentes para el presente estudio.  
En términos generales, para López Portillo y Frühling (2008: 29) un sistema de 
responsabilización policial tiene tres componentes. Primero, la responsabilidad 
jurídica, que se refiere al marco legal-normativo en el cual los servidores públicos -
para esta investigación, los policías- son circunscritos a una serie de derechos y 
obligaciones. Al mismo tiempo, se establece su imputabilidad como sujeto de 
derecho en caso de violaciones o contravenciones a tal marco.  
El segundo componente lo integran los mecanismos específicos de control y 
supervisión, comúnmente analizados en la literatura en sus ámbitos interno y externo 
a la estructura policial (Woods, 2007). Se trata de la creación y organización de 
entidades institucionales que tienen como mandato expreso el control policial, con 
procedimientos definidos, facultades claras y la asignación de recursos humanos y 
materiales para enfocarse a estas labores. 
Finalmente, el tercer componente lo integra todo el rango de consecuencias para 
cada tipo de actos. En este aspecto se reconoce que, dependiendo de la situación 
que se enfrente, las posibilidades de reacción institucional son diversas. Varían 
desde sanciones, pasando por decisiones político-institucionales de carácter 
preventivo, hasta estímulos para incrementar la calidad del quehacer policial (López 
Portillo y Frühling, 2008: 30). 
Recuperaré estos componentes de un sistema de responsabilización policial para mi 
caso de estudio. Agrego de manera explícita un componente adicional que si bien los 
autores citados analizan en su definición general de responsabilización policial, no 
enumeran al proponer los componentes del sistema. Se trata de la gestión de la 
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información. Éste es un elemento que ha surgido en distintas citas señaladas a lo 
largo del capítulo y es indispensable retomarlo.  
En última instancia, resultaría imposible para la ciudadanía conocer la manera en 
que los servidores públicos usan el poder que les es conferido si no cuenta con 
información sobre cómo actúan esos servidores públicos.  
Es pertinente hacer algunas puntualizaciones sobre la manera en que exploro los 
componentes mencionados. La primera de ellas se refiere a la naturaleza de los 
órganos de control. Como se vio en la revisión de la literatura, este tipo de entidades 
suelen distinguirse, según su ubicación, entre internos, que ejercen el control dentro 
de la propia estructura policial, y externos, que implementan algún tipo de 
supervisión desde fuera de la misma. Se subrayo la necesidad de contar con esos 
dos tipos de órganos. 
Sin embargo, dado que la búsqueda de las características del modelo RdC no se 
restringe a identificar la existencia de un mecanismo aislado, ésta se orienta a 
indagar, ante todo, la existencia de las características esenciales de la RdC: a) 
obligación de quienes detentan el poder a abrirse al escrutinio público, a los ojos 
externos; b) obligación también de explicar y dar razones de sus decisiones, 
acciones y comportamientos y c) definición, y sobre todo, aplicación de sanciones.  
La pertinencia de mecanismos como los órganos internos y externos y de otros 
componentes, se valoran en función de su contribución a la existencia de las 
características esenciales de la RdC antes señaladas. Teniendo claro que las 
características de la RdC no pueden materializarse sin la existencia de dispositivos y 
mecanismos concretos.  
Así pues, se revisa la presencia de componentes como los órganos de control 
señalados, no sólo para calificar si en el caso de estudio se constata la presencia de 
tales componentes, también se revisan sus características y vinculaciones con el 
resto del sistema para confirmar que su ausencia o presencia impacta en el logro o 
no de la RdC. 
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La segunda precisión se refiere a los componentes de responsabilidad jurídica y sus 
consecuencias. Como se mencionó arriba, el primero de esos componentes se 
relaciona con el marco normativo que determina los derechos y obligaciones de los 
servidores públicos. Mientras que el segundo abarca todas las respuestas 
institucionales existentes para tratar el hecho de que los servidores públicos pueden 
contravenir el sistema normativo que los regula.  
Debido a que el interés de este estudio de la responsabilización policial se concentra 
en el control de los presuntos delitos cometidos por policías, se compactarán ambos 
componentes en una sola línea analítica. Si bien se reconoce que un sistema de 
responsabilización policial debe aspirar a mejorar de muchas maneras el 
funcionamiento de la policía y puede implementar diversas respuestas institucionales 
para conseguirlo, el interés por el proceso mediante el cual deben crearse los 
procedimientos para que los policías rindan cuentas plenamente, en los casos en 
que incurrieron en presunta conducta delictiva, obliga a centrarse en una forma 
particular de consecuencias: las sanciones.  
Por ello, recalco que al estudiar un sistema para la responsabilización policial de los 
presuntos delitos cometidos por los policías, es indispensable contemplar el marco 
normativo que establece sus derechos y obligaciones y las sanciones a las que se 
hacen acreedores en caso de violarlo. Esta inclusión de la sanción en la definición de 
la responsabilidad jurídica, resulta de considerar que las reglas son realmente 
efectivas sólo si existen los mecanismos adecuados para imponer la pena ante la 
violación de la norma (Schedler, 2004: 17).  
Al considerar las reglas, de acuerdo con una perspectiva institucionalista, como las 
pautas para el intercambio de acciones repetidas (Ostrom et al., 1995), se acepta 
que la existencia de incentivos (consecuencias) positivos o negativos, asociados a 
cada norma, puede afectar el comportamiento de los individuos, dirigiéndolo hacia 
una actuación que siga las pautas alentadas por incentivos positivos y/o evite las 
desalentadas por negativos. Como corolario a ello, se acepta también que el cambio 
en los resultados institucionales es posible mediante la modificación de tal estructura 
de incentivos.  
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Hay que señalar que la literatura sobre RdC aplicada a otras áreas de la función 
pública (como por ejemplo, las políticas sociales) tiende a poner énfasis en 
establecer un equilibrio entre incentivos positivos y negativos. Sobre esta idea, 
Ackerman (2005: 13) señala que un sistema de RdC que incluye sanciones de 
manera excesiva puede inducir a los servidores públicos a un estado de miedo y 
parálisis.  
Es posible que en algunas áreas del ejercicio público sea necesario un mayor énfasis 
en el castigo, mientras que en otras es más conveniente establecer un equilibrio 
entre mecanismos de sanción e incentivos positivos. En este punto es importante 
hacer una precisión trascendental para el tema de este estudio.  
Ya se enfatizó que la existencia de sanciones en la ley y su aplicación cuando se 
cometen actos indebidos por los servidores públicos, son elementos definitorios del 
concepto de RdC. Pero, teniendo presente el interés en la RdC de los presuntos 
delitos policiales, es del todo necesario aclarar que se está ante un caso en el cual el 
proceso no puede quedar agotado en los órganos particulares de control o 
supervisión, lo que recién se mencionó como el segundo componente de la RdC.  
Debido a que existe un sistema de sanciones para esos actos (delitos), social y 
jurídicamente establecido, el Código Penal y la aplicación del mismo es una facultad 
exclusiva del poder judicial, un sistema de RdC de los presuntos delitos policiales 
debe canalizar hasta esa instancia los casos que correspondan. Ello no excluye que 
a nivel administrativo los mecanismos de control apliquen sus propias sanciones. 
Pero éstas no agotan la dimensión de la sanción en los casos de conductas 
delictivas.  
Por lo tanto, para que el sistema de control policial garantice el cumplimiento de la 
RdC, debe contar con los mecanismos que posibiliten el seguimiento del proceso en 
las instancias (para el caso de México, MP y Juez), facultadas para investigar e 
imponer las sanciones pertinentes.25 Para evitar que los presuntos delitos se oculten 
                                                 
25 Reitero que la impunidad -y por ende la incompleta RdC- podría generarse posteriormente en otras 
instancias del proceso penal y no sería entonces imputable a los órganos de control. Pero en los 
casos en los que por sus propias acciones impiden que se llegue a esas instancias, la cancelación de 
la RdC resulta su responsabilidad.  
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en el ámbito administrativo, evadan el proceso penal y queden impunes, es 
imprescindible que la normatividad establezca clara y contundentemente el mandato 
y la obligación de las autoridades municipales y en especial de los órganos internos, 
de recibir, clasificar e “investigar” los presuntos delitos policiales, para su 
canalización y denuncia ante el MP.  
La “investigación” sólo tiene por objetivo allegarse la información mínima 
indispensable para justificar la canalización y denuncia al MP y no determinar si el 
delito existió o no. Sin ese mandato los órganos de control pueden escabullir la 
responsabilidad de la denuncia ante el MP y la exigencia de generar información 
pública acerca de los presuntos delitos cometidos por la policía, así como de las 
acciones realizadas por los órganos de control al respecto.  
Por último, cabe recalcar que para la situación de México, la generación y gestión de 
información de calidad resulta crucial para lograr la RdC. Por ello los dispositivos 
concretos deben constituirse en un componente del sistema de responsabilización o 
RdC policial, pues su meta es producir la información, a partir de la cual el ciudadano 
o el propio órgano de supervisión puedan conocer cómo se comportan la policía y los 
órganos de control interno y de supervisión. 
En suma, un sistema de responsabilización o RdC policial de los delitos debe 
contemplar los siguientes atributos: 1) La definición de un sistema de 
responsabilidades jurídicas que señala las conductas indebidas y las consecuencias, 
sanciones, a las que pueden hacerse acreedores quienes las cometen.  
En el caso de los presuntos delitos de los policías a partir del mandato para 
atenderlos determinar los canales para que los procesos lleguen hasta el MP, 
señalando los órganos encargados de recibirlos, clasificarlos, sustentar las 
denuncias y el responsable de presentarlas al MP. 
2) Una estructura institucional de control de la conducta policial, con al menos dos 
tipos de instancias diferenciadas: una ubicada al interior de la administración policial 
y otra encargada de supervisar, desde una posición autónoma, que la primera realice 
su trabajo correctamente. Es decir, sin particularizar en la ubicación específica que 
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deba darse a la supervisión, es esencial que las labores del control interno de la 
policía sean vigiladas por una entidad autónoma.  
Las instancias tienen por objeto conocer, clasificar, investigar y sancionar el 
comportamiento policial que se reclama en las quejas ciudadanas. Ambas instancias 
deben generar información pública. 
3) Información pública de calidad, la cual permita que la ciudadanía tenga 
conocimiento sobre la conducta policial y sobre el funcionamiento del propio sistema 
de control, del órgano interno, pero también el órgano de supervisión debe generar 
información pública de su propio comportamiento y de las acciones y los resultados 
del órgano interno.  
Entre otros datos relevantes, es necesario se informe sobre la conducta que es 
objeto de la RdC, las consecuencias que el proceso interno ha tenido y cómo fue 
supervisado y, en caso necesario, corregido. Estos tres componentes o atributos 
integran el modelo a partir del cual se realiza la valoración del sistema de control del 
caso en estudio.  
Con estas herramientas conceptuales estudio el caso de Guadalajara. En las páginas 
siguientes expongo los resultados del análisis realizado para averiguar si el sistema 
de control en estudio cuenta con los atributos y los dispositivos o mecanismos 
expuestos anteriormente, que generan las condiciones más propicias para la RdC de 
los delitos cometidos por la policía y para conseguir uno de los resultados principales 
de la RdC: castigar a quien incumple con su función pública y combatir la impunidad 
de los delitos policiales, que es sin duda un factor generador de los abusos de la 
policía en contra de la población. 
Para llevar a cabo el análisis se emplean los tres componentes o atributos del 
modelo como dimensiones analíticas, en las que se exploran una serie de elementos. 
A continuación se describen con más detalle estas dimensiones y los indicadores 
que empleados, para determinar si existen o no los atributos establecidos en el 
modelo de RdC, con lo que cerraré el presente capítulo.  
2.2.1.1. Responsabilidad jurídica 
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La primera de las dimensiones analíticas es la responsabilidad jurídica. Se refiere a 
la existencia de un marco normativo que conjunta tanto la conducta policial como las 
facultades de los órganos de control y los procedimientos bajo los cuales se ejerce el 
control. Las normas entendidas como dispositivos ideados para propiciar un 
comportamiento determinado, consideran las conductas deseables y las prohibidas, 
así como las consecuencias aplicables por contravenirlas.  
Otros componentes también relevantes son los mecanismos que se encargan de 
vigilar el cumplimiento de las normas. Para observar la manera en que se 
instrumenta la responsabilidad jurídica en el control de la conducta de la policía de 
Guadalajara, atiendo a los siguientes elementos: 
a) definición de los integrantes del cuerpo policial como servidores públicos 
sujetos de derechos y obligaciones 
b) enunciación de reglas a las que están sujetos los policías y de las sanciones 
que pueden recibir en caso de no cumplirlas 
c) especificación de los responsables de vigilar que las normas se respeten y las 
sanciones se apliquen 
En el punto tres es imprescindible hacer una puntualización. Como se ha dicho, por 
las características del proceso de sanción de los delitos, la RdC no puede abarcarse 
plenamente dentro del sistema de regulación administrativa policial, es necesario que 
la responsabilidad jurídica precise las condiciones para que, en los casos en que 
corresponda, los procesos se extiendan a las instancias pertinentes.  
Puesto que los policías pueden incurrir en conductas delictivas, es ineludible que se 
especifique cómo deben proceder los órganos de control cuando tengan 
conocimiento de ello. Por eso la responsabilidad jurídica debe incluir también un 
mandato específico, que de manera categórica ordene al órgano de control que se 
asuma como responsable de identificar y denunciar ante el MP, todas las conductas 
delictivas derivadas de la actuación de los miembros de la policía. Dicho mandato 
debe constituirse con los siguientes elementos mínimos para asegurar su eficacia: 
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a) La definición de quién es el responsable de detectar y denunciar ante la 
autoridad correspondiente los delitos conocidos (actores);  
b) La especificación de los procedimientos mediante los que se denuncian los 
delitos ante la autoridad correspondiente (procedimientos); y 
c) La estipulación de cuáles son las sanciones por incumplir, con la 
responsabilidad de denunciar los delitos ante la autoridad correspondiente y 
quién es el encargado de implementarlas.  
El último de los incisos enunciados es determinante para el adecuado 
funcionamiento del mandato de denuncia. Dicha obligación no puede depender de la 
voluntad de los servidores públicos para su aplicación, requiere se obligue, mediante 
disposición normativa, a que el órgano de control realice en todos los casos de 
presuntos abusos policiales, una valoración jurídica para definir si se actualiza la 
presunción de la comisión de delitos. Esto engarzado con la obligación de plasmar 
un pronunciamiento al sustanciar el procedimiento administrativo derivado de las 
quejas.  
La esencia de la propuesta, en este aspecto, radica en asegurar desde el diseño 
institucional, que por desconocimiento, falta de controles o por una intención más 
acorde con intereses particulares que con el interés general, se incumpla la 
obligación de hacer del conocimiento del MP todas y cada una de las conductas 
desplegadas por personal policial que pudieran constituir un delito. 
Por lo anterior, los marcos normativos que se abarquen dentro de esta dimensión 
deben cumplir el requisito de la precisión. La responsabilidad jurídica queda 
insuficientemente asentada si la exposición de una función no se acompaña con la 
descripción de los actores encargados de ejercerla y las formas para llevarla a cabo. 
Al enumerar estos factores se tiene la base para la siguiente dimensión, la 
configuración de las instancias u organismos encargados del control. 
2.2.1.2. Configuración para el control 
En páginas previas se insistió en que el proceso de RdC requiere de mecanismos 
institucionales que lo asuman como tarea. También se agregó que esos mecanismos 
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pueden tener un amplio abanico de funciones que tiendan a mejorar la acción 
policial.  
En este momento el foco de interés se centra en el objeto de este estudio: el 
procesamiento de las quejas ciudadanas que reportan una conducta policial 
indebida, especialmente aquella que puede coincidir con presuntos delitos. En la 
dimensión de la configuración para el control se estipulan una serie de características 
que pueden propiciar que los mecanismos institucionales que atiendan esta labor se 
estructuren con las mejores condiciones para llevarla a cabo. 
De acuerdo con la revisión de la literatura en la materia y la situación en que se 
encuentran los cuerpos de seguridad pública mexicanos, una adecuada 
configuración del sistema de control policial incluye: 
1. Una entidad especializada y profesional, dentro de la estructura de mando 
policial, encargada de atender las quejas ciudadanas. Llamaré a esta instancia 
“órgano interno”. Como se explicó en páginas anteriores, consideraré que la 
entidad está bajo la estructura de mando policial cuando tenga una 
dependencia de la autoridad máxima de la policía y del mando político, en el 
caso en estudio, del presidente municipal.  
2. Una entidad de supervisión de la labor de la instancia anterior, que observe 
con respecto a las autoridades policiales y de las políticas, una autonomía y 
vigile la actuación y los resultados del órgano interno. Me refiero a esta 
instancia como “órgano supervisor” o “autónomo”.  
En primer lugar, debe existir una entidad creada por la administración policial para 
encargarse del control de la conducta indebida, con procedimientos establecidos. 
Dichos procedimientos de control deben abarcar desde la detección del 
comportamiento irregular, con especial atención a la conducta delictiva, hasta la 
resolución y aplicación de sanciones, debidamente sustentadas en investigaciones.  
La entidad debe incluir, entre otros, un mecanismo o canal mediante el cual los 
ciudadanos puedan hacer del conocimiento de la estructura policial algún 
comportamiento indebido de los agentes. La información que se reciba por este canal 
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debe ser tomada con seriedad y dar pie a investigaciones y, en caso de encontrarse 
sustentada, conducir a la imposición de sanciones.  
Esta entidad debe cumplir entre otros con dos atributos: ser permanente y 
profesional. El primer atributo se refiere a que su función de control de la policía debe 
tener un carácter sistemático, materializado en una obligación o responsabilidad 
institucional fija y no sujeta a determinaciones coyunturales.  
Bajo circunstancias especiales pueden existir comisiones o unidades ad hoc 
propuestas para tratar algunos casos concretos o una situación particular, pero es 
deseable la existencia de una entidad institucional, cuya labor sea el control regular 
del cuerpo policial. En su configuración debe incluir una instancia especializada para 
recibir de manera regular quejas que los ciudadanos presenten, reportando 
incidentes relativos a la actuación de los elementos policiales.  
Esta entidad debe ser profesional, en el sentido de contar con personal y condiciones 
adecuadas para las labores de recepción, investigación y sanción de casos de 
conducta indebida. Puesto que tales labores demandan competencias particulares, el 
atributo de profesionalidad requiere que se encomienden a personal calificado, que 
realice sus labores siguiendo los criterios y procesos técnicos propios de la materia.  
Para propiciar resultados más efectivos, la labor de esta entidad debe 
complementarse con el trabajo de una segunda instancia, que la supervisa. En la 
literatura sobre responsabilización policial las dos entidades referidas suelen 
coincidir, respectivamente, con lo que se denomina órganos internos y externos.  
Aquí no se propone una ubicación específica como criterio de valoración. Más bien 
se destaca un tipo de relación entre los dos órganos, que se deriva del principal 
atributo que debe cumplir el órgano que realice la supervisión: ser autónomo 
respecto del órgano interno, de las autoridades policiales y la autoridad política, en 
este caso del presidente municipal.  
Esta autonomía se refiere a la “libertad de la agencia supervisora para manejar su 
propia agenda institucional, aceptar casos y/o seleccionar aspectos para ser 
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analizados sin interferencia. Esto permite que exista una fuente de revisión 
independiente de la policía” (López y Frühling, 2008: 105).  
Más allá de dónde se ubique, la autonomía y la capacidad de supervisión es 
resultado de varios elementos interrelacionados entre sí, que las favorecen y que si 
no se reúnen pueden poner en entredicho la independencia del órgano, el 
cumplimiento de su función de vigilancia y el papel asignado por la configuración del 
sistema: ser un contrapeso que empuje al órgano interno a un mejor funcionamiento. 
Las características necesarias para que el órgano supervisor pueda cumplir con su 
papel son las siguientes (con base en Varenik, 2005): 
a) Integración independiente 
Uno de los principales peligros a los que se enfrenta un órgano supervisor cuando se 
encuentra supeditado a alguna autoridad es la posibilidad de ser cooptado por ésta. 
Para garantizar que el órgano supervisor no se convierta en blanco de intereses que 
contravengan sus funciones, es necesario que éste no se encuentre dominado por 
miembros de la estructura de mando policial. Es imperioso que dicho órgano 
supervisor sea nombrado bajo una regla que garantice que el órgano supervisor sea 
representativo del interés público.  
Asimismo, la integración del órgano supervisor debe establecer una distancia entre 
éste y los actores que podrían verse impelidos a actuar en contra de su labor de 
vigilancia. En última instancia, la integración debe garantizar que el interés de la 
dependencia (o dependencias) de control consista en cumplir la norma que rige su 
función.  
La principal amenaza proviene de otros actores cuyos intereses podrían ser 
afectados por lo que la propia norma dispone. Esto es, que si la norma dice que una 
dependencia determinada debe denunciar los delitos policiales, su integración debe 
estar pensada para que en tal dependencia prive este interés sobre el de no 
denunciar, mismo que puede coexistir dentro de la propia policía o provenir de la 
autoridad política quien es el responsable y la máxima autoridad del cuerpo de 
seguridad. Por eso en la integración se debe velar porque el órgano de supervisión 
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sea autónomo no sólo de las autoridades policiales, sino de las políticas, del 
presidente municipal.  
La recomendación de la experiencia y la literatura, es que el órgano supervisor sea 
autónomo de la estructura policial. En el caso de México por las relaciones de 
complicidad que han existido entre el cuerpo de seguridad y las autoridades políticas, 
hacen imprescindible que esa autonomía con respecto de la policía, se extienda a los 
mandos políticos, al presidente municipal, quien por cierto desde el punto de vista 
legal es la autoridad máxima de la policía. 
b) Receptividad 
El segundo elemento importante para garantizar la autonomía del órgano supervisor 
y el cumplimiento de su función, se relaciona con las atribuciones que tiene en 
cuanto al acceso y manejo de información sustancial. La receptividad implica que al 
órgano supervisor se le confieren las atribuciones para acceder de manera efectiva a 
toda la información que el órgano policial genera en el tratamiento de las quejas.  
Es decir, esas atribuciones legales implican que no tiene restricciones para conocer 
todas las quejas que se presentan contra la policía y toda la información que se 
genera en el procesamiento de las mismas. Una visión no sesgada del proceso 
difícilmente podría conseguirse si el órgano supervisado decidiera discrecionalmente 
qué información hace llegar al encargado de revisarlo. 
La revisión de las experiencias exitosas sugiere que para ampliar la efectividad de la 
entidad supervisora, un mecanismo recomendable consiste en conferirle también la 
capacidad de recibir quejas directamente, aunque éstas sean canalizadas al órgano 
de procesamiento. 
c) Capacidad investigativa 
Además de contar con las atribuciones para recibir la información generada por el 
órgano que investiga y sanciona la queja, el órgano supervisor requiere contar con 
capacidad de investigación propia para averiguar hechos y recabar información por 
su cuenta, cuando lo considere necesario, para no depender de la información del 
órgano interno. Este atributo no debe confundirse con el anterior, pues implica que 
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ante la existencia de un caso concreto, el órgano supervisor pueda llevar a cabo las 
actividades necesarias para llegar a una conclusión informada sobre la manera en 
que se realizó el tratamiento del caso.  
En casos de quejas ciudadanas en contra de agentes policiales, el órgano supervisor 
tendría que contar con la capacidad suficiente para reunir la información que 
considere relevante y procesarla adecuadamente. De lo que se trata es de no 
constreñir el juicio de la entidad supervisora únicamente a aquella información que le 
es proporcionada por el órgano interno. Si a su parecer se requiere información 
adicional o de fuentes alternas para fundamentar mejor un caso, la normatividad 
debe conceder las facultades para que se allegue de tales datos.  
d) Carácter profesional 
La labor de revisión de los procesos que se despliegan para tratar la conducta 
indebida es una tarea técnicamente compleja, que debe ejecutarse de una manera 
profesional. Ello significa que debe estar a cargo de una entidad que cuente con 
personal dedicado de tiempo completo a esta labor; seguramente esta condición 
obliga a que sea remunerado.  
Los atributos expuestos anteriormente -integración independiente, receptividad, 
capacidad investigativa- pueden no conducir a una real capacidad de supervisión si 
esta función es dejada en manos de personas carentes de la competencia necesaria 
para comprender las características generales de los procesos y las implicaciones 
particulares de cada caso. La impericia de sus integrantes es un flanco débil que 
puede ser utilizado para subordinar y manipular al órgano de supervisión. Por tanto, 
debe especificarse que los responsables del órgano supervisor cuenten con 
competencias en los ramos de la función policial, el derecho y/o la administración 
pública.  
e) Juicio 
Una quinta característica para dotar de las capacidades necesarias al órgano 
supervisor, consiste en reconocerle la facultad para emitir conclusiones y 
recomendaciones que sean tomadas en cuenta por la administración policial. Ello 
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significa que si, luego de su revisión, el órgano supervisor encuentra que el trabajo 
del órgano interno no fue correcto, éste atienda las indicaciones del primero. 
Además, el órgano supervisor debe aprovechar su rol de revisión de los casos para 
sustentar conclusiones generales sobre los procedimientos y sistemas, sugiriendo 
mejoras o adecuaciones o detectando fallas recurrentes. Por su privilegiado acceso a 
información, su papel de supervisión rebasa la revisión reactiva -de cada caso- y se 
constituye como una fuente informada para intervenir en el aprendizaje 
organizacional de la policía.  
f) Suficiencia financiera 
El órgano supervisor debe contar con los recursos necesarios para llevar a cabo 
investigaciones especializadas y una compleja sistematización de la información y 
gestión pública de la misma. La capacidad de juicio se basa en la calidad del trabajo 
que realice, es decir, mientras más especializado y profesional sea el trabajo que 
lleva a cabo el órgano supervisor, mayor será su capacidad de intervención, y las 
posibilidades de ser escuchado y tomado en cuenta por autoridades y ciudadanos 
también se incrementarán. Para tener personal competente y especializado se 
requieren recursos suficientes. 
 De nuevo, ahora en el tema los recursos financieros, aparece la preocupación por 
impedir la subordinación del órgano supervisor y evitar que la asignación de los 
recursos sea utilizada como una arma para limitar o condicionar la actuación del 
órgano supervisor.  
g) Complementariedad de los órganos policiales 
El último atributo más que ser una característica interna del órgano de supervisor se 
refiere a la capacidad para desarrollar una relación de complementariedad 
(constructiva) con el órgano de procesamiento y las dependencias policiales. En 
especial cuando ambas instancias se encuentran dentro de la misma estructura, 
pues el éxito del órgano supervisor depende en gran medida de un compromiso 
institucional que le reconozca legitimidad a su labor.  
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 “La responsabilización policial efectiva requiere de un sistema de múltiples 
actores, en un cuidadoso balance entre unos y otros. Entre ellos, los actores 
internos (…) son cruciales para asegurar un sistema de responsabilización 
policial, ya que cualquier mecanismo externo de accountability requiere el 
compromiso interno de la institución para ser efectivo (…) Los aspectos 
estructurales internos y externos de accountability deberían apoyarse 
mutuamente para asegurar el máximo efecto posible” (Anneke Osse, 
2006:186-187; citado en López, et al., 2008: 30).  
En años recientes la experiencia de diversos países muestra el impacto positivo de la 
supervisión en el desempeño de las funciones policiales, específicamente cuando se 
logra instalar relaciones constructivas entre la estructura policial y los agentes de 
supervisión (Varenik, 2005).  
El órgano supervisor es un instrumento de la ciudadanía para que la policía no se 
salga de su función de garantizar la seguridad ciudadana. La presencia de una 
instancia de supervisión en la configuración institucional de los órganos de control 
policial ayuda a mejorar la confianza entre policías y ciudadanos porque es una 
prueba de la disposición del cuerpo de seguridad a transparentar su actuación y a 
ser evaluado por un agente imparcial. 
f) Información 
Complementando el modelo para la RdC policial propuesto, se tiene la dimensión de 
la información. Como se explicó en el apartado de RdC, Schedler afirma que cuando 
las instituciones de RdC funcionan a escondidas se convierten en caricaturas. El 
principio de publicidad debe ser invocado y tomado en el desempeño de las 
funciones del sistema de control. Los ciudadanos deben tener visibilidad de las 
actividades que este sistema realiza para cumplir sus fines.  
Por lo tanto, el órgano interno y el supervisor deben transparentar la información de 
su desempeño, relativa a los casos que conocen, las recomendaciones y 
conclusiones que emiten. Su función no termina con la mera emisión de 
recomendaciones y conclusiones. Otra de sus obligaciones es generar la información 
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para que la sociedad pueda monitorear y evaluar su desempeño y si lo amerita sean 
castigados.  
Puesto que no he entrado en mayores detalles sobre las características de la 
información requerida para el control de los delitos policiales y por constituir uno de 
los temas en donde radica el aporte de esta investigación, lo analizaré adelante con 
mayor detenimiento. Esta tercera dimensión se refiere a la gestión de información 
que transmita datos relevantes sobre la conducta que es objeto de RdC. Abarca la 
definición misma del objeto sobre el que se debe informar, los sistemas e 
instrumentos para registrar y clasificar la información y los dispositivos para hacerla 
pública.  
Se trata de la gestión de información sobre un proceso particular, en este caso, el 
tratamiento de conductas irregulares de la policía, de una manera que la información 
tenga validez, publicidad y accesibilidad. Para que la RdC sea efectiva, la 
información debe dar cuenta de forma clara y precisa sobre el comportamiento de la 
policía. En especial, sobre los delitos en los que ésta incurre y del desempeño de los 
órganos de control. 
Antes de revisar las facetas de la información, conviene hacer algunas precisiones 
que vienen a cuenta. La actividad de la organización policial es por demás diversa. 
Por dar un ejemplo, Herrera (2007: 14) afirma que la RdC policial debería informar 
sobre: la conducta policial desviada (abuso, violencia y corrupción policial), la 
contribución de la policía al estado de derecho y los resultados de las políticas 
gubernamentales.  
López y Barrena (2009: 40) sugieren los siguientes componentes de la información 
que la policía debe difundir: a) mecanismos de supervisión, b) criterios y evaluación 
del desempeño policial, c) protocolos de uso de la fuerza, d) lugares y medios de 
acceso para presentar quejas, e) número, características y consecuencias de las 
quejas, f) plan de seguridad pública, g) las convocatorias y resultados de los 
concursos de selección, h) programa de capacitación permanente, i) criterios, 
procesos de decisión de ascensos y separación del cargo.  
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En la presente investigación mi interés se centra fundamentalmente en los incisos 
“a)”, “d)” y “e)”: la gestión de información con respecto a la conducta policial 
desviada, entendida como los delitos cometidos por agentes policiales en contra de 
la ciudadanía y que se conocen a través de las quejas. Así como el cumplimiento de 
las obligaciones del sistema de control, en su función de informar a las autoridades 
correspondientes sobre actos policiales en los que se presume la existencia de un 
delito.  
Como señala Herrera (2007: 108)26: “No puede haber accountability adecuado y 
suficiente, sin una apropiada gestión de información. Esta debe enfocarse no sólo 
como una herramienta, sino como una actividad que enriquece las relaciones entre 
los organismos públicos y las personas y, muy particularmente, ayuda a la 
responsabilización y RdC de las autoridades y las instituciones ante la comunidad y 
los ciudadanos. A ellos se agrega que toda política pública exitosa supone una 
voluntad de generar, diseminar y promover el uso de información de calidad entre los 
diversos actores involucrados” (cursivas mías).  
La información necesaria para la RdC efectiva debe presentar dos características: 
validez y transparencia. La validez se refiere al hecho de que la información refleje el 
fenómeno o variable que se desea conocer. En el caso que estudio, el sistema de 
control producirá información válida sólo si permite conocer cuestiones básicas 
como: cuántos delitos policiales fueron denunciados por medio de las quejas 
presentadas ante el sistema de control, cuantos se derivaron por éste al MP y a qué 
tipos corresponden. Cuáles son los más frecuentes, proporción de los delitos 
cometidos en relación con el número total de quejas presentadas, equivocaciones 
más recurrentes de los órganos internos, correcciones a las decisiones adoptadas 
por los órganos internos, etcétera. 
Sólo con esta información es posible medir la magnitud y características de la 
conducta delictiva de la policía y de la eficacia del funcionamiento de los órganos 
encargados de detectar y denunciar los presuntos delitos policiales. Únicamente con 
información válida es posible saber si el policía de línea se mantiene en la legalidad y 
                                                 
26 Cursivas mías. 
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si las autoridades responsables de resguardarla cumplen con su función de canalizar 
los delitos al MP y al PJ.  
En pocas palabras, la información válida es requisito sine qua non para saber si los 
delitos policiales se escabullen del proceso penal y si los órganos de control cumplen 
con su función de detectar, procesar y denunciar al MP los presuntos delitos 
cometidos por los integrantes de la policía.  
Como se recordará, bajo el sistema legal mexicano, el órgano de control de la 
administración policial sólo tiene la facultad de investigar y sancionar las faltas 
policiales, no los delitos. Por ello, desde la perspectiva jurídica deben ser estas 
conductas las únicas que conozca, investigue y sancione desde el punto de vista 
estrictamente jurídico de la definición y el significado que la legislación mexicana 
imprime a estos conceptos. 
Sin menoscabo de ello, cuando se analizó la dimensión del marco de 
responsabilidades jurídicas, como uno de los componentes del modelo de 
responsabilización de los delitos policiales, se destaco la trascendencia de que los 
órganos de control tuvieran el mandato de “recibir y procesar” las quejas ciudadanas 
que contuvieran presuntos delitos policiales. Procesar no significa que “investigue” en 
el sentido y significado que se le da a este concepto en el proceso penal, sino como 
se acotó, para sustentar la presentación de la denuncia ante el MP. Menos aun se 
pretende que el órgano administrativo castigue los delitos. 
Con el mandato se quiere evitar que los delitos policiales evadan el proceso penal, y 
que por intención deliberada o por error queden ocultos y encubiertos en el ámbito 
administrativo. Lo cual haría que no se conozca públicamente de su existencia y no 
lleguen al proceso penal y así impedir que sean castigados como corresponde a ese 
tipo de ilícitos.  
El mandato se asienta en un hecho incontrovertible: que un policía en ejercicio de 
sus funciones puede cometer no sólo faltas, sino también delitos y que por la 
gravedad de los mismos, que no tiene comparación con la de las faltas 
administrativas, es imprescindible combatir y disminuir. Esto no sólo por razones de 
justicia con las víctimas, pues sólo de ese modo se podrá contar con un cuerpo de 
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seguridad que goce de la confianza y la colaboración de la ciudadanía; condición 
esencial para tener éxito en el combate contra la delincuencia. 
En el terreno de la información, el cumplimiento de ese mandato necesita producir 
información válida sobre los delitos, desde el inicio del proceso, hasta cuando se le 
informa al MP. Como se vio en los ejemplos de control en otros países que analizo, 
cuando existen distintos procesos posibles ante los casos concretos de conducta 
indebida de la policía, según su gravedad, un sistema que distinga y canalice los 
casos a la vía procesal que les corresponde es un dispositivo indispensable.  
La dimensión de validez en el caso específico que analizo requiere de un sistema de 
clasificación capaz de diferenciar las faltas de los delitos. “La clasificación allana y 
acorta el camino de quien quiere conocer un objeto o fenómeno determinado. 
Economiza, por medio de la agrupación de similitudes el proceso que lleva al 
conocimiento, permitiendo diferenciar fácilmente unos objetos de otros en razón de la 
categoría en la que están” (Rodríguez, 2008: 27).  
Esto es, el hecho de que una conducta policial esté clasificada y reportada en la 
categoría falta o delito, nos dice algo relevante sobre tal conducta, 
independientemente de que no conozcamos más detalles sobre ella. De tal modo, la 
clasificación nos ubica en la dimensión de información, que consiste no en la mera 
producción de datos, sino en la necesidad de que éstos sean precisos y confiables 
(Schedler, 2004: 15). 
El concepto de validez lleva el tema de la información más allá de su presentación 
pública y lo coloca en un momento previo, en la construcción de la misma, en la 
definición y construcción del propio objeto en torno al cual debe de informarse. Un 
adecuado sistema de clasificación de las quejas recibidas en contra de los agentes 
policiales debe permitir conocer y medir las conductas delictivas de los policías y 
desagregar dichas conductas según su tipo.  
Además, hace posible determinar qué tipo de tratamiento (penal o administrativo) 
debieron seguir las quejas recibidas. Sin su existencia, se corre el riesgo de generar 
información cuestionable en términos de validez, poco útil para la puesta en marcha 
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de políticas de mejora institucional e insuficiente para hacer RdC, tanto a los agentes 
policiales, como a la institución en sus funciones de control policial.27  
La ausencia de validez redunda en ausencia de transparencia. De este modo, una 
clasificación inválida de las quejas, que no distinga propiamente los delitos policiales 
de otros tipos de conductas, no es transparente porque no nos informa sobre cuántos 
delitos cometió la policía, de qué tipos y, en consecuencia, en cuántos casos el 
sistema de control debió haber denunciado ante el MP. La transparencia sobre los 
delitos policiales que conoce la autoridad administrativa es cancelada por la ausencia 
de validez en la información.  
En síntesis, la información de los presuntos delitos policiales será válida si y sólo si 
se refiere a casos concretos que tengan las características esenciales de un delito. 
La validez de la información particular, de cada categoría, existirá siempre y cuando 
los actos ahí clasificados reúnan, además de las características del delito, las 
propiedades o características especificas de esa categoría o clase. La validez de la 
información se define, por lo tanto, con respecto a la función que tal información debe 
cumplir. Así, la pregunta de si una información es válida, está incompleta si no se le 
añade un “para qué”.  
En el caso en estudio, la pregunta pertinente es ¿La información que produce el 
sistema de control de la policía de Guadalajara es válida para determinar cuántos 
delitos fueron consignados en las quejas contra la policía y de qué tipo? Esta 
pregunta sirve de guía para revisar los expedientes y otras informaciones generadas 
por el Ayuntamiento y saber si tienen un sistema de clasificación como el aquí 
descrito y calificar la validez de la información que contienen.  
La validez de la información pasa por un sistema de clasificación adecuado. Éste 
debe contemplar la definición conceptual, es decir, las características abstractas que 
                                                 
27 Como señala Chisholm (1989: 162; en Thomasson, 2004): “Tanto desde un enfoque realista como 
descriptivo, para generar un sistema de categorías, si tal sistema quiere ser comprehensivo, debe 
cumplir claramente con al menos el estándar de ser exhaustivo –conteniendo una categoría para cada 
cosa que haya (desde la perspectiva realista) o pudiera haber (desde la perspectiva descriptiva). Otro 
criterio comúnmente señalado como requisito mínimo para que el sistema sea adecuado es que las 
categorías (o, para los sistemas con forma de árbol, las categorías de cada nivel de las ramas) sean 
también mutuamente excluyentes, asegurándose de que cada cosa que haya (o pudiera haber) 
cupiera exactamente en una sola categoría”. 
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deberán reunir todas las conductas para ser registradas y contabilizadas como delito 
policial, y los criterios para registrar un caso concreto en un tipo específico. Un 
sistema mal construido no permite una clasificación adecuada y por tanto genera 
información inválida que opaca y esconde el actuar de la policía y de las autoridades 
municipales.  
Pensaré en una clasificación compuesta de categorías que no recogen la diferencia 
entre delitos y otros tipos de conductas. Si se analizaran los datos generados por esa 
clasificación, no se podría inferir lo que aquí interesa sobre las conductas policiales 
ilícitas.  
Grosso modo, un sistema de clasificación apropiado para identificar los delitos 
policiales debe cumplir con el requisito de comprehensividad en sus dos 
dimensiones: exhaustividad y mutua exclusión. Es decir, en el concepto deben caber 
todos los delitos (exhaustividad); y una conducta no puede caber en dos categorías 
(mutua exclusión), por ejemplo un robo no puede ser violación.  
En el caso en estudio este sistema de clasificación está dado por el derecho 
mexicano y establecido en el código penal, donde se define el delito y los tipos. El 
Ayuntamiento de Guadalajara, a pesar de que no está en sus atribuciones investigar 
y sancionar delitos requiere de un sistema de clasificación, o más bien, necesita usar 
el establecido por el código penal. Con base en él habrá de determinar cuándo hay 
un caso que involucra un presunto delito y darle el cauce correcto, es decir, 
canalizarlo a las instancias correspondientes.  
Las aceptación por parte del derecho mexicano de la doble responsabilidad que 
puede generar la conducta de los funcionarios públicos (penal y administrativa, 
dejando de lado la civil), da lugar a una dificultad especial para la construcción del 
sistema y para el registro de las conductas que son motivo de la queja ciudadana.  
Esa dificultad me lleva a pensar en cómo elaborar un sistema que construya 
información válida de los delitos, cuando la propia ley reconoce dos tipos de 
conductas policiales delictivas, en razón a las responsabilidades que generan: las 
que son al mismo tiempo falta (responsabilidad penal y administrativa) y los que son 
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Explicaré este sistema. En el punto más alto del diagrama se tiene una queja 
ciudadana reportando una conducta policial. En primer término, hay dos distinciones, 
entre conducta regular e irregular.28 Si la queja es ubicada en términos de un 
comportamiento irregular, cabría en uno de tres posibles conjuntos: 1) se trata de un 
delito puro (nuevamente, asumiendo la hipótesis que puedan existir delitos que no 
sean faltas), 2) es un delito que a su vez es una falta al ordenamiento interno de la 
corporación policial, es decir, muestra la doble naturaleza y 3) se trata de una 
conducta que únicamente contraviene la normatividad del cuerpo de seguridad, pero 
no el Código Penal, por lo que únicamente es una falta. Ya dentro de cada categoría, 
la conducta se tipificará de acuerdo con la contravención particular que representa a 
un punto específico de un ordenamiento.  
La información registrada y clasificada de este modo garantiza su validez, con 
respecto la cuestión de los delitos policiales, porque nos permite saber cuántas de 
las conductas conocidas por el sistema de control interno son delitos y a qué tipos 
pertenecen. De manera paralela, esta clasificación identifica las faltas y, por lo tanto, 
señala qué conductas debieron haber sido sometidas al procedimiento administrativo 
como alternativa (en el caso hipotético de las faltas que son sólo eso) o como 
complemento (en aquellas conductas que reúnen elementos delictivos y son además 
faltas).  
Una clasificación de estas características permite inferir cuántas conductas debieron 
de ser denunciadas. También dice cuáles quejas siguieron o debieron de seguir el 
doble proceso, pues que sean investigados y sancionados como falta administrativa 
no los exime del proceso penal.  
Por esto, la clasificación de los delitos a partir del código penal debería ser la base 
para sistematizar la información sobre las conductas policiales.29 Permite que los 
                                                 
28 Es decir, cabe la posibilidad que el hecho narrado en la queja corresponda a un comportamiento 
policial que no contraviene ningún ordenamiento.  
29 Hay que señalar “en la práctica no existe una definición acabada y un estándar en materia de 
contenidos, se podría señalar que la naturaleza de la información es o debiese ser funcional a las 
inquietudes que pueden presentar las autoridades, las organizaciones civiles, los medios de 
comunicación y los propios ciudadanos. Cada uno de ellos puede representar distintos focos de 
interés.” (Herrera, 2006: 14). Sin embargo, para los fines de la presente investigación, el foco de la 
información no está puesto en todo el rango posible de información que se debe hacer pública, sino 
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ciudadanos y el público en general conozcan qué hacen sus policías; qué tipo de 
conductas se presentan con más frecuencia; si los agentes policiales son sometidos 
al correspondiente proceso por la comisión de delitos y cuál es el desempeño del 
sistema de control policial con respecto a su labor de combate de las conductas 
indebidas de sus agentes.  
Además de informar a la ciudadanía sobre las conductas delictivas de los oficiales de 
policía, la información producida por la clasificación de delitos es materia prima para 
establecer políticas al interior de la organización, con el objetivo de prevenir las 
conductas irregulares más frecuentes. Ejemplo de esto son los sistemas de alerta 
temprana. Se trata de sistemas de información que permiten identificar patrones de 
conductas problemáticas y diseñar intervenciones para modificarlos (Walker, 
2007:15).  
A pesar de los problemas existentes para llegar a una adecuada clasificación de las 
irregularidades policiales,30 existen condiciones para que se informe válidamente 
sobre cuántos delitos policiales conoce el sistema de control policial y a qué tipos 
corresponden, recurriendo al código penal y las leyes especiales. Esta información, 
además, permite establecer un parámetro contra el cual juzgar el desempeño de 
dicho sistema. Por lo establecido en la normatividad, en cada caso de presunto delito 
policial conocido, el sistema de control policial debe cumplir su obligación de 
denunciar penalmente.  
La segunda dimensión de la información es la transparencia. “Dash (2006: 4-5) 
advierte que la transparencia no es simplemente una ventana al funcionamiento del 
poder público; es un estilo de gestión y operación que abarca todo lo que la policía 
hace. Por esta razón, la transparencia, correctamente entendida, no sólo implica dar 
respuesta a las solicitudes de información hechas por actores interesados, sino 
poner a la vista de la ciudadanía todas las actividades relacionadas con la 
                                                                                                                                                         
solamente en aquella que tiene que ver con la comisión de delitos policiales en contra de la 
ciudadanía y en la obligación del sistema de control de denunciarlos ante el MP para asegurarse que 
se deslinde adecuadamente la responsabilidad.  
30 Me refiero a las dificultades para precisar los límites conceptuales de la falta administrativa y de 
distinguir estas conductas de los delitos. Para una discusión más detallada sobre este tema, ver 
Amaya Barón, op. cit.  
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administración y operación de la policía, cuando esto no interfiera con la efectividad 
de ésta o con el derecho a la privacidad de terceros. Es decir, la rendición de cuentas 
no sólo se refiere a informar lo que se hace y no se hace, lo que se logra y lo que no, 
sino también a la definición de los objetos sobre los cuales ha de rendirse cuenta.” 
(Herrera, 2007: 13). Eso queda más claro al observar los atributos de la 
transparencia: apertura y accesibilidad. 
La apertura se refiere al rango de objetos o aspectos de la gestión y operación 
policial que están sujetos al escrutinio público. Una policía tendrá más apertura en la 
medida que libere información sobre un mayor número de actividades sustantivas. 
En nuestro caso de estudio, la apertura requiere disposición de la policía para liberar 
la información que produce sobre los delitos conocidos a través de las quejas y todos 
los procesos organizacionales relacionados.  
Me refiero tanto a los datos que informan directamente sobre los delitos policiales 
(cuántos delitos, de qué tipos) como a los relacionados con su manejo por parte del 
sistema de control (qué tipos de proceso siguieron, qué diligencias se corrieron, qué 
sanciones fueron impuestas, etc.). Esto es, la transparencia en el manejo de los 
delitos policiales por las instancias de control tiene como uno de sus pilares la 
apertura o liberación de información sobre todas las actividades, de gestión y 
operativas, relacionadas con la recepción, procesamiento y sanción de las quejas 
que contemplan conductas delictivas. 
Por otro lado, la accesibilidad es el atributo de la transparencia que se refiere a que 
la información pueda obtenerse sin demasiadas complicaciones y que sea 
comprensible. La información que se transparenta es accesible cuando los actores 
interesados en la RdC pueden obtenerla sin trámites burocráticos excesivos y ésta 
viene presentada de manera inteligible. Si los actores interesados pueden obtener 
rápidamente los datos relacionados con los delitos policiales y éstos informan sobre 
lo que es necesario saber para vigilar el cumplimiento de las obligaciones de la 
policía frente a ese fenómeno, la información será accesible. 
En suma, además de informar sobre el mayor número de aspectos posibles 
(apertura), la información que se le ofrece al público debe ser fácil de obtener e 
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inteligible (accesibilidad) para los propósitos del escrutinio de la actividad policial por 
parte de los actores interesados.  
En el caso de estudio, la generación de información y la manera como se presenta a 
la ciudadanía son aspectos cruciales, ya que ponen de manifiesto no solamente la 
capacidad que tiene la organización en su finalidad del controlar y sancionar el delito, 
sino también en la relación que pretende establecer con la sociedad. “La 
transparencia en la función policial categorizada como clave de gestión supone un 
círculo virtuoso entre la generación de información institucional, su publicación a la 
comunidad, la consecuente generación de confianza hacia la institución y la 
recolección de información de la comunidad para mejorar la eficacia policial” (López y 
Barrena, 2009: 13). En última instancia, esta confianza se traduce en legitimidad de 
la policía, esto es, en el respaldo social con que cuenta su actuación.  
Siguiendo a Luis Villalobos: “La legitimidad implica que la actuación de la policía sea 
redefinida por un nuevo arreglo institucional que considere que no sólo debe 
enfrentar la inseguridad social, en términos de la reducción de las tasas de 
delincuencia, aumento del registro de presuntos infractores ante el ministerios 
público o cumplimiento de una mayor número de averiguaciones; implica también la 
restauración de la relación policía-sociedad, es decir, que la sociedad se vea 
reflejada en la policía que tiene” (Villalobos, 2007: 59).  
A manera de recapitulación, la RdC, especialmente si se extiende a un nivel social, 
comienza necesariamente con la información (Varenik, 2005: 33), pero para que ésta 
realmente contribuya al proceso debe ser válida y transparente. Los datos que se 
producen deben informar realmente sobre lo que se quiere conocer y deben ser 
públicos para que los actores relevantes, interesados en hacer rendir cuentas, 
puedan acceder a ellos. Sin alguno de estos dos elementos no hay RdC.  
Es decir, si los datos no son válidos, de poco sirve que el interesado tenga acceso a 
ellos. Por otro lado, si la información es válida, pero no está al alcance de los actores 
interesados en la RdC, este proceso simplemente no tiene lugar. La transparencia 
constituye un “puente” necesario para la observación de entes ajenos a la institución 
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policial (López y Barrena, 2009. 16). Este puente se sostiene sobre la validez de la 
información, su apertura y accesibilidad. 
Las dimensiones que he expuesto en las páginas anteriores, sintetizadas a partir del 
estudio de la literatura sobre responsabilización policial, conforman un modelo para 
la RdC de los presuntos delitos cometidos por policías en su interacción con la 
ciudadanía y son objeto de queja ante la administración policial. Como ya apunté, se 
trata de una exposición de los atributos esenciales que los sistemas de control deben 
tener para propiciar la RdC de la policía cuando comete un delito.  
Resumiendo, diré que el modelo propone como necesarios la definición de 
responsabilidades jurídicas para regular la conducta policial indebida, incluyendo 
explícitamente el mandato a los órganos de control de la recepción, detección, 
investigación y denuncia ante el MP de los presuntos delitos.  
Estas acciones deben realizarse por una entidad institucional especializada y 
profesional. Es imprescindible la supervisión de estas actividades por parte de una 
entidad autónoma, y ambos tipos de órganos generan información pública que hace 
transparente la actuación de la policía y de sus órganos de control. Transparencia 
que sólo se logra si la información generada es válida, accesible y con la apertura 
necesaria para que los ciudadanos conozcan el desempeño del cuerpo de seguridad 
y de los órganos de control. 
En la siguiente Tabla (2.2.1.2.1), se presentan estos elementos de forma integrada 
para su contrastación con diseños de control policial realmente existentes. 
Posteriormente, se utiliza este modelo recién expuesto para analizar el diseño real de 
las instituciones de control policial del Ayuntamiento de Guadalajara y evaluar su 
pertinencia para la RdC.  
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Tabla 2.2.1.2.1. Elementos y atributos esenciales que los sistemas de control deben tener para propiciar la RdC policial 













Permanencia  Se contempla una agencia permanente para la recepción, investigación y en su caso 
sanción, cuando el acto es de su competencia, y cuando no lo canaliza a la instancia 
correspondiente, en el tema de estudio al MP responsable de la investigación de los 
delitos.  
Profesionalidad  Se establecen los requisitos para contar con recursos humanos capacitados y 








Integración Según la norma la mayoría de los integrantes del órgano supervisor son designados y 
removidos por una instancia estructuralmente independiente de aquellas a quienes 
supervisarán: órgano interno, autoridades policiales y presidente municipal.  
Receptividad El órgano supervisor está autorizado para recibir y solicitar los expedientes completos 
de quejas ciudadanas. 
Capacidad 
Investigadora 
El órgano supervisor está facultado para recabar directamente la información que 
necesite sobre cada caso. 
Juicio  Se reconoce la capacidad del órgano supervisor de emitir una resolución con carácter 
vinculatorio para las instancias internas y para las autoridades del Ayuntamiento. 
Suficiencia 
financiera 
Se dota al órgano supervisor de los recursos necesarios para llevar a cabo sus 




La norma establece los requisitos obligatorios para garantizar que el órgano supervisor 
cuente con personal capacitado y remunerado, dedicado de tiempo completo a su 
función. 
Complementariedad  Hay dos tipos de órganos: internos y autónomos. Cada uno tiene una función diferente 
por lo que no hay interferencia y se reconoce la necesidad de los dos tipos de órganos 
para lograr el control adecuado de la policía. Los primeros y tienen como función la 
supervisión. tienen definidas sus funciones La actuación del órgano supervisor es 
complementaria a la de los órganos internos  
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Tabla 2.2.1.2.1. Elementos y atributos esenciales que los sistemas de control deben tener para propiciar la RdC policial 







Mandato de denuncia De manera expresa en la normativa específica del órgano de control, se establece la 
obligación de denunciar ante el MP los presuntos delitos cometidos por policías, 
desarrollándose también los procedimientos adecuados para la sustanciación de las 
quejas ciudadanas en los que se asiente las medidas que impidan la elusión del 
mandato. 
Imputabilidad de derechos y 
obligaciones a los miembros del cuerpo 
policial 
Se especifica en la ley el carácter de los policías como servidores públicos sujetos a 
un sistema de responsabilidades.  
Regulación de la conducta policial 
mediante normativa formal 
Existe un marco normativo que define las reglas particulares a las cuales queda sujeta 
la acción policial.  
Especificación de Actores Se determina explícitamente quiénes son los responsables de denunciar los presuntos 
delitos y de sancionar las faltas. 
Definición de Procedimientos Se determina de qué forma debe encausar cualquier conducta indebida que es 
conocida, incluyendo el canal de denuncia de cualquier presunto delito que sea de su 
conocimiento. 
Estipulación de Sanciones Se define el sistema de sanciones: tipos de ilícitos con sus sanciones 








 Se establece la obligación de proporcionar información pública del número y tipo de 
presuntos delitos cometidos por los policías que contienen las quejas ciudadanas. 




Apertura La norma obliga a informar públicamente de todos los asuntos relevantes relacionados 
con los delitos policiales. 
Accesibilidad La información es comprensible y se distribuye por canales abiertos y/o no es negada 
ante una solicitud particular por lo que es fácil de obtener por los ciudadanos. 
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2.3. Sección 2: Análisis del diseño institucional para el control de la policía del 
Ayuntamiento de Guadalajara 
El objetivo de esta sección que cierra el presente capítulo, es evaluar el diseño 
institucional para el control policial del Ayuntamiento de Guadalajara, vigente durante 
2003. El marco de referencia es el modelo expuesto previamente. El método que 
sigo consiste en un análisis cualitativo de la normatividad que define el diseño del 
sistema de control, para determinar si satisface los atributos exigidos por el modelo 
presentado. Pero, antes de realizar este análisis, haré una definición de lo que se 
entiende aquí por diseño institucional.  
2.3.1. Diseño institucional 
El concepto de diseño institucional tiene dos componentes: diseño e institución. El 
término diseño, prestado de la arquitectura y la ingeniería, se usa con un sentido un 
tanto metafórico y carga dos acepciones, pues remite a la elaboración de un plan, 
proyecto o esquema para hacer algo y también a la forma que ese algo tiene al 
realizarse o producirse. Así, por ejemplo, puede hablarse del “diseño de un mueble” 
refiriéndose al proceso intelectual de crear un modelo de sillas que se planea 
producir y decir también de esas sillas que tienen “un diseño vanguardista”, una vez 
que se han fabricado.  
El otro componente del concepto es el de institución, que en un sentido sociológico 
amplio comprende los “patrones organizados de normas y papeles socialmente 
construidos” (Goodin, 2003: 35), y de manera más restringida puede referirse a 
organismos acotados que persiguen algún fin colectivo (Schedler, 2000: 472 y ss.).  
Las dos acepciones mencionadas del término diseño, provocan que en la literatura 
se entienda diseño institucional también con dos sentidos. Uno, que recupera al 
diseño como verbo, se refiere al proceso mediante el cual se crean o modifican las 
instituciones para conseguir un fin. El otro, que usa la connotación de diseño como 
sustantivo, entiende al diseño como producto, es decir, como la configuración que 
una institución tiene para cumplir su fin. Al conjuntar los dos términos, el concepto de 
diseño institucional remite a los marcos con los que se busca crear un colectivo 
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social con conductas estables y predecibles necesarias para el logro de sus 
propósitos.  
Aquí emplearé el concepto en la segunda de las acepciones mencionadas, es decir, 
me concentro en la configuración que una institución tiene para lograr un fin. Por ello, 
se entenderá diseño institucional como la normatividad que regula el objetivo y 
funcionamiento de una entidad y establece el comportamiento esperado de sus 
miembros mediante la definición de sus posiciones, atribuciones y responsabilidades.  
Para el caso concreto en estudio, veré la normatividad que rige a los órganos de 
control de la policía como responsables de vigilar y castigar, cuando lo amerite, la 
conducta policial. Me concentraré específicamente en lo relativo al tratamiento de la 
conducta indebida de los miembros del cuerpo de seguridad pública, tipificada como 
delito y contenida en las quejas ciudadanas presentadas ante la DAI del 
Ayuntamiento de Guadalajara, Jalisco, México.  
Es importante hacer algunas precisiones. Primero, trataré aquí a los órganos que 
conforman el sistema de control como instituciones acotadas, es decir, con objetivos 
definidos de manera explícita y con una configuración (número y papel de sus 
miembros) formalmente precisada. Segundo, aunque reconozco que toda institución 
opera siguiendo reglas tanto formales como informales, en el presente capítulo me 
limitaré a las primeras. Me acercaré al diseño mediante productos documentales 
específicos.  
Observaré el diseño como una normatividad plasmada en leyes y reglamentos. 
Puesto que he dicho que la RdC demanda instituciones que la asuman como tarea, 
evaluar el marco jurídico del sistema de control de Guadalajara es un medio para 
valorar si se han creado las condiciones para obtenerla. Con esa perspectiva 
abordaré el estudio del caso de Guadalajara.  
Presento ahora el sistema de control policial del Ayuntamiento de Guadalajara. Ya 
adelanté, en la presentación de esta tesis y en el capítulo 1, que dicho sistema está 
integrado por dos órganos: la DAI y la CHJ. Comienzo mi análisis con una 
presentación de estos dos órganos y continúo después con una valoración de los 
mismos, explorando las dimensiones analíticas ya expuestas.  
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2.3.2. Fundamentos legales del sistema de control policial del Ayuntamiento de 
Guadalajara. Estructura orgánica y atribuciones de la DAI y la CHJ 
El sistema de control de la policía de Guadalajara está descrito en el Reglamento 
para Vigilar la Actuación de los Elementos de la Dirección de Seguridad Pública.31 A 
continuación describo todo lo previsto en esa norma sobre la composición y 
funcionamiento de tal sistema, con la intención de sentar las bases para el análisis 
de la RdC policial de los delitos. 
El Reglamento prevé la creación de dos órganos especialmente pensados para 
atender el procedimiento administrativo contra los policías adscritos al Ayuntamiento 
de Guadalajara. Se trata de la DAI y CHJ. Ambos órganos están adscritos a la 
estructura municipal.  
La normatividad señala que la CHJ es un “órgano facultado por el Ayuntamiento”, 
pero no dice explícitamente de quién depende dentro de la estructura municipal o si 
es autónoma de ésta. Con respecto a la DAI, el Reglamento Interior de la Dirección 
General de Seguridad Pública señala que “dependerá de la Coordinación de 
Investigación y Seguimiento que depende directamente de la Presidencia Municipal” 
(Artículo 12).  
Resumo las funciones de una y otra dependencia de la siguiente manera: la DAI 
tiene encomendado recibir las quejas presentadas por los ciudadanos en contra de 
los policías, clasificarlas, investigarlas y elaborar una propuesta de resolución, la cual 
le turna a la CHJ, quien es la encargada de determinar la culpabilidad o inocencia, y 
la sanción al oficial. Se trata de órganos creados por el Ayuntamiento de 
Guadalajara, mediante un reglamento, para conocer y sancionar las irregularidades 
del comportamiento de los policías.  
La DAI y el CHJ son parte de un amplio número de dependencias a cargo de velar 
por la observancia de los deberes de los servidores públicos y de castigar aquellas 
conductas que constituyan faltas administrativas. Esas dependencias existen en los 
                                                 
31 En el resto del capítulo, cuando hablemos de El Reglamento, nos referiremos a éste instrumento 
normativo.  
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 148
niveles federal, estatal y municipal de la administración pública mexicana. Lo que 
particulariza a estas dos dependencias es su especialización en un sólo tipo de 
servidor público: el policía. Este hecho significa un primer reconocimiento de la 
singularidad de la institución policial. A continuación expondré lo que establece la 
normatividad con respecto a las funciones y procedimientos e integración de cada 
una de estas agencias. 
2.3.2.1. Comisión de Honor y Justicia 
El Reglamento define a esta dependencia como el “órgano facultado por el 
Ayuntamiento de Guadalajara para sancionar los casos de faltas u omisiones graves, 
cometidas por los elementos del cuerpo operativo de la Dirección General en el 
ejercicio de sus funciones, con excepción de las previstas por el Reglamento Interior 
de la Dirección General de Seguridad Pública de Guadalajara (DGSPG), así como 
valorar las acciones relevantes en que intervengan los elementos operativos de dicha 
dirección general” (Artículo 4°). 
Es decir, la CHJ está pensada para ejercer el control disciplinario sobre el cuerpo de 
la policía en aquellas conductas que son típicas de la función policial. Se trata aquí 
de reconocer la especificidad de la labor de la policía y la necesidad de contar con un 
órgano especializado que se afane en mantener a los elementos policiales dentro de 
rangos aceptables de comportamiento.  
La necesidad de una dependencia de esta naturaleza surge de los medios con los 
cuales la policía ejerce sus deberes, la discreción con los que debe usarlos y las 
graves consecuencias que el abuso del ejercicio de poder puede ocasionar a la 
sociedad.  
De acuerdo con Hunt y Manning (1991), el tema central aquí es la discrecionalidad 
con la que se toman las decisiones en los contactos de los policías con la 
ciudadanía. Los autores sostienen que se está frente a un arma de doble filo, porque 
si bien esa discreción es esencial para resolver de manera expedita problemas 
cotidianos, también es un factor que puede ser aprovechado para cometer actos 
ilícitos.  
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Textualmente, Hunt y Manning (1991:1) afirman que “los elementos policiales hacen 
uso de la discreción en sus encuentros cotidianos con los ciudadanos. Esa discreción 
les permite tomar las mejores decisiones en un momento determinado. La 
peculiaridad y diversidad de las situaciones a las que un policía puede enfrentarse 
requiere que éste tenga la habilidad de tomar decisiones de manera rápida, efectiva 
e independiente”. Según este argumento, la discrecionalidad con la que se toman 
estas decisiones es fundamental para que la policía haga cumplir la ley y garantice la 
seguridad del público.  
No obstante, esa misma discrecionalidad puede “dar lugar a conductas irregulares. 
Los policías están sujetos a varias presiones internas y externas que pueden 
inducirlos a cometer este tipo de conductas” (ibídem). Por esta razón existe la CHJ, 
para que los policías respondan por las irregularidades que cometen en el ejercicio 
de su función pública como garantes de la seguridad. 
De acuerdo con el Artículo 7 del Reglamento, la CHJ está compuesta por ocho 
miembros. Vale la pena conocer con más detalle de dónde surgen y cuál es el 
proceso para designarlos. Siguiendo el Artículo citado, la integración de este órgano 
se hace del siguiente modo: 
a) Un Presidente: es un cargo honorífico que debe ser ocupado por un vecino del 
municipio con conocimientos del área de seguridad. El Ayuntamiento 
designará a la persona que ocupe el cargo, a propuesta del presidente 
municipal. 
b) Un Secretario Técnico: este es un cargo remunerado que debe ser ejercido 
por un abogado titulado, con al menos dos años de experiencia en los campos 
penal y administrativo del derecho. El titular del cargo es propuesto por el 
presidente municipal y aprobado por el Ayuntamiento. 
c) Un Regidor: debe tratarse de un miembro de la Comisión Edilicia de 
Seguridad Pública y Prevención Social. 
d) Tres ciudadanos: estos tres miembros serán designados por el Ayuntamiento 
a propuesta del Consejo Consultivo de Seguridad Ciudadana de Guadalajara. 
Sus cargos son honoríficos y tienen una duración de tres años con la 
posibilidad de ser ratificados para otro periodo. 
e) Dos elementos de la Dirección General de Seguridad Pública de Guadalajara: 
para ocupar estos espacios los postulantes deben tener buena reputación, 
rango de comandante de zona y no haber sido sancionado por falta grave. Su 
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designación corresponde también al Ayuntamiento, a propuesta del Director 
de la Policía Municipal de Guadalajara. 
De esta manera, cuatro de los ocho miembros de la Comisión son ciudadanos que 
no forman parte del gobierno municipal, mientras que los otros cuatro pertenecen a 
él. Los puestos ocupados por los cuatro ciudadanos, dice el Reglamento, deben 
pasar por la aprobación del Ayuntamiento. Uno de ellos, además, es propuesto 
directamente por el Presidente Municipal.  
Las atribuciones de la CHJ están estipuladas de la siguiente manera, en el Artículo 8 
del Reglamento: 
a) Conocer y resolver los asuntos que se susciten con motivo de las faltas y 
violaciones a los principios y obligaciones que tienen los elementos de la 
Dirección General frente a la sociedad, que le presente a su consideración la 
Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos. 
b) Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos realice de forma profesional e 
imparcial las investigaciones correspondientes dentro de la esfera de su 
competencia.  
c) Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos integre y le envíe en 
tiempo y forma los proyectos de resolución de los procedimientos instaurados. 
d) Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos lleve a cabo los 
análisis y estudios que permitan medir los niveles de corrupción y las 
conductas de indisciplina en la corporación de Seguridad Pública. 
e) Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos ejecute los controles, 
programas y estrategias necesarios para prevenir la corrupción y la mala 
actuación de los elementos de Seguridad Pública Municipal.  
f) Difundir entre los elementos de la Dirección de Seguridad Pública de 
Guadalajara, los correctivos disciplinarios y las sanciones a que se pueden 
hacer acreedores quienes infringen este reglamento y los demás aplicables en 
la materia. 
g) Otorgar las condecoraciones y reconocimientos policiales a los miembros de 
la corporación, en los términos del Reglamento Interior de la Dirección 
General de Seguridad Pública de Guadalajara. 
h) Informar bimestralmente al Ayuntamiento de las actividades y estadísticas que 
den cuenta de su desempeño. 
Como se puede observar en estas disposiciones, la función de control de la conducta 
policial por parte de la CHJ consiste, sobre todo, en deliberar sobre las faltas que 
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sean denunciadas y vigilar la función de la DAI. De alguna manera, es en esta última 
dependencia sobre la que recae la mayor parte del trabajo operativo relacionado con 
el procedimiento administrativo. Enseguida presento con más detalle la composición 
de esta Dirección y cuáles son sus funciones. 
2.3.2.2. Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos 
Según el Reglamento, la DAI “fungirá como supervisora32 de la actuación de los 
elementos operativos de la Dirección General, proporcionando mecanismos de 
control para evitar la corrupción y las conductas inapropiadas de los elementos que 
integran dicha corporación”. Es decir, la función de controlar directamente la 
disciplina del cuerpo policial, con el objetivo de abatir la corrupción, corresponde a 
esta dependencia.  
La composición de la DAI es más compleja que la de la CHJ. Sin embargo, todos los 
puestos que la componen forman parte de la estructura del gobierno municipal, por lo 
que carece de las figuras ciudadanas con las que cuenta la CHJ. El Artículo 9° del 
Reglamento determina que la DAI se organizará del modo que sigue: 
Artículo 9°.- La Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos estará integrada 
por dos departamentos que estarán bajo el mando inmediato del Director de 
Asuntos Internos y Jurídicos y son:  
I.- DEPARTAMENTO DE RECEPCIÓN E INVESTIGACIÓN DE QUEJAS.- El 
que se conformará por las siguientes unidades: 
A) UNIDAD DE RECEPCIÓN DE QUEJAS E INCOACCIÓN DE 
PROCEDIMIENTOS.- Integrada por pasantes en derecho, que tendrán las 
funciones de: recibir las quejas, incoar el procedimiento administrativo y 
remitirlo a la Unidad de Investigación y Audiencias. Las quejas se recibirán 
durante las veinticuatro horas del día. 
B) UNIDAD DE INVESTIGACIÓN Y AUDIENCIAS.- Integrada por 
investigadores, que deberán de ser abogados o licenciados en Derecho, con 
experiencia mínima de tres años en la especialidad de Derecho Penal o 
                                                 
32 Es importante destacar aquí que el sentido del término supervisión de esta cita no coincide con el 
que se maneja en esta tesis, por lo que, para fines de claridad, no lo emplearé para referirnos a esta 
instancia, a menos de que se trate de citas textuales, en donde haré la aclaración pertinente. 
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Derecho Administrativo. Formarán parte de esta unidad los notificadores que 
sean necesarios para el mejor desempeño de la misma. 
II.- DEPARTAMENTO DE PROGRAMAS DE VIGILANCIA.- Integrado por 
profesionistas de las ciencias sociales, que cuenten con experiencia mínima 
de tres años en el ejercicio de la profesión y con conocimiento en materia de 
seguridad pública. Sus funciones son: analizar la situación disciplinaria de los 
elementos que integran la corporación, diseñar e implementar los programas 
para la prevención de la corrupción y, en general, los que se requieran para 
mantener una estrecha vigilancia de las labores de los elementos operativos. 
La DAI está compuesta por órganos con funciones definidas, a diferencia de la CHJ, 
que está integrada por individuos. Juntas, las dos dependencias están a cargo de 
ejercer las funciones que el Artículo 10 del Reglamento define así: 
Son atribuciones y obligaciones de la Dirección de Asuntos Internos y 
Jurídicos, las siguientes: 
I.- Actuar en coordinación con la Comisión de Honor y Justicia en los 
procedimientos que lleve a cabo. 
II.- Recibir e investigar en coordinación con la Comisión de Honor y Justicia los 
asuntos que se susciten con motivo de las faltas y violaciones a los principios y 
obligaciones que tienen los elementos de la Dirección General de Seguridad 
Pública de Guadalajara frente a la sociedad, cuando la queja provenga de los 
ciudadanos, se lesionen los derechos de estos; cuando se tenga conocimiento 
por cualquier medio de la comisión de algún ilícito por parte de los elementos 
operativos, o se infrinjan las disposiciones contenidas en el presente 
reglamento y demás ordenamientos aplicables. 
III.- Rendir un informe mensual a la Comisión de Honor y Justicia sobre el 
estado que guarda cada uno de los procedimientos administrativos en trámite, 
así como los datos y antecedentes de cada caso. 
IV.- Presentar de inmediato las denuncias ante la autoridad competente, 
cuando se tenga conocimiento de hechos que puedan presumir la 
existencia de un delito, en los términos del Código de Procedimientos 
Penales del Estado de Jalisco. 
V.- Practicar todas las actuaciones y diligencias que estime necesarias para 
integrar adecuadamente los procedimientos administrativos, así como aquellas 
actuaciones que le ordene la Comisión de Honor y Justicia, en los términos del 
presente reglamento. 
VI.- Recibir y desahogar los medios de prueba que presenten las partes en los 
términos del presente ordenamiento. 
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VII.- Integrar los procedimientos administrativos y enviar los proyectos de 
resoluciones correspondientes a la Comisión de Honor y Justicia, para que ésta 
resuelva e imponga las sanciones aplicables al caso. 
VIII.- Comunicar a las diversas corporaciones policíacas del Estado y de la 
República, según lo previsto por la Ley General que Establece las Bases para 
la Coordinación en Materia de Seguridad Pública, las resoluciones en las que la 
sanción impuesta al elemento de policía sea la destitución. 
IX.- Informar al Presidente Municipal y al Director General de Seguridad 
Pública, las resoluciones emitidas. 
X.- Realizar los análisis y estudios que permitan medir los índices de corrupción 
y de indisciplina en la corporación de Seguridad Pública Municipal. 
XI.- Implementar y ejecutar los controles, programas y estrategias necesarios 
para prevenir la corrupción y la mala actuación entre los miembros del cuerpo 
de Seguridad Pública Municipal. 
XII.- Durante todo el procedimiento deberá garantizar la seguridad física y 
moral de los denunciantes. 
XIII.- Analizar las solicitudes que le envíen, cuya finalidad sea el otorgar algún 
tipo de reconocimiento o condecoración a los cuerpos de Seguridad Pública, en 
la cual deberá en todo momento, verificar los antecedentes en el desempeño 
de sus funciones, para poder así emitir su opinión a la Comisión de Honor y 
Justicia. 
La DAI es, según se puede deducir de sus funciones, una pieza central del 
organigrama municipal para el combate a la corrupción de la policía. Además de 
tener autoridad para conocer e investigar las quejas por faltas administrativas en 
contra de la policía, tiene la prerrogativa de denunciar todos los probables delitos 
cometidos por los oficiales de los que tenga conocimiento, estudiar y analizar los 
fenómenos de la corrupción y la indisciplina y desarrollar y aplicar los programas 
para combatirlos. 
El segundo conjunto de funciones de la DAI que se ubica en el Artículo 11 del 
Reglamento. Tiene que ver con el desarrollo e implementación de los programas 
contra la corrupción que ya se mencionaron en el numeral 11 del Artículo anterior. A 
la letra, dice: 
Artículo 11.- La Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos, a través de su 
Departamento de Programas de Vigilancia, deberá diseñar e instrumentar, 
con base en las técnicas más avanzadas, aquellos programas que se 
requieran para prevenir y detectar a los elementos operativos que cometan 
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actos de corrupción. Dichos programas serán ejecutados de manera 
permanente, debiendo aplicarse: 
I. El Programa de Procesamiento de Datos. Este deberá apoyarse en los 
programas informáticos que se requieran y consistirá en procesar y analizar 
los indicios y datos que se desprendan de las quejas presentadas ante la 
Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos, con la finalidad de detectar a los 
policías que de manera recurrente se ven relacionados con hechos ilícitos u 
otras conductas irregulares y con el objeto de elaborar un mapa con los 
patrones de conducta de los policías.  
II. El Programa de Exámenes de Integridad. Este programa será aplicado de 
manera permanente por los investigadores de Asuntos Internos y consistirá 
en conducir a determinados elementos operativos a situaciones previamente 
diseñadas, en las que se les presentará la oportunidad de actuar correcta o 
incorrectamente, con la finalidad de ubicar a los policías propensos a 
cometer actos de corrupción. 
Este Artículo muestra nuevamente que la DAI tiene el mandato legal de vigilar 
permanentemente la conducta policial y de integrar los procedimientos de control 
disciplinario.  
Como mencioné antes, existen diferencias sustantivas entre las funciones de la DAI y 
las de la CHJ. En la primera de ellas recae la mayor parte del trabajo operativo 
relacionado con la integración de los procedimientos administrativos para la 
detección de conductas irregulares de los policías, mientras que las funciones de la 
CHJ consisten básicamente en: 1) deliberar sobre las faltas que sean denunciadas y, 
2) vigilar la función de la DAI. 
Al revisar en los diversos artículos citados la manera en que se integran estos 
órganos y las atribuciones que tiene estipuladas, destacan algunas peculiaridades 
que nos indican que estamos ante un sistema de control sui generis. Primeramente, 
observo que, en términos de su ubicación, no es sencillo calificarlo como interno o 
externo respecto de la estructura administrativa policial. Pese a llevar en su nombre 
el término asuntos internos, la DAI no es mencionada en los reglamentos como una 
parte integrada al organigrama de la Dirección General de Seguridad Pública, pues 
se aclara que depende de una Coordinación que a su vez depende directamente de 
la Presidencia Municipal.  
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Si bien apunté que en nuestro modelo no buscamos una ubicación particular como 
una característica puntual que deban cumplir los órganos de control, sí enfatizo que 
debe generarse una relación de autonomía entre la estructura de gobierno de la 
policía y una instancia que ejerce supervisión sobre ella. Por eso, es importante 
definir de quién depende el órgano de control de la conducta policial, pues a partir de 
ahí valoraré si tiene autonomía. Por el momento apunto que la CHJ jurídicamente no 
es una agencia que dependa de la Dirección de la policía de Guadalajara. Al ver la 
integración de la CHJ llama la atención la presencia de actores de distintos orígenes, 
pues se incorporan ciudadanos y miembros de la administración municipal, así como 
de la propia Dirección General de Seguridad. Conocer quien designa dichos actores 
deberá ser un punto central del análisis para determinar si el sistema de control tiene 
el atributo de la autonomía. 
Otro rasgo peculiar de este sistema es que el procesamiento de los casos 
particulares de conducta indebida abarca dos instancias: la recepción de quejas, la 
investigación y la integración de una propuesta de resolución competen a la DAI, 
pero la resolución final y el otorgamiento de una sanción quedan en manos de la 
CHJ. Sin embargo, una de estas instancias está encargada de la vigilancia de la otra. 
Por ello, al momento de analizar si el procesamiento de la conducta policial indebida 
es objeto de la supervisión adecuada, esta situación deberá ser analizada para 
dilucidar una de las interrogantes principales: Si hay o no una supervisión autónoma 
y profesional en el Ayuntamiento de Guadalajara.  
En las siguientes líneas comenzaré el análisis del diseño del sistema de control 
policial de Guadalajara, atendiendo en primer lugar a los atributos de la dimensión de 
la responsabilidad jurídica que es necesario cubrir en un modelo de RdC policial de 
los delitos. Posteriormente, analizaré la configuración para el control y concluiré con 
la dimensión de la información.   
2.3.3. Responsabilidad jurídica 
Cuando hablo de responsabilidad jurídica me refiero a la existencia de marcos 
normativos que conciban a los policías, en tanto servidores públicos, como sujetos 
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de derechos y obligaciones. Estos derechos y obligaciones, que regulan la conducta 
policial, se especifican en instrumentos particulares que asumen la forma de códigos 
o reglamentos, que determinan también las sanciones que pueden aplicarse a los 
infractores y los responsables de aplicarlas.  
Como mencioné al hacer la presentación del sistema de control párrafos arriba, 
existe un aparato normativo para la regulación de la actuación de los policías en la 
forma de un Reglamento expedido por el Ayuntamiento de Guadalajara. La emisión 
de tal reglamento está en concordancia con otros ordenamientos de mayor alcance. 
En primera instancia, según la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (CPEUM), la Constitución Estatal tiene la autoridad para asignar a los 
ayuntamientos este tipo de facultades. En el Artículo 109 de la Carta Magna se lee: 
“El Congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados, dentro de los 
ámbitos de sus respectivas competencias, expedirán las leyes de 
responsabilidades de los servidores públicos y las demás normas 
conducentes a sancionar a quienes, teniendo ese carácter, incurran en 
responsabilidad, de conformidad con las siguientes prevenciones (…)” 
Ubicándonos en el plano estatal, se tiene que la Ley Estatal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos de Jalisco, estipula en su Artículo 67 que para los 
servidores públicos de los Ayuntamientos, son los gobiernos municipales quienes, de 
acuerdo a su normatividad interna, determinarán cuáles son los órganos y las 
autoridades competentes para conocer las quejas y las denuncias, investigar e 
imponer las sanciones administrativas: 
Artículo 67.- Serán competentes para la aplicación de sanciones: (...) 
IV. En los gobiernos municipales, incluyendo los organismos públicos 
descentralizados o asociaciones de participación municipal mayoritaria, los 
órganos y autoridades que establezcan sus propias leyes y reglamentos.  
Estos lineamientos abarcan a los cuerpos policiales del Ayuntamiento de 
Guadalajara de acuerdo al Artículo 92 de la Constitución de Jalisco, que señala: 
“Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título, se 
consideran servidores públicos a los representantes de elección popular; a 
los miembros del Poder Judicial del Estado e integrantes del Tribunal de 
Arbitraje y Escalafón previstos en esta Constitución; a los miembros del 
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Instituto Electoral del Estado; a los integrantes de la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos, los miembros del Instituto de Transparencia e 
Información Pública de Jalisco; y en general, a toda persona que 
desempeñe un cargo o comisión de cualquiera naturaleza en la 
administración pública del Estado o de los municipios, así como a quienes 
presten servicios en los organismos descentralizados, fideicomisos públicos 
y empresas de participación estatal o municipal mayoritaria, quienes serán 
responsables por los actos u omisiones en que incurran por el desempeño 
de sus respectivas funciones”.  
Con ello, se tiene el primer indicador de la responsabilidad jurídica, que define a los 
policías como servidores públicos sujetos de derechos y obligaciones. Ahora bien, 
¿cuáles son las conductas que generan responsabilidad jurídica para los agentes de 
acuerdo al reglamento mencionado? El Reglamento dedica de manera exclusiva uno 
de sus artículos, el número 13, a determinar lo anterior. Dicho Artículo señala:  
Artículo 13.- El acto u omisión que produce responsabilidad para algún 
o algunos elementos operativos de la Dirección General y cuya 
competencia corresponde conocer a la Comisión de Honor y Justicia, 
se dispone como falta grave, misma que es aquella que se ajuste a 
cualquiera de los siguientes supuestos: 
I.- Ocultar su gafete o no decir su número de placa o de patrulla, al 
público que lo solicite.  
II. No acatar las disposiciones que emita el Departamento Jurídico 
adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública de Guadalajara, la 
Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos o la Comisión de Honor y 
Justicia, obstruyendo o entorpeciendo las investigaciones e integración 
de los procedimientos administrativos.  
III.- Utilizar rigor, palabras, actos o ademanes ofensivos hacia los 
particulares. 
IV.- Efectuar sus funciones fuera del área que se le haya asignado, 
cuando tal conducta tenga como fin la comisión de hechos ilícitos u 
otras conductas irregulares. 
V.- Facilitar el vestuario, equipo, placas, gafetes, insignias u otros 
implementos del uniforme, propios o ajenos, para que los utilice 
persona ajena a la corporación.  
VI.- Escandalizar, estando dentro o fuera del servicio.  
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VII.- Actuar con negligencia o descuido en el uso o manejo del 
armamento. 
VIII.- Poner en riesgo a los particulares por imprudencia, descuido, 
negligencia o abandono en el servicio. 
IX.- Encubrir hechos que puedan constituir infracciones o delitos. 
X.- Revelar asuntos secretos o reservados de los que tenga 
conocimiento con motivo de su servicio, cuando con esa conducta se 
ponga en peligro la seguridad pública o se pretenda conseguir 
cualquier tipo de beneficio por sí o por interpósita persona. 
XI.- Omitir información, presentar cualquier documento alterado o 
proporcionar información falsa que distorsionen la verdad, para lograr 
beneficios para sí o para interpósita persona. 
XII.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los 
ciudadanos a entregarles dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio 
de la prestación del servicio. 
XIII.- Obligar o sugerir a los compañeros de la corporación o a los 
particulares a entregarles dinero o cualquier tipo de dádivas a cambio 
de no cumplir con sus funciones y obligaciones como policía. 
XIV.- Cubrir un servicio de patrullaje sin estar ajustado en fatigas de 
servicio, cuando tal conducta tenga como fin la comisión de ilícitos u 
otras conductas irregulares. 
XV.- Realizar detenciones sin causa justificada o cuando no se den los 
presupuestos de derecho para llevar a cabo detenciones, contemplados 
en el Reglamento de Policía y Buen Gobierno del Municipio de 
Guadalajara, y en los demás ordenamientos aplicables en la materia. 
XVI.- Atentar en contra de los bienes y derechos de los particulares. 
XVII.- Atentar contra la integridad física de las personas, siempre y 
cuando el elemento no actúe en legítima defensa o en el ejercicio de 
sus funciones. 
XVIII.- Proferir amenazas en contra de los particulares. 
XIX.- Dar motivo razonable a pérdida de confianza; y 
XX. El desacato injustificado a la orden de comparecencia emitida por 
la Dirección de Asuntos Internos; y  
XXI. Las demás, que a juicio de la Comisión, afecten el buen 
desempeño del cuerpo operativo. 
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Por su parte, el capítulo IX del Reglamento se dedica a las sanciones, estipulando:  
De las sanciones. 
Artículo 17.- Se considera como falta cualquier conducta contraria a las 
disposiciones contenidas en la reglamentación y en la legislación 
aplicables en la materia, mismas que se sancionarán tomando en 
consideración las siguientes circunstancias: 
I.- La gravedad de la falta. 
II.- El nivel jerárquico, antecedentes y antigüedad en el servicio. 
III.- Los medios utilizados en la ejecución de la falta. 
IV.-La reincidencia en las faltas. 
V.- Las faltas de probidad, independientemente del monto del beneficio.  
VI.- Las circunstancias del hecho. 
Artículo 18.- Las sanciones que la Comisión de Honor y Justicia podrá 
imponer a los elementos de policía, serán las siguientes: 
I.- Amonestación. 
II. Cambio de adscripción. 
III. Suspensión temporal de carácter preventivo. 
IV. Suspensión temporal de carácter correctivo. 
V. Degradación en el escalafón o jerarquía. 
VI. Destitución del empleo, cargo o comisión. 
El Capítulo VIII, en los tres artículos que lo componen (14 a 16), desarrolla el 
procedimiento de imposición de sanción, señalando, básicamente, que será la DAI la 
instancia encargada de conocer e investigar los casos y elaborar sobre cada uno una 
propuesta de resolución, que será turnada a la CHJ, quien será la encargada última 
de llegar a una resolución. 
De lo anterior se puede establecer que existe en el reglamento una definición de 
conductas prohibidas, una enumeración de las sanciones correspondientes y la 
especificación de los actores encargados de vigilar que en el caso las normas se 
respeten y las sanciones se apliquen, lo que indicaría que se establecen los 
elementos de la responsabilidad jurídica.  
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Sin embargo, el Reglamento incluye una serie de imprecisiones que provocan 
inconsistencias importantes y pérdida de claridad en esta dimensión. Si bien el 
listado recién citado enumera las conductas que constituyen una falta y ello se 
relaciona con el procedimiento a seguir, las sanciones que se pueden imponer y el 
órgano encargado de hacerlo, en otra sección del Reglamento, al exponer las 
atribuciones de la DAI, se introduce el término más general de ilícito, y se dice que tal 
entidad debe conocer e investigar cuando los elementos operativos incurren en 
conductas de ese tipo, pero no se especifican con precisión ni en qué consisten, ni 
cuáles son los procedimientos y las sanciones correspondientes. ¿Qué se debe 
entender aquí por ilícito? Según el Diccionario Jurídico Mexicano “García Máynez ha 
indicado que las conductas con calidad de ilícito son: la omisión de los actos 
ordenados y la ejecución de los actos prohibidos” (González Ruiz, 2009: 2422).  
Para nuestro caso, ¿son ilícitos únicamente los actos prohibidos por el Artículo 13? 
Dado que el Reglamento señala repetidas ocasiones que los elementos del cuerpo 
policial deben observar tanto sus propios preceptos como los “demás ordenamientos 
aplicables en la materia”, se puede suponer que la responsabilidad no se limita a lo 
expuesto en el listado. Pero, al no definir con precisión los procedimientos y las 
consecuencias existentes en esos casos, la responsabilidad jurídica no se establece 
de manera adecuada. 
 La relevancia para el tema que nos ocupa, de señalar cuáles son esos otros 
ordenamientos y cuál será su procesamiento se hace más evidente al realizar un 
análisis de las faltas estipuladas en el Artículo 13 y descubrir que algunos de los 
comportamientos descritos como faltas, como los incisos XV, XVI, XVII y XVIII, 
coinciden con conductas descritas en el Código Penal de Jalisco como delitos, sin 
que ello quede señalado.  
La falta de este señalamiento implica el riesgo de que una conducta indebida no sea 
sancionada en todo el nivel que amerita, pues no queda claro qué debe hacerse en 
los casos en que existe traslape entre ambos ordenamientos. ¿Cómo debe 
procederse, por ejemplo, en un caso que coincida con la Fracción XVII del Artículo 
13, “atentar contra la integridad física de las personas, siempre y cuando el elemento 
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no actúe en legítima defensa o en el ejercicio de sus funciones”, bajo el cual se 
pueden englobar también conductas que coinciden con el Artículo 206 del Código 
Penal, que dice “comete el delito de lesiones toda persona que por cualquier medio 
cause un menoscabo en la salud de otro”?  
La redacción del reglamento en ningún momento explica qué hacer en esos casos. 
Para que la responsabilidad jurídica quedara plenamente especificada al determinar 
qué tipo de consecuencias puede suscitar cierta conducta, es necesario aclarar 
cuándo un comportamiento indebido puede ser objeto no sólo de una sanción 
administrativa, sino también turnado al MP para que éste lo procese como delito. En 
la revisión de casos que hice en el capítulo uno de este escrito, destaco que esta 
clasificación que distingue las conductas a las que les corresponde un procedimiento 
diferente era un elemento necesario. Ahora, al revisar el Reglamento, observamos 
que esto no está presente y no se distinguen las faltas y los delitos. 
Con este señalamiento entro al siguiente elemento que especifico como 
trascendental en la dimensión de la responsabilidad jurídica: la determinación de los 
cauces para que, cuando proceda, la sanción de la conducta no se limite al campo 
administrativo del Ayuntamiento y llegue al sistema penal. 
2.3.4. El mandato de denuncia 
En este sentido, se verá ahora si el marco normativo cuenta con los elementos 
necesarios en lo que toca al Mandato de denuncia, es decir, de la disposición 
explícita que establece la obligación de denunciar ante la autoridad penal los 
presuntos delitos cometidos por policías, así como los procedimientos 
adecuadamente definidos para atender este mandato y garantizar su cumplimiento, 
es decir, que establezcan las medidas necesarias para evitar la evasión del mandato. 
Al revisar la normatividad establecida por el Ayuntamiento de Guadalajara, encontré 
que el primero de estos elementos se encuentra definido al especificar las 
atribuciones de la Dirección de Asuntos Internos (DAI), pues se menciona entre ellas: 
IV.- Presentar de inmediato las denuncias ante la autoridad competente, 
cuando se tenga conocimiento de hechos que puedan presumir la existencia 
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de un delito, en los términos del Código de Procedimientos Penales del 
Estado de Jalisco. (Artículo 10, Fracción IV). 
Considero que no es posible tener por atendido el Mandato de denuncia con esta 
disposición legal por las razones que en seguida expongo.  
Un primer elemento de valoración de este tema, es el de la limitación expresa a la 
DAI como el área obligada a denunciar. Si bien es la primera en tener contacto con 
los quejosos y la que realiza la investigación sobre los hechos, no se puede 
circunscribir la responsabilidad a una sola de las áreas que intervienen en la atención 
de las quejas derivadas de las conductas irregulares de los policías.  
Esta limitación expresa puede convertirse en una vía para que la CHJ no denuncie 
actos presuntamente delictivos de los que tenga conocimiento al resolver sobre las 
quejas, pues esa responsabilidad le estaría señalada normativamente de manera 
exclusiva a la DAI. En este sentido, sería importante que el Mandato de denuncia se 
especificara como obligación de cualquier servidor público, en cualquier etapa del 
procedimiento de investigación, sanción y resolución, sin distinción entre la DAI y la 
CHJ.  
Sobre la misma disposición que instruye a la DAI a denunciar los presuntos delitos 
cometidos por policías, se tiene que si bien se señala de manera general al actor con 
responsabilidad de denunciar conductas que puedan consistir en actos delictivos, es 
precisamente su generalidad la que diluye la obligación. No se señala de manera 
explícita quién dentro de la DAI tendría que denunciar los hechos presuntamente 
constitutivos de delito, ni el momento procedimental en que esto tendría que tener 
lugar. La generalidad que implica esta disposición normativa puede convertirse en la 
vía de elusión de la responsabilidad jurídica en cuanto al mandato de denuncia.  
Lo deseable sería que se atribuyera de manera explícita a todo servidor público del 
órgano de control de la policía de Guadalajara la obligación de denunciar los 
presuntos delitos que conoce en el ejercicio de sus funciones y más aún, se debería 
de señalar la obligación tanto de la DAI como de la CHJ de pronunciarse sobre la 
procedencia o no de denunciar los hechos ante el MP, en momentos 
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procedimentales clave, como lo son la recepción de la queja, la elaboración del 
proyecto de resolución y la resolución en sí. 
Por otra parte, la disposición legal mencionada estipula que lo debe hacer de manera 
“inmediata” cuando “tenga conocimiento” de esos hechos; sin embargo cabe 
preguntarse ¿Qué debe entenderse aquí por denunciar de inmediato cuando se 
tenga conocimiento de los hechos? Especialmente, ¿cómo debe proceder la DAI 
cuando recibe una queja en la que la conducta que se reporta se refiere a un 
presunto delito?  
Dado que la facultad de investigación sobre la existencia del delito corresponde de 
manera exclusiva al MP, se podría pensar que para iniciar la denuncia basta que el 
contenido de la queja se refiera a una conducta que puede corresponder con un 
presunto delito, como lo indica la cita que tomé del reglamento, pues no se especifica 
con más detalles qué significa tener conocimiento ni qué se entiende por inmediato.  
La redacción, nuevamente, no genera claridad y precisión. Se requiere contar con 
instrumentos normativos que definan con mayor precisión las responsabilidades y los 
momentos clave en el combate a la desviación conductual de los policías, a partir de 
establecer categorías y clasificaciones que parta de una racionalidad jurídica 
enfocada en el combate a la impunidad y en el cumplimiento de las obligaciones 
legales en esta materia. La explicitación de actores en el diseño institucional no 
puede ser ambigua ni mucho menos limitativa sobre la responsabilidad de denunciar.  
Se puede decir que con respecto al Mandato de denuncia, el diseño institucional del 
órgano de control de la policía de Guadalajara no tiene los elementos ni la estructura 
jurídica que satisfagan su cumplimiento de manea cabal. La ambigüedad en la 
definición de las responsabilidades y roles frente a la obligación de denunciar los 
presuntos ilícitos cometidos por los policías, sumado a la indefinición procedimental 
que deja ausente cómo se debería atender el mandato condicionan una evaluación 
negativa en este componente de la dimensión de responsabilización jurídica.  
Por otra parte, un aspecto fuertemente vinculado con la viabilidad del mandato de 
denuncia (entendida como la generación de las condiciones para su efectividad), es 
el de la sanción ante la omisión en su cumplimiento. Al respecto también es posible 
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señalar omisiones que fomentan una situación propicia para que el mandato se 
extravíe y se genere la impunidad para los presuntos delitos cometidos por los 
miembros de las corporaciones policiacas.  
En el Reglamento, se tiene que en su Artículo 13, se incluye entre las faltas “encubrir 
hechos que puedan constituir infracciones o delitos”, sin embargo, como su 
aplicación se limita a los elementos operativos, categoría bajo la cual no quedan los 
miembros de la DAI, por lo que esta disposición no es útil para garantizar que se 
cumple el mandato de denuncia.  
En otro ordenamiento, el Código Penal de Jalisco, existen dos tipos que podrían 
aplicarse a los actos de omisión de denunciar en que puede incurrir la DAI al no 
llevar ante el MP los casos de presuntos delitos que son de su conocimiento. El que 
más directamente se refiere a esta conducta es el de Encubrimiento, contenido en el 
Artículo 263: 
Artículo 263. Se impondrán de un mes a tres años de prisión al que, después 
de la ejecución del delito y sin haber tenido en éste alguna de las 
intervenciones señaladas en el Artículo 11, ayude en cualquiera forma al 
responsable a eludir las investigaciones de la autoridad correspondiente o a 
substraerse a la acción de ésta, u oculte, altere, destruya o haga 
desaparecer los rastros, pruebas, instrumentos u objetos del delito o asegure 
para sí, o para el inculpado, el producto del mismo.  
Enseguida se verá con más claridad la especificación de una sanción. Ahora bien, 
debemos preguntarnos a quién corresponde iniciar los procedimientos para que 
dichas sanciones se implementen ante los casos de no denuncia. 
Aunque la normatividad señala que la CHJ tiene encomendada la vigilancia de la 
acción de la DAI, no hay un señalamiento específico acerca de supervisar o verificar 
que las denuncias se realicen. Por ello, encuentro una laguna en este punto de la 
responsabilidad jurídica. Aunque la obligación de denunciar sí está explícitamente 
adjudicada –aunque no en la normativa específica del órgano de control ni en sus 
procedimientos adjetivos-, no hay una mención de las consecuencias que sufrirán 
quienes incumplen con esa obligación ni la definición de un responsable encargado 
de revisar que la misión de denunciar se cumpla.  
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De esta forma, el mandato de denuncia no puede tenerse por atendido en el caso de 
estudio, ya que si bien existen disposiciones legales diversas que establecen la 
obligación de denunciar los presuntos delitos cometidos por policías, esto no está 
definido adecuadamente en términos de responsabilidades específicas, 
consecuencias ante la omisión, roles de supervisión y mecanismos de verificación de 
cumplimiento.  
Es necesario que dentro de la misma dimensión de Responsabilidad jurídica, se 
establezca que el órgano de control no sea omiso ante los presuntos delitos y se 
asigne la obligación de intervenir cuando una queja los contenga, señalando las 
facultades y acciones que se realizarán, que actores las ejecutaran y cuáles serán 
las sanciones administrativas a que se harán acreedores los policías que sean 
encontrados culpables, considerando incluso las diversas etapas procesales que se 
involucran en la atención de una queja ciudadana. 
De lo anterior concluyo que el diseño institucional en lo relacionado con la dimensión 
de responsabilidad jurídica no resulta completo. Hay dos deficiencias o fallas sobre 
las que debemos llamar la atención. Por una parte, en cuanto a la clasificación de las 
conductas presuntamente cometidas por policías, se observa una serie de 
imprecisiones en lo tocante a la responsabilidad jurídica de los agentes policiales.  
Estas imprecisiones radican básicamente en la definición de las conductas que 
pueden acarrear consecuencias para los elementos del cuerpo policial, pues aunque 
se establece un listado detallando la conducta indebida que es objeto de sanción y 
los procesos correspondientes, se mencionan también otras posibles conductas 
como los delitos y se establece que procede denunciar ante el MP su probable 
comisión, sin especificar a quién le toca vigilar que se interpongan las denuncias y 
qué se hace cuando se incumple con este mandato.  
Además, el listado de faltas muestra traslape con el Código Penal, sin determinar 
explícitamente que en los casos en los que tal traslape existe lo conducente es iniciar 
los procedimientos administrativo y penal de manera paralela. Es decir, no hay 
instrumentos precisos para distinguir entre faltas y delitos. Sin embargo, podríamos 
pensar que operativamente ello podría solucionarse si la DAI, en específico, o el 
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órgano de control en su conjunto, se atiene al mandato de denunciar todo presunto 
delito del que tiene conocimiento, como se señala en el Reglamento y como es su 
obligación desde la perspectiva del CPEJ. Aquí, tenemos la segunda deficiencia, 
pues hay una omisión en señalar quién es responsable de revisar que dicho mandato 
se cumpla, así como de las consecuencias precisas para cuando eso no sucede.  
Para que una disposición normativa sea eficiente, debe describir de manera precisa y 
exhaustiva todas las acciones y los responsables de las mismas, una vez que se 
actualiza una hipótesis como la analizada, de otra forma, se abre un espacio de 
interpretación arbitraria e imprecisa, que permite la omisión en el cumplimiento de 
una obligación.  
Así se tiene que en cuanto al componente Definición de procedimientos, está 
defectuosamente establecido, del estudio del órgano de Guadalajara, se puede 
establecer que existen procedimientos delineados en el marco normativo, pero en un 
nivel muy general, sin la suficiente precisión que permita al órgano de control tener 
los puntos de referencia pertinentes para garantizar que actuará de acuerdo con el 
mandato legal de denunciar los presuntos delitos que conoce. 
Estas carencias por supuesto no representan un asunto menor. La adecuada 
definición de responsabilidades, roles y supuestos de actuación, es clave en el 
control de las conductas de los servidores públicos, lo que se traduce en que el 
entramado normativo e institucional debe ser lo suficientemente sólido, en todas sus 
partes, para no dejar el menor resquicio o ambigüedad.  
Esta integralidad del marco en el que se desarrolla la actuación de los órganos de 
control la abordaremos en la revisión de los siguientes elementos del modelo de RdC 
policial de los delitos. 
Esto nos sirve como enlace a nuestra siguiente dimensión analítica, la configuración 
para el control. Las condiciones para propiciar un trabajo efectivo de los órganos 
internos se acrecientan si son sujetos a supervisión. ¿La configuración del sistema 
de control permite la supervisión autónoma? 
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2.4. Configuración y características de los órganos de control  
Al definir la configuración para el control, señalo que un adecuado sistema de control 
incorporaba dos dispositivos: un órgano interno que clasifica, investiga y sanciona los 
actos indebidos contenidos en las quejas ciudadanas; y una entidad supervisora 
encargada de revisar que tal proceso se implemente adecuadamente. Establecimos 
que la primera de éstas, es la instancia con la que cuenta la estructura de mando 
policial para el control de sus elementos, y debe garantizar los atributos de ser 
permanente y profesional y no sujeta a determinaciones coyunturales; mientras que 
la segunda es una facultada para hacer la supervisión del trabajo y los resultados de 
la primera. De la segunda, el rasgo o atributo principal es el de la autonomía, la cual 
se pone en juego en el proceso de selección de sus integrantes, en los perfiles de 
sus miembros y en las facultades y funciones asignadas por el diseño institucional.  
Con esta configuración se busca que la conducta policial delictiva se castigue, 
mediante una instancia que detecta, investiga y sanciona los casos y otra que 
supervisa que lo anterior se ejecute correctamente. En esta dimensión la pregunta 
principal a responder es: ¿La configuración del sistema de control del Ayuntamiento 
de Guadalajara contempla los dos tipos de órganos, con los atributos arriba 
descritos? 
En este análisis de la configuración para el control dentro de la responsabilización 
policial debemos comenzar con una puntualización que resulta de nuestro caso. 
Como hemos asentado, en el diseño de Guadalajara, el control de la conducta 
policial está asignado a dos instancias. Por un lado, la DAI recibe los reportes de 
conducta indebida, incluyendo quejas ciudadanas, y las investiga, integrando un 
expediente que culmina con la presentación de una propuesta de resolución. Pero la 
determinación de la culpabilidad y la determinación de la sanción son facultades de 
la CHJ. Por ello, debemos buscar si ambas instancias o una de las dos cumple con 
los atributos correspondientes para ser considerada como un órgano de supervisión 
autónomo. 
Comencemos con la DAI. Al presentar este órgano al principio de esta sección se 
vieron los artículos del reglamento que le asignan sus atribuciones para vigilar la 
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función del cuerpo operativo policial. Especialmente, el Artículo 6 señala que “la 
Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos fungirá como supervisora de la actuación 
de los elementos operativos de la Dirección General [de Seguridad Pública]”. Uno de 
los elementos que se disponen para esta labor de control sobre los oficiales 
operativos consiste en la gestión de quejas, que se expresa en el Artículo 10, que 
define las atribuciones de la DAI y dice que entre estas se encuentra: 
II.- Recibir e investigar en coordinación con la Comisión de Honor y Justicia 
los asuntos que se susciten con motivo de las faltas y violaciones a los 
principios y obligaciones que tienen los elementos de la Dirección General de 
Seguridad Pública de Guadalajara frente a la sociedad, cuando la queja 
provenga de los ciudadanos, se lesionen los derechos de estos; cuando se 
tenga conocimiento por cualquier medio de la comisión de algún ilícito por 
parte de los elementos operativos, o se infrinjan las disposiciones contenidas 
en el presente reglamento y demás ordenamientos aplicables. 
Por tanto, podemos decir que la DAI es una entidad que de manera fija y regular 
atiende la tarea del control policial. Ello la convierte en un recurso institucional. ¿La 
normatividad le da un carácter profesional? El Artículo 9° especifica: 
Artículo 9°.- La Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos estará integrada 
por dos departamentos que estarán bajo el mando inmediato del Director de 
Asuntos Internos y Jurídicos y son:  
I.- DEPARTAMENTO DE RECEPCIÓN E INVESTIGACIÓN DE QUEJAS.- El 
que se conformará por las siguientes unidades: 
A) UNIDAD DE RECEPCIÓN DE QUEJAS E INCOACCIÓN DE 
PROCEDIMIENTOS.- Integrada por pasantes en derecho, que tendrán las 
funciones de: recibir las quejas, incoar el procedimiento administrativo y 
remitirlo a la Unidad de Investigación y Audiencias. Las quejas se recibirán 
durante las veinticuatro horas del día. 
B) UNIDAD DE INVESTIGACIÓN Y AUDIENCIAS.- Integrada por 
investigadores, que deberán de ser abogados o licenciados en Derecho, con 
experiencia mínima de tres años en la especialidad de Derecho Penal o 
Derecho Administrativo. Formarán parte de esta unidad los notificadores que 
sean necesarios para el mejor desempeño de la misma. 
II.- DEPARTAMENTO DE PROGRAMAS DE VIGILANCIA.- Integrado por 
profesionistas de las ciencias sociales, que cuenten con experiencia mínima 
de tres años en el ejercicio de la profesión y con conocimiento en materia de 
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seguridad pública. Sus funciones son: analizar la situación disciplinaria de los 
elementos que integran la corporación, diseñar e implementar los programas 
para la prevención de la corrupción y, en general, los que se requieran para 
mantener una estrecha vigilancia de las labores de los elementos operativos. 
De acuerdo con este artículo, los integrantes de la DAI deben contar con las 
competencias especiales acordes con la materia de su trabajo, lo que permite decir 
que se trata de una entidad profesionalizada para el tratamiento de las quejas de 
conducta indebida. ¿Es una instancia autónoma? No, el director de la DAI depende 
jerárquicamente de una Coordinación que a su vez esta directamente subordinada al 
Presidente municipal, la DAI es un órgano interno por ser dependiente del mando de 
la policía, específicamente del presidente municipal. Con la existencia de la DAI se 
cumple únicamente con uno de los requisitos del Modelo de Responsabilización 
Policial: Contar con un órgano interno profesional.  
Enseguida observo si con la CHJ se cumple el requisito de contar con un órgano 
autónomo de supervisión. De acuerdo con el Artículo 4° del Reglamento: 
La Comisión de Honor y Justicia es el órgano facultado por el Ayuntamiento 
de Guadalajara para sancionar los casos de faltas u omisiones graves, 
cometidas por los elementos del cuerpo operativo de la Dirección General en 
el ejercicio de sus funciones. 
Al igual que la DAI, es permanente y por lo tanto es un mecanismo institucional 
utilizado por la administración policial para resolver y aplicar sanciones a los casos 
de comportamiento indebido de sus agentes, en este sentido cumple con esa 
exigencia. Enseguida analizo si reúne los atributos para ser considerada como un 
órgano autónomo de supervisión. 
Para lograr la supervisión autónoma, son determinantes, la manera como se 
selecciona a sus integrantes, las facultades o atribuciones asignadas por el diseño 
institucional, la capacidad financiera, la preparación y formación de sus miembros, y 
la relación de trabajo entre el órgano interno y el supervisor. Para saber si la CHJ 
puede ser considerada un órgano autónomo se deben revisar los siguientes puntos.  
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2.4.1. Integración y selección de sus integrantes 
La CHJ está integrada por un Presidente, un Secretario, un regidor, tres ciudadanos 
y dos miembros de la Dirección General de Seguridad. Una vía para conocer si la 
CHJ puede ser considerada un órgano supervisor autónomo consiste en ubicar 
respecto de quién debe guardar una relación de autonomía, y luego revisar si este 
ente interviene en la selección de sus integrantes. El supuesto es que si el ente no 
interviene en la selección las posibilidades de la autonomía se incrementan. 
El ente o los entes en nuestro caso de estudio son: El director de la policía y el 
presidente municipal quien según la norma municipal son las autoridades máximas 
de la policía. Ahora analizo si el diseño institucional de Guadalajara permite una 
intervención del director de la policía y del presidente municipal. 
 El Reglamento señala lo siguiente: 
• Un Presidente: es un cargo honorífico que debe ser ocupado por un vecino del 
municipio con conocimientos del área de seguridad. El Ayuntamiento designará a 
la persona que ocupe el cargo, a propuesta del presidente municipal. 
• Un Secretario Técnico: este es un cargo remunerado que debe ser ejercido por 
un abogado titulado, con al menos dos años de experiencia en los campos penal 
y administrativo del derecho. El titular del cargo es propuesto por el Presidente 
Municipal y aprobado por el Ayuntamiento. 
• Un Regidor: debe tratarse de un miembro de la Comisión Edilicia de Seguridad 
Pública y Prevención Social. 
• Tres ciudadanos: estos tres miembros serán designados por el Ayuntamiento a 
propuesta del Consejo Consultivo de Seguridad Ciudadana de Guadalajara. Sus 
cargos son honoríficos y tienen una duración de tres años con la posibilidad de 
ser ratificados para otro periodo. 
• Dos elementos de la Dirección General de Seguridad Pública de Guadalajara: 
para ocupar estos espacios los postulantes deben tener buena reputación, rango 
de comandante de zona y no haber sido sancionado por falta grave. Su 
designación corresponde también al Ayuntamiento, a propuesta del Director de la 
Policía Municipal de Guadalajara. 
Con respecto a su relación con la estructura de mando de la policía, se puede ver 
que la mayoría de los integrantes de la CHJ están fuera de la línea de mando del 
Director de la policía, hay 4 ciudadanos ajenos a la administración policial y al mismo 
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gobierno municipal y un secretario técnico propuesto por el Presidente municipal. 
Sólo dos son subordinados directos del director de la policía: los dos agentes del 
cuerpo de seguridad que la norma establece.  
El presidente de la CHJ y los tres ciudadanos miembros de la CHJ son de carácter 
honorario. La importante presencia ciudadana, cuatro de ocho, y uno de ellos con el 
puesto de presidente podría hacernos pensar que se trata de un órgano autónomo, 
denominado por la literatura como “externo”. Sin embargo, no es el caso. Aunque 
con sus peculiaridades, la CHJ tiene la característica principal que la literatura señala 
como propia de los órganos internos: la subordinación a la estructura de mando de la 
policía. La interrogante que surge es ¿Por qué pese a tener una importante 
presencia de ciudadanos que realizan su labor sin paga, la considero como un 
órgano de carácter interno no autónomo? La respuesta la encontramos en la función 
que tiene dentro del diseño institucional y en el procedimiento para elegir a los 
integrantes de la Comisión. 
2.4.2. La CHJ: un órgano con funciones de investigación limitadas de la 
conducta de la policía 
El Reglamento no especifica la existencia de otras instancias involucradas en el 
tratamiento de la conducta policial indebida. No existe entonces un órgano supervisor 
que revise el trabajo que realizan la DAI y la CHJ. Las resoluciones de la CHJ no son 
supervisadas por ninguna instancia, si ella no es el órgano de supervisión referido en 
el Modelo de RdC Policial, quedara cancelada la posibilidad de que el órgano exista 
y el segundo requisito se cumpla. 
El reglamento señala que la CHJ debe vigilar a la DAI. Para demostrar que esta 
actividad de vigilancia no es la supervisión autónoma establecida en el modelo, 
analizaremos primero el papel que el diseño institucional le asigna a la Comisión y 
después como se eligen a sus integrantes. 
De acuerdo a la normatividad, la detección e investigación de la conducta indebida 
que realiza la DAI están sujetas a vigilancia por parte de la CHJ. Esta, según la 
norma, debe vigilar la investigación que realiza la DAI, sin embargo es altamente 
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improbable que pueda cumplir con la supervisión autónoma pues la propia CHJ es 
participe de esa investigación, es al mismo tiempo vigilante y vigilado, es juez y 
parte, pues recordemos que la norma señala que la DAI investigará en coordinación 
con la CHJ, el Presidente de la Comisión establecerá las líneas de investigación en 
acuerdo con la DAI.  
Además la CHJ tiene la facultad de cambiar el resultado de la investigación realizada 
por la DAI y definir si hay o no un ilícito. Lo cual es la parte sustancial y el producto 
relevante de toda investigación. No existe un ente vigilado y un vigilante sino en todo 
caso lo que hay es una auto vigilancia. Si son dos instancias y a pesar de que a una 
– la CHJ- se le otorga la facultad de vigilar a la otra, en realidad se trata de un sólo 
proceso realizado en dos etapas y por dos instancias.  
La CHJ no puede ser considerada una instancia de supervisión, ni siquiera podría ser 
cabalmente una agencia de vigilancia interna, porque el diseño institucional le asigna 
la doble función, la de participar en la investigación y la de vigilarla, aunque debe 
señalarse que la CHJ carece de la posibilidad de realizar un proceso investigativo 
paralelo o posterior por cuenta propia, es decir, depende fundamentalmente de las 
indagaciones hachas por la DAI, si bien supervisadas por la CHJ. La CHJ realiza una 
parte del mismo proceso interno, y en el mejor de los supuestos sólo podría vigilar 
otra parte, la ejecutada por la DAI. 
Aceptando que fuese correcto que el proceso interno de investigación y sanción de la 
policía por el Ayuntamiento de Guadalajara se dividiera en dos partes con dos 
instancias responsables, una para cada etapa, y la DAI fuera la responsable única de 
una de ellas, ¿El diseño de Guadalajara permite que la CHJ pueda realizar una 
supervisión autónoma, imparcial y profesional, por lo menos de la labor que le toca a 
la DAI, es decir de las investigaciones? 
2.4.2.1. Intervención del Presidente Municipal en la selección de los integrantes 
de la CHJ 
Antes anoté que la CHJ incorpora en su seno distintos actores que no dependen del 
Director de Seguridad Publica e incluso ciudadanos que no reciben remuneración de 
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la administración municipal. La presencia ciudadana en la Comisión podría llevar a 
pensar que con ella se garantiza su autonomía de la estructura de mando de la 
policía, condición indispensable para ejercer la supervisión.  
Mencioné también que una vía para conocer si la CHJ puede ser considerada un 
órgano supervisor autónomo consiste en ubicar respecto de quién debe guardar una 
relación de autonomía, y luego revisar si este ente interviene en la selección de sus 
integrantes. El supuesto es que si el ente no interviene en la selección las 
posibilidades de la autonomía se incrementan. 
Para conocer si la CHJ es autónoma respecto a la estructura de mando de la policía 
del Ayuntamiento es menester precisar quiénes la conforman, así sabremos que 
entes no deben de participar en la selección de los integrantes de la CHJ.  
De acuerdo con el Artículo 4 del Reglamento Interior de la DGSPG, “el mando directo 
de ella [DGSPG] corresponde al Presidente Municipal a través del Director General”. 
En la cúspide de la estructura se encuentra el presidente por arriba del director. De 
tal suerte, una instancia supervisora, para ser autónoma, debe integrarse con 
independencia no sólo del director de la policía, sino ante todo del poder del 
presidente municipal, quien es parte interesada, en tanto mando superior de la 
DGSPG y responsable ante la ciudadanía de la función de la seguridad pública.  
En última instancia, la supervisión del órgano interno de control de la policía es al 
mismo tiempo una supervisión del trabajo del ejecutivo municipal y del director de la 
policía, por eso para que esa supervisión sea imparcial y objetiva debe hacerse por 
órganos autónomos e independientes de esas autoridades. 
La configuración institucional de los órganos de control de la policía del Ayuntamiento 
de Guadalajara permite que el presidente intervenga en la selección del personal que 
integra la CHJ y se incrementen las posibilidades de la subordinación de la CHJ al 
ejecutivo municipal y por intermedio de él, al Director de la policía. Dos miembros de 
vital importancia en la CHJ son seleccionados directamente por el presidente 
municipal: Su Presidente, quien tiene voto de calidad en las determinaciones en caso 
de empate y el Secretario Técnico. 
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Ciertamente el reglamento señala que el Ayuntamiento aprobará a estos dos 
miembros a propuesta del presidente, pero ¿qué se debe entender por el 
“Ayuntamiento”? ¿Quién es el “Ayuntamiento” que será el encargado de aprobar las 
designaciones de esos dos integrantes de la CHJ? El “Ayuntamiento” al que se 
refiere el Reglamento no es el Cabildo, porque precisamente la reforma que dio 
origen al Reglamento que analizo, quitó el termino Cabildo y lo sustituyó por el de 
“Ayuntamiento”.  
En la normatividad anterior, que fue modificada, era el Cabildo quien aprobaba las 
propuestas del presidente municipal. Uno de los objetivos de la reforma que 
estableció el diseño institucional que analizo, fue precisamente devolver al presidente 
municipal la capacidad de designar a estos dos importantes miembros de la CHJ. Si 
por “Ayuntamiento” se entendiera el Cabildo, no hubiera habido necesidad de la 
reforma citada. 
Pero volvamos al análisis del Reglamento vigente en el 2003, el presidente municipal 
también designa al director de la DAI quien según el Reglamento “dependerá de la 
Coordinación de Investigación y Seguimiento que depende directamente de la 
Presidencia Municipal” (Artículo 12). Por lo expuesto hasta aquí se tiene que el 
presidente designa a tres figuras centrales para el funcionamiento de la CHJ: su 
Presidente, el Secretario Técnico y el Director de la DAI. 
En la designación del Regidor miembro, el presidente municipal también tiene la 
posibilidad de influir en quién será el seleccionado, pues los integrantes de las 
comisiones son aprobados por el Cabildo y la fracción edilicia del presidente tiene la 
mayoría para decidir a cuales comisiones se va cada regidor.  
Los dos policías miembros de la CHJ son propuestos por el Director de la policía y 
aprobados por el “Ayuntamiento”. Sin embargo, por estar expuestos al peligro de 
perder su empleo sería difícil esperar que actuaran en contra de una opinión del 
Director y del presidente municipal. 
Pero qué pasa con los otros tres ciudadanos integrantes de la CHJ que son 
propuestos por el Consejo de Seguridad Ciudadana ¿Escapan a la intervención del 
presidente municipal? La respuesta es que no es así. Al revisar la normatividad que 
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establece como se eligen a los miembros ciudadanos puede verse que el presidente 
también, aunque de modo indirecto, puede influir en su designación.  
Los tres ciudadanos son propuestos por el Consejo Consultivo de Seguridad 
Ciudadana de Guadalajara (CCS), una entidad que no forma parte de la estructura 
de gobierno municipal.33 Es difícil esperar de ellos una actuación independiente si 
observamos la manera en que se integra el órgano que los propone. El CCS, quien 
adolece de una limitación semejante a la que señalé para la CHJ: su diseño no 
propicia una independencia del poder municipal. El presidente del Consejo 
Consultivo es propuesto por el presidente municipal, los representantes vecinales 
que se incluyen son aprobados por el Ayuntamiento y también forman parte de él 
diversos miembros de la administración municipal.  
Aquí no cuestiono si esta es una conformación adecuada para los fines de este 
órgano. Simplemente apunto que si se atiende a su diseño, no hay condiciones para 
que de éste emanen representantes que actúen con independencia frente al 
presidente municipal. 
 En conclusión, resulta difícil esperar una actuación autónoma de la CHJ cuando los 
mismos ciudadanos, incluyendo al ciudadano presidente, son seleccionados con 
procedimientos donde el presidente municipal interviene directa o indirectamente. 
Cuando el presidente designa a los funcionarios miembros de la CHJ, designa al 
secretario técnico y al director de la DAI. Y si bien este último no forma parte de la 
CHJ, es un actor muy importante por ser quien dirige las investigaciones y propone 
los proyectos de resolución de la CHJ.  
A los dos policías los nombra el Director de seguridad. Aun y aceptando que el 
Regidor no fuera del mismo partido del presidente municipal, con este proceso de 
integración y composición de la CHJ es muy improbable que se den las condiciones 
                                                 
33 El Consejo Consultivo de Seguridad Ciudadana de Guadalajara “es un órgano consultivo del 
Ayuntamiento de Guadalajara colegiado, técnico, de evaluación, de opinión, colaboración y 
participación ciudadana, cuyo principal propósito es el de representar a la sociedad tapatía, así como 
establecer las bases para la coordinación y ejecución de las acciones municipales en materia de 
seguridad ciudadana.” (Ver anexo 2. Sobre sus atribuciones). 
(http://www.guadalajara.gob.mx/consejoseguridad/consejo.html).  
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de independencia y autonomía, tan necesarias para realizar una supervisión 
autónoma. 
Las reformas que se hicieron al Reglamento Orgánico del Ayuntamiento del 
Municipio de Guadalajara (ROAMG) en el periodo 1998-2004, con respecto al 
procedimiento de selección de los miembros de la CHJ, el número de sus integrantes 
y de quiénes deberían formar parte de la CHJ, demuestran que en el fondo de estas 
reformas se encontraba el debate acerca del papel que se le otorga al presidente 
municipal para intervenir en la conformación de la CHJ. Asimismo, esas reformas 
registran una tensión entre los esfuerzos por acrecentar la independencia y la 
autonomía de la CHJ y la intención de mantenerla bajo el control del poder político 
municipal y en consecuencia de la estructura de mando de la policía. 
En 1998, el ROAMG preveía que la CHJ se integraría por un Presidente, un 
Secretario, tres elementos de Seguridad Pública y tres ciudadanos. Los tres últimos 
serían propuestos por el CCS, mientras que la designación del resto de los miembros 
tocaba al presidente municipal. Posteriormente, en el 2000 se aprobó una propuesta 
de reforma al ROAMG que modificaba la manera en que serían nombrados los 
integrantes de la CHJ. Esto disminuyó de manera significativa la intervención del 
presidente municipal y en su lugar le otorgaba al Cabildo el poder de aprobar los 
nombramientos de los integrantes de la CHJ. 
Según la reforma del 2000, el Presidente de la CHJ sería nombrado por el Cabildo a 
propuesta del presidente municipal. Además se incluyó el requisito de que quien 
detentará este cargo contara con el título de abogado y con una experiencia mínima 
de tres años en derecho penal y administrativo. La reforma también modificó los 
criterios para ocupar el cargo del Secretario, quien además de ser nombrado por el 
Cabildo, sería director de la DAI.  
Con respecto a los demás integrantes de la CHJ, la reforma citada agregaba la 
inclusión de regidores miembros de las Comisiones Edilicias de Gobernación, 
Justicia, Seguridad Pública, Derechos Humanos y Participación ciudadana. Todos 
ellos serían nombrados por la Comisión correspondiente.  
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En cuanto a la representación ciudadana, ésta pasaba de tres a tener cinco 
ciudadanos elegidos por el Cabildo, ya no la presentaría el presidente, sino las 
asociaciones de vecinos que son la forma de organización y representación de los 
ciudadanos electos en cada colonia y barrio. Finalmente, se modificaba la disposición 
que hacía referencia a los elementos de seguridad pública. El número se reduce a 
uno.  
En la exposición de motivos, al momento que fue aprobada la reforma (diciembre de 
2000), se argumentó lo siguiente: 
V. Debido a que la correcta prestación de la seguridad pública es uno de los 
compromisos más apremiantes de las autoridades, este honorable cabildo ha 
llevado a cabo una serie de reformas a la reglamentación referente a la 
seguridad pública, con la finalidad de combatir a la delincuencia. 
VI. En este sentido, el Honorable Cabildo de Guadalajara aprobó 
anteriormente el reglamento de policía y buen gobierno para el municipio 
de Guadalajara, así como el reglamento interior de la Dirección General de 
Seguridad Pública de Guadalajara, mismo que establece los principios de 
actuación y las obligaciones que los elementos operativos tienen hacia la 
corporación de seguridad pública municipal.  
VII. Sin embargo, aún carecemos de un marco reglamentario que regule y 
vigile la actuación de los elementos operativos de seguridad pública frente a 
la ciudadanía. 
VIII. Es innegable que la carencia de una reglamentación integral que 
establezca las bases para vigilar la actuación de los policías y para 
investigar y sancionar a aquellos que infringen el marco normativo, ha 
ocasionado que la actuación de los órganos municipales responsables 
de tales funciones, no haya sido suficientemente eficaz y eficiente. 
IX. A su vez, esta situación ha dado como resultado que 
lamentablemente, en los últimos años, los abusos por parte de policías 
municipales en contra de la ciudadanía, así como los actos de 
corrupción hayan persistido en la corporación de seguridad pública 
municipal.  
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X. Debido a ello el presente proyecto es trascendente e indispensable, 
ya que pretende subsanar las carencias reglamentarias en la materia, 
con la finalidad de establecer un marco que permita al gobierno 
municipal erradicar los actos de corrupción policial y los abusos en 
contra de la ciudadanía. 
XI. El proyecto de reglamento que se presenta a este Honorable Cabildo 
contempla una nueva integración tanto de la Comisión de Honor y Justicia 
como de la Dirección de Asuntos Internos, y de manera clara establece las 
atribuciones y obligaciones de ambas. Señala con precisión las faltas y 
desarrolla ampliamente el procedimiento que debe seguirse para la 
aplicación de las sanciones. De igual forma, estipula la forma en que 
deberán de llevarse a cabo las sesiones de la Comisión de Honor y Justicia. 
Define los programas que deberán ser instrumentados para prevenir la 
corrupción. Y, por último, contempla la participación social, la integración, las 
atribuciones y obligaciones del Consejo Municipal de Protección Ciudadana. 
Como se puede observar, el espíritu de la reforma iba dirigido a combatir la ineficacia 
y la ineficiencia que caracterizaba en ese momento al sistema de control policial y 
que daba como resultado que persistieran los abusos y la corrupción de la policía.  
Por las razones esgrimidas en la exposición de motivos y por el contenido de las 
reformas, puede aseverarse que tenía la finalidad de mejorar el control de la policía y 
que la estrategia y el medio era implantar las medidas necesarias para disminuir el 
poder con el que contaba el presidente municipal en la designación de los miembros 
de la CHJ y otorgarle al Cabildo un mayor peso en la selección de quienes formarían 
parte de la CHJ. Así mismo, incrementar el número de ciudadanos en la CHJ y evitar 
que el presidente municipal los seleccionara, para ello le daba a las asociaciones de 
vecinos el derecho de elegirlos directamente sin la intervención del presidente.  
Esta reforma contemplaba modificaciones sustanciales con la intención de hacer de 
la CHJ una agencia con mayor autonomía, desvinculada del poder político para que 
respondiera prioritariamente al interés público. Igualmente la reforma era un paso 
hacia la profesionalización al poner el requisito de una formación especializada para 
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el Presidente de la CHJ y sentar la obligación de dedicarse de tiempo completo a las 
funciones de presidente; en correspondencia con ello ganaría un salario. 
Si bien es cierto que bajo el diseño institucional del municipio en México la 
concentración del poder en el presidente municipal es enorme y el Cabildo no tiene la 
fuerza para ser un contrapeso institucional como apunta un estudio:  
“Los presidentes municipales, los regidores y síndicos se eligen (salvo en 
Nayarit) de forma directa, por un sistema electoral mixto que combina 
características de un sistema de mayoría relativa con representación 
proporcional. (…) Esto se traduce en un apoyo mayoritario al presidente 
municipal dentro del cabildo. Lo anterior incide, desde luego, en la calidad de 
la representación política, pero también en el ejercicio de poder: los 
destinatarios de las relaciones internas de rendición de cuentas en los 
ayuntamientos (quienes deberían controlar, vigilar y sancionar a los 
presidentes municipales y a las administraciones locales) han sido electos en 
la misma lista y pertenecen al mismo partido. Por tanto, los incentivos para 
ejercer a cabalidad las funciones de vigilancia y control se diluyen. El 
resultado es un ayuntamiento centralizado en la figura del presidente 
municipal que, por un parte, controla administrativamente al cuerpo 
burocrático y políticamente al cabildo” (Cejudo y Ríos Cázares: 2010). 
Las reformas del 2000 significaban un avance importante al incrementar el número 
de ciudadanos y evitar que el presidente municipal los propusiera, y al transferirle al 
Cabildo el poder de aprobar los nombramientos. Aunque limitado, el Cabildo 
representa la pluralidad política municipal, al darle un mayor peso al cuerpo edilicio 
se disminuía la intervención del presidente municipal en la designación de los 
integrantes de la comisión, incrementándose así las posibilidades de una supervisión 
autónoma. Con todo y sus limitaciones la reforma iba en la dirección correcta y 
significaba un avance importante en la búsqueda de la autonomía. 
Sin embargo, con el cambio de gobierno la batalla entre autonomía y dependencia 
continúa. La reforma alcanzada en el 2000 fue desechada y se implementaron 
nuevas reformas que restauraron el modelo anterior de la CHJ. Por un lado se 
eliminaron los requisitos académicos y de experiencia laboral en la determinación del 
cargo del Presidente de la CHJ. Más importante aún, se descartó la vía de 
nombramiento del Presidente por el Cabildo, se quitó la atribución de las 
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asociaciones vecinales para proponer a los ciudadanos de la CHJ y se redujo el 
número, volviendo al método anterior para seleccionarlos y donde se facultaba al 
Cabildo para nombrar a los integrantes de la CHJ, se sustituyó el termino Cabildo por 
el de “Ayuntamiento”, lo que devolvió al presidente municipal la posibilidad de 
intervenir en la integración y conformación de la CHJ.  
Los requisitos profesionales y de experiencia laboral se trasladaron al cargo del 
Secretario, quien a su vez sería ya no el director de la DAI nombrado por el cabildo 
(como se estipulaba en la reforma del 2000), sino el Secretario Técnico del CCS.  
Con respecto a los demás integrantes, se mantienen las reformas del 2000, excepto 
en el caso de los ciudadanos, que como se dijo antes éstos pasan de ser cinco a ser 
nuevamente tres, tal como preveía el ROAMG en 1998. Dichos ciudadanos serían 
elegidos como lo disponía el ROAMG antes de la reforma del 2000, por el CCS y ya 
no por el cabildo a propuesta de las asociaciones de vecinos.  
Cabe resaltar que en la actualidad la estructura básica que se implementó tras 
desechar la reforma del 2000 permanece. El reglamento actual (reformado en 2005) 
dispone que el Presidente de la CHJ “deberá contar con conocimiento en el área de 
seguridad pública…su cargo será honorífico…y será nombrado por el Ayuntamiento 
a propuesta del Presidente Municipal” (Art. 7°, I). Por su parte, el Secretario Técnico 
“será designado por el Ayuntamiento a propuesta del Presidente Municipal, quien 
debe contar con título profesional de abogado o licenciado en derecho y tener una 
experiencia mínima de 2 años en derecho penal y administrativo. Dicho cargo será 
remunerado” (Art 7°, II).  
Sin embargo, la parte que sufre mayor modificación es la de los regidores. El actual 
reglamento señala que la CHJ contará con un Regidor, el cual deberá ser miembro y 
nombrado por la Comisión Edilicia de Seguridad Pública y Prevención Social. El 
cargo de los tres ciudadanos permanece igual, es decir, serán propuestos por el CCS 
y sus cargos serán honoríficos. Finalmente permanece la disposición relativa a la 
existencia de dos miembros de la DGSPG (Art 7°, III-V). 
La injerencia que sigue teniendo el presidente municipal en la integración del CHJ 
hace que este cuerpo esté normativa y fácticamente sometido al ejecutivo municipal. 
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 181
El método de nombramiento de sus integrantes merma las garantías para que la CHJ 
pueda ejercer sus labores de manera autónoma. 
El diseño institucional del sistema de control de la policía vigente en Guadalajara en 
el 2003, supone que para un efectivo control de la policía es suficiente con tener un 
órgano emanado fundamentalmente de la estructura de mando de la policía 
municipal. Se trata de un diseño en el que la instancia sujeta a vigilancia designa a 
sus propios vigilantes. Es irrelevante si éstos son empleados del Ayuntamiento o 
ciudadanos honorarios, lo determinante es si son seleccionados mediante un 
proceso que los empodere para tener autonomía y si el órgano cuenta con las 
facultades para actuar sin interferencias por parte de quienes serán supervisados.  
Por todo lo expuesto concluyo que por el proceso de selección y por su conformación 
interna, la CHJ de Guadalajara tiene una condición de dependencia del ejecutivo 
municipal y por intermedio de él, también del director de la policía, que impide la 
autonomía imprescindible para cumplir el papel de órgano de supervisión. Por lo que 
respecta al proceso de integración y por la composición de sus integrantes, la CHJ y 
la DAI son órganos de control interno aun y cuando en su seno participen 
ciudadanos. Y en el mejor de los casos, aceptando que la CHJ no participara en la 
investigación, situación que no es real, y que supervisa y vigila a la DAI en su trabajo 
investigativo, la CHJ sólo tendría el carácter de órgano de vigilancia interno y no de 
órgano autónomo de supervisión.  
Expliqué en páginas anteriores, que no se trata excluir, menospreciar o descartar la 
necesidad de los órganos de control interno. Como se dijo, éstos son necesarios e 
indispensables, pero son insuficientes para el control efectivo de las conductas 
indebidas de la policía. Reconozco en la configuración del diseño de Guadalajara un 
intento por incorporar la función de la supervisión externa por medio de la presencia 
ciudadana. Sin desconocer que ello es un avance en comparación con otras 
corporaciones de seguridad en México, resulta insuficiente y es un intento fallido para 
atender la exigencia de la supervisión autónoma. 
Como se señaló antes, la dependencia del órgano superior respecto de alguna 
autoridad, abre la posibilidad a su cooptación en el contexto de un complejo 
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entramado de intereses que puede estar en contra incluso de sus objetivos y del 
interés público.  
El hecho de que la selección y la conformación (número y características de sus 
integrantes) favorezcan la dependencia y no la autonomía, de seguro impacta 
negativamente en los otros atributos establecidos como necesarios para que la CHJ 
cumpla con la función de supervisión. No obstante esta aclaración, analizaré si el 
diseño institucional tiene los otros atributos, y si así fuese, en qué medida pueden 
verse afectados por las fallas detectadas en el proceso de selección y conformación 
de los integrantes de la CHJ.  
2.4.3. Competencias profesionales 
 En términos de competencias profesionales, se observa que solamente para tres de 
los ocho elementos de la CHJ se requiere una formación especializada: El Secretario 
Técnico debe ser abogado titulado y con experiencia en el derecho penal y 
administrativo y el cargo de los dos miembros de la DGSPG hace suponer que se 
trata de gente con formación policial.  
Se estipula también que el Presidente de la CHJ debe tener “conocimientos del área 
de seguridad”, y se menciona que el Regidor debe ser miembro de la Comisión 
Edilicia de Seguridad Pública, pero no se precisan sus calificaciones con mayor 
detalle. Por último, nada se especifica del perfil profesional de los ciudadanos.  
En materia de competencias, la CHJ es un cuerpo que conjunta tanto a personal, al 
que se le exige una formación especializada en la materia, como a otros para 
quienes las exigencias son más bien ambiguas. Aunque la especificación de tales 
exigencias para algunos de sus miembros podría darle cierto margen profesional, se 
nota que sólo uno de sus integrantes es remunerado por estas funciones. Hay cuatro 
miembros con un carácter honorario y otros tres que guardan una relación laboral 
con otra instancia administrativa del Ayuntamiento. De todo ello podemos deducir 
que los miembros honorarios de la CHJ no comprenden a su labor en la institución 
como una actividad profesional de tiempo completo.  
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Por ello, puedo concluir que la sanción de la conducta indebida no está en manos de 
un cuerpo profesional, porque a la mayoría de sus integrantes, cinco de ocho, no se 
les exige un perfil profesional adecuado a la tarea y cuatro miembros son honorarios. 
Y como es frecuente en los cargos honorarios en México, sólo destinan sus tiempos 
libres o residuales a las tareas de la CHJ. 
Al analizar las instancias que la normatividad señala para detectar, investigar y 
sancionar la conducta indebida, encontré que en términos de permanencia sí hay 
entidades facultadas para realizar dichas actividades. Sin embargo, en términos del 
carácter profesional de las instancias encargadas de ese procesamiento se 
encuentra una deficiencia. Esto porque una fase del proceso, la resolución y 
determinación de sanciones, está en manos de una entidad que no cumple 
satisfactoriamente el atributo de ser profesional, pues los requisitos exigidos para la 
mayoría de sus integrantes no consideran una formación especializada y cuatro de 
ellos no se dedican de tiempo completo a esa tarea. 
Por lo expuesto en los dos puntos: selección y conformación de la CHJ y el carácter 
profesional de sus miembros, el saldo es negativo. La supervisión autónoma de la 
CHJ es prácticamente imposible si sus miembros se seleccionan mediante procesos 
en donde intervienen los entes que serán supervisados y si sus integrantes no 
cuentan con una formación especializada, ni con la dedicación de tiempo completo 
que exige una tarea tan compleja y difícil. 
2.4.4. Receptividad 
La receptividad implica que al órgano supervisor se le confieren las atribuciones para 
acceder de manera efectiva a toda la información que el órgano policial genera en el 
tratamiento de las quejas. Es decir, esas atribuciones legales implican que no tiene 
restricciones para conocer todas las quejas que se presentan contra la policía y toda 
la información que se genera en el procesamiento de las mismas.  
En lo referente a receptividad, el Reglamento establece como atribución de la CHJ: 
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II.- Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos realice de forma profesional 
e imparcial las investigaciones correspondientes dentro de la esfera de su 
competencia. 
III. Vigilar que la Dirección de Asuntos Internos y Jurídicos integre y le envíe 
en tiempo y forma los proyectos de resolución de los procedimientos 
instaurados. (Artículo 8, Fracciones II y III). 
De ello podría inferir que tal componente sí queda nominalmente cumplido, pues no 
menciona ninguna limitación para conocer los expedientes y si junto con los 
proyectos de resolución se anexan los expedientes completos de cada queja. No 
estaría mal que el Reglamento agregara esta condición en forma explícita, para no 
dar pie a que sólo se envíen proyectos de resolución, pues ello evitaría conocer la 
información completa, condición imprescindible para resolver un caso de manera 
objetiva. Si únicamente se envían los proyectos de resolución sin los expedientes, el 
atributo de la capacidad receptiva no se cumpliría. 
Es pertinente hacer la acotación de la importancia que tiene la definición del 
contenido de los expedientes, en especial lo relacionado con la información acerca 
de la conducta de la policía que constituye un probable delito. Si bien el tema de qué 
hacer frente a los delitos de la policía, de si se investigan y por ende se registran y 
clasifican, es parte del punto de las responsabilidades de la policía, aquí trasciende 
lo que allá se decida. Si se aprueba que el sistema de control debe procesar los 
delitos de la policía, aun y cuando sólo lo haga para saber si hay o no un probable 
delito y canalizarlo al MP, los expedientes deben contener la información al respecto. 
Volveré de nuevo a este tema cuando se analice el tema de la información pública 
que debe generar el sistema de control.  
2.4.5. Capacidad investigativa 
En cuanto a la capacidad investigadora, el Reglamento señala como atribución de la 
DAI: 
II.- Recibir e investigar en coordinación con la Comisión de Honor y Justicia 
los asuntos que se susciten con motivo de las faltas y violaciones a los 
principios y obligaciones que tienen los elementos de la Dirección General de 
Seguridad Pública de Guadalajara frente a la sociedad, cuando la queja 
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provenga de los ciudadanos, se lesionen los derechos de estos; cuando se 
tenga conocimiento por cualquier medio de la comisión de algún ilícito por 
parte de los elementos operativos, o se infrinjan las disposiciones contenidas 
en el presente reglamento y demás ordenamientos aplicables. (Artículo 10, 
Fracción II). 
Ello le da a la CHJ la atribución de investigar en “coordinación” con el órgano de 
control interno, pero en sus facultades específicas no se menciona la de investigar o 
allegarse información de manera independiente. El significado del término 
“coordinación” no queda especificado. Al describir el procedimiento que debe 
seguirse para la integración de una propuesta de resolución, nuevamente aparece el 
término, pues se establece que el Presidente de la CHJ establecerá las líneas de 
investigación, en coordinación con la DAI.  
Sin embargo, ese artículo menciona que es la DAI quien realiza todas las 
averiguaciones y diligencias para reunir la información de cada caso. Tampoco se 
menciona, en ningún momento, si una vez que ha recibido un expediente integrado, 
la CHJ puede recopilar la información adicional que considere relevante. Menos aún 
se especifican los recursos, humanos y materiales, con los que podría contar para 
hacer sus propias investigaciones.  
En resumen, la capacidad investigadora se limita a determinar las líneas de 
investigación que seguirá la DAI, pero nada se dice de la posibilidad de un proceso 
investigativo paralelo o posterior por cuenta propia. Aun y cuando la CHJ 
seleccionara en forma adecuada a sus miembros y contara con personal profesional 
dedicado de tiempo completo, no tendría la facultad de realizar investigaciones por 
su cuenta. Lo cual es uno de los puntos en donde se materializa su capacidad de 
supervisar y un recurso para contar con información de primera mano, cuando 
considere que es necesaria para cumplir su función.  
Aquí nuevamente se pone en juego su autonomía y por ende su capacidad de 
supervisión. Porque sin tener la posibilidad de, cuando lo juzgue necesario, allegarse 
de información de primera mano, su trabajo queda a expensas de la información que 
le otorgue la DAI, un órgano interno que por definición está subordinado a la 
estructura de mando de la policía.  
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2.4.6. Carácter profesional de los órganos de control 
El siguiente elemento para garantizar la autonomía del órgano de supervisión debe 
ser su carácter profesional. Al respecto, se tienen que considerar los condicionantes 
negativos que emanan del marco normativo. Si bien existen disposiciones claras 
acerca del perfil que debe cubrir el personal de la DAI –pasantes de derecho para 
quienes reciben las quejas e inician los procedimientos y licenciados en derecho para 
aquellos que realizarán las investigaciones e intervendrán en las audiencias-, el 
Reglamento dispone solamente en tres casos de los miembros de la CHJ el requisito 
de contar con formación especializada: El secretario técnico requiere ser abogado 
titulado y con experiencia en derecho penal y de los miembros provenientes de la 
DGSPG, por este solo hecho se esperaría un perfil con formación policial. 
Asimismo se establece que el Presidente de la CHJ deberá tener “conocimientos del 
área de seguridad”, y que el Regidor designado debe pertenecer a la Comisión de 
Seguridad Pública, sin que esto de mayor garantía de la competencia profesional de 
estos miembros. Aunado a esta escasa definición de perfiles para los miembros de la 
CHJ, se debe tener en cuenta la naturaleza no remunerada del encargo de siete de 
sus ocho integrantes. Esto implica que el tiempo de dedicación de estos miembros a 
las labores de la CHJ no sean su prioridad, al no ser una actividad remunerada.  
Esto tiene una alta posibilidad de incidencia negativa en general en la calidad y en la 
dedicación a las labores de la CHJ, que puede resultar en un mínimo ejercicio de las 
facultades, en una escasa participación en las actividades institucionales y en un 
desinterés por el trabajo del órgano. No se debe dejar pasar que el carácter 
profesional debe entenderse como la suma de la formación pertinente y la 
experiencia, como elementos mínimos indispensables para el adecuado 
cumplimiento de las funciones de control. Incluso se debería contemplar como un 
valor agregado, el que se dispusiera la obligación de los miembros del órgano de 
control de actualizarse permanentemente en materia penal y administrativa. 
Es necesario mencionar que existen opiniones en el sentido de que la naturaleza 
honorífica de los cargos en los órganos de control es un factor que contribuye a 
fomentar que quienes los ocupan lo hagan en aras del bien común y no con la 
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intención de percibir un salario. Sin embargo, considero que una remuneración 
acorde a la responsabilidad que tienen, al atender los casos de probables conductas 
irregulares de la policía, es un elemento que influye de manera positiva, siempre que 
el proceso de integración e incluso las posibilidades de remoción, estén diseñadas 
de tal manera que no permitan la injerencia de actores interesados. 
En la delicada tarea del órgano de control, las deficiencias profesionales pueden ser 
determinantes, pues he señalado que uno de los objetivos de la supervisión es crear 
y sustentar un juicio general y recomendaciones sobre la manera en que el órgano 
interno está tratando la conducta indebida, lo que demanda mayor conocimiento de 
la función policial y administrativa.  
Aunque la CHJ tuviera la autonomía que emerge de procesos de selección sin 
injerencia y de una composición adecuada para mantener una distancia con respecto 
al presidente municipal y el director de la policía, si no tiene competencia profesional, 
los conocimientos, no podrá ejercer esa facultad de supervisión.  
A manera de cierre en cuanto a este componente, es posible afirmar que la CHJ es 
un órgano de control interno que no cuenta con personal profesional, ni siquiera para 
cumplir satisfactoriamente con su función de control interno. Sólo la DAI cumple con 
el punto de exigir un perfil técnico profesional propio para cumplir su función, aun 
cuando es necesario considerar las distintas limitaciones que tiene en general el 
órgano de control.  
2.4.7. Capacidad de juicio 
En este rubro, al contrastarlo con el modelo de RdC policial, da cuenta de una falla 
estructural del diseño institucional, similar en su naturaleza a la que encontré en el 
atributo de complementariedad, referido párrafos más adelante.  
Como se estableció antes, en el modelo de RdC policial este componente tiene que 
ver con la capacidad del órgano de autónomo de supervisión para emitir resoluciones 
con carácter vinculante para todas las instancias internas de control. Esto se traduce 
en el que, según el supuesto básico para la operacionalización del componente de 
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juicio, es la existencia de las dos instancias del modelo, es decir, el órgano interno de 
control y el órgano autónomo de supervisión.  
Si bien he efectuado un abordaje del modelo de órgano de control de Guadalajara, 
que se orienta a verificar si con su diseño es posible encontrar una correspondencia 
con el modelo de RdC policial, en el componente de juicio esta tarea se dificulta 
significativamente. Aun cuando la CHJ tiene la atribución reglamentaria de vigilar la 
forma en que la DAI realiza sus investigaciones, así como aspectos formales de su 
conducción y presentación, no tiene el sustento para poder efectuar una valoración y 
una eventual resolución sobre la manera como la DAI se desempeña, 
particularmente en lo que toca a su labor vista en conjunto y de manera integral.  
Al no diferenciarse las secuencias de atención a las conductas irregulares de la 
policía, cuyo término estaría determinado por una resolución revisable por la CHJ, se 
está ante dos instancias que participan de un solo proceso.  
La capacidad de juicio de la CHJ se ve limitada por el hecho de que ni siquiera puede 
evaluar como órgano externo el ciclo completo de control (recepción, investigación, 
resolución). En tanto que el resultado de la actuación de la DAI es un proyecto de 
resolución que eventualmente será sancionado por la CHJ, lo que convierte entonces 
el proceso en una suerte de auto revisión, en la que la CHJ valoraría un proceso 
incompleto y tendría que emitir un juicio sobre su propia decisión, plasmada en la 
resolución aprobada. Todo ello se aleja de la noción de revisión que se asocia a la 
capacidad de juicio. 
2.4.8. Suficiencia financiera 
En términos de la suficiencia financiera, el Reglamento no es explícito en cuanto a la 
dotación de recursos. Sin embargo, se destacó que la gran mayoría de los miembros 
ocupan un cargo de manera honorífica, y en ninguna disposición del Reglamento se 
menciona que cuenten con la posibilidad de contratar un equipo de respaldo.  
Aunque no me es posible valorar plenamente este componente de la dimensión, con 
la información que se expresa en la normatividad, supongo que al no dotársele 
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explícitamente de recursos sus posibilidades de implementar labores por su cuenta, 
basadas en el manejo propio de un presupuesto, son limitadas.  
Un órgano de control de la policía, interno o autónomo, requiere personal competente 
y de tiempo completo. Para ello se requiere el recurso necesario para otorgarles un 
sueldo y con base en ello exigir un perfil competente para ocupar un cargo en estos 
órganos y una dedicación completa. Para el órgano supervisor contar con los 
recursos propios es una condicionante para la autonomía de gestión. Para tener los 
elementos con capacidad técnica y con el tiempo necesario para realizar, en caso 
necesario, investigación por su cuenta y revisar las efectuadas por las instancias 
internas.  
La CHJ necesitaría más recursos económicos si quisiera tener al personal idóneo 
para cumplir su función. En efecto, la DAI al tener personal que recibe un salario, con 
un personal técnico y dedicado de tiempo completo, es un aporte en ese sentido. No 
obstante, resulta insuficiente y poco coherente que la investigación la realice un 
personal profesional y que quienes deben supervisarla, y sobre todo quienes deciden 
si el acusado es inocente o no, sean personas sin el perfil profesional y la dedicación 
necesaria.  
El enorme riesgo es que la CHJ ni siquiera cuente con el tiempo para leer los 
expedientes y menos con los conocimientos para estudiar y evaluar las 
investigaciones de la DAI. Evidentemente esto condiciona un franco deterioro en la 
capacidad real de efectuar investigaciones profesionales, fundamentadas e 
imparciales sobre la función policial. 
Tras esta revisión de todos los componentes del atributo de la autonomía, regreso a 
la pregunta de si la CHJ representa un órgano supervisor de la actividad que realiza 
la DAI. Las deficiencias en su forma de selección y composición de sus integrantes, 
su falta de capacidad investigadora y su limitado carácter profesional, me permiten 
responder con una negativa.  
El trabajo que realiza la DAI no está sometido a una auténtica supervisión por un 
órgano autónomo, porque quien realiza la revisión no es una entidad adecuada para 
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tal fin. Primero, por ser a su vez parte del proceso de investigación. Y segundo, por 
no salvaguardar los atributos para una supervisión válida. 
Ahora bien, habré de recordar lo busco: si todo el trabajo de investigación y sanción 
de la conducta delictiva de la policía, realizado por el órgano interno, es objeto de 
supervisión. En este caso, ese procesamiento corresponde a dos instancias: una que 
detecta, investiga y propone una resolución y otra que parcialmente participa en la 
investigación y resuelve. La primera de ellas, la DAI, según el Reglamento, está 
sometida a vigilancia, por parte de la CHJ.  
No obstante, como se demostró en el mejor de los supuestos, esa vigilancia 
correspondería a una vigilancia parcial propia de un órgano interno con enormes 
limitaciones, entre las cuales destaca la falta de profesionalismo de la CHJ. Pero aun 
cuando se aceptara que la CHJ no fuera participe del proceso interno de control, no 
reúne los atributos para ser considerado un órgano autónomo de supervisión, 
indispensable para favorecer la RdC de los delitos policiales.  
La normatividad no señala en ningún momento un responsable de revisar que las 
resoluciones y sanciones a las que llega la CHJ en los casos que atiende sean 
adecuadas. Es decir, aceptando sin conceder que existiera la supervisión autónoma 
de la etapa de investigación, una parte del proceso, la sanción, no es supervisada. 
Por todo ello, es posible afirmar que el diseño institucional de los órganos de control 
de Guadalajara no cuenta con una instancia que realice una supervisión autónoma 
del trabajo del órgano interno, que en este caso son dos órganos internos: CHJ y 
DAI. Desde el punto de vista de sus funciones y su vinculación con la estructura de 
mando de la policía del Ayuntamiento, esas dos instancias pueden muy bien ser 
consideradas de naturaleza interna, con deficiencias importantes. 
En consecuencia, en lo tocante a los órganos de control, el diseño institucional de 
Guadalajara, se puede decir que falla al no contar con un órgano de supervisión y al 
tener órganos internos con deficiencias. La CHJ es en realidad un órgano interno con 
las funciones propias de investigación y sanción de esos órganos, mezcladas con 
algunas atribuciones que corresponden a un órgano de vigilancia interno.  
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La naturaleza de la CHJ es ambigua y contradictoria, ni es un órgano interno de 
investigación de la conducta policial, pues se le atribuyen funciones de vigilancia, ni 
tampoco es en sentido estricto un órgano de vigilancia interna, porque incorpora en 
su seno a ciudadanos. Menos aun es un órgano de supervisión con todo y que 
incorpore en su seno a ciudadanos.  
El diseño institucional de órganos de control de Guadalajara, visto desde la 
perspectiva del modelo de RdC policial, ni logra consolidar un buen órgano interno, ni 
consigue construir un órgano de supervisión. Para salir de esa situación, en el diseño 
institucional de los órganos de control de la policía se debe reconocer claramente la 
necesidad del órgano de supervisión y diferenciarlo de los internos. 
 En los términos conceptuales de la responsabilización policial, se puede decir que el 
sistema de control existente en el Ayuntamiento de Guadalajara, durante el 2003, 
representa una variación de los llamados órganos de control interno. 
La conclusión central de esta sección es que no hay una supervisión institucional al 
trabajo de los órganos internos. La función policial, como actividad municipal, queda 
solamente bajo “autovigilancia”.  
Para terminar este capítulo, abordaré la dimensión de la generación de información 
válida. Luego de ver las deficiencias mencionadas hasta ahora, ésta puede resultar 
de una relevancia adicional. Pues en caso de que el diseño institucional estableciera 
las condiciones para generar información valida y transparente, la vigilancia a los 
órgano internos podría darse desde la ciudadanía; quien gracias a la información, 
podría darse cuenta de la manera en que actúa el cuerpo policial y la efectividad del 
trabajo de los órganos de control.  
2.4.9. Complementariedad 
En cuanto al atributo de Complementariedad, del análisis al órgano de control de 
Guadalajara, se tiene que en este rubro se expresa una falla estructural a la luz del 
modelo de RdC policial. El núcleo de este atributo radica en la existencia 
diferenciada de dos tipos de órganos de control, el interno y el autónomo supervisor. 
Esta dupla de entidades permite que, a través de funciones diferenciadas y sin 
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interferencias, se establezca un marco integral de control sobre la conducta policial. 
El órgano interno de control se encarga en este contexto, de recibir las denuncias, 
clasificarlas y tramitarlas de acuerdo con su naturaleza, en la búsqueda de sancionar 
las conductas irregulares de los policías. 
Por su parte, el órgano autónomo de supervisión se encarga de la vigilancia sobre la 
actuación del órgano interno, de la revisión de sus resoluciones y de sus 
actuaciones, pudiendo en este sentido incidir sobre el sentido y alcance de las 
mismas e incluso iniciar investigaciones por cuenta propia. En el caso del órgano de 
control de Guadalajara, la ausencia de dos órganos diversos hace que no se pueda 
atribuir la existencia de complementariedad, en el sentido que se enuncia en el 
modelo de RdC policial.   
2.4.10. Generación de información valida y transparente 
Por último se señala la dimensión de la generación de información válida y 
transparente. En este apartado, la pregunta que quiero responder es si el diseño 
institucional de los órganos de control policial de Guadalajara es adecuado para la 
generación de información pública válida sobre el manejo de los delitos policiales.  
En mi propuesta de un modelo de RdC de los delitos policiales menciono que el 
sistema de control cumpliría satisfactoriamente con este requisito si, además de 
informar de cuántas quejas recibieron, señala qué tipo de ilícito contenían y cuáles 
fueron las sanciones o resoluciones emitidas, en especial que señalen, dentro del 
total de quejas recibidas, cuántas corresponden a un delito, de qué tipo, y si se 
presentó denuncia ante el MP. Dado que existe la obligación de denunciar, debería 
resultar coincidencia entre el número de delitos conocidos y el de denunciados.  
De acuerdo con mi concepción de diseño institucional, que habla del establecimiento 
de la normatividad que señala el papel y posición de los actores para el cumplimiento 
de un fin, puntualizo que un adecuado diseño institucional debe establecer quiénes 
son los responsables de informar, qué información deben transmitir y cuáles son los 
procedimientos para conseguirlo. Ahora se observa qué dice al respecto la 
normatividad en este caso de estudio. 
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Al establecer las atribuciones de los órganos de control, el citado Reglamento 
menciona que la CHJ debe: 
Informar bimestralmente al Ayuntamiento de las actividades y 
estadísticas que den cuenta de su desempeño (Artículo 8°, Fracción 
VIII). 
Mientras que corresponde a la DAI:  
Comunicar a las diversas corporaciones policiales del Estado y la 
República, según lo previsto por la Ley General que Establece las 
Bases para la Coordinación en Materia de Seguridad Pública, las 
resoluciones en las que la sanción impuesta al elemento de policía sea 
la destitución.  
Informar al Presidente Municipal y al Director General de Seguridad 
Pública, las resoluciones emitidas (Artículo 10, Fracciones VIII y IX). 
Aquí queda definida la responsabilidad de generar y transmitir información. Nótese 
que los destinatarios de esa información están puntualizados y no abarcan al público 
en general. Ello podría verse como un incumplimiento del atributo de apertura de la 
información. Sin embargo, en tanto hay una obligación señalada de liberar la 
información de su actuar ante un órgano de representación de los ciudadanos, el 
Ayuntamiento, se podría decir que existe cierta publicidad.  
Ahora bien, con lo visto hasta ahora no queda claramente especificado si la 
normatividad es suficiente para que esta información que se libera cumpla con el 
atributo de la validez, pues no se establece con precisión un canal para dar 
respuestas a las preguntas básicas de la RdC policial. Una posibilidad para que esto 
suceda puede ser la responsabilidad que se le da a la CHJ en la Fracción VIII que se 
señaló en la penúltima cita. Concediendo que ese “informe de las actividades y 
estadísticas que den cuenta de su desempeño” sea el canal adecuado, evaluaré 
ahora si cuenta con los mecanismos para cumplir con los atributos de la validez y 
transparencia.  
Para que los órganos de control informen sobre las conductas irregulares que les han 
sido reportadas y el tratamiento que les han dado, deben contar con un instrumento 
que, al reportar la información, permita saber en qué consistieron dichas conductas. 
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Tal instrumento requiere de un sistema de clasificación de las conductas indebidas, 
que permita dilucidar si los hechos que se reportan en quejas ciudadanas dan cuenta 
de que los miembros de la tropa incurrieron en un comportamiento indebido y contra 
qué principios o bienes atentaron con el mismo. Nuestro reglamento de referencia 
brinda dicho sistema de clasificación, al definir lo que se considera como falta, 
dedicando a la cuestión el Artículo 13, que se reprodujo íntegro en la sección de 
responsabilidad jurídica en páginas previas.  
Suponiendo que los informes que la CHJ brinda al Ayuntamiento emplean este 
sistema de clasificación, se estaría ante la liberación de información sobre la 
conducta policial indebida. Sin embargo, esta información no cumpliría los atributos 
de validez.  
En un trabajo previo (Rodríguez, 2008) analicé este sistema de clasificación y mostré 
sus limitaciones como instrumento cognitivo. Ahora señalaré nuevamente que un 
sistema de clasificación como el anterior es suficiente sólo para decirnos cuántas de 
las quejas que se recibieron se referían a una conducta indebida, pero resulta 
insuficiente para reportar cuántas de las conductas indebidas son delitos. Para 
conocer tal dato, se requeriría un sistema de clasificación que diferenciara las faltas 
de los delitos.  
Dado que, a diferencia de la clasificación de las faltas, la clasificación de los delitos 
no es una facultad de los órganos de control y se encuentra ya previamente calibrada 
y legitimada en el CPEJ, un instrumento de información válido para responder las 
preguntas en cuestión (cuántos y qué tipos de delitos se reportaron en las quejas) 
debe especificar cuáles de las faltas son también presuntos delitos. Es decir, emplear 
un sistema de clasificación que dé cuenta de la doble naturaleza de ciertas 
conductas indebidas -compaginando ambas clasificaciones- y especifique los 
comportamientos a los que puede imputarse solamente una responsabilidad 
administrativa (como falta) y a los que además de dicha responsabilidad se les puede 
imputar una penal (como delito).  
En la normatividad del Ayuntamiento de Guadalajara se carece de esta 
especificación de las conductas irregulares que cumplen el carácter de doble 
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naturaleza (ser falta y delito). Por lo que la catalogación de la conducta a partir del 
listado de faltas del Artículo 13 puede ocultar su gravedad: quien desconozca el 
sistema de clasificación de los delitos (Código Penal) no sabrá qué conductas de las 
que fueron reportadas mediante quejas ante los órganos de control y fueron 
clasificadas como faltas, debieron ser también denunciadas al MP por estas 
instancias. 
Bajo este esquema, la información sobre la clasificación del comportamiento indebido 
resulta opaca en lugar de transparente, oculta lo que debe informar, a saber: qué 
conductas irregulares son presuntos delitos. 
Por último, para responder a cabalidad a las preguntas sobre la RdC policial, los 
órganos de control deben llevar un registro numérico que reporte cuántas conductas 
fueron efectivamente denunciadas ante el MP. Si cumple su función de denunciar, el 
número reportado de ese listado debe coincidir con el número de conductas con 
doble naturaleza de su cuantificación, o, si aceptamos los delitos puros -que no son 
faltas-, sumar los actos de doble naturaleza y los que son sólo delitos. Esto sería un 
indicador de que todo presunto delito que fue de su conocimiento, fue denunciado. 
La normatividad estudiada no dice nada a este respecto, pues más allá de la 
obligación de denunciar los presuntos delitos de los que se tenga conocimiento, no 
se especifica una obligación de informar públicamente sobre esas denuncias. Como 
se notó, tampoco se particulariza sobre el tema al hablar de la información, sobre su 
desempeño que dan los órganos de control, ni se mencionan en los reglamentos los 
mecanismos o instrumentos para que ello se consiga.  
Por lo anterior, concluyo que el diseño institucional para el control policial del caso 
que estudio, el de sistema de control de Guadalajara, muestra insuficiencias en la 
dimensión de la información, mismas que son básicamente fruto de falta de precisión 
de los instrumentos. Aunque define para la entidad la responsabilidad de informar, no 
crea los mecanismos para que la información generada cumpla con los atributos de 
validez y transparencia respecto a la RdC de los delitos policiales. Tal como quedan 
especificadas las atribuciones y obligaciones, las preguntas sobre cuántos y cuáles 
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presuntos delitos policiales conocieron los órganos de control, no tienen canales 
claros y definidos para ser respondidas.  
Una vigilancia social, llevada a cabo por actores ajenos al sistema, no encuentra 
entonces las condiciones para existir, pues un ciudadano que sólo sepa qué faltas 
cometió la policía no cuenta con los elementos para determinar, de forma rápida y 
precisa, cuándo se incurrió en delitos y cuándo el órgano de control incumplió su 
función de denuncia.  
Como se señaló en el inicio de este apartado, los elementos que se proponen en el 
modelo de RdC policial de los delitos, no pueden entenderse sino de manera integral. 
El edificio normativo y el diseño institucional deben atender a un desarrollo sólido y 
consistente entre todos sus elementos constitutivos, que minimice al máximo posible 
las brechas o resquicios que posibiliten la ineficacia en el control de la actuación de 
los servidores públicos. 
En el rubro de la configuración para el control, es claro que la integración y selección 
de sus integrantes no puede escindirse de la noción de autonomía. Sin embargo, al 
mismo tiempo, la autonomía incluso puede no resultar suficiente para garantizar 
resultados efectivos en el control de las conductas de los policías, si es debilitada 
directa o indirectamente por deficiencias o carencias en la estructuración de los 
demás elementos del modelo.  
En el caso que se ha abordado, la dependencia estructural respecto del presidente 
municipal, expresa la necesidad de dotar al órgano de control de un diseño que lo 
proteja de manera adecuada de las influencias externas. No obstante, eventualmente 
una deficiencia en algún otro aspecto, por ejemplo, en el de las competencias 
profesionales, resultaría también en una falla sistémica en la operación del modelo 
de RdC. Lo anterior porque aun cuando se diseñara al órgano de control de manera 
que se minimizara el riesgo de injerencia por parte de los supervisados o de otras 
entidades, la deficiencia en el mandato que regule las características de formación y 
competencias de los integrantes del órgano, se traduciría necesariamente en la 
erosión de su actuación. 
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En dicha actuación se requiere de un ejercicio profesional en un sentido amplio, que 
tiene que ver con el capital humano, sus características, su formación, aptitudes y 
disposición, todos estos rasgos que son definitorios en cuanto a la capacidad del 
órgano de control de cumplir adecuadamente con sus fines.  
En este contexto, en el caso revisado, es evidente la necesidad de mejorar los 
dispositivos normativos que atañen a la cuestión de las competencias profesionales 
en el órgano de control, para establecer, a través de la generación de políticas y 
estrategias, las condiciones pertinentes para la existencia de un cuerpo profesional 
de servidores públicos a su interior.  
Quiero recalcar que, hasta este punto, se ha reflejado nítidamente la necesidad de 
pensar al modelo de RdC desde una perspectiva integral, en la cual tanto los aciertos 
como las fallas y los riesgos, dependen de todos los elementos que lo componen.  
Ahora bien, al revisar lo relativo a la receptividad, como componente del modelo, es 
posible apreciar de manera clara el riesgo inherente a una deficiente conformación 
del órgano de control, a la luz del modelo de RdC que se propone. En este sentido, si 
bien puede incluso existir la disposición normativa que dote al órgano de control de 
las facultades para conocer de las quejas presentadas en contra de la actuación de 
la policía, no se debe dejar pasar inadvertida la posibilidad de que las deficiencias en 
la integración y selección y en las competencias de sus integrantes tenga un impacto 
negativo en su eficiencia.  
La receptividad no depende únicamente de que el órgano reciba la información de 
las quejas, sino de cómo es que se recibe dicha información (de manera oportuna, 
completa, exhaustiva) y de cómo la misma es usada para resolver. Así, una carencia 
de autonomía de los integrantes del órgano de control puede incidir con facilidad en 
la complacencia ante información incompleta o incorrectamente clasificada. Al igual 
que sucedería con la ausencia de profesionalización de dichos integrantes, que de 
igual manera podría resultar en un poco riguroso y poco competente procesamiento 
de la información relativa a las quejas recibidas.  
Dentro del mismo escenario de integralidad, se tendría a la capacidad investigativa. 
En la revisión efectuada, se encontró que la CJH no está facultada para allegarse de 
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información de primera mano, por lo que su trabajo depende de la información que le 
proporcione la DAI. Sin embargo, aun si las atribuciones de este órgano de control 
fueran explícitas en el sentido de poder efectuar investigaciones de alcance y 
naturaleza pertinente para sus objetivos, dependería del cumplimiento adecuado de 
las directrices establecidas en el modelo de RdC que he abordado. Esto es, de las 
condiciones mínimas adecuadas en cuanto a su integración, competencias 
profesionales y receptividad. La carencia o deficiencia en cualquiera de ellos 
necesariamente acarrea un efecto dominó en la estructura del modelo. 
Lo anterior se vuelve a evidenciar al analizar el componente de capacidad de juicio. 
La resolución de las quejas presentadas en contra de la policía y la mandatada vista 
al MP, sólo pueden considerarse legítimas si emanan de un procedimiento 
sustentado en la autonomía del órgano que resuelve, en la competencia profesional 
de sus integrantes, en las adecuadas recepción y procesamiento de la información, 
así como en el fundamento normativo que le faculta para ello.  
La generación de información sustantiva sobre la materia de trabajo del órgano de 
control, es un elemento definitorio en su eficacia. Asimismo, se convierte en garantía 
de que las conductas indebidas son efectivamente detectadas, dando cuenta de ello. 
Para esto se convierten en indispensables los procesos adecuados y eficientes de 
gestión de la información, que posibiliten su generación, integración, flujo y 
transparencia, partiendo de criterios de veracidad, pertinencia, congruencia y 
publicidad.  
Esta generación de información es parte del conjunto de elementos que constituyen 
al modelo de RdC y que es, a la vez, expresión de su integralidad, pues expresa los 
resultados de su aplicación al tiempo que propicia la generación y gestión del 
conocimiento institucional en la materia. Evidentemente es un ámbito que reivindica 
la necesidad de cumplir con todos los demás elementos del modelo, en tanto que su 
pertinencia se deriva de su estricta y eficaz concatenación. 
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2.5. Conclusiones preliminares 
Inicié este capítulo cuestionando si la evasión por no denuncia que demostré podría 
tener su origen en fallas del diseño institucional y establecí como medio para 
responder esta pregunta un análisis del diseño vigente para los órganos de control 
en el periodo de estudio.  
Para encarar esta tarea propuse un modelo que abarca los componentes de la RdC 
de los delitos policiales, sustentado en la revisión teórica y empírica en la materia. 
Dicho modelo se caracteriza, de manera resumida, por definir responsabilidades 
jurídicas, incluyendo la de denunciar los presuntos delitos, incorporar órganos 
internos de investigación y sanción, y de supervisión y propiciar la producción de 
información válida y transparente sobre los propios procesos de vigilancia y la 
conducta delictiva de la policía.  
El análisis que realicé sobre los órganos del Ayuntamiento de Guadalajara arrojó 
como resultado deficiencias de diseño que muestran que no son instancias 
adecuadas para una plena y efectiva RdC.  
De manera particular, destaco tres grupos de deficiencias notorias, que 
corresponden a cada una de nuestras dimensiones de análisis. La primera serie de 
deficiencias tiene que ver con la responsabilidad jurídica, siendo notorio el que el 
instrumento normativo que regula las conductas prohibidas para los agentes de la 
tropa traslapa, sin especificación, faltas y delitos, abriendo espacio para la confusión 
y la clasificación y sanción, por debajo de los parámetros correspondientes. Además, 
la respuesta institucional que debe darse ante el registro de conducta delictiva no 
está correctamente especificada. 
El segundo déficit se encuentra en la configuración para el control y puede resumirse 
en la inexistencia de una efectiva supervisión de la labor del órgano interno. El 
diseño no contempla una instancia de procesamiento de la conducta indebida que 
luego es revisada por otra que tiene autonomía con respecto a ella. En su forma real, 
desarrolla instancias de procesamiento e introduce en ellas una vigilancia que es 
parcial en dos sentidos.  
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Por un lado, es parcial por incompleta, pues sólo atiende una parte del 
procesamiento. Y por otro, es parcial porque la ejecuta una instancia que es a su vez 
parte interesada, sin autonomía real. La instancia de supervisión existente en el 
sistema queda, por su diseño, vulnerable a la cooptación por parte de la estructura 
de poder a la que pertenece la entidad a vigilar. Su configuración abre espacios para 
que, en lugar de cumplir sus propios intereses y mandatos, sea absorbida por el 
interés corporativo de quien es, supuestamente, su objeto de revisión.  
La tercera deficiencia consiste en una normatividad que si bien incluye la obligación 
de informar, deja abiertos espacios de ambigüedad, pues no precisa sobre los 
elementos que conducen a la generación de información válida. Los órganos de 
control no cuentan con los lineamientos explícitos o mandatos para generar 
información que permita que, desde el exterior, su acción sea evaluada. Inclusive, 
esta deficiencia provoca que su propia misión, supervisar a la tropa policial, quede en 
entredicho, pues no permite conocer adecuadamente cuál es la conducta indebida de 
la policía. 
Luego de dar cuenta de un deficiente diseño institucional de los órganos de control 
policial del Ayuntamiento de Guadalajara, en el capítulo siguiente me enfocaré a un 
análisis de su desempeño durante el periodo de estudio. Partiendo del supuesto de 
que el diseño aquí analizado enmarca la actuación de los órganos de control, 
evaluaré ahora si esas deficiencias, detectadas en el terreno normativo, son los 
canales por los que se generó la evasión que ya demostré existió en el 2003. 
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CAPÍTULO 3. EL DESEMPEÑO DEL SISTEMA DE CONTROL POLICIAL Y 
SUS RESULTADOS EN LA RENDICIÓN DE CUENTAS 
En el capítulo anterior desarrollé un modelo para la RdC policial y lo utilicé para 
analizar el diseño institucional de los órganos de control de la policía del 
Ayuntamiento de Guadalajara. Mostré que el diseño vigente durante el 2003 no es 
adecuado para conseguir una plena RdC en lo que se refiere a la conducta indebida 
de la tropa, especialmente cuando ésta incurre en actos que presumiblemente tienen 
las características de delitos. 
En este tercer capítulo presento los resultados de emplear nuevamente el modelo 
que he desarrollado, pero aplicado ahora a un análisis del desempeño institucional 
del sistema de control en un periodo determinado, que comprende los casos 
atendidos en el 2003.  
En el capítulo uno, demostré que el sistema de control incumplió con una obligación, 
pues no denunció ante el MP la mayoría de los presuntos delitos de los que tuvo 
conocimiento a través de quejas ciudadanas en dicho periodo. Ahora ampliaré los 
alcances de ese acercamiento, al relacionar las fallas detectadas en el diseño 
institucional con la evasión demostrada en el capítulo uno.  
La pregunta que busca responder este capítulo es ¿Cómo se relacionan las fallas 
detectadas en el diseño institucional con la evasión registrada para el 2003? ¿Las 
fallas influyen en la evasión? ¿Son los hoyos por donde se fugan los delitos de los 
policías?  
La hipótesis de trabajo que guía esta sección es que las deficiencias detectadas en 
el diseño de los órganos de control posibilitan un desempeño ineficiente en el 
proceso de control de la conducta policial, porque permiten un proceder arbitrario en 
el comportamiento en la atención a los presuntos delitos policiales.  
De fondo, la idea que quiero demostrar es que las imprecisiones en la definición de 
responsabilidad jurídica, la falta de contrapeso y supervisión efectiva a las instancias 
de control interno y la ausencia de información pública válida, posibilitaron que se 
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incumpliera la función de denuncia y que ese incumplimiento, en términos prácticos, 
quedara sin consecuencias.  
En lo que sigue se verá cómo las falencias en el diseño institucional, que 
desatienden la precisión de responsabilidades y la creación de mecanismos de 
supervisión, resultan en espacios de arbitrariedad propicios para que el sistema de 
control no generara, durante el periodo de estudio, una RdC. La cual es entendida 
como la cabal detección y sanción de los actos ilegales de la policía y la gestión 
adecuada de la información que permita que públicamente, desde el exterior de este 
proceso, los ciudadanos conozcan los presuntos delitos de los policías y la actuación 
de los órganos de control. 
En este punto, el centro de mi análisis se dirige en un primer momento hacia el 
desempeño del órgano de control. En este sentido, adquiere relevancia una 
distinción conceptual sobre la naturaleza de la actuación pública: acciones y 
productos, como integrantes de la noción de comportamiento, y resultados 
entendidos como la incidencia que a través del comportamiento se alcanza en un 
determinado ámbito.  
El órgano de control de la policía de Guadalajara es responsable de realizar ciertas 
acciones y de generar productos, usando insumos financieros, humanos y materiales 
asignados a través del presupuesto; esto para la obtención de determinados 
resultados alineados a los objetivos trazados en sus documentos constitutivos, es 
decir, alineados a sus fines institucionales.  
Como lo he hecho en los capítulos precedentes, articularé la exposición de mi 
argumento presentando primero las bases conceptuales y analíticas que me sirven 
de referencia, para luego dar paso a un análisis de la evidencia empírica con que 
sustento mis conclusiones. Así, dado que sostengo que los órganos de control 
mostraron un proceder arbitrario, comenzaré con una aclaración de lo que entiendo 
por arbitrariedad.  
Luego expongo la manera en que conceptualizo el desempeño institucional y cómo 
puede ser evaluado desde la perspectiva de nuestro modelo para la 
responsabilización o RdC policial. A partir de ello analizo el desempeño de los 
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órganos de control policial del Ayuntamiento de Guadalajara durante el 2003, en lo 
relativo al manejo de los presuntos delitos cometidos por miembros de la tropa. 
Dedico especial atención a mostrar cómo el desempeño durante ese periodo 
concreto está relacionado con las características del diseño que ya he analizado, 
para establecer la relación entre las deficiencias que se destacaron y un desempeño 
también deficiente.  
A manera de complemento, después, presento un análisis de la CEDHJ, con la 
óptica analítica ya expuesta sobre diseño y desempeño institucional, para analizar si 
se está ante una instancia de balance o contrapeso que puede contribuir a la RdC 
policial. Por último, presento las conclusiones de este tercer capítulo. 
3.1. Marco de referencia 
3.1.1. Desempeño institucional  
El modelo de responsabilización policial que hemos sintetizado conjuga los 
elementos que el análisis de la literatura especializada en la materia, tanto en 
términos teóricos como en estudios de caso, señala como esenciales. Por igual 
señale cuáles características deben tener y cómo deben actuar los sistemas de 
control policial para someter a los miembros de los cuerpos policiales a la RdC.  
Para analizar la configuración del sistema de control de Guadalajara introduje el 
concepto de diseño institucional. Ahora, al enfocarme en su actuación, recurro al 
concepto de desempeño. Por ello, de la misma forma que procedí antes, parto de 
definir de qué manera entiendo desempeño institucional y en qué dimensiones es 
posible observarlo.  
Uno de los componentes del término, el de institución, ya lo demarqué cuando señalé 
que “en un sentido sociológico amplio comprende los ‘patrones organizados de 
normas y papeles socialmente construidos’ (Goodin, 2003: 35), y de manera más 
restringida puede referirse a organismos acotados que persiguen algún fin colectivo”, 
y mantendré ese sentido. Ahora establezco a qué me refiero al hablar de 
desempeño.  
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La RAE define desempeñar como “cumplir las obligaciones inherentes a una 
profesión, cargo u oficio”. Al buscar una definición de carácter más teórico, se tiene 
que si bien estamos ante un concepto cuyo uso es extenso, la teorización del mismo 
suele estar ausente. Una de las definiciones disponibles en México la brinda la 
Auditoría Superior de la Federación (ASF), que dice: 
“desempeño es el nombre que damos a los resultados de nuestra actuación. 
Todo desempeño se mide por el resultado obtenido y se compara con los 
costos y otras circunstancias adversas que hacen improbable su realización. 
En virtud del desempeño se logran objetivos y metas que no se obtendrían 
mediante la inacción”. 
En otro documento, la misma Auditoría señala: 
El desempeño es actuación; y se mide por las acciones, y al conjunto de 
éstas se les llama conducta o comportamiento. Tiene como esencia 
conceptual, la realización de las responsabilidades con atributos de calidad. 
En ese sentido se relaciona con la rentabilidad, eficiencia y productividad.  
De lo anterior destaco tres elementos. Primero, el desempeño denota acción o 
ejercicio, hacer algo. Segundo, esta acción genera productos o resultados. Y por 
último, la idea de desempeño se asocia a la existencia de una responsabilidad u 
obligación y lleva implícita una carga valorativa. La primera de las definiciones de la 
ASF enfatiza los resultados, mientras que la segunda destaca la acción. Prestaré 
atención a ambos elementos. 
Si enlazo el término de desempeño con el de institución, se obtiene el sujeto, en este 
caso colectivo, que es responsable de una acción determinada. Así, es posible decir 
que mientras diseño institucional se refiere a la forma o configuración de una entidad 
para el cumplimiento de un fin, la idea de desempeño se refiere a su comportamiento 
y sus resultados en la persecución de ese fin. Es decir, a la actuación real de un 
organismo, como conjunto, para cumplir con una serie de responsabilidades que le 
son encomendadas.  
A partir de ello, en este estudio se entiende por desempeño institucional como el 
comportamiento y los resultados de una entidad en un periodo determinado en el 
cumplimiento de las responsabilidades asignadas por un marco normativo y/o 
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parámetro valorativo. Para el caso que estudio, me enfocaré al cumplimiento de las 
responsabilidades que le son asignadas de manera legal a los órganos de control 
policial. En particular, a lo relativo en la vigilancia y sanción de la conducta policial 
indebida, pero las observaré desde la perspectiva del modelo de RdC, para saber si 
el desempeño real conduce a cumplir las exigencias del modelo que justifiqué.  
Ahora bien, desde las definiciones de la ASF se encuentra un elemento que es 
importante en esta manera de encarar el desempeño: su carácter como objeto de 
evaluación. Es decir, aquí el desempeño interesa como algo que puede ser (y en los 
hechos es) medido y evaluado, y fruto de esa evaluación, mejorado. Esta evaluación 
se realizará sobre dos dimensiones: el comportamiento y los resultados.34  
Acorde con el modelo para la RdC de los presuntos delitos policiales, se verá 
entonces el desempeño institucional del sistema de control, analizando los siguientes 
elementos:  
3.1.2. El comportamiento 
El comportamiento, que será la forma en que los órganos de control procedieron, en 
un periodo específico, en el manejo de las conductas policiales irregulares, 
especialmente los presuntos delitos. Éste comprenderá la recepción de las quejas, la 
forma en que fueron clasificadas las conductas contenidas en ellas, la deriva 
investigativa y las resoluciones al respecto.  
En este sentido, se considerará que el órgano de control tuvo comportamiento 
aceptable, si se desprende que actuó de conformidad con lo establecido en su marco 
normativo y si su actuación se inscribió en un esquema de cumplimiento al marco de 
RdC a lo largo de todas las etapas que hemos enunciado. Es decir, en el ciclo de 
sustanciación de los expedientes de queja por presuntas conductas irregulares de los 
policías.  
                                                 
34 En su estudio de los órganos autónomos John Ackerman (2007: 27-29) propone cuatro dimensiones 
para estudiar el desempeño institucional: la solidez estructural, el funcionamiento, los productos y el 
impacto. Las dos dimensiones que aquí propongo pueden equipararse con la segunda y tercera de 
estas dimensiones (funcionamiento y productos). 
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El comportamiento, para los efectos señalados, se entenderá entonces como el 
conjunto de acciones y productos generados por el órgano de control, dentro del ciclo 
de atención a las quejas presentadas por los ciudadanos en contra de miembros de 
la policía.  
La articulación de las distintas etapas en que el órgano interno de control interviene 
en la atención de las quejas ciudadana sobre el comportamiento de los miembros de 
la corporación policial, será la base para la revisión de las distintas acciones que se 
disparan con la recepción de ellas, con la integración de los expedientes, las 
investigaciones y las resoluciones al respecto. Acciones que producen elementos 
tales como la clasificación de las conductas, las actuaciones y documentales durante 
la tramitación de la queja y los proyectos de resolución que la DAI pone a 
consideración de la CHJ, así como las decisiones que en el ámbito administrativo y 
disciplinar determine esta última.  
Es importante señalar que no se hará únicamente un análisis del comportamiento en 
un nivel puramente descriptivo. A partir de los postulados de la propuesta de modelo 
de órgano de control policial, se desarrollarán de manera más puntual las acciones y 
productos específicos asociados a cada una de las etapas procedimentales 
involucradas en la sustanciación de las quejas, para contrastar contra estos 
elementos el desempeño del órgano de control de la policía de Guadalajara. 
3.1.3. Los resultados 
Por su parte, los resultados serán entendidos como las manifestaciones específicas y 
verificables de la acción de los órganos de control en el ámbito que la ey les obliga y 
en la correspondencia con el esquema de RdC que se ha delineado en este trabajo.  
Observaré los resultados como la incidencia del órgano de control en uno de los 
planos para los que ha sido instituido: la detección, procesamiento y eventual 
sanción de las conductas irregulares de los policías, particularmente en lo que atañe 
a los presuntos delitos cometidos por ellos. De esta forma, se tendrá como principal 
indicador de resultados en este ámbito al acto material de las eventuales denuncias 
ante el MP, en aquellos casos en que se presuma la comisión de delitos. Este factor 
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sin duda constituye el fundamento de uno de los ejes conductores de este trabajo en 
el marco del modelo de RdC: la sanción.  
De esta forma, los resultados se derivan de las acciones y las salidas de los 
procesos de atención a las quejas y están determinados para su valoración por el 
cumplimiento de la obligación de que las conductas presuntamente delictivas sean 
canalizadas de manera adecuada, ante la instancia correspondiente, para su 
investigación y sanción, esto es, el MP. Y si de dicho comportamiento se sucede la 
generación de información válida y accesible.  
Finalmente se tendrá una perspectiva acuciosa y puntual del comportamiento y los 
resultados, que cruzada con las fallas detectadas en el modelo del órgano de control 
de Guadalajara, me permitirá establecer si los resultados sustentan de manera 
efectiva la RdC a que está obligada la autoridad. En otras palabras, verificaré cómo 
resolvió los casos de conducta indebida que implicaban la comisión de delitos, y la 
información que produjo y liberó sobre la manera que actuó, para contrastar ambos 
elementos con sus efectos en los campos de Transparencia y Sanción. Esto se 
traduce en la indagación acerca de la eficacia del modelo de órgano de control de 
Guadalajara para posibilitar y conducir la RdC Institucional. 
De esta manera, asumo que los resultados de una institución obedecen al 
comportamiento de sus miembros. Por ello se dilucidará con mayor detalle cómo se 
sustentan las acciones particulares, cómo se explican sus frutos y, a partir del 
entendimiento de ello, como parte final del apartado, se establecerán las 
interacciones y condicionamientos que se derivan de las fallas en el diseño 
institucional, mismas que están detrás de un desempeño deficiente.  
3.1.4. La arbitrariedad 
Al analizar el desempeño del órgano de control en Guadalajara, haré uso del 
concepto de arbitrariedad, como elemento útil para una valoración sobre la 
conformidad de la actuación con el marco institucional. En este sentido se tiene que 
el concepto de arbitrariedad según Fernández Rodríguez (en Mesquida, 2003: 347) 
es “en un sentido genérico, correlativo de la idea ya antigua que ve en la 
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arbitrariedad el reverso o el negativo de la Justicia y el Derecho, su prohibición 
constitucional juega un papel de una cláusula de cierre del sistema que se 
corresponde con la fórmula ‘Ley y Derecho’ y que, por tanto, comprende todo lo que 
es necesario a aquélla o a éste, se encuentre o no especificado en otros preceptos 
constitucionales; en un sentido más concreto, arbitrario y, por tanto, 
constitucionalmente prohibido es todo aquello que es o se presenta como carente de 
fundamentación objetiva, como incongruente o contradictorio con la realidad que ha 
de servir de base a toda decisión, como desprendido de o ajeno a toda razón capaz 
de explicarlo”.  
Con base en la definición anterior es posible afirmar de manera preliminar que la 
arbitrariedad puede expresarse en conductas incongruentes o contradictorias con 
respecto a una realidad normativa o un deber ser, sobre el que debería asentarse la 
toma de decisiones. Por lo tanto, una conducta es arbitraria cuando va en contra de 
las normas legales estipuladas.  
Beltrán Felipe (1995) aporta más elementos al argumentar que “la arbitrariedad es la 
oposición a la discrecionalidad, determinando que el límite para el ejercicio de una 
potestad discrecional se sitúa en aquélla”. Es necesario definir entonces la 
discrecionalidad: “para Dworkin la discrecionalidad es una facultad propia de un 
órgano en un sistema normativo dado. Esta facultad exige que exista una norma que 
la legitime y la acote. Sin esta norma no tiene sentido hablar de discrecionalidad” 
(Ibíd.: 343). 
De lo anterior se identifican dos elementos esenciales de la arbitrariedad: 1) la noción 
de arbitrariedad remite a conductas y decisiones incongruentes o contradictorias con 
la normatividad y, 2) la arbitrariedad se diferencia de la discrecionalidad, en tanto 
ésta última se entiende como una facultad atribuida a una autoridad según una 
norma que la legítima y la acota.  
Es decir, discrecionalidad es una atribución legal que detentan ciertos actores para 
decidir entre varias opciones que la normatividad prevé (de ahí que sea una 
prerrogativa acotada). Mientras que la arbitrariedad es una toma de decisiones al 
margen de la normatividad y, por lo tanto, violatoria de ésta. Esta normatividad que 
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restringe los márgenes de decisión o proceder es relevante, pues “es conveniente 
aclarar que la arbitrariedad se origina en un órgano legítimo de poder que viola un 
orden jurídico del que el mismo deriva” (Cornejo Certucha, 2007: 244). 
Cornejo Certucha (Ibíd.) señala que  
“Un acto arbitrario es aquel que establece para una situación concreta una 
solución no prevista en la norma general; es decir, va contra la esencia del 
derecho que siempre está basado en normas de carácter general aplicables 
a una infinitud de casos particulares. Por el contrario, el acto arbitrario no 
sigue ningún criterio fijo o preestablecido. Es por esto que la arbitrariedad es 
radicalmente antijurídica”. 
Existe un tercer elemento que será útil para identificar cuándo hablar de decisiones 
arbitrarias vinculadas con el modo de proceder o de decidir ante una determinada 
circunstancia. Éste se refiere a la motivación de la decisión. Fernández Rodríguez 
(en Mesquida, 2003: 350) advierte que “el concepto de arbitrariedad se vincula en su 
esencia última al concepto de motivación […] El derecho exige siempre justificación, 
demanda razones, preserva la razón. Su naturaleza es la de justificar decisiones, 
actuaciones. Por eso no puede y no podrá nunca rehuir la cuestión del fundamento”. 
Una decisión arbitraria encuentra su motivación al margen de la ley, se toma para 
contravenir a ésta y, por lo tanto, es injustificable dentro de la legalidad.  
Vinculando éstos tres elementos se entenderá por decisión arbitraria aquélla que 
contravenga el marco normativo o las atribuciones que legalmente le han sido 
conferidas a una autoridad. A partir de esto, la verificación sobre las acciones del 
órgano de control en cuanto a su comportamiento, podrá ser valorada de acuerdo 
con su naturaleza, arbitraria o no arbitraria. Esto servirá al momento de pronunciarme 
sobre el cariz del comportamiento general del órgano de control, en lo que toca al 
tratamiento dado a las quejas de los ciudadanos por el comportamiento de los 
miembros de la corporación policial. En especial en cuanto a la debida denuncia de 
los presuntos delitos ante el MP. 
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3.2. Análisis del desempeño institucional de los órganos de control  
A partir de los elementos analíticos que acabo de exponer, ahora presento mi 
acercamiento al desempeño de los órganos de control. Comenzaré con la dimensión 
de los resultados como expresión que nos permitirá valorar en el siguiente apartado 
la conexión entre el comportamiento del órgano de control y las fallas encontradas en 
su diseño, a la luz del modelo que propongo. Todos ellos elementos que 
condicionaron su desempeño. Reitero que mi concentración aquí se ubica en el 
manejo que se le dispensó a los presuntos delitos.  
3.2.1. Resultados 
Páginas arriba establecí que para los fines que me interesa explorar, mostraré dos 
resultados principales de la acción de los órganos de control: la denuncia ante el MP, 
entendida como una primera resolución de los presuntos delitos que conocen y la 
información que generan sobre su actuación. En el primer capítulo de esta tesis ya 
inicié este análisis, al hacer una medición del número de presuntos delitos que 
evaden el proceso penal por no ser denunciados. Ahora relacionaré lo encontrado en 
ese análisis con características particulares del diseño del sistema de control, para 
determinar si tales características son las causas que explican esos resultados. 
3.2.1.1. El patrón de denuncia como resultado de los órganos de control 
Durante el 2003 la DAI denunció ante el MP 14 presuntos delitos que fueron de su 
conocimiento por quejas ciudadanas. Este es un producto de su actuación y ahora 
presento mi evaluación al respecto de si se trata de un producto válido.  
Para calificar la validez de este producto, hice un análisis centrado en confirmar si 
efectivamente esos 14 casos fueron los únicos que correspondían a una presunta 
conducta delictiva dentro del total de las quejas recibidas en el 2003. El método que 
seguí consistió en obviar momentáneamente la clasificación hecha por la DAI en el 
2003 y establecer una reclasificación de los hechos narrados en las quejas, basada 
en el código penal, para determinar cuáles de estos hechos corresponden con tipos 
penales.  
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Este ejercicio me permite saber, de manera más sustentada que los nombres de las 
categorías y sus orígenes, si la DAI tuvo conocimiento de hechos que podrían ser 
considerados delitos y si actuó en consecuencia, denunciándolos penalmente. 
Para que los datos de denuncias presentadas por la DAI en el 2003 fueran válidos, el 
ejercicio que me propuse aquí arrojó como resultado que sólo 14 de las 227 quejas 
presentadas en el periodo, reportaban delitos penales. El resto debieron haber sido 
sólo faltas administrativas. A continuación los resultados de la comparación entre el 
CPEJ y los hechos narrados en los expedientes, muestran una situación distinta. Los 
resultados del análisis directo de las quejas señalan lo siguiente: 
Tabla 3.2.1.1.1. Actos delictivos vs denuncias realizadas. 
Presuntos delitos contenidos en los 172 expedientes de queja 
Tipo Total 
Presuntos delitos 
conocidos por el 
MP 
Presuntos delitos 
no conocidos por 
el MP 
Total de presuntos delitos en los 172 
expedientes: 
286 19 267
Abuso de autoridad II 104 4 100
Lesiones 53 2 51
Robo 46 7 39
Cohecho 12 1 11
Allanamiento 11 11
Abuso de autoridad III 9 9
Extorsión 9 3 6
Falsedad en declaraciones 9 9
Golpes simples 8 8
Amenazas  6 6
Daño en las cosas 6 6
Abuso de autoridad XIII 4 4
Acoso sexual 2 2
Disparo de arma de fuego 2 2
Abuso de Autoridad IV 1 1 0
Atentados al pudor 1 1 0
Delitos contra la administración de justicia 1 1
Fraude 1 1
Violación 1* 1
*En el caso de la violación, el procedimiento penal se inició antes de la queja ante el órgano de control, por lo 
que no existía la obligación de denuncia. 
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Tabla 3.2.1.1.2. Expedientes de queja 2003 
Según contenido Casos 
Total: 227 
Expedientes que incluyen presuntos delitos 172 
Expedientes con faltas disciplinarias 42 
Expedientes que no contienen ni delitos ni faltas* 13 
 
Es necesario explicar estas tablas (3.2.1.1.1 y 3.2.1.1.2). Los datos corresponden al 
número y tipos de ilícitos detectados usando una clasificación alterna a la utilizada 
por la DAI. Tal clasificación se articuló, fundamentalmente,35 a partir de los tipos 
penales del CPEJ. Al aplicarla, usé el criterio de la presunción de la comisión de un 
delito. Esto significa que tomé la narración del quejoso para ver si en ella se 
describían actos policiales que de haber sido efectivamente cometidos hubieran sido 
delitos, dada su correspondencia con los tipos del CPEJ.36  
La cuestión de la presunción, insisto, viene de que sin una investigación adecuada 
no es posible definir las conductas referidas como delitos. Lo que se demuestra con 
esta clasificación no es la existencia del delito, sino la existencia de una presunción 
que amerita, por la correspondencia de las conductas narradas con tipos penales, 
ser deslindada en un procedimiento penal.  
Es decir, no estoy en condiciones de afirmar que el delito se haya efectivamente 
ocurrido, como consta en la narración del expediente, sino que el quejoso se refirió a 
hechos que de ser probados constituirían uno. Como el Reglamento también 
menciona el mismo carácter de presunción al señalar la obligación de denuncia a la 
DAI, mi decisión de usar este criterio no implicaría un parámetro de evaluación 
incompatible con las atribuciones del órgano.  
Las preguntas que quiero responder son: ¿Cuántos presuntos delitos hay realmente 
en los expedientes? ¿A qué tipos penales corresponden? ¿Cuántos de ellos fueron 
                                                 
35 Las irregularidades que no cabían en tipo alguno del citado Código, fueron clasificadas como “Faltas 
Disciplinarias”. 
36 Este procedimiento se basa en lo que dispone el propio Código Penal, que estable el “acto u 
omisión que concuerda exactamente con la conducta que, como tal, se menciona expresamente en 
este código o en las leyes especiales del Estado”. 
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denunciados por la vía penal? Mediante la resolución de estas cuestiones, podré 
responder sobre la validez del número de denuncias como producto.37  
Al observar la Tabla  3.2.1.1.2, se tienen ya los elementos para responder a las 
preguntas que esbocé inicialmente. En primer lugar, de acuerdo con la reclasificación 
expresada e ella, en 172 de las 227 quejas se reportan hechos en los que se puede 
identificar presunta conducta delictiva. En total, hay 286 probables delitos en los 
expedientes del 2003. Se trata de conductas que coinciden con alguno de los tipos 
penales del CPEJ y que por lo tanto correspondía derivar al MP.  
El motivo de que el número de delitos que detecté sea superior al número total de 
expedientes radica en que los hechos narrados en algunas quejas refieren más de 
una conducta delictiva. Como muestra, se vio que en uno de los casos que cité como 
ejemplo, en la sección anterior, el quejoso reporta haber sido agredido físicamente 
por unos agentes que además lo amenazaron.  
Para contestar al segundo cuestionamiento, ¿a qué tipos penales corresponden los 
presuntos delitos? indico que las 19 conductas delictivas presentes en las 14 quejas 
denunciadas corresponden, según mi clasificación, a los tipos penales de: robo (7); 
abuso de autoridad II (ejercer violencia o vejar a las personas) (4); extorsión (3); 
lesiones (2); cohecho (1); abuso de autoridad IV (1); y aentados al pudor (1). 
Por otro lado, identifiqué 267 conductas típicas penales en las 172 quejas que no 
fueron denunciadas, de las cuales las más frecuentes corresponden a los tipos 
penales de abuso de autoridad II (ejercer violencia o vejar a las personas) (100); 
lesiones (51); robo (39); cohecho (11); y allanamiento de morada (11).  
En reclasificación que presenté hay una categoría que no corresponde a ningún tipo 
penal: falta disciplinaria. Agrupa los casos que debieron haber sido conocidos y 
tramitados únicamente por la vía administrativa. Corresponden a irregularidades que 
atentan contra la disciplina del cuerpo policial, pero que no constituyen delitos. 
                                                 
37 Más adelante este ejercicio de reclasificación me servirá para estudiar la validez de la información, 
al encarar la pregunta de si la clasificación de los delitos en denunciados y no denunciados, revela 
cuántos delitos policiales conoció el órgano de control.  
 
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 214
Sobre la tercera pregunta, ¿cuántos de los presuntos delitos fueron denunciados? 
encontré que sólo 14 de 172 quejas que contenían presuntos delitos fueron 
denunciadas penalmente por la autoridad administrativa. Es decir, como quedó 
asentado en el primer capítulo, 93% de las quejas que presentaban presuntos delitos 
quedaron sin denuncia ante la autoridad penal correspondiente.  
Otra manera de presentar los resultados de nuestra reclasificación dice que 
solamente 18.5% (42 de 227) de las quejas ciudadanas presentadas ante la DAI, 
reportando una conducta indebida, corresponde exclusivamente al campo 
administrativo. Se trata de las 42 quejas que apunté no se refieren a hechos que 
contravengan el CPEJ, sino únicamente el ordenamiento disciplinario.  
Al mismo tiempo, se tiene que una vez analizados los expedientes, existen 13 casos 
en los que no es posible identificar ni una falta administrativa ni un delito. Es decir, de 
las narraciones no se desprende ningún tipo de actuación irregular por parte de los 
policías; estas 13 quejas equivalen a 5.7% de los casos.  
Por último, se puede establecer que 75.8% (172) restante de los expendientes se 
refiere a presuntos delitos que también debieron haber sido deslindados por el MP. 
Esto significa que una abrumadora mayoría de las quejas que llegan a la autoridad 
administrativa deberían ser llevadas ante el MP, para que éste deslinde las 
responsabilidades penales correspondientes.  
El dato contrasta con lo que efectivamente sucede. Para todos estos casos, si la DAI 
desarrolló también un proceso administrativo, debió hacerlo en su carácter de falta, 
de manera paralela al proceso penal y no en lugar de éste. La denuncia debe ser una 
consecuencia jurídica de esos actos. Como apunté, la responsabilización policial no 
puede agotarse en las instancias de control interno. Por el contrario, éstas deben ser 
el medio para que el proceso avance hasta el MP.  
Si contrasto el número de denuncias efectivamente realizadas por la DAI con el 
número de presuntos delitos que encontré en el análisis directo, puedo sostener que 
el patrón de denuncia no es un producto aceptable. La denuncia de tan sólo 14 
casos, cuando se encontraron 172 quejas reportando presunta conducta delictiva, 
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me permite decir que en estos términos se está ante un producto del sistema de 
control que no es válido.  
La enorme variación entre el número de presuntos delitos conocidos y el que 
finalmente es denunciado, muestra una tendencia clara a no denunciar los delitos 
que conoce la autoridad administrativa. Como manifestación concreta de su función 
de control sobre el cuerpo operativo, el número de denuncias queda 
considerablemente por debajo del que se encontraría si la obligación de denuncia se 
llevara a plenitud.  
Se podría esgrimir como un argumento que justifique que la autoridad administrativa 
no traslade al MP las quejas que contienen actos presumiblemente delictivos, el 
hecho de que el personal no esté familiarizado suficientemente con el derecho penal 
y no sea capaz de identificar los delitos en las quejas que recibe. Concediendo por 
un momento validez a este argumento, debo señalar que hay 39 quejas que me 
permiten afirmar que esta no es una razón creíble. Esas 39 quejas contienen actos 
que, independientemente de la familiaridad que una persona tenga con el derecho 
penal, son ampliamente conocidos como delitos. Hablamos de los 39 robos que 
fueron tramitados ante la DAI.  
No es necesario tener acceso al CPEJ para saber que los robos constituyen delitos. 
Sin embargo, de ellos, sólo 7 casos fueron denunciados al MP. Esto me permite 
pensar que el argumento de que un posible desconocimiento del marco legal sea la 
causa de la no denuncia no es sostenible. Si voy un poco más allá, encuentro que 
este argumento, además de no explicar la causa de la evasión, no puede ser 
jurídicamente aceptable, ya que el propio diseño institucional brinda un marco para 
trascender esta limitante, al establecer que la Unidad de Recepción de Quejas de la 
DAI deberá ser integrada por pasantes en derecho.  
¿Cuáles son las fallas de diseño que pueden estar detrás de este producto no 
aceptable? De nuevo se puede señalar la imprecisión en la responsabilidad jurídica y 
las deficiencias de los sistemas clasificatorios. Sin embargo, también que hay casos 
en los que la no denuncia no se puede atribuir a tales deficiencias. El que 100 de 104 
casos de abuso de autoridad II (ejercer violencia o vejar a las personas) no fueran 
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denunciados es un buen ejemplo que manifiesta que la DAI decide no denunciar aún 
en casos en los que la clasificación haría suponer que está por completo obligada a 
hacerlo, lo que es un signo de arbitrariedad.  
En este sentido, reflexiono que la falta de una supervisión efectiva a la DAI es lo que 
puede propiciar que estas arbitrariedades pasen desapercibidas y se genere la 
evasión. Dado que no hay una instancia que desde una posición de autonomía tenga 
la atribución de revisar que la DAI proceda correctamente en el tratamiento de los 
presuntos delitos, el vacío genera un espacio propicio para el proceder arbitrario.  
3.2.1.2. Las sanciones impuestas a las quejas recibidas durante el 2003 
Aunque lo desarrollado en los párrafos anteriores me permite afirmar que el 
tratamiento de la conducta irregular presuntamente delictiva no es aceptable, 
prestaré por un momento atención a las sanciones administrativas que los órganos 
de control impusieron ante algunos casos que fueron de su conocimiento.  
Debo destacar que no haré un ejercicio para determinar la validez de las sanciones 
con las que se resolvieron las quejas. Si me detengo ahora en ellas, es con la 
intención de responder una pregunta: ¿Se desprende algún orden en el patrón de 
denuncias penales de los tipos de sanciones a las que se someten las faltas? Para 
responder esto hay que observar cómo fueron sancionadas en el ámbito 
administrativo, las quejas que fueron denunciadas penalmente y las que no.  
En lo tocante a las sanciones, el Reglamento no prevé criterios claros. Su Capítulo 
VIII, denominado “De los procedimientos para la aplicación de sanciones”, establece 
que la sanción surge en un primer momento como resultado de la indagación dirigida 
por la DAI bajo la forma de una propuesta de resolución. Es decir, esta dependencia 
investiga los hechos denunciados por el quejoso y elabora una propuesta de sanción 
que remite al CHJ. No hay un lineamiento legal que prevea, para un tipo determinado 
de conductas y circunstancias agravantes, un tipo determinado de penas, como el 
que existe en el procedimiento penal.  
En este contexto, las propuestas de resolución no se sujetan a ningún procedimiento 
prescrito por la normatividad vigente y se puede decir que dependen de una facultad 
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discrecional de la CHJ. Por ejemplo, con respecto a la degradación en el escalafón o 
jerarquía, el Reglamento señala que “se decretará cuando el comportamiento del 
elemento afecte la disciplina y buena marcha del grupo al que esté adscrito”, 
mientras que la destitución se aplicará cuando la CHJ “considere que la conducta 
afecta gravemente las funciones de seguridad pública” (Artículo 23).38  
Luego de recibir la propuesta de la DAI, la CHJ determina en sus sesiones cuál es la 
sanción conveniente para la falta. En esta fase del procedimiento puede admitirse la 
propuesta o modificarse. Los criterios para obrar de uno u otro modo no son claros. 
La CHJ toma en cuenta las pruebas recabadas en la investigación, pero, en última 
instancia, decide la sanción a imponer con base en sus propias consideraciones y no 
sujetándose a un instrumento calibrado. 
Con respecto a las sanciones, los expedientes muestran sólo un asomo de orden: los 
14 casos turnados al MP fueron sancionados con la destitución de al menos uno de 
los involucrados. Es posible entrever aquí una práctica que se presenta con 
regularidad, según la cual todos los casos que son denunciados penalmente se 
sancionan con la destitución. 
Sin embargo, no es posible afirmar, como parecería lógico, que todos los casos 
castigados con destitución fueron denunciados penalmente. Existen dos expedientes 
en los que alguno de los elementos involucrados en la queja fue sancionado con la 
destitución, sin que por ello se haya presentado la denuncia penal de los hechos. El 
primero, con número 247/2002-E, es relativo a una queja clasificada como detención 
injustificada. En ella, uno de los elementos fue “destituido por jurídico por falta a sus 
labores”, reza el expediente. El otro caso tiene el número 47-2003-A y la queja fue 
clasificada como abuso de autoridad y violación (también tipos penales). Los tres 
elementos involucrados fueron destituidos, pero no se presentó ninguna denuncia 
penal por parte de la DAI.  
                                                 
38 Otro es el caso de la Ley de la Policía Federal Preventiva, que en su Artículo 138 establece un 
listado de 12 criterios que deberá aplicar la CHJ para “graduar con equidad las sanciones”. Es obvio 
que la preocupación del legislador era evitar que la arbitrariedad se impusiera en el procedimiento 
para sancionar a la policía.  
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En este último caso hay dos elementos que me autorizan a pensar que lo apropiado 
era llevar las quejas al MP, para que se les siguiera un procedimiento penal. Las 
categorías abuso de autoridad y violación son en realidad tipos penales contenidos 
en el CPEJ (Artículos 146 y 175, respectivamente) y a los involucrados sólo se les 
impuso la destitución. 
Ahora bien, ¿cuál es la importancia de la destitución como sanción y qué significa en 
el contexto de la impunidad policial? La destitución es la mayor penalidad que se le 
puede imponer a un policía en el ámbito administrativo. Si el policía es sancionado 
con ella, significa que la falta que cometió es, a juicio de las instancias de control, de 
lo más grave.  
Como se vio antes, la diferencia entre una falta y un delito, en el plano teórico, es 
que el último consiste en una infracción más grave que la primera. Esta aseveración 
es consistente con el hecho de que las quejas que fueron sancionadas con la pena 
más alta, y por lo tanto fueron consideradas las más graves, también fueron 
denunciadas penalmente. Sin embargo, la existencia de dos casos en los que este 
patrón no se cumplió muestra, de nuevo, que la denuncia penal es un procedimiento 
por el que se opta arbitrariamente en el ámbito administrativo.  
3.2.1.3. Información  
Al establecer los parámetros con los que observé el desempeño institucional, señalé 
que los órganos de control deben generar información válida o de calidad sobre su 
acción. Este es un resultado que puede permitir que desde el exterior se sepa “qué 
es los que ha hecho” una institución. Si tal resultado se da, una institución refleja 
transparencia de su actuación, queda abierta al escrutinio de la sociedad. 
La transparencia, como se dijo más arriba, implica la organización de la información y 
la accesibilidad de ésta. El primer aspecto tiene que ver con la relación entre 
apertura y validez. Se trata de que la información que se pone a disposición del 
público (apertura) transmita el mensaje que debe transmitir. Esto es, que una 
información transparente sobre los presuntos delitos policiales que conoce el sistema 
de control, es aquélla que dice cuántos delitos conoció y de qué tipos y que abre al 
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escrutinio público todos los aspectos relacionados con estas conductas. En este 
sentido, recupero las conclusiones sobre la validez de la clasificación, expresadas 
más arriba, pero reformulándolas para buscar si constituye un producto informativo 
válido, es decir, si al recurrir a él se puede conocer el fenómeno que interesa. 
Si observamos la clasificación de la conducta policial irregular (Tabla 3.1) y se 
observa ahora como producto, es cuestionable en qué medida resulta útil para la 
transparencia. En el estado actual de las cosas, sólo es posible saber a partir de ella 
cuántos casos hubo en cada una de las 11 categorías que componen la clasificación, 
pero no cuántos casos fueron delitos y cuántos casos fueron faltas. Por esta razón es 
imposible determinar, de sólo ver la incidencia de cada categoría, cuántas conductas 
debió haber denunciado el órgano de control.  
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Si se tiene presente lo que mostrado en el apartado anterior, observar un registro de 
las sanciones aplicadas tampoco podría servir como un medio para conocer 
información significativa con respecto a la conducta policial indebida. Dado que no 
existe un criterio claro y uniforme que equipare faltas con sanciones, saber qué 
sanciones han recibido los policías no revela cuáles son las conductas irregulares en 
las que incurren.39  
Enseguida reflexiono sobre las consecuencias que la falta de validez tiene para la 
dimensión de transparencia. Con la clasificación utilizada en el 2003, incluso si 
hubiera registrado la información sobre todas las actuaciones de la DAI, no había 
apertura y, por lo tanto, transparencia con respecto de los delitos policiales porque: 
a) no informa cuántos delitos conoció el órgano de control; b) no permite identificar la 
gravedad de las conductas policiales que conoció tal dependencia, sean éstas faltas 
o delitos; c) hace imposible determinar mediante la clasificación, cuándo la DAI tenía 
que denunciar.  
Es decir, la falta de validez de la información se traduce en no apertura, en opacidad 
ya que sin esos datos es imposible verificar si la dependencia cumple su mandato 
institucional realizando las actividades indispensables para esto. 
Ahora bien, la cuestión de la organización de la información presupone que se tiene 
acceso a ella, el atributo de accesibilidad. Esto es, cuando digo que la invalidez de la 
información mina la transparencia, me refiero a aquellos casos en los que el 
ciudadano logra conocer los datos que produce la dependencia a partir de la 
clasificación que utiliza.  
Pero aquí recuerdo que los documentos en los que me baso para analizar la validez 
de la información no son públicos. De haberlo sido, cualquier ciudadano podría haber 
seguido el método usado aquí, yendo a la información de los expedientes para poner 
a prueba la clasificación de la información. De este modo, la opacidad provocada por 
la clasificación inadecuada de las quejas habría sido subsanada.  
                                                 
39 Aunque no garantizaría por sí misma el atributo de la transparencia, la existencia de una correlación 
confiable entre falta y sanción permitiría inferir qué conductas se han castigado -al menos en tipo-, a 
partir de contabilizar las sanciones impuestas, concediendo que los casos se resolvieron de manera 
adecuada.  
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Seguiría siendo cierto que la información producida por la clasificación es inválida, 
pero existiría la posibilidad de saber cuántos delitos conoció el órgano de control 
yendo directamente a la narración de los quejosos.  
En 2009, en relación con el comportamiento de la policía de Guadalajara, la 
información que se hacía pública en la página de Internet del Ayuntamiento era 
escasa y precariamente estructurada. Los indicadores publicados para transparentar 
la acción policial y su control eran los siguientes: 
a) Porcentaje de quejas de la dirección de policía que sí procedieron con 
respecto al total de quejas presentadas  
b) Índice de Policías Involucrados en Quejas Respecto del Total de Operativos  
c) Índice de Policías Castigados por total de policías operativos 
Estos indicadores son inútiles para saber cuántos delitos y de qué tipo comete la 
policía. Ni siquiera son útiles para determinar qué tipos de faltas fueron denunciadas 
por los quejosos. Sin esta información es imposible determinar, además, si el órgano 
de control cumplió su función de denunciar los delitos.  
Incluso después de las reformas legales de 2009 en materia de transparencia y 
acceso a la información del Estado de Jalisco, la información que la DAI publica es 
inútil para conocer qué pasa en cuestión de delitos policiales. Existen actualmente 4 
indicadores, ninguno de los cuales permite conocer la gravedad de las conductas 
policiales, ni el cumplimiento de la función de denuncia por parte del órgano de 
control: 
d) Porcentaje de quejas de la dirección de policía que sí procedieron con 
respecto al total de quejas presentadas  
e) Eficiencia de los Juicios Resueltos de la Dirección Jurídica Municipal 
f) Eficiencia y Gestión de los Juicios llevados en la Dirección de Jurídica 
Municipal 
g) Número e atenciones y Asesorías de la Dirección Jurídica Municipal 
Para los fines de la RdC, la información liberada por los órganos de control no resulta 
satisfactoria. No quiero aquí afirmar que los órganos de control no liberen ninguna 
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información con respecto a sus actividades, sino que la información que liberan no 
permite saber, por un lado, el comportamiento de la tropa a la que ellos supervisan, 
ni la manera en que ellos mismos están actuando en esa supervisión.  
Es posible decir que con la información e indicadores que ofrecen, generan un 
proceso de transparencia desenfocada, en la que el propio hecho de hacer pública 
cierta información, aunque puede aparentar apertura al ojo público, aleja la atención 
de indicadores sumamente relevantes sobre el comportamiento de un sector de los 
servidores públicos. 
Por lo tanto, es posible concluir que los órganos de control del Ayuntamiento de 
Guadalajara resultan opacos, dado que no publican la información fundamental sobre 
la actividad policial y porque la organizan de tal manera que, incluso teniendo acceso 
a ella, resultaría irrelevante si no se acude directamente al texto de las quejas.  
Por otro lado, esta opacidad oculta el procedimiento que se desarrolla al interior de la 
DAI, dejando en manos de la dependencia la decisión sobre el tipo de procedimiento 
que fincará a los delitos policiales. Dado que no hay manera de saber exactamente lo 
que está haciendo, porque la información sobre su quehacer no es pública, la 
arbitrariedad encuentra un terreno propicio. 
Esta carencia tiene una consecuencia que no podemos dejar de mencionar: 
obstaculiza la posibilidad de que la ciudadanía, ya sea de manera individual u 
organizada, se convierta en un contrapeso o balance para los órganos de control.  
Una RdC social requiere información de calidad sobre cómo funcionan los entes 
públicos, a partir de la cual los ciudadanos puedan emitir un juicio. Una institución 
como la policial, que como ya mencioné está facultada para hacer uso de la fuerza 
en la salvaguarda de la seguridad colectiva, no puede estar exenta de la obligación 
de permitir que cualquier miembro de la sociedad sepa qué uso hace de las 
capacidades que le son conferidas y de qué manera cumple con sus 
responsabilidades.  
Bajo las condiciones que imperaron en Guadalajara durante el periodo de estudio, 
quien recurra a la información que brindan los propios órganos de control, se 
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encontrará con que cuenta con muy pocos elementos para formarse una opinión 
sustentada sobre cómo actúan.  
Para la presente investigación, el acceso a los expedientes donde se contienen las 
denuncias por presuntas conductas irregulares de los miembros de la policía de 
Guadalajara, fue resultado de la voluntad del Ayuntamiento por contribuir con el 
estudio acerca del desempeño de su fuerza policial. Sin embargo, sería crucial que 
se estableciera como obligación legal la publicidad de la información relativa a todo el 
proceso de vigilancia, control y sanción que se realiza sobre la corporación, 
abonando así a favor de la transparencia y la RdC del órgano de control.  
3.3. Conclusión preliminar 
Tras esta revisión, señalo que no hay ninguna justificación jurídica al hecho de que 
prácticamente 92% de los delitos que fueron del conocimiento de la DAI no hayan 
sido turnados al MP. La no denuncia de los presuntos delitos se da en contra de lo 
que prevé la ley, por lo tanto denota un comportamiento arbitrario por parte de ese 
órgano. Es decir, a pesar de que la legislación prevé que se debe denunciar, la 
dependencia en comento decide no hacerlo. Las razones por las que se toma esta 
decisión no son claras a la luz de la información con que cuento, pero sí sus 
consecuencias.  
La arbitrariedad queda encubierta por la invalidez de la clasificación con la que se 
organiza la información de las quejas que recibe la DAI. Al no mostrar claramente 
cuáles quejas contienen delitos, no permite saber exactamente en qué casos la DAI 
debió haber denunciado. Por lo tanto, nos priva de un parámetro para evaluar el 
funcionamiento de esta dependencia. Aunado a esto, la falta de acceso a los datos 
de los expedientes elimina la posibilidad de contrastar lo que de rutina informa el 
órgano de control con las fuentes originales. De este modo, es imposible saber si la 
DAI cumple su función de denunciar los delitos, porque su operación no es 
transparente.  
Pese a sus obligaciones de vigilancia, el desempeño de la CHJ no desemboca en 
una corrección de estas arbitrariedades. Por el contrario, representa una 
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continuación de las mismas, pues maneja la misma información que le proporciona la 
DAI y a partir de ella emite sus resoluciones, lo que significa que, al igual que ésta, 
conoce los presuntos delitos policiales y no hace nada al respecto.   
A manera de conclusión preliminar y con carácter esquemático, puedo señalar que 
mi valoración del desempeño institucional muestra que: 
• El sistema de clasificación empleado en 2003 no es adecuado para iniciar el 
proceso de tratamiento de la conducta indebida, pues no permite detectar y 
canalizar de manera sencilla los presuntos delitos. 
• Hay arbitrariedad en la determinación de denunciar ante el MP los presuntos 
delitos conocidos, pues los casos muestran que es un procedimiento no 
sustentado en criterios jurídicos. 
• Luego de un análisis directo de las quejas, hallé que el nivel de denuncia por 
parte de los órganos de control es demasiado bajo (7%) con respecto a las 
conductas en las que se presume la existencia de delito. 
• Aunque hay una correlación entre la denuncia de un presunto delito y la 
sanción impuesta en el plano administrativo (destitución en todos los casos de 
denuncia), la imposición de sanciones no siempre es un indicador del que se 
pueda inferir una imagen sobre la conducta policial irregular. 
• La información liberada por los órganos de control sobre su actuar no es 
válida o de calidad para responder las preguntas sobre los delitos en que 
incurre la policía. Se trata de una “transparencia desenfocada”. Ello cancela 
las posibilidades de una RdC social. 
• Durante el 2003 la CHJ no detectó las arbitrariedades de la DAI. Por el 
contrario, al continuar y colaborar en el proceso de control, contribuyó a la 
evasión y la cancelación de la RdC.  
En este mismo año, el desempeño del sistema de control policial del Ayuntamiento 
de Guadalajara no fue el adecuado para la RdC de los presuntos delitos policiales, 
pues canceló la posibilidad de que la conducta indebida enfrentara una de las 
consecuencias que le corresponden: un proceso penal.  
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Un diseño institucional deficiente, que no establece con precisión los mecanismos 
para que se desarrolle la responsabilidad jurídica, no somete a una adecuada 
supervisión el procesamiento de la conducta indebida y no propicia la generación de 
información válida, sienta las condiciones para que el tratamiento de los presuntos 
delitos se caracterice por la arbitrariedad.  
El diseño no crea un balance que ciña al sistema de control al cumplimiento de sus 
funciones y esta ausencia de balance permite que un procesamiento notoriamente 
deficiente, cuyo resultado principal es que la inmensa mayoría de los presuntos 
delitos evadan el proceso penal, quede sin consecuencias. Esto fomenta la 
impunidad.  
Antes de concluir este capítulo, en el siguiente apartado examino una posibilidad de 
supervisión externa, al analizar a la CEDHJ. El objetivo es determinar en qué medida 
puede ser considerada un órgano de control externo policial en este caso de estudio, 
lo que podría subsanar, al menos parcialmente, la ausencia de balance señalada. El 
instrumento para esta sección está formulado con las mismas dimensiones que 
propuse para observar el diseño y el desempeño institucional de los órganos de 
control.  
3.4. Comportamiento 
3.4.1. La clasificación de la conducta irregular conocida por los órganos de 
control 
Un procedimiento adecuado para que los órganos de control cumplan con su 
responsabilidad de supervisión de la conducta indebida, de manera congruente con 
el modelo de la RdC, comenzaría con un proceso de clasificación de las conductas 
irregulares que conocen, que diferencie los casos en los que se está únicamente 
ante una falta administrativa de aquéllos en los que se reporta también un presunto 
delito. Al final, tal clasificación permitiría, como mencioné en el capítulo anterior, la 
generación de información válida, pero cumpliría en un principio una función más 
importante: definir si la conducta reportada en la queja debe ser denunciada ante un 
MP.  
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Por ello, comenzaré por revisar cómo la DAI clasificó las quejas que le fueron 
presentadas durante el 2003. Mi objetivo es conocer la operación del procedimiento 
administrativo a través de la clasificación utilizada para organizar la información 
sobre las quejas. A continuación presento los datos (Tabla 3.1) que darán pie a ello.  
Tabla 3.1. Quejas según la clasificación de la DAI. 
Delitos en los 172 expedientes por tipo y combinación 






Total: 14 158 172
Abuso de autoridad II y lesiones 2 34 36
Abuso de autoridad II (violencia o vejamen a las 
personas) 
25 25
Robo 6 19 25
Abuso de autoridad III 8 8
Abuso de autoridad II y Robo 8 8
Cohecho 5 5
Falsedad en declaraciones 5 5
Abuso de autoridad II y golpes simples 4 4
Abuso de autoridad II, robo y lesiones 4 4
Allanamiento 4 4
Abuso de autoridad II y cohecho 3 3
Abuso de autoridad II y allanamiento de morada 2 2
Abuso de autoridad II y extorsión 1 1 2
Abuso de autoridad II, abuso de autoridad XIII y 
lesiones 
2 2
Abuso de autoridad II, robo y allanamiento 2 2
Amenazas 2 2
Extorsión 2 0 2
Lesiones 2 2
Robo y cohecho 1 1 2
Abuso de autoridad II y atentados al pudor 1 0 1
Abuso de autoridad II y Falsedad de 
declaraciones 
1 1
Abuso de autoridad II y XIII 1 1
Abuso de autoridad II, allanamiento y falsedad 
en declaraciones 
1 1
Abuso de autoridad II, amenazas y golpes 
simples 
1 1
Abuso de autoridad II, extorsión y daño en las 
cosas 
1 1
Abuso de autoridad II, golpes simples y daño en 
las cosas 
1 1
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Abuso de autoridad II, lesiones y allanamiento 1 1
Abuso de autoridad II, lesiones y amenazas 1 1
Abuso de autoridad II, lesiones y extorsión 1 1
Abuso de autoridad II, lesiones y falsedad en 
declaraciones 
1 1
Abuso de autoridad II, lesiones y golpes simples 1 1
Abuso de autoridad II, lesiones, daño en las 
cosas y disparo de arma de fuego 
1 1
Abuso de autoridad II, robo y golpes simples 1 1
Abuso de autoridad II, robo, extorsión y acoso 
sexual 
1 1
Abuso de autoridad II, robo, lesiones y 
amenazas 
1 1
Abuso de autoridad III y cohecho 1 1
Abuso de Autoridad IV 1 0 1
Abuso de autoridad XIII y cohecho 1 1
Allanamiento y daño en las cosas 1 1
Amenazas y extorsión 1 1
Daño en las cosas 1 1
Delitos contra la administración de la justicia 1 1
Fraude 1 1
Lesiones y daño en las cosas 1 1
Lesiones y disparo de arma de fuego 1 1
Robo y extorsión  1 1
Robo y falsedad en declaraciones 1 1
Violación y acoso sexual 1 1
 
Para que la clasificación fuera válida en la distinción de la conducta delictiva, tendría 
que informar cuántas faltas y cuántos delitos procesó la DAI, además de los tipos a 
los que pertenecen. Formalmente, las categorías deberían estar agrupadas en dos 
conjuntos: uno de categorías que se refieren a actos que son solamente faltas y otro 
de categorías de actos que coinciden con delitos.  
Un sistema de este tipo resolvería dos cuestiones importantes para comenzar el 
procedimiento:40 permitiría conocer las conductas de las que son acusados los 
policías y el trámite que debe dar la DAI a las quejas. Es decir, si una queja cae en 
                                                 
40 Además, le serviría a la DAI para organizar el proceso de recepción de canalización de quejas. 
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las categorías de delitos, la DAI debe denunciar. Si corresponde a una categoría de 
faltas, entonces sólo debe seguir el procedimiento administrativo previsto en la ley.  
Un primer acercamiento a la clasificación que utilizó la DAI, en el año de estudio, 
muestra que a partir de ella es imposible establecer este primer nivel de distinción. 
En el mismo rango y sin distinguir claramente unas de otras, están presentes 
categorías que analíticamente se pueden agrupar en tres tipos:  
i. Categorías que sólo tienen relación con tipos penales. Estas categorías no 
están directamente vinculadas con algún apartado del Artículo 13 del 
Reglamento. Remiten a tipos penales de los más comunes. Se trata de las 
categorías de allanamiento de morada, robo, abuso de autoridad, omisión en 
el servicio y violación.  
ii. Categorías que remiten tanto a los tipos penales como a supuestos del 
Reglamento. Aquí las categorías hacen referencia a ambos ordenamientos. 
Esto puede justificarse por el hecho de que la legislación mexicana reconoce 
la posibilidad de que una conducta sea falta y delito al mismo tiempo. Para 
esos casos la ley también prescribe la obligación de que se sigan de manera 
paralela el procedimiento administrativo y el penal. La no denuncia de las 
quejas que caen en estas categorías es, por lo tanto, inexcusable. Las 
categorías a las que me refiero son: detención injustificada, lesiones, informes 
falsos, extorsión, negligencia en el servicio y no compareció. 
iii. Categorías que no remiten a ningún ordenamiento. Hay un solo caso de este 
tipo: “falta de probidad y honradez”. Es imposible encontrar el origen de esta 
categoría, sea en la ley penal o en el Reglamento del Ayuntamiento. Fue, 
aparentemente, inventada por quienes clasifican las quejas recibidas en la 
DAI, por lo que carece de cualquier sustento legal.41  
                                                 
41 La única aparición de la expresión “falta de probidad” en el Reglamento aparece en el Artículo 17 –
que forma parte del Capítulo IX. De las Sanciones—, cuando se menciona que “Se considera como 
falta cualquier conducta contraria a las disposiciones contenidas en la reglamentación y en la 
legislación aplicables en la materia, mismas que se sancionarán tomando en consideración las 
siguientes circunstancias: 
(…) 
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El uso de este sistema de clasificación permite hacer una primera valoración del 
desempeño de los órganos de control. Si se analiza desde la óptica del apego a su 
diseño institucional, se debe destacar que el sistema de clasificación empleado es 
distinto al que establece el Reglamento, pues se incluye una categoría, “falta de 
probidad y honradez”, que no se desprende de ningún ordenamiento, y se incluyen 
además categorías que corresponden con tipos penales. Sin embargo, no coinciden 
a un tiempo con categorías del propio Artículo 13, lo que se convierte en un signo de 
un mal comportamiento. Este uso de un sistema de clasificación alterno representa 
también un acto arbitrario por parte de la DAI y la CHJ. 
Ahora bien, dado que esta revisión de la acción concreta de los órganos de control 
durante el 2003 ha conducido al empleo de un sistema clasificatorio distinto al que ya 
había estudiado en el capítulo anterior (el Artículo 13 del Reglamento), se debe 
prestar atención a este instrumento para averiguar sus consecuencias en la RdC de 
los delitos policiales.  
En principio, dado que acepté la posibilidad de la doble naturaleza de una conducta 
indebida -que puede ser falta y delito a la vez-, pero sabemos que los órganos de 
control sólo pueden sancionarla en su carácter de falta, requiero que el sistema de 
clasificación sea capaz de distinguir en cada queja a cuál concepto, o conceptos, fue 
asignada. Sólo de este modo se daría cuenta de la gravedad de la acción policial 
(¿fue falta, delito o ambos?) y del procedimiento al que debe ser sometida (¿debe 
seguir un proceso penal, administrativo o ambos?).  
El que la clasificación empleada por la DAI en 2003, incluya sin distinción y 
subsumidas en el concepto de falta tanto categorías que son a un tiempo 
contravenciones al CPEJ y al Reglamento, como categorías extraídas únicamente 
del CPEJ, implica el riesgo de oscurecer el procedimiento seguido para vigilar la 
conducta indebida. Esto porque hace pasar por falta actos de los que se puede 
                                                                                                                                                         
V.- Las faltas de probidad, independientemente del monto del beneficio”. Como se ve, no se trata en 
realidad de la descripción de una conducta tipo, sino más bien una “circunstancia” que se considerará 
al momento de sancionar la contravención del Reglamento.  
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presumir su carácter de delito, a partir de lo cual esas conductas pueden evadir el 
proceso penal.  
Al ir más allá de la Tabla 3.1 (supra) y buscar evidencias del procedimiento de 
clasificación en los expedientes mismos, el análisis muestra que, además de recurrir 
a un instrumento no válido, incurre en deficiencias operativas. Como ejemplo, 
muestro dos narraciones extraídas de expedientes.42 
Expediente 18/2003-B 
“Manifiesta (el quejoso) que fue golpeado por parte del elemento (…) el día 31 
de enero del 2003, entre las 17:00 y 18:00 horas, cuando se presento en las 
instalaciones de Atenciones Ciudadanas de Delitos contra la Salud, ubicado en 
la calle de San Jacinto y José Benítez, a un costado del parque San Rafael, 
para entrevistarse con el Comandante (…), ya que el tenía un adeudo de 
artículos de joyería del negocio que tiene su esposa de nombre (…), el cual 
asciende a la cantidad de $320.00 pesos, por lo que acudió para cobrarle, pero 
que el citado comandante se molestó y este se introdujo a su oficina, por lo que 
al pretender retirarse también él, fue alcanzado por un elemento que presencio 
la discusión y no obstante que le dijo que el problema no era con él, lo empezó 
a golpear y uno de los golpes mas fuertes fue en la mandíbula; en cuanto al 
comandante (…) señala que no lo volvió a ver, por lo que el hoy quejoso se 
retiró del lugar para su atención médica, en donde quedó internado ese mismo 
día, y al diagnosticarlo en el hospital, presentaba 2 fracturas de quijada, 
requirió una placa con 8 tornillos o clavos en toda la dentadura, de la cual 
señala (…) que le ocasiono un detrimento en su patrimonio de 
aproximadamente $11,000.00 pesos” 
Expediente 007/*2003-H 
“Manifiesta (el quejoso) que el día 29 de Enero del año 2003, siendo las 00:15 
cero horas con quince minutos, y al ir caminando por la calle Puerto Melaque al 
cruce con las calle Demóstenes, fue interceptado por los elementos 
pertenecientes a la Dirección General de Seguridad Pública de Guadalajara, le 
hicieron que sacara todas sus pertenencias y las pusiera sobre el toldo del 
vehículo que estos tripulaban el cual era un automóvil color blanco, sin recordar 
las placas del mismo, manifestó que después de obedecer lo ordenado estos 
policías comenzaron a golpearlo causándole hematomas en ambas piernas, 
golpes internos que tiene sobre sus costillas del lado derecho de su cuerpo, 
                                                 
42 Las transcripciones que siguen son fieles a la redacción y ortografía de los originales. Se omitieron 
los nombres de los involucrados en las quejas. 
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mismas lesiones las cuales acredita con el parte médico de lesiones numero 
18172 expedido por la Dirección Municipal de Salud, Cruz Verde unidad 
médica Doctor Francisco Ruiz Sánchez con fecha 29 veintinueve de Enero del 
año 2003, argumenta además que los amenazaron diciéndole textualmente 
“QUE SI LES PONIA QUEJA O DENUNCIA EN CONTRA DE ELLOS, LO IVAN 
A MATAR” manifestando la media filiación del elemento (…)” 
La DAI clasificó el primer expediente en la categoría “lesiones”; el segundo fue 
catalogado como “abuso de autoridad”. Al remitirse a lo que los quejosos narran, se 
nota que hay algo en común entre ambos eventos: un ciudadano es golpeado, según 
su testimonio, sin razón o justificación legal por parte de uno o más policías. En 
ambos casos, los ciudadanos acreditaron las lesiones sufridas mediante un parte 
médico, como consta en los respectivos expedientes. Al margen de que en el 
segundo expediente, además de golpear al ciudadano, los policías presuntamente lo 
amenazaron.  
Lo que quiero resaltar en un primer acercamiento es el hecho de que dos conductas 
policiales de las mismas características fueron clasificadas en categorías distintas. 
Esto se puede ver como un ejemplo de la arbitrariedad con la que se procesan y se 
clasifican las quejas en la DAI.  
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3.4.2. Sustentación de la determinación de denuncia ante el MP 
El anterior ejemplo comparativo me permite abordar otro indicador del 
funcionamiento de los órganos de control: la sustentación de la resolución. En 
especial, la denuncia ante un MP de todo caso que se trate de un presunto delito.  
Dado que los hechos referidos por los quejosos son sustancialmente los mismos, se 
esperaría que el tratamiento que se le da a la queja sea también similar. Sin 
embargo, tal cosa no sucede. El primer expediente fue denunciado penalmente, 
mientras que el segundo se quedó en el ámbito administrativo. Si se comparan las 
narraciones con las disposiciones del CPEJ a partir del Artículo 206, se observa que 
hay correspondencia. 
“Artículo 206. Comete el delito de lesiones, toda persona que por cualquier 
medio cause un menoscabo en la salud de otro.  
Artículo 207. Al responsable del delito de lesiones que no pongan en peligro 
la vida, se le impondrán:  
I. De diez días a siete meses de prisión o multa por el importe de veinte a 
cien días de salario, cuando las lesiones tarden en sanar un tiempo no 
mayor de quince días. Si tales lesiones son simples, sólo se perseguirán a 
querella del ofendido;  
II. De tres meses a dos años de prisión, cuando las lesiones tarden en sanar 
más de quince días;  
III. De seis meses a cinco años de prisión, cuando las lesiones dejen al 
ofendido cicatriz notable en la cara, cuello y pabellones auriculares;  
IV. De uno a seis años de prisión, cuando las lesiones produzcan 
menoscabo de las funciones u órganos del ofendido; y  
V. De dos a ocho años de prisión, cuando las lesiones produzcan la pérdida 
de cualquier función orgánica o de un miembro, de un ojo, o causen una 
enfermedad probablemente incurable, deformidad incorregible o incapacidad 
permanente para trabajar, o cuando el ofendido quede sordo, ciego, 
impotente o pierda sus facultades mentales”. 
Además, la naturaleza de servidor público del policía, hace que al lesionar a un 
ciudadano incurra en un abuso de autoridad. El Artículo 146 del CPEJ, dispone en su 
Fracción II que un servidor público incurre en abuso de autoridad: 
II. Cuando en el ejercicio de sus funciones, o con motivo de ellas, hiciere 
violencia a una persona, sin causa legítima, o la vejare; 
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Podría argumentarse que el primer expediente tenía elementos para considerar la 
efectiva comisión del delito y que el segundo carecía de ellos. Se concederá 
veracidad a este argumento (como ya se dijo, en ambos casos hay constancia 
médica de las lesiones) para considerar los alcances de la actuación de la DAI. 
Incluso si los hechos del primer expediente fueran a todas luces verdaderos, y los del 
segundo expediente dudosos, la obligación de la DAI era denunciar ambos por el 
simple hecho de que coinciden con un tipo penal.  
Queda fuera de las facultades de esta dependencia determinar si el delito existió o 
no. Se recuerda que la única autoridad competente para investigar delitos es el MP y 
que la DAI tiene la obligación legal de denunciar todo presunto delito del que tenga 
conocimiento. Así pues, el deber de la DAI es canalizar a la vía penal todo hecho que 
pueda ser delito, no tiene ninguna excusa para obrar de otro modo. Asimismo, se 
menciona que la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos de Jalisco 
establece en su Artículo 4° que: 
“Cuando los actos y omisiones materia de las acusaciones queden 
comprendidos en más de uno de los casos de responsabilidad política, 
penal, administrativa o civil previstos en la Constitución del Estado, los 
procedimientos respectivos se desarrollarán en forma autónoma e 
independiente según su naturaleza y por la vía procesal que corresponda, 
debiendo las autoridades competentes a que alude el artículo anterior, turnar 
las denuncias a quien debe conocer de ellas“. 
El monopolio de la acción penal queda asignado al MP en el Artículo 21 de la 
CPEUM. En él se lee: 
“la investigación y persecución de los delitos incumbe al ministerio 
público, el cual se auxiliara con una policía que estará bajo su autoridad y 
mando inmediato” 
El ejemplo muestra que se está ante casos de arbitrariedad. Primero, se clasifican de 
manera distinta dos hechos semejantes. Segundo, y más importante, sólo uno de los 
casos fue denunciado ante el MP, no obstante que ambos fueron clasificados en 
categorías que corresponden con presuntos delitos (lesiones y abuso de autoridad). 
Es decir, si bien se puede señalar una anomalía al clasificar en dos categorías 
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 235
distintas hechos semejantes, cabría esperar que los dos casos motivaran una 
denuncia, al ser clasificados de acuerdo con tipos penales. El que ello no sucediera 
no tiene justificación.  
Esta resolución de no denuncia de conductas que de acuerdo con su propia 
clasificación corresponde a presuntos delitos, no fue un hecho aislado. Por ejemplo, 
la categoría “abuso de autoridad” se refiere exclusivamente a un tipo penal. En este 
caso no hay traslape, como lo muestra el rastreo del origen de estas categorías, 
entre los conceptos falta y delito.  
Debido al origen penal de esa categoría, era de esperarse que todas las conductas 
registradas ahí fueran presuntos delitos policiales y, por ende, hayan sido 
denunciados penalmente. 131 quejas fueron clasificadas como abuso de autoridad, 
de las cuales sólo tres fueron denunciadas. Las 128 restantes se quedaron en el 
procedimiento administrativo.  
Consideremos el siguiente razonamiento: si una conducta es catalogada como abuso 
de autoridad, es obvio que se trata de un probable delito. No hay otra opción, 
tomando en cuenta que el Reglamento no contiene un supuesto con tal nombre. 
Quienes clasifican una queja cualquiera como “abuso de autoridad” son conscientes 
de que están identificándola con un tipo penal. Esto se puede afirmar tomando en 
cuenta únicamente la clasificación impuesta por la DAI, suponiendo que posee una 
lógica interna, sin examinar directamente que las conductas consignadas en esas 
quejas realmente corresponden al tipo penal de abuso de autoridad, previsto en el 
CPEJ. 
En el mismo tenor, hubo dos quejas que fueron clasificadas como robo. Esta 
categoría, al igual que la de abuso de autoridad, no proviene del Reglamento. Fue 
claramente extraída del CPEJ. Además, la conducta de robo es fácilmente 
identificable, no es necesario conocer la ley penal para identificar si se trata o no de 
un delito (como sí ocurre en el caso de abuso de autoridad). Hubo dos quejas 
clasificadas como robo que no fueron denunciadas ante el MP.  
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A la luz de estas consideraciones, la pregunta ¿por qué sólo 14 de 227 quejas 
presentadas por ciudadanos en el 2003 fueron denunciadas penalmente? no tiene 
una respuesta razonable.  
Con base en la clasificación utilizada por la DAI, es posible afirmar que no se debe a 
que unas quejas corresponden a categorías tomadas del CPEJ y otras no. Es decir 
no hay coherencia o justificación jurídica en el tratamiento de la conducta indebida, el 
cual es claramente arbitrario y contribuye así a la evasión del proceso penal.  
Al margen de que el sistema de clasificación empleado no es suficiente para señalar 
el canal y proceso que debe seguir cada caso (administrativo o administrativo y penal 
paralelamente), el tratamiento que reciben las quejas clasificadas de acuerdo con 
sus categorías, no es justificado ni congruente. Como ya se vio, existen incluso 
casos en los que quejas clasificadas en el mismo tipo o categoría no desembocaron 
en el mismo proceso, pues unas fueron denunciadas y otras no, incumpliendo una 
función asignada a los tipos o categorías: delimitar los alcances de la actuación.43  
Tanto la clasificación de la conducta indebida como la decisión de llevarla ante un 
MP son procesos arbitrarios. Por razones desconocidas la autoridad administrativa 
decide no llevar al campo penal un amplísimo número de los casos que ella misma 
clasificó, utilizando categorías que se refieren a presuntos delitos, dejándolos 
solamente en el campo administrativo, donde reciben sanciones más blandas.44 
Esto sucede en clara contravención al Artículo 10 del Reglamento para vigilar la 
Actuación de los Elementos de la Dirección de Seguridad Pública de Guadalajara, 
que en su Fracción II establece como función de la DAI denunciar todo presunto 
delito penal.  
                                                 
43 No deseo afirmar aquí que la sanción final aplicada a todas las conductas clasificadas bajo un 
mismo tipo deba ser única y siempre la misma. Lo que digo es que en un primer nivel clasificatorio, 
que diferenciara las faltas de los delitos, se debiera encontrar congruencia en un proceder que 
denuncia todos los casos de los últimos y encausa procedimiento administrativo a las primeras.  
44 El Artículo 18 del Reglamento prevé como sanciones administrativas para los policías 
amonestación, cambio de adscripción, suspensión temporal de carácter preventivo, suspensión 
temporal de carácter correctivo, degradación en el escalafón o jerarquía y destitución del empleo, 
cargo o comisión. Mientras tanto, las sanciones en el ámbito penal contemplan la privación de la 
libertad como sanción por la comisión de delitos. Obviamente, este último tipo de sanciones es más 
oneroso que cualquiera de los contemplados en el terreno administrativo. 
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Hasta aquí he observado una de las dimensiones del desempeño de los órganos de 
control, mediante el sistema de clasificación que utilizaron y la manera en que ese 
sistema sustenta o no el seguimiento de un proceso adecuado para el tratamiento de 
los presuntos delitos, que debiera caracterizarse por la denuncia en los casos que 
corresponde. Si tal sistema fuera válido y los órganos se apegaran a sus 
consecuencias lógicas, sentaría las bases tanto para instrumentar procedimientos 
como para reportar después la actuación. Esto porque distinguiría las conductas que 
son sólo falta administrativa de aquéllas que cumplen la doble naturaleza, y tendría 
que estar compuesta por categorías que claramente se adscribieran a uno u otro 
tipo.  
Por otro lado, cada una de las categorías tendría que cumplir el requisito de que 
todas las quejas contenidas en una de sus categorías ampararan hechos similares y, 
por lo tanto, fueran merecedores de procedimientos análogos en razón de su origen. 
Así, las quejas registradas en categorías que corresponden a tipos penales deberían 
ser, sin excepción, denunciadas ante la autoridad competente. Como ya quedó 
demostrado, esto no sucede, ya que la clasificación permite ocultar delitos bajo la 
categoría de faltas.  
Al recuperar lo que expuesto en el capítulo anterior, puedo sugerir que esta 
deficiencia de desempeño obedece a que la definición de la responsabilidad jurídica 
adolece de solidez. Como apunté, en el diseño vigente el marco de conductas que 
son objeto de responsabilidad tiene imprecisiones, particularmente en la distinción de 
la conducta delictiva y en la determinación de las acciones que se deben seguir ante 
el conocimiento de los presuntos delitos.  
Si bien la obligación de denunciar está explícitamente señalada, el traslape del 
sistema de clasificación de las conductas que generan responsabilidad y una 
imprecisa enumeración de las consecuencias, abre espacio para la arbitrariedad. 
Además, en tanto no se señala una vigilancia directa de la obligación de denunciar, 
este incumplimiento puede pasar desapercibido.  
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Después de ver que el comportamiento de la DAI y la CHJ presenta deficiencias que 
pueden relacionarse a ciertas fallas del diseño, ahora observo la siguiente dimensión 
del desempeño, los resultados. 
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CAPÍTULO 4. LAS FALLAS DEL DISEÑO COMO CONDICIONANTES DE 
LA EVASIÓN Y LA IMPUNIDAD 
En esta tesis he abordado el estudio de los órganos de control en la policía, no sólo 
con relación a su diseño y contrate con un modelo, sino también en lo relativo a los 
resultados obtenidos. Es decir, he analizado tanto sus fallas con respecto al modelo 
de RdC policial, como su eficacia en el cumplimiento de sus objetivos, especialmente 
en lo que toca a su deber de denunciar los presuntos delitos cometidos por los 
elementos de la policía, dentro del marco de la RdC policial, delimitado por los 
conceptos de sanción y transparencia. 
En este apartado se intenta determinar y comprender cuáles son los mecanismos y 
vías mediante los que el diseño del órgano de control de Guadalajara, al distanciarse 
del modelo de RdC policial, permite un mal desempeño en cuanto a sus objetivos. Es 
decir, establezco la vinculación entre las fallas que encontré y los resultados que 
arrojan la evidencia y el análisis del desempeño del órgano de control de 
Guadalajara.  
Es necesario señalar que no se pretende encontrar en el modelo de 
responsabilización policial una respuesta única a la necesidad de un marco 
institucional sólido y eficaz, alineado con la RdC, por el contrario, admito que ésta es 
una posibilidad más de marco para el diseño institucional.  
Sin embargo, si tengo claro que a partir de mi propuesta es posible diseñar los 
mecanismos y vías necesarias para evitar los riesgos que se plantean en la 
realización de la labor de vigilancia y control de los policías. Esto, en virtud de que 
evita la politización, atiende a la disposición de recursos suficientes, posibilita la 
colaboración de las autoridades controladas y combate la ineficacia en cuanto a los 
resultados, al tiempo que procura la transparencia. 
Ya enuncié las fallas detectadas en el modelo de órgano de control de la policía de 
Guadalajara. Asimismo, di cuenta de los efectos que cada una de estas fallas causan 
de manera general en el desempeño del órgano de control. En este sentido, de la 
revisión a la actuación del órgano interno de control se ha podido determinar una 
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evasión en la investigación y eventual sanción de las conductas presumiblemente 
constitutivas de delitos, realizadas por parte de elementos policiacos de Guadalajara. 
También puedo constatar que de igual forma se elude el cumplimiento del deber de 
denunciar dichas conductas ante el MP, a pesar de ser un mandato expreso, 
contenido en la normativa aplicable. Por igual establecí cuáles fueron los resultados 
obtenidos por el órgano de control en el ejercicio de sus atribuciones, 
específicamente en lo que toca a la obligación de denunciar ante el MP a los policías 
que presuntamente cometieron delitos. 
Ahora analizaré cómo las fallas encontradas en el diseño y actuación del órgano de 
control incidieron para llegar a los resultados descritos. Es decir, en este apartado se 
establecerán las condicionantes, nexos y circunstancias que, a partir de las falencias 
institucionales, resultaron en la evasión descrita. Asimismo determinaré las líneas de 
causalidad que van del diseño institucional del órgano de control de Guadalajara a 
los resultados que esta entidad alcanzó, teniendo como referente para ellos a la 
RdC; delimitada en sus ámbitos de transparencia y sanción. Por supuesto teniendo 
como base analítica las tres dimensiones del modelo de responsabilización policial. 
El modelo de responzabilización policial se establece a partir de una noción de 
integralidad que no permite establecer una determinada graduación o valor para 
cada uno de sus componentes a la hora de su implementación, pues se parte de 
asumir que todos ellos son interdependientes. Sin embargo en cuanto a su 
contrastación contra el modelo aplicado en Guadalajara, considero que sí es posible 
identificar niveles de afectación con mayor o menor significancia, en cuanto a su 
incidencia en los resultados de la actuación del órgano de control.  
En este contexto, con la finalidad de hacer más clara la exposición de los elementos 
enunciados, en un primer momento del análisis señalaré tres fallas que he 
caracterizado como sistémicas: i) Mandato, ii) Ausencia del Órgano Autónomo de 
Control y iii) Información, a la luz de su significativa vinculación con los malos 
resultados en las dos esferas que son referentes para este estudio, sanción y 
transparencia dentro del marco de la RdC. En un segundo espacio de valoración, 
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describiré la conexión específica entre las fallas encontradas con aspectos 
específicos de los resultados. 
4.1. Falla sistémica 1: Mandato 
Debe reconocerse que la policía, como institución, tiene una encomienda sumamente 
delicada al velar por el orden público y la integridad de las personas. Esta 
responsabilidad se sustenta en la delegación que hace el Estado del poder 
coercitivo, lo que hace que su función deba estar sometida a controles estrictos que 
tengan como base el imperativo ético y legal de proteger a los más débiles. En este 
sentido, cuando la policía desvirtúa su función y atenta contra los ciudadanos, deben 
existir disposiciones normativas e instrumentos puntuales que permitan, en primer 
término, identificar las conductas de manera adecuada y en un segundo término, 
sancionarlas en la vía correspondiente. 
Como lo mencioné, existen disposiciones legales específicas que crean, de manera 
general, la obligación de denunciar los delitos de los cuales tengan conocimiento por 
parte de los servidores públicos, lo que sin duda es un acierto normativo al 
establecer el deber de hacer del conocimiento una situación de hecho contraria a la 
legislación penal. Esto conlleva una finalidad protectora de la víctima, sancionadora 
del delincuente y preventiva de que las conductas delictivas se actualicen 
nuevamente.  
En este contexto el Mandato es el elemento central para que el órgano de control 
asuma de manera plena sus funciones, eliminando el espacio de vacío o indefinición 
jurídica que hace posible que el órgano de control evite reconocerse como obligado a 
identificar, clasificar, registrar y dar seguimiento a las conductas delictivas en que 
incurran los miembros de la corporación policial. 
Así, un elemento central es la inclusión expresa de disposiciones normativas en el 
marco que rige la actuación del órgano de control que, de manera clara y precisa 
eviten las dudas o brechas interpretativas en cuanto a la obligación de denunciar las 
presuntas conductas delictivas. En este sentido, a partir de una identificación de las 
etapas inherentes a la sustanciación de los expedientes de queja, se podrían 
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establecer dispositivos normativos específicos que tuvieran en cuenta al mandato de 
atender adecuadamente la incidencia de delitos cometidos por policías.  
De este modo, se tendría que establecer en el Reglamento de manera expresa, la 
obligación por parte de la DAI, de identificar desde la recepción misma de la queja si 
existen elementos que haga presumible la comisión de algún ilícito, para que en caso 
afirmativo se proceda a turnarse copia del expediente al MP. De esta forma, se 
estaría creando un deber del funcionario encargado de recibir la queja de valorar 
jurídicamente los hechos materia de queja para, en su caso, proceder por la vía 
penal, independientemente por supuesto de que se continúe el procedimiento 
administrativo.  
A partir de establecer una regulación como la mencionada, podrían atenderse casos 
en los que, derivado de la narración de hechos por parte de los quejosos, se 
desprendan elementos mínimos para presumir la actualización de algún tipo penal, 
que de manera general pueden enunciarse como las circunstancias de modo, tiempo 
y lugar. Concatenados estos elementos con otros tales como documentales públicas 
sobre lesiones, acreditación de pre-existencia de objetos presuntamente robados, 
entre otros. 
De igual forma se tendría que regular la actuación del órgano de control en las 
etapas subsecuentes del procedimiento de sustanciación de las quejas. Es claro que 
la presunción de la comisión de un delito no únicamente puede tener lugar en el 
momento de la recepción de la queja correspondiente, sino que puede llegarse a ella 
a través de las distintas actuaciones a lo largo de todo el procedimiento 
administrativo.  
En este sentido, se tendría que establecer también la obligación de denunciar los 
delitos a los responsables de integrar el expediente y de realizar las investigaciones 
correspondientes, hasta la elaboración del proyecto de resolución que se pondrá a 
disposición de la CHJ. Esta obligación estaría vinculada a la obligación de incluir en 
el proyecto mencionado si, a consideración de la DAI, es procedente o no turnar 
copia del expediente al MP.  
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Con la misma finalidad de garantizar que dentro de toda la sustanciación del 
procedimiento administrativo se efectúa una valoración jurídica orientada a 
determinar la presunta comisión de un delito, en la etapa final de trámite de los 
expedientes, esto es, en el análisis y resolución sobre el mismo que hace la CHJ, 
también se tendrían que establecer, igualmente de manera expresa, las obligaciones 
de identificar conductas presuntamente delictivas y de denunciarlas ante el MP. A 
esto se sumaría la obligatoriedad de que en la resolución se incluya un 
pronunciamiento expreso y categórico sobre la procedencia o no de enviar el 
expediente al MP. 
 A través de esta inclusión de obligaciones en el marco regulatorio, se elimina la 
salida fácil de desatender los presuntos delitos cometidos por policías, basada en 
una autolimitación de la esfera de actuación de los órganos de control policial, que no 
reconocen la integralidad implícita en su obligación de vigilar, regular, controlar y 
sancionar la actuación irregular de los policías.  
Esta integralidad se tiene que sustentar a partir de asumir que en el ejercicio de sus 
funciones, los policías pueden delinquir. Por lo que se precisa que los órganos de 
control sea capaces de intervenir, con el alcance y características que permite el 
marco legal, en el combate a ese tipo de conductas. Y esto solamente puede 
hacerse a través de cumplir plenamente con la obligación intrínseca a la función 
pública de denunciar los delitos que conozca ante el MP.  
Sin embargo, es evidente que no basta con la disposición formal en la ley de una 
obligación para su cumplimiento, sino que es necesario sumar las medidas 
coercitivas necesarias para asegurar su cumplimiento; en el caso de esta 
investigación, en que los expedientes de quejas ciudadanas sea adecuadamente 
tratados. Así, es necesario que a cada obligación legal, en este caso de denuncia de 
presuntos delitos ante el MP, se le establezca una sanción en situación de omisión, 
enfatizando nuevamente que esta sanción debe estar clara y expresamente 
establecida en la normativa específica del órgano de control.  
Al respecto, si bien ya existen disposiciones legales que establecen la obligación 
mencionada, de manera general para los servidores públicos, desde las vertientes 
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administrativa y penal, no han tenido la efectividad deseada, en tanto que dejan al 
arbitrio de los servidores públicos la decisión de valorar si es presumible o no la 
comisión de un delito, lo que condiciona a que exista la voluntad de buscar, de 
indagar sobre la materia. 
Sin embargo, en mi propuesta se establece como obligatorio precisamente llevar a 
cabo esa valoración jurídica para definir si se puede presumir la existencia de delitos, 
lo que se concatena con la obligación de pronunciarse al respecto en todas las 
etapas del procedimiento de sustanciación, cerrándose el ciclo normativo con la 
previsión de una sanción para la omisión en el cumplimiento de estas obligaciones, 
igualmente en cada una de sus etapas. 
El “blindaje” normativo que se propone a través de la especificación clara de 
obligaciones de denuncia de delitos, y sus consecuentes sanciones, se orienta a 
salvar la circunstancia negativa que por desconocimiento, falta de controles o por 
una intención más acorde con intereses particulares que con el interés general, ha 
redundado en la falta de cumplimiento de las disposiciones contenidas en la 
normativa actual por parte de los actores involucrados. 
Hasta aquí he referido la parte normativa que es pertinente para atender el mandato 
de denuncia, sin embargo es preciso señalar también los instrumentos adjetivos para 
ello. Uno de los instrumentos necesarios, que incluso he referido en otras partes de 
esta tesis, es el instrumento clasificatorio de las conductas irregulares en que 
incurren los policías. De manera breve reitero las consideraciones al respecto: se 
debe contar con un instrumento que sea útil para poder identificar cuando los policías 
incurren presuntamente en conductas delictivas para que, sin prejuzgar sobre las 
responsabilidades inherentes, se pueda establecer cuando es necesario que el MP 
conozca el expediente.  
Un instrumento clasificatorio que eluda la identificación de delitos y que sirva como 
subterfugio interpretativo para identificar solamente faltas administrativas, constituye 
un obstáculo material al control eficaz de las conductas irregulares policiales y por 
ende una vía hacia la impunidad y evasión de la sanción penal.  
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No se debe soslayar que, a partir del caso en estudio, se puede establecer la 
existencia de un régimen diferenciado de facto que brinda protección especial a los 
policías cuando incurren en delitos. Por ejemplo, si un ciudadano le quita una 
posesión a otro se le acusa de robo y se le procesa penalmente, en cambio, de 
acuerdo con lo observado en este caso de estudio, si un policía desposee de un bien 
a una persona, se le acusa de “falta de probidad” y se le procesa y sanciona 
solamente en el ámbito administrativo. 
Otro elemento necesario para cumplir con el mandato de denunciar los presuntos 
delitos policiales, es la capacidad de investigación de las personas que dan trámite a 
las quejas. La configuración normativa y la forma de operar del órgano de control de 
Guadalajara, se ha visto marcada por una intervención orientada a soslayar los 
posibles delitos involucrados en las quejas. A partir de asumirse como un órgano que 
no investiga delitos, sino infracciones de índole administrativa.  
De este modo, parece que la actuación del órgano de control está determinada por la 
invisibilización de los hechos delictivos o bien por su adecuación nominal a 
conductas administrativas. A partir de la normativa propuesta, que obligaría a 
identificar los presuntos delitos policiales, se le tendría que agregar, como 
mecanismo de garantía para ello, personal suficiente y capacitado para realizar 
investigaciones que, a partir de una perspectiva integral, pudiera discriminar entre las 
conductas irregulares del ámbito administrativo y los tipos penales contenidos en la 
normativa correspondiente.  
Como ya lo mencioné, la configuración de una presunta responsabilidad penal no 
solamente puede darse en la narración de la queja, sino que puede desprenderse de 
las propias investigaciones que se llevan a cabo sobre ella. E incluso la tarea de 
allegarse elementos que permitan realizar esa presunción, sería parte del proceso de 
identificación de presuntos delitos policiales como parte de los objetivos del órgano 
de control.  
Por lo anterior, se requiere que el personal que de trámite a las quejas, las investiga 
y elabora los proyectos de resolución en la DAI, sea capaz de emplear medios 
idóneos de diagnóstico y análisis de datos, de evidencias y de información. Ello para 
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concretar, dentro del marco y alcance de sus competencias, una gestión eficaz de las 
quejas, a través de una debida canalización al MP cuando así corresponda, sin 
significar que se invada la esfera de la acción penal, sino únicamente que, a través 
del correcto ejercicio de sus facultades, el órgano de control asegura que ninguna 
acción irregular de los miembros de la corporación policial quedará sin ser atendida 
dentro de su límite de actuación.  
De esta forma se estaría pugnando por una nueva manera de actuar 
interinstitucionalmente, con base en la coordinación de las entidades que al final se 
encargan materialmente del control de las conductas irregulares de los servidores 
públicos, específicamente de los policías, esto es, el órgano de control en el ámbito 
administrativo y el MP en el terreno de lo delictivo. 
Esto considerando que es en este plano de coincidencia entre las responsabilidades 
administrativas y penales que se vuelve necesaria la referida coordinación, formal, 
adecuadamente estructurada y continua, a fin de alejar lo más efectivamente posible 
la impunidad en las conductas desviadas de los policías. Así se favorecería el 
cumplimiento oportuno y efectivo de la obligación del Estado de castigar tanto los 
delitos como las faltas administrativas. Más aún tratándose de aquellos servidores 
públicos a los que se les ha confiado velar por la integridad física y patrimonial de la 
sociedad.  
En este contexto, vale la pena examinar las maneras en que los servidores públicos 
del órgano de control han actuado, de una manera tal que han dejado abierta la 
puerta para que se suscite la evasión sistemática al procedimiento penal cuando se 
está ante la presunta comisión de un delito. Indudablemente, es irregular e ilegal la 
omisión en denunciar los presuntos delitos de los que se tiene conocimiento al 
ejercer el servicio público, sea esto de forma deliberada o no deliberada. Es decir, ya 
sea por ineficacia o por abierta intención.  
Sin embargo, a la luz de las carencias que enuncié con respecto al mandato, en 
términos de las lagunas, ausencias e imperfecciones en su conjunto normativo y en 
sus instrumentos, es posible y pertinente identificar qué elementos de esas 
deficiencias estructurales que devienen en fallas de organización, de control, y 
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coordinación, explican el incumplimiento del deber de denuncia y en qué momento 
del trámite a las quejas, intervienen. 
En un primer tiempo, se recibe la queja, que implica la apertura de un expediente en 
la DAI. Este momento inicial, en que la DAI toma conocimiento de las conductas 
irregulares presuntamente cometidas por los policías de Guadalajara, es crucial para 
el rumbo que tomará la investigación. Supone un primer contacto del quejoso en el 
cual, a través de su declaración fundamentalmente, proporciona al órgano de control 
los elementos que prefiguran una falta administrativa o un delito. Razón por la cual 
es de suma importancia que en esta etapa se actúe con precisión conceptual y 
jurídica para determinar el cauce que seguirá.  
Como señalé, en la recepción de las quejas, el servidor público no está sujeto a 
mecanismos de contención que incentiven su apego al deber de denunciar los 
presuntos delitos que conozca, en tanto que el instrumento clasificatorio que usa 
para la apertura del expediente es inadecuado. Esto porque no permite una 
identificación clara de los delitos cuando éstos están presentes en las quejas, y ante 
la ausencia del mandato claro y categórico que le adscriba directamente el deber de 
analizar la naturaleza de la conducta, materia de queja, a la luz del ordenamiento 
penal. La actuación de quien recibe la queja es autolimitada en la mayoría de los 
casos, al convertir conceptualmente una conducta delictiva en una falta 
administrativa. 
Como ejemplo al respecto está el expediente 275/2002-E, en el cual el quejoso 
refiere que al tras practicarle una “revisión de rutina”, tomaron su cartera y tras 
revisarla se la aventaron y al recogerla “se percató que le hacía falta el billete de 
$500 que traía”. Ante esta queja, el expediente se abrió clasificando la conducta 
como “Falta de probidad y honradez”, concepto contenido en el Reglamento, sin 
embargo, se soslayó la naturaleza delictiva de la conducta narrada. 
Asimismo, la ausencia del mandato en los términos que he expresado, en conjunto 
con el inadecuado instrumento de clasificación utilizado, hace posible que aun ante 
una aparente identificación de conductas delictivas al dar apertura a los expedientes, 
ésta se haga de manera imprecisa en varios casos -por ejemplo atribuyendo la 
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denominación de “Abuso de autoridad” a casos que no los son desde la perspectiva 
penal-. 
Por ejemplo, en el expediente 252/2002-F, la persona quejosa refiere textualmente: 
“Quiso hacer una llamada desde su celular (…) al 080 y la elemento mujer no la dejó 
y le arrebato su celular sin devolvérselo”. En esta parte de la narración se puede 
apreciar que la quejosa acusa a una policía de robarle su celular, lo que tendría que 
haberse reflejado en la clasificación de la conducta como un presunto robo, que por 
lo tanto habría implicado hacer una valoración sobre la pertinencia de enviar el caso 
al MP para la investigación penal.  
Sin embargo, la conducta fue clasificada como “Abuso de autoridad”, figura que no 
corresponde a ninguna de las contenidas en el Reglamento para Vigilar la Actuación 
de los Elementos de la DGSPG, sino que corresponde a un delito contemplado en el 
CPEJ. Esto lleva a inferir dos posibles escenarios: o bien quien clasificó las 
conductas de este expediente imprecisamente recurrió a una figura penal 
inadecuada, caracterizando como abuso de autoridad un robo, o bien usó la 
denominación abuso de autoridad fuera del contexto estrictamente jurídico, como 
concepto al que se puede ajustar toda conducta que signifique un exceso en el 
ejercicio de las atribuciones de la policía.  
Cualquiera que sea el escenario, se refleja la imprecisión derivada de la 
inadecuación del instrumento de clasificación, así como de la ausencia del mandato 
de denunciar, en tanto que no se turnó al MP. 
Una vez que se ha abierto el expediente de la queja recibida, junto con la 
clasificación de la conducta presuntamente desplegada por los policías involucrados, 
el desarrollo de las investigaciones se limita a tratar de encontrar los puntos de 
sustento para sancionar administrativamente, en caso de que se determine la 
responsabilidad e los elementos, pero nuevamente, de manera sistemática, dejando 
a un lado la óptica de análisis jurídico desde la vertiente penal.  
De este modo, en las subsecuentes etapas en la sustanciación de los expedientes, 
es posible que los funcionarios que intervienen estén de plano ante conductas que 
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desde el sentido común incluso, se tendría como delitos, sin que ninguno actúe y 
denuncie ate el MP.  
Lesiones, abuso de autoridad en diversas hipótesis (violencia hacia las personas, 
vejaciones), robos, entre otros tipos penales, son procesados bajo una denominación 
administrativa o dentro del concepto de “Abuso de autoridad”. Este último no basado 
en el derecho penal, sino más bien en una noción general que puede abarcar todo 
tipo de conductas policiales irregulares que impliquen un exceso en el ejercicio de la 
función pública. 
Al elaborar los proyectos de resolución que son propuestos a la CHJ, la DAI de igual 
manera evade sistemáticamente responsabilizarse de denunciar o por lo menos 
proponer en el proyecto a la CHJ la denuncia. Así, se crean las condiciones propicias 
para que, ante la ausencia del mandato y sus medios de control de cumplimiento, 
alguien tome la decisión de hacer del conocimiento del MP, los hechos en los que es 
posible presumir la comisión de delitos. 
La ausencia del mandato de denunciar y de sus medios de control, es un factor que 
contribuye a posibilitar la evasión del procedimiento penal cuando se está ante 
quejas que contienen conductas presuntamente delictivas, que por ende debieran ser 
del conocimiento del MP. Esta ausencia resulta en una generación de información 
escasa y poco relevante que se deriva de su pobre capacidad de procesamiento, 
desde una perspectiva de técnica jurídica y por los escasos incentivos para el 
desempeño de su función de regulador y fiscalizador de la conducta policial.  
Por ende, esto convierte al órgano de control en una entidad que es dependiente de 
sus propios medios -se autovigila- y que evita la confrontación intrainstitucional, que 
representaría el turnar al ámbito penal los casos de presuntos delitos cometidos por 
los miembros de la fuerza policial.  
Es precisamente sobre la ausencia del órgano autónomo de control y acerca de la 
precaria dinámica informativa que abundaré en los siguientes párrafos. 
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4.2. Falla sistémica 2: Ausencia del órgano autónomo 
La función policial sirve a la sociedad para la preservación del orden, para asegurar 
la protección a la integridad de sus miembros y de sus pertenencias. A través de ella 
el Estado interviene de manera legítima para prevenir el delito y para mantener el 
bienestar público, mediante la delegación que le hace de la posibilidad de usar la 
fuerza para el cumplimiento de sus fines.  
Es evidente que la función policial toca un punto neurálgico de las relaciones entre el 
Estado y los gobernados. Por lo que su ejercicio debe estar sujeto a controles y 
escrutinios que permitan prevenir, detectar y corregir cualquier forma de abuso del 
poder que le ha sido conferido, en aras de garantizar que siempre oriente su 
actuación a la protección de lo ciudadanía, siempre con sustento en los principios 
que la Constitución y la ley le señalen. 
Por ello es pertinente reflexionar sobre el caso de la policía de Guadalajara, para 
indagar qué fue lo que sucedió, en lo que toca a la manera como actuaron tanto la 
DAI como la CHJ ante la ausencia de un órgano de control autónomo, como el 
propuesto en mi modelo, específicamente ante las conductas presuntamente 
delictivas cometidas por policías. 
El órgano autónomo de control propuesto, tiene entre sus objetivos el de garantizar la 
idoneidad y eficiencia en el ejercicio del control sobre la conducta policial, actuando 
de manera complementaria al órgano encargado de procesar las quejas de los 
ciudadanos. En este sentido, el órgano autónomo de control se convierte en un 
primer momento, en una suerte de auditor de la labor realizada previamente por el 
órgano de procesamiento.  
En el caso que he abordado, señalé que una de sus características es la ausencia de 
un órgano autónomo de control, lo que resulta en que la actuación de control sobre 
los miembros de la policía carece de una instancia revisora que intervenga ante 
omisiones, insuficiencias, deficiencias o de plano actuaciones parciales o sometidas 
a algún tipo de interés de grupo o de particulares. Así, la ausencia del órgano de 
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control en Guadalajara sirve para entender la manera en que resolvió en diversos 
casos. 
En un primer momento de análisis referí a la sistemática prevalencia de casos no 
denunciados, aun cuando de la queja se desprendían hechos probablemente 
constitutivos de delito. Como ya lo comenté antes, en el caso de estudio se 
estableció una evasión de 92%, calculada sobre la base de que únicamente 14 
expedientes de queja con presunta comisión de delitos fueron turnados al MP, del 
total de 173 en que se dieron esas circunstancias. 
Esta evasión tan grande se entiende solamente a partir de una actuación 
deliberadamente dirigida a no denunciar los delitos que se conocen, concatenada 
con la ausencia del órgano autónomo de supervisión, lo que visibiliza el quiebre en el 
desarrollo de las funciones del órgano de control de Guadalajara. Lo que hace 
destacarse la carencia de una práctica de control regulada, eficaz y exigente que 
resulta en una mala praxis en este sentido.  
El necesario contrapeso en las funciones de supervisión impide que se otorgue 
prevalencia a los intereses de grupo, partidistas, de dependencia orgánica o 
personales, por sobre el interés general de preservar la función policial del ejercicio 
indebido o abusivo. Incluso el órgano autónomo cuando actúa eficazmente se 
constituye en un mecanismo que hace posible la reducción en la incidencia de 
conductas irregulares, a partir de la eficacia en su detección y corrección, lo que 
resulta en una policía limitada por el marco legal y capaz de rendir cuentas. 
Ahora bien, otro espacio de análisis corresponde a la valoración técnico jurídica que 
se expresa en los expedientes de las quejas recibidas por el órgano de control de 
Guadalajara. De la revisión que se efectuó al contenido narrativo de ellos, se pudo 
establecer que en 173 casos lo declarado por el quejoso correspondía con algún o 
algunos tipos penales, por lo que lo conducente habría sido que se turnaran esos 
expedientes al MP, lo que solamente aconteció en 14 casos. Al respecto, de los 
datos obtenidos se puede observar que hubo una alta concentración en tres tipos 
penales fundamentalmente: Abuso de autoridad -hipótesis de ejercer violencia o 
vejar a las personas-, lesiones y robo.  
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El caso del delito de robo es útil para revelar la orientación del órgano de control de 
Guadalajara a no denunciar los delitos conocidos por él a través de las quejas 
ciudadanas. El robo, en su tipicidad es un delito que no es difícil de reconocerse en 
una evaluación jurídica de una queja. La mera desposesión de un bien por quien no 
esté legitimado para ello lo configura en el tipo básico, al cual se le agregan diversas 
calificativas, dependiendo de la circunstancia específica en que dicha desposesión 
se realice.  
Sin embargo, aún con esta circunstancia, de los 46 casos de quejas en los que se 
referían robos, únicamente 39 fueron hechos del conocimiento del MP. Las personas 
encargadas de recibir la queja, clasificarla, investigar los hechos adjetivos de ella y 
resolver sobre el asunto, en casi 85% de los casos no diferenciaron el tratamiento al 
delito de robo del trámite que se le da a una irregularidad administrativa. 
Por ejemplo, tenemos que en la queja contenida en el expediente 285/2002-G, el 
quejoso narra lo siguiente: 
“… arribó una patrulla (…) prosiguieron con hacerle una revisión (….) –el 
quejoso- portaba la cantidad de $1,200 (….) el ciudadano se percató que el 
elemento sustrajo –el dinero- de sus bolsillos (….) lo llevaron detenido (….) 
otro de los elementos empezó a golpear al quejoso en toda su economía 
corporal causándole diversas lesiones” 
De la queja se desprenden probables hechos constitutivos de delito, en tanto que se 
narran acciones que guardan identidad con los tipos penales de robo y lesiones, 
además que de acuerdo con lo actuado en el expediente, se adjunta un parte médico 
que acredita que el quejoso “presenta diversas contusiones así como hematomas en 
los párpados”.  
Ante esta evidente queja por conductas presuntamente delictivas, incluso una 
persona con escasa o incluso nula preparación jurídica puede establecer que le 
compete conocerla al MP. Por lo que se puede inferir válidamente que si el órgano 
de control no cumplió con la obligación de turnarle el expediente a dicha instancia de 
investigación penal, omitió hacerlo de manera intencional, ya sea por no lesionar la 
imagen de la corporación y por ende los intereses de las autoridades municipales, o 
bien por solidaridad con quienes al final de cuentas son sus compañeros. Incluso 
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podría pensarse en la posibilidad de que el propio órgano de control actuara de 
manera corrupta, decidiendo a partir de algún tipo de prebenda.  
Estos escenarios derivan de la imposibilidad de que se dejaran pasar por mera 
incompetencia o limitación técnica los evidentes casos de presuntos delitos 
cometidos por policías, esto de manera sistemática, a la luz de la elevada evasión 
que se encontró al analizar los datos del desempeño del órgano de control. 
Con la intención de reforzar estos planteamientos, traigo a cuenta otro caso que 
ejemplifica la ausencia de una entidad revisora del funcionamiento del órgano de 
control de Guadalajara, en este caso el expediente 161/2003-E: 
“…fue interceptado por uniformados municipales, indicándole se detuviera 
para hacerle una revisión de rutina, le registraron hasta los calcetines sin 
encontrarle nada (….), golpeándolo con el puño izquierdo en la cara del lado 
derecho y sus dos compañeros le golpearon la espalda (….) al recoger sus 
pertenencias no le regresaron un teléfono celular (…), para robustecer su 
dicho exhibió un parte de lesiones.” 
Es claro que en la queja, el ciudadano refiere conductas que puede presumirse que 
son delictivas, además del robo, existe un parte médico que acredita las lesiones que 
serían resultado de los golpes propinados por los policías. En este asunto 
evidentemente no hubo una instancia que pudiera detectar una mala interpretación 
jurídica que le atribuyera una naturaleza puramente administrativa a conductas que 
evidentemente correspondían al terreno de lo penal. Tampoco se implementó acción 
alguna orientada a cumplir con la obligación de denunciar los delitos ante el MP.  
Quiero reiterar que el órgano de control tiene ya la obligación de denunciar los 
presuntos delitos cometidos por policías, obligación que si bien, como ya lo expresé 
en párrafos anteriores, está imprecisa y vagamente formulada, es vigente de pleno 
derecho y tendría que cumplirse al margen de la voluntad de los funcionarios del 
órgano.  
Sin embargo la actuación francamente negativa en este rubro del órgano de control y 
la altísima evasión que se ha podido establecer, expresa la necesidad, sostenida en 
el modelo que propongo, de establecer una instancia autónoma con los procesos y 
procedimientos adecuados, los roles y responsabilidades de los encargados de velar 
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por el cumplimiento de un mandato de denunciar penalmente las conductas de las 
que se pueda presumir que constituyen un delito.  
En mi modelo se propone así un efectivo régimen de controles y vigilancia, que 
incluye un mandato claro y específico y un órgano poseedor de los recursos 
necesarios para el control eficaz de la conducta policial. 
El ámbito de intervención del órgano autónomo estaría delimitado por lo menos por 
las tres fases de trámite de las quejas, la recepción, la sustanciación y la resolución. 
Es en estas tres fases diferenciadas en que se suscitan decisiones relevantes que 
condicionan el resultado final del trámite de una queja, por lo que la supervisión del 
órgano autónomo tiene que tener una incidencia clara en ellas.  
El control durante la recepción, o bien la validación del registro y clasificación de la 
queja es un punto de suma importancia para asegurar la eficacia procedimental y 
eventualmente, la solidez de un caso que se turne al MP. Una inadecuada 
clasificación de la conducta, materia de queja, limita las funciones de investigación, al 
dirigirlas a un terreno acotado deficientemente.  
De igual manera, en la etapa de investigación de los hechos relacionados con la 
queja, cuando incluso es posible reunir elementos que permita, en su caso, reforzar 
una eventual acción por parte del MP, se privilegia la visión autolimitada que 
convierte nominal y, de facto, jurídicamente, a los delitos en faltas administrativas. 
Finalmente, al resolver desde esta óptica, el espacio de decisión ya está 
condicionado a tratar los presuntos delitos como meras irregularidades, dejando así 
cerrada la vía para que se les trate en el ámbito penal. 
Ahora bien, tal como se señala en el modelo que se propone en esta tesis, la 
concepción de órgano autónomo involucra facultades y responsabilidades fundadas 
en dos elementos: la autonomía entendida como la posibilidad de ejercer su criterio 
de manera independiente, sin intromisión ni influencia alguna, y una integración que 
garantice lo anterior, a partir de criterios definidos que protejan la autonomía referida. 
Solamente evitando la injerencia e influencia de los poderes políticos, de los 
intereses particulares o de grupo se puede garantizar un desempeño técnico y 
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transparente que sustente las resoluciones sobre las conductas presuntamente 
irregulares y presuntamente delictivas de los policías.  
La existencia del órgano autónomo daría garantía de que no se omita investigar y en 
su caso sancionar por la vía penal los delitos que eventualmente lleguen a cometer 
los miembros de la corporación policial. En este sentido se tiene que asumir que la 
acción del órgano autónomo resulta en un eficaz contrapeso para la operación de la 
justicia en todos sus ámbitos, tanto administrativo como penal, alejándose de la idea 
de cumplimiento de la ley como una mera cuestión consensual o de negociación o, 
peor aún, de simulación. 
El control de la función policial exige la existencia de instancias complementarias 
(órgano interno y órgano autónomo) que desarrollen sus funciones en el marco de un 
sistema de contrapesos y controles, con la finalidad de garantizar que se resolverán 
las quejas de manera independiente e imparcial. 
Existen varios ejemplos de la implementación de un órgano autónomo de 
supervisión. El Auditor Independiente de San José, California, es uno de ellos, en el 
cual se efectúa una revisión en todos y cada uno de los casos en que revisa todas 
las quejas de exceso de fuerza, al tiempo que revisa de manera aleatoria por lo 
menos el 20% de las quejas radicadas por otros motivos. De esta manera el modelo 
de órgano autónomo de supervisión actúa a partir de una priorización en función de 
la naturaleza de la queja -investigando de oficio aquéllas que involucren el abuso 
físico-, atendiendo además de manera muestral a los demás eventos que resultan en 
quejas, lo cual permite hacer eficiente el ejercicio de sus funciones.  
Otro ejemplo es la Dirección Independiente de Quejas (Independent Complains 
Directorate) de la Policía Sudafricana. Esta instancia autónoma está mandatada para 
investigar los casos en que fallezca una persona bajo custodia de la policía o como 
resultado de una acción policial. Asimismo puede efectuar investigaciones cuando se 
presuma que miembros de la corporación han cometido otros delitos. Además, este 
órgano realiza una evaluación continua del desempeño policial a través de un 
sistema de indicadores que permite valorar la actuación cotidiana de la policía. En 
este caso la priorización de la actuación del órgano de control parte de la naturaleza 
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posiblemente constitutiva de delito, en particular cuando se involucra el fallecimiento 
de una persona.  
En el caso de la Ciudad de Nueva York, el rol del órgano autónomo es asumido por 
el Comité Revisor de Quejas Civiles (Civilian Complaint Review Board), mismo que 
se integra en su totalidad por civiles. Éste se encarga de recibir, investigar, investigar 
y recomendar medidas en torno a las quejas por conductas irregulares de la policía, 
que impliquen el uso excesivo o innecesario de la fuerza, el abuso de autoridad, 
descortesía o uso de lenguaje ofensivo.  
Como es posible apreciar, son diversas las posibilidades de implementación de un 
órgano autónomo de supervisión. La eficacia del modelo se sustenta en el mínimo de 
elementos que debe poseer para desempeñar sus funciones, particularmente las de 
recepción de quejas, investigación interna, disciplina y control de la corrupción. En 
este sentido, el órgano interno y el autónomo tendrían que funcionar articuladamente, 
desde una perspectiva complementaria entre sus distintas atribuciones y alcances. 
4.3. Falla sistémica 3: Información 
La dimensión de información está seriamente comprometida por un ejercicio pobre y 
limitado de publicidad. La difusión de la información trae como consecuencia un 
círculo vicioso que no permite que se conozca la realidad del ejercicio policial, así el 
escenario es de opacidad que oculta el hecho de que los policías cometen delitos, a 
través de cerrar los ojos a esta realidad.  
Esto resulta en que el ejercicio de la función de vigilancia y control del cuerpo policial 
se realice sin conocimiento ni información confiable, al alejarse el órgano de control 
de la generación y difusión de los resultados y prácticas cotidianas; lo que rompe con 
la promesa de transparencia que debiera ser inherente a cualquier función pública.  
La información generada acerca de las conductas delictivas cometidas 
presuntamente por miembros de la policía es casi inexistente, en virtud de que todos 
los datos al respecto son en su mayoría soslayados -al no reconocerse como delitos 
conductas que lo son-, lo que genera información inexacta que además está alejada 
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del escrutinio público, lo que no guarda correspondencia con los requerimientos para 
un control efectivo de la conducta policial.  
La circularidad nociva de una información que no es válida se materializa en que, 
aun cuando existiera la voluntad de publicar la información sobre las conductas 
irregulares de los policías, la misma no permitiría saber en que consistieron, al ser 
clasificadas con base en un instrumento normativo poco adecuado para ello; por lo 
que esta información no cumpliría los atributos de validez.  
El órgano de control al abrir su funcionamiento al escrutinio ciudadano, debe hacerlo 
con información válida y oportuna, si aspira a la transparencia. Si lo hace mediante 
información no válida, el proceso se pervierte y desinforma, además de que propicia 
un escenario de opacidad incompatible con la transparencia como mecanismo para 
prevenir y combatir la incidencia en prácticas desviadas en la policía.  
Cuando se difunde el quehacer policial es más difícil que se presenten actos de 
corrupción, ésta florece cuando existe espacio de opacidad. La corrupción necesita 
de encubrimiento para poder crecer. En este sentido es posible atribuir al 
encadenamiento de actos que se suceden desde que se recibe una queja hasta su 
resolución, una inefectividad clara y rampante que condiciona los malos resultados 
en el rubro que investigo. Esto es, los malos resultados son expresión natural de la 
articulación de fallas, acciones arbitrarias y omisiones en el control policial. 
4.4. Fallas generales 
Una vez que he delineado las tres fallas sistémicas en los párrafos anteriores, paso a 
señalar aspectos específicos en que influyen las fallas del modelo de órgano de 
control de Guadalajara en los resultados que obtuvo en 2003, teniendo como 
referentes a los conceptos de sanción y transparencia, en el contexto del marco de 
RdC que propongo. 
4.4.1. Sanción 
Como se expuso antes, incluso desde el primer capítulo de esta tesis, en el rubro de 
sanción, el órgano de control de la policía de Guadalajara mostró un desempeño 
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desfavorable, al evadir de manera sistemática su obligación de denunciar 
penalmente los delitos presuntamente cometidos por policías. Solamente 14 de los 
197 casos en que se pudo apreciar que existían elementos para presumirse la 
comisión de un delito, fueron hechos de conocimiento del MP.  
Ahora bien, al preguntar cuáles fueron los elementos que condicionaron estos 
resultados, cuáles fueron las brechas por las cuales se pudo eludir la responsabilidad 
legal de iniciar las denuncias ante la autoridad penal y cómo es que el diseño 
institucional lo posibilita. Es decir, se deben establecer las mediaciones entre la 
impunidad resultante de la evasión y el modelo del órgano de control de Guadalajara. 
Del análisis de los expedientes de queja presentados ante la DAI, así como de la 
resolución posterior hecha por la CHJ, se desprenden diversos elementos 
relacionados con las fallas que se detectaron en el modelo del órgano de control de 
Guadalajara. En este sentido, en seguida detallo en cada una de ellas las 
circunstancias que condicionaron los resultados negativos en la materia de sanción.  
A partir del análisis de las debilidades o ausencias en los atributos que componen el 
modelo de responsabilización policial, podré reconstruir el camino que tomó la 
actuación del órgano de control para resultar en la evasión sistemática de la 
denuncia penal ante conductas presuntamente delictivas en que incurrieron los 
policías de Guadalajara. 
En el modelo propuesto se exige la existencia del componente Regulación de la 
conducta policial mediante normativa formal. Del análisis al modelo de Guadalajara, 
encontré que si bien se atiende de manera general lo anterior, es posible determinar 
que una falla al respecto es la normativa poco precisa y ambigua en el ámbito de la 
regulación de la conducta de los policías, en específico en lo que toca a la 
clasificación de las conductas irregulares en las que llegan a incurrir. Esta 
clasificación se deriva del Reglamento para Vigilar la Actuación de los Elementos de 
la CPEJ, en particular del Artículo 13 del mismo, donde se establecen las conductas 
que generan responsabilidad a los elementos policiales.  
Como ya se revisó en el apartado dedicado al análisis de las fallas del modelo de 
Guadalajara, esta clasificación no permite discriminar entre una conducta 
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merecedora de una sanción meramente administrativa y una que encuadra en un tipo 
penal y que por lo tanto merecería una sanción en este mismo ámbito. Ahora bien, a 
partir del uso de un instrumento que no está adecuadamente desarrollado, en tanto 
que no estipula, ni define con claridad los supuestos que corresponden con los tipos 
penales contenidos en la legislación adjetiva, la actuación del órgano de control se 
vio afectada de manera negativa en una de las primeras etapas de control de las 
malas conductas policiales, que es la detección y adecuada identificación de las 
mismas.  
Esto constituye la puerta de acceso para echar a andar los mecanismos de denuncia 
y sanción en el ámbito penal, por lo que de ella depende el acceso a la justicia, y se 
esperaría la existencia de controles y salvaguardas contra el ejercicio discrecional, 
subjetivo o cómplice de las decisiones en la materia. Sin embargo, este instrumento 
normativo, en el caso en estudio, no sujeta a los miembros de la policía a una 
regulación clara en cuanto a las consecuencias de su actuación, para el caso de la 
comisión de delitos. 
Esta falla relativa a la dimensión de responsabilidad jurídica, repercute 
significativamente en el elevado índice de evasión detectado, ante la omisión de 
identificar la probable comisión de un delito a partir de la narración de la presunta 
víctima, atribuyéndole únicamente una denominación e identidad de índole 
administrativa o disciplinar.  
La importancia de la clasificación adecuada de los hechos denunciados deriva de 
que de ella depende que la comisión de un delito pueda llegar a conocimiento de 
autoridad facultada, para su investigación, esto es, al MP. Asumiendo que desde una 
perspectiva integral el órgano de control debería contar con un marco regulatorio que 
establezca quién hace qué, qué debe hacerse y el alcance de las funciones de cada 
quien, es notoria la concatenación de la falla del instrumento clasificatorio con los 
resultados, tanto en la evasión como en la impunidad de quienes incumplen con el 
deber de denunciar.  
Quiero hacer una breve reflexión acerca de cómo un adecuado método de 
clasificación de conductas, dentro del contexto de la dimensión de responsabilidad 
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jurídica, contribuye a garantizar un buen desempeño de las funciones del órgano de 
control. Es claro que se requiere de un procedimiento que evite los problemas 
generados a partir de la ambigüedad conceptual del sistema de clasificación, 
utilizado en el quehacer del órgano de control de Guadalajara, dada la derivación que 
he observado en errores y lagunas a la hora de clasificar las conductas irregulares de 
los miembros de la corporación policial, lo que abre la puerta a la impunidad cuando 
se trata de hechos delictivos, pues omite clasificarlos como tales y por ende cancela 
la posibilidad de que se inicie un procedimiento penal.  
En sentido contrario, un instrumento de clasificación adecuado, que distinga de 
principio entre las conductas merecedoras de una sanción administrativa y aquéllas 
constitutivas de delito, para que en estos últimos casos, además de la eventual 
consecuencia en el ámbito administrativo, reciban la atención correspondiente de 
parte de las autoridades en materia penal, es decir, el MP.  
La existencia de un esquema clasificatorio claro, accesible y de uso obligatorio 
permitiría cumplir con los objetivos del órgano de control, incluyendo por supuesto a 
la obligación de denunciar los presuntos delitos cometidos por los elementos 
policiales, que parece haber quedado en letra muerta en la práctica.  
Un instrumento bien diseñado, acorde con las funciones del órgano de control, 
permitiría determinar frecuencias y patrones de conducta, sancionar las 
irregularidades y establecer medidas de prevención y de corrección. Asimismo 
serviría para generar información válida y confiable sobre el desempeño de la policía, 
contribuyendo así a conocer la verdadera magnitud de los eventuales problemas que 
pueden existir en una corporación policial.  
Es pertinente recordar lo que se anotó en capítulos precedentes, sobre la experiencia 
internacional, ahora específicamente en el aspecto de la clasificación de conductas 
de los policías. Por ejemplo, en el caso de la policía de Nueva York, su entidad de 
control distingue tres grandes grupos de conductas: 1) corrupción, actividad delictiva 
y mala conducta grave, que son tratados por una Oficina de Asuntos Internos; 2) 
mala conducta menos grave y, 3) violaciones menores al Código de Patrullaje del 
Departamento, que pueden ser tratados por instancias investigativas en los distintos 
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distritos o bien por agentes de control en las propias comisarías. Si las 
investigaciones determinan la posible existencia de una conducta delictiva, se 
transfiere un informe a un fiscal interno quien puede atribuir responsabilidades del 
orden penal.  
De igual manera, la Policía Metropolitana de Londres, que en su clasificación 
distingue dos grandes categorías: a) ineficiencia y b) mala conducta. En los casos de 
faltas leves, se trata de lograr una solución que puede incluir la conciliación y las 
disculpas a los ciudadanos afectados, mientras que para los casos más graves la 
investigación la realiza una Unidad de Incidentes Críticos. Si se detecta una conducta 
delictiva, se informa de ello a la fiscalía para que se inicie el procedimiento penal.  
En este par de ejemplos, más allá de la manera como los distintos modelos tramitan 
las quejas, es importante resaltar que desde un inicio existe la tarea de identificar la 
naturaleza de la conducta de la cual se quejan los afectados, distinguiendo por su 
gravedad y por las posibles consecuencias jurídicas, es decir, definiendo de entrada 
si se está ante un delito o una mera falta administrativa, para decidir en 
consecuencia sobre el tratamiento que se le dará a la misma. 
La clasificación inadecuada es tan sólo el primer momento en el trayecto hacia los 
resultados negativos obtenidos por el órgano de control de Guadalajara en lo que 
corresponde a la sanción. Después de este paso (recepción/clasificación de la 
conducta), el tratamiento a las quejas presentadas también se revela inadecuado. 
Como lo condiciona la debilidad normativa que enuncié, las decisiones acerca de la 
denuncia de los presuntos delitos cometidos por policías, quedan al arbitrio del 
órgano de control, sin una sujeción normativa clara que haga posible su 
identificación.  
No obstante, esta carencia en el marco regulatorio no condiciona indefectiblemente 
que se omita realizar la denuncia correspondiente, únicamente la dificulta al no hacer 
evidente, desde su clasificación, la existencia de un probable delito. Aquí es donde 
entra en juego la falla determinada en el atributo de especificación de actores, dentro 
de la misma dimensión de responsabilidad jurídica. Si bien existe en el marco 
normativo del órgano de control una disposición explícita en cuanto a que 
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corresponde a la DAI cumplir con el mandato de denunciar los presuntos delitos 
cometidos por policías, en realidad no existe una asignación clara acerca de la 
responsabilidad y el momento para cumplir con dicho deber.  
Ante la ausencia de la definición clara de responsabilidades, el mandato se diluye en 
el entramado de gestión y procesamiento de las denuncias, lo que deriva finalmente 
en que la decisión sobre denunciar o no la probable actualización de una conducta 
delictiva, quede al arbitrio del personal del órgano de control que atiende la denuncia. 
Evidentemente, esto se encadena con la falla en el componente estipulación de 
sanciones, donde no se precisa la manera como se castiga la presunta comisión de 
delitos por parte de elementos policiales. Lo que causa que exista aún más espacio 
para la toma de decisiones arbitraria señalada. 
Cabe aclarar que no se está proponiendo la invasión de esferas de competencia 
jurídica al enunciar que el órgano de control tendría que poder identificar presuntas 
conductas delictivas cometidas por personal policial. Estoy consciente de que el MP 
tiene el monopolio del ejercicio de la acción penal, sin embargo, de igual forma, está 
claro que es un mandato de ley para todos los servidores públicos el denunciar ante 
la autoridad correspondiente, cualquier delito del cual presuma su comisión. 
En el caso específico del órgano de control policial, esto reviste una particular 
importancia, al ser quien vigila que la conducta de los miembros de la corporación se 
apegue en todo momento a la legalidad y que en caso de cualquier tipo de 
desviación, se procure su investigación y sanción. 
En este punto es relevante mencionar otra de las fallas detectadas, la 
correspondiente al atributo de autonomía, dentro de la dimensión de órganos de 
control. En relación con este atributo, se pudieron determinar fallas en sus seis 
componentes y enseguida se señalará específicamente en cada uno de ellos cuál fue 
su papel para que los resultados del ejercicio de facultades del órgano de control 
fueran negativos.  
Se notado que la estructura regulatoria es imprecisa y ambigua para las cuestiones 
de clasificación de conductas, definición de actores y estipulación de sanciones, sin 
embargo, debe considerarse que este escenario regulatorio, si bien es poco 
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favorable para la sanción, por sí sólo no condiciona indefectiblemente la existencia 
de la impunidad. De hecho en el caso del órgano de control de Guadalajara, para 
resultar en la sistemática omisión en denunciar los presuntos delitos ante el MP, se 
sumó también la falla integral en al atributo de Autonomía.  
Esta suma de fallas creó el espacio en el cual la actuación del órgano de control 
pudo evadir su obligación de denunciar las conductas presuntamente delictivas de 
los miembros de la corporación policial y por ende posibilitó la evasión y la impunidad 
resultantes, es decir, posibilitó la no sanción.  
En cuanto al primer componente de la autonomía, la integración, se pudo determinar 
que con respecto a la CHJ, existe una influencia amplia del presidente municipal en 
su conformación, lo que somete a un estado de tensión al procesamiento de las 
quejas presentadas por la ciudadanía relacionadas con policías. Esto, en virtud de 
que al ejercer sus atribuciones de supervisión y coordinación con la DAI, es 
inevitable que la falta de independencia con la presidencia municipal se convierta en 
un elemento de peso para orientar las resoluciones, en un tema como el del control y 
vigilancia de la conducta policial, que es de alto valor político y mediático.  
Así, la prevalencia de la evasión puede encontrar una relación causal entre un 
andamiaje regulatorio endeble y una CHJ que difícilmente podrá tener los atributos 
de imparcialidad, objetividad e independencia en el ejercicio de sus funciones. 
Aunado a lo anterior, se deben tener presentes las demás fallas en los otros 
componentes del atributo de autonomía, que también tuvieron incidencia en los 
resultados negativos en cuanto a la sanción. En el rubro de receptividad, no existe 
disposición contraria a la posibilidad de que la CHJ se allegue de toda la información 
contenida en los expedientes de queja tramitados por la DAI.  
Sin embargo esta circunstancia no es explícita en la regulación y al final tendría un 
carácter potestativo, es decir, dependería de la voluntad de la CHJ por conocer el 
contenido de los expedientes. Esto en realidad conduce a un ejercicio de vigilancia y 
coordinación por parte de la CHJ bastante limitado con respecto a la actuación de la 
DAI.  
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Dada la evasión sistemática que existe de la denuncia penal ante los presuntos 
delitos policiales, cabe la inferencia acerca del ejercicio real de la facultad de la CHJ 
de adentrarse en los expedientes. De los resultados parece que más bien la CHJ 
prefiere resolver sobre los proyectos que le presenta a DAI, sin conocer ni investigar 
por su propia cuenta. En este contexto, cabe referir a otra de las fallas relacionadas 
con el atributo de autonomía, me refiero a la capacidad investigadora.  
En este aspecto, de nuevo aprecio una ausencia de disposiciones que de manera 
explícita encomienden a la CHJ realizar investigaciones por su cuenta. Existe al 
respecto la atribución de hacerlo en coordinación con la DAI, lo que de entrada limita 
una función de fiscalización y control sobre lo realizado por esta dependencia, al 
estar condicionada la CHJ a dicha coordinación. Esto se refleja nuevamente en los 
resultados alcanzados en cuanto a la sanción, pues no es posible concebir que la 
CHJ haya investigado los casos por cuenta propia y los niveles de evasión hayan 
sido tan altos como se determinó.  
La falla en la capacidad investigadora, al dejar lagunas en las definiciones acerca de 
qué investigar, cuándo hacerlo, cómo hacerlo y a través de qué medios (recursos 
humanos y materiales), condiciona que la atribuida coordinación con la CHJ se 
convierta más en un enunciado bien intencionado que una verdadera facultad de 
incidir en las actuaciones de la DAI e incluso cambiar y reorientar las resoluciones.  
Esta falla se concatena con la encontrada en el componente de juicio. Como se vio 
antes, la CHJ no está en una posición separada del proceso de investigación y 
resolución de las quejas por parte de la DAI, sino que por el contrario, son dos 
instancias que participan de un solo proceso. 
A partir de esto, no es posible esperar resultados positivos en el desempeño del 
órgano de control, en virtud de que la condición referida hace que la CHJ no pueda 
emitir un juicio sobre el proceso de atención a las quejas, en tanto que forma parte 
del mismo, es decir, se enjuiciaría a sí misma; lo que claramente implica una 
imposibilidad de abordaje crítico y orientado al control. Esta incapacidad de Juicio, se 
refleja nuevamente en los malos resultados alcanzados en la sanción, se hace 
notorio que las investigaciones y resoluciones carecen de una revisión y de una 
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valoración con respecto a su consistencia y calidad, ambos atributos que resultarían 
del ejercicio adecuado de la capacidad de juicio en una supervisión externa. 
Por lo anterior, se hace necesario abordar brevemente la cuestión de la autonomía. 
Para una supervisión efectiva de la conducta policial, uno de los elementos 
primordiales es la garantía de que los procedimientos estén aislados de cualquier 
tipo de influencia política, económica o de cualquier otra índole. Esto con miras a que 
el órgano correspondiente pueda funcionar de manera efectiva como contrapeso y 
control para detectar, combatir y prevenir el abuso de poder, las conductas 
irregulares y la comisión de delitos.  
Es necesario evitar que el órgano de control pueda pervertir su naturaleza y se 
convierta así en una entidad sujeta a los intereses de los titulares del poder público, 
distanciándose así de su objeto de fiscalización, abdicando al uso de criterios 
técnicos y objetivos, para sustentar su trabajo en elementos subjetivos e intereses 
políticos.  
La inexistencia de un órgano autónomo supervisor da pie, en el caso que reviso, a 
una actuación marcada por decisiones que parecieran corresponder a la natural 
subordinación derivada de presiones y consideraciones políticas y subjetivas, en 
función de una subordinación orgánica y funcional al ente que en teoría es vigilado y 
controlado o a sus superiores. En el caso que me ocupa, se trataría del Cabildo y 
más precisamente, el presidente municipal como responsable último del ejercicio de 
la autoridad. 
Continuando con el análisis de las conexiones entre fallas y resultados, ahora toca el 
turno a la vinculación entre las fallas correspondientes a la suficiencia financiera con 
los resultados en la sanción. Del análisis al modelo del órgano de control de 
Guadalajara, pude determinar que se encuentra ausente en la normativa disposición 
alguna que le dote a la CHJ de recursos humanos adecuados para investigar, 
suficiencia presupuestal y autonomía en el ejercicio de recursos financieros y en su 
gestión. Esto tiene sin duda un impacto negativo en los resultados de la sanción, 
dado que, desde el marco regulatorio, se puede inferir que la CHJ es un órgano 
incapacitado para operar un verdadero control y vigilancia de la actuación policial al 
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no disponer de los medios necesarios para ello, creándose así las condiciones 
idóneas para la evasión detectada.  
Una instancia limitada por cuestiones de recursos, ni aun contando con mejores 
características en integración y capacidad investigativa, difícilmente podría atender 
sus tareas de manera eficaz, mucho menos un órgano en las condiciones que se 
encontraron en el caso de Guadalajara. Aunado a esto, está el componente de 
carácter profesional, como conjunto de elementos que deben tener los integrantes 
del órgano de control. En este rubro, la DAI sí cuenta con disposiciones expresas al 
respecto, sin embargo, la CHJ no está en una situación similar.  
Tal como lo señalé antes, solamente tres de sus ocho miembros tienen como 
requisito la experiencia en el ámbito de la seguridad pública, y de esos mismos ocho 
integrantes solamente uno percibe una remuneración por su encargo. El carácter 
profesional de un órgano de control debería expresarse nítidamente en los 
resultados. Este carácter si bien refiere a la formación y capacidades de los 
integrantes del órgano de control, también tiene que ver con la dedicación y esfuerzo 
que se otorgan al encargo correspondiente.  
No es posible exigir estos atributos cuando se trata de cargos honoríficos, que si bien 
en esa calidad podría pensarse que dan garantía de independencia, al no tener un 
interés económico en “cuidar” su posición, también es cierto que puede ocasionar 
una tendencia a que los ocupantes de esos cargos los ejerzan de manera 
ornamental, sin intervenir ni analizar los casos que abordan, al no tener estímulos 
para ello y al ocuparse de otras tareas para vivir.  
En el caso de Guadalajara, del análisis hecho a los expedientes y a las resoluciones 
del órgano de control, se desprende que no han sido sometidos a una elaboración y 
revisión de naturaleza profesional. En tanto que es precisamente por ello que se 
posibilita la evasión del procedimiento penal en el caso de las conductas delictivas 
atribuidas a los agentes policiales.  
Ahora quiero referir al atributo de complementariedad, dentro del marco de la 
dimensión correspondiente a los órganos de control. La falla detectada en cuanto a 
este atributo, consistente en su ausencia total, derivada de la ausencia de 
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diferenciación entre la DAI y la CHJ como órgano interno y órgano externo de control, 
respectivamente, gravita significativamente en los resultados del órgano de control.  
La noción de complementariedad implica la distinción de funciones entre órganos, así 
como su separación en términos de competencias específicas. Ante su ausencia, la 
labor de vigilancia desde una perspectiva independiente no tiene cabida, lo que 
implica la posibilidad de que las resoluciones puedan favorecer las soluciones menos 
onerosas o riesgosas para los actores involucrados.  
Es decir, la falta de complementariedad sirve para que la toma de decisiones con 
respecto a los casos de queja que se atienden, favorezcan más los intereses 
involucrados que el cumplimiento real de los objetivos del órgano de control. Esto 
tiene su expresión concreta en la sistemática evasión al procedimiento penal, que 
construye la falsa impresión de que la comisión de delitos por parte de los 
integrantes del cuerpo policial en Guadalajara es mínima.  
Hasta el momento se ha visto que para los malos resultados en lo que concierne a la 
sanción, se han engarzado distintas fallas que he detectado al tener como referente 
al modelo de responzabilización policial que propuse. En seguida se analizará la 
relación entre las fallas encontradas y los resultados en el rubro de transparencia d 
marco de RdC propuesto. 
4.4.2. Transparencia 
Al igual que en el caso de la sanción, los resultados en el rubro de transparencia no 
son favorables con respecto a la actuación del órgano de control de Guadalajara. 
Cuando se aborda la transparencia, se está frente al resultado de la serie de 
acciones y omisiones ya descritas con relación a la recepción de las quejas, con su 
valoración jurídica y su clasificación, su trámite y resolución final.  
Al efectuar el contraste con el modelo de responsabilización policial, se encontró que 
en la dimensión de información es posible determinar la existencia de fallas en sus 
dos componentes: validez y transparencia. En cuanto al primero de ellos, del análisis 
a la actuación del órgano fue posible establecer que no se genera información válida, 
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en tanto que no se identifica ni el número ni las características de los presuntos 
delitos cometidos por los policías de Guadalajara.  
Aquí se tiene un desplazamiento transversal de los efectos de una falla sobre los dos 
elementos definitorios de la RdC en nuestro caso: la sanción y la transparencia. Me 
explico: a partir de una falla en la dimensión de responsabilidad jurídica, 
específicamente en el atributo de regulación de la conducta policial mediante 
normativa formal, en la que establecí renglones más arriba que se impedía la 
identificación de las conductas presuntamente delictivas, se tiene que así como se 
afecta el resultado de la sanción, también se incide negativamente en los resultados 
de la transparencia. Ya que a todas luces, no es posible de calificar de válida la 
información que eventualmente se generaría, teniendo como base una clasificación 
que la invalidaría desde su origen.  
Así, la falla en el componente validez de la información, está condicionada a su vez 
por la falla en el atributo referido de la dimensión de responsabilidad jurídica, lo que 
impacta de manera directa en el resultado de la transparencia. Esto porque no 
permite dar cuenta de la actuación del órgano de control en el ámbito central de sus 
funciones, que es el de la aplicación de la ley cuando los policías presuntamente 
cometen actos ilícitos.  
Cabe hacer una breve reflexión con respecto a la información. Ella es la piedra 
angular para gran parte del entramado de la RdC, por lo que su gestión deficiente se 
convierte en un elemento de riesgo para el cumplimiento de los objetivos del órgano 
de control.  
La deficiente identificación de las conductas desviadas de los policías que son 
probablemente constitutivas de delito, inciden en la generación de información 
inexacta acerca del desempeño, tanto del cuerpo policiaco como del órgano de 
control. Si no se identifican los probables delitos cometidos, no se puede incidir de 
manera correctiva en la actuación policial y mucho menos se pueden establecer 
estrategias de prevención.  
Lo mismo sucede en el caso de las denuncias sobre presuntos delitos ante el MP. Al 
no informarse públicamente de esto, a raíz de que se cobija la impunidad desde un 
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proceso clasificatorio defectuoso, los datos que eventualmente se dan a conocer 
resultan insuficientes para considerarlos como elementos de transparencia en la 
actuación del órgano de control. 
Dentro del contexto de los malos resultados referentes a transparencia como 
concepto asociado a la RdC, éstos estuvieron condicionados también por las fallas 
en los atributos de apertura y accesibilidad. En cuanto al primero de ellos, si bien en 
el marco normativo se encuentra de manera explícita la obligación de generar y 
transmitir información, no se obliga a su publicidad ni se especifica cuál sería. Por 
esta situación se genera un espacio para la opacidad, al posibilitarse que se elija de 
manera discrecional lo que se informará al púlico, sobre la actuación del órgano de 
control.  
Esto se traduce en los resultados observados en la materia, particularmente en 
cuanto a la publicación de información imprecisa, poco trascendente y 
desactualizada, misma que no permite conocer las conductas irregulares de la 
policía, su frecuencia, los presuntos delitos ni el tratamiento y resolución de las 
quejas involucradas. 
En cuanto a la falla relacionada con el componente accesibilidad, de nuevo se 
encuentra que el distanciamiento del órgano de control con respecto del modelo de 
responsabilización policial condicionó resultados negativos en este rubro. La 
integralidad de la propuesta modélica se expresa al momento en que se analiza la 
información que es publicada por el Ayuntamiento de Guadalajara, en lo que toca al 
desempeño del órgano de control.  
Estos datos, que como ya se dijo, tienen características de desactualización e 
intrascendencia, están accesibles públicamente. Sin embargo, no refieren ni de 
manera mínima a la actuación del órgano de control en la materia más importante, es 
decir, en cuanto a las acciones que lleva a cabo para atender las quejas contra 
policías, sus determinaciones al respecto y la manera como son concluidas.  
Esto hace que se considere como no cumplido el atributo de accesibilidad, dado que 
es entendido como vinculado a la información trascendente del órgano de control, lo 
que condiciona que el resultado en transparencia se caracterice como malo. Esto, al 
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tener un escenario de un ejercicio de funciones opaco y cerrado al escrutinio público, 
lo que se suma a las condicionantes que de manera igualmente negativa, gravitan 
sobre las atribuciones del órgano de control en lo que corresponde a la capacidad y 
voluntad institucional de procurar sancionar aquellas conductas que guardan 
identidad con tipos penales. 
La opacidad se convierte así en un elemento circular en el funcionamiento 
institucional, permeando a lo largo de los procesos de atención a las quejas, desde el 
momento en que la clasificación de las conductas es inadecuada, velando los hechos 
en que incurren los policías, sin informar públicamente de ellos. Considerando 
también que no se genera información pertinente para conocer el desempeño del 
órgano de control y que no se pueden conocer ni siquiera los datos mínimos acerca 
de las sanciones que se derivan de su actuación.  
De este modo, nadie se entera de las conductas irregulares, mucho menos de los 
delitos presuntamente cometidos por los policías ni de sus eventuales sanciones; lo 
anterior crea una falsa idea de normalidad y control sobre la actuación policial.  
Es necesario apuntar que, como se ha demostrado, la existencia meramente formal 
de un órgano de control no es circunstancia efectiva para garantizar su eficacia en el 
cumplimiento de sus objetivos, si no se generan las condiciones normativas y 
estructurales que permitan que sus acciones se orienten a un modelo que garantice 
la RdC de su actuación.  
En este sentido, la fiscalización, detección y sanción de los delitos cometidos por los 
policías, dada su afectación en el cumplimiento de los objetivos institucionales y la 
merma que ocasionan en la legitimidad del cuerpo policiaco, deben constituirse en 
objetivos prioritarios y reconocerse como elementos indisociables del marco de RdC. 
Por lo que se constituye también como referente a este respecto, el grado de 
apertura que tiene la organización al escrutinio público y su disposición a integrarse a 
un contexto de RdC, delimitado por la transparencia y la sanción.  
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CAPÍTULO 5. LA CORRUPCIÓN COMO DELITO, IMPUNIDAD Y DISEÑO 
INSTITUCIONAL 
Enseguida abordaré uno de los temas que más preocupan a la ciudadanía al pensar 
el problema de la seguridad: la corrupción de la policía. Considerada por muchos 
como el obstáculo que impide tener éxito en la lucha contra la violencia criminal en 
México.  
A lo largo de este trabajo he tenido como preocupación indagar si los órganos de 
control policial que operaban en Guadalajara pueden verse y funcionar como 
instrumentos para garantizar la RdC de los policías. Acotando el análisis a un 
momento concreto, el 2003, muestro primero que existió conducta indebida y luego 
también como ésta no fue objeto de una plena RdC. El resultado fue que los 
responsables, fruto de la actuación de los órganos de control, no enfrentaron las 
consecuencias debidas, ni se crearon tampoco las condiciones para que la 
ciudadanía supiera de ello.  
En este momento, me interesa encontrar la respuesta a dos interrogantes que surgen 
a partir de lo descrito: ¿Dentro de los presuntos delitos cometidos por policías hay 
actos que al mismo tiempo que son delitos también son actos de corrupción? y ¿La 
forma de tratar la conducta indebida de los policías representa en sí misma un 
ejemplo de corrupción policial?  
Una respuesta afirmativa a estas dos preguntas tiene consecuencias que no puedo 
dejar pasar desapercibidas, pues implicaría en primer lugar que la evasión de los 
presuntos delitos detallada en apartados anteriores implica también la evasión de 
actos de corrupción. Mientras que en el caso de la segunda pregunta se podría 
establecer que la propia instancia que tiene entre sus funciones la de atacar el 
problema de la corrupción policial, actúa de manera corrupta. 
Siguiendo la lógica que he empleado hasta ahora, comenzaré con una exposición 
conceptual sobre mi tema de interés. Luego de ella, pasaré de manera inmediata a 
las respuestas, pues la información que compone los capítulos precedentes será la 
base de la contestación. 
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5.1. Corrupción 
Primeramente definiré qué se entiende por corrupción. Esta es una tarea mucho más 
complicada de lo que aparenta. Si bien en la conversación cotidiana, en los medios 
de comunicación o en los discursos políticos el término se usa con frecuencia, al 
encararlo desde una perspectiva académica se debe llegar a un rigor que no siempre 
surge en esos casos.  
Las vías para asegurar el control sobre el uso del poder y el erario son derivaciones 
del hecho de que la corrupción es un fenómeno que ha estado presente a lo largo de 
la historia de la civilización. Su aparente atemporalidad, su persistencia y evolución 
nos obliga a atender su estudio tomando en consideración los razonamientos y 
reflexiones que sobre el fenómeno se han hecho por parte de los grandes 
pensadores de la humanidad. Ante esto, es imprescindible efectuar una 
aproximación histórica sobre la manera como se ha pensado a la corrupción, su 
definición, su análisis y las maneras de atacarla.  
Para Aristóteles, la corrupción es lo opuesto a la virtud, es decir, lo antinatural. A 
manera de ilustración, en cuanto a corrupción de lo político, a partir de los que nos 
dice el estagirita tendríamos un ejemplo en el caso de alguien que busca la 
reproducción del dinero sin fin, otro ejemplo sería el de un gobierno que no fuera 
resultado de la relación entre Ciudadanos, como sujetos libres y racionales, son las 
formas específicas principales de desvirtuar el sentido de la política.  
También es importante recuperar la noción de que el Bien Mayor está relacionado 
con la posibilidad de ser sujeto cabal de la vida pública, es decir, con la ciudadanía: 
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"Ya que vemos que cualquier ciudad es una cierta comunidad, también que toda 
comunidad está constituida con miras a algún bien (por algo, pues, que les parece 
bueno, obran todos en todos los actos) es evidente. Así que todas las comunidades 
pretenden como fin superior la que es superior y comprende a las demás. Esta es la 
que llamamos ciudad y comunidad cívica." 
La relevancia de que en el ejercicio de la función pública se atienda a la pluralidad de 
intereses de la sociedad entera es innegable. Esta subordinación del poder público al 
beneficio de todos los gobernados es un elemento que le da legitimidad a las 
autoridades; permitir los privilegios, la desmesura en el uso del poder y la impunidad 
crea la posibilidad de una fractura del Estado. En este sentido, Cicerón, en Los 
Deberes, cita a Catón enunciando dos preceptos insoslayables para el buen 
gobierno:   
“Quienes conduzcan al Estado deben considerar siempre dos preceptos: uno, 
defender los intereses de los ciudadanos de manera tal que cuanto hagan sea 
acorde con ellos, dejando a un lado el propio provecho; el segundo, velar 
sobre todo el cuerpo de la República, de tal modo que no suceda que por 
proteger a una parte, se abandonen las otras.” 
En ambos preceptos encontramos una procuración por el bienestar común, una 
preponderancia de lo público sobre lo privado, ya sea de individuos o de grupos, esto 
es, la centralidad de gobernar para todos.  La noción de interés general está 
claramente asentada en las reflexiones anteriores, idea que se vincula con la 
corrupción, al ser está última el resultado de anteponer los intereses particulares por 
sobre el interés general.  En este sentido, cito a Aristóteles: 
"… toda comunidad está constituida con miras a algún bien (por algo, pues, 
que les parece bueno, obran todos en todos los actos) es evidente. Así que todas las 
comunidades pretenden como fin superior la que es superior y comprende a las 
demás. Esta es la que llamamos ciudad y comunidad cívica." 
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En este contexto, no se deben desatender las consideraciones que hacía Aristóteles 
respecto a las causas de las revueltas y de la ruina de los reinos. Decía el filósofo 
que, tanto para las tiranías como para el gobierno del rey: 
“… lo primero será cuidar de los fondos públicos, absteniéndose de gastar el 
dinero en esos regalos que resiente el pueblo común cuando ven que se dispone de 
lo que han ahorrado ellos con trabajo y fatiga para darlo abundantemente a 
cortesanas, extranjeros y artistas. Asimismo debe rendir cuentas de los ingresos y de 
los egresos…” 
Una advertencia semejante nos daba Platón cuando, hablando sobre los protectores 
de las ciudades y su vida en felicidad, anotaba en La República: 
"Ni manejar oro ni plata....porque si buscan el dinero se convertirán no en protectores 
y amigos de sus conciudadanos, sino en odiosos déspotas. Pasarán la vida entera 
aborreciendo y siendo aborrecidos, conspirando y siendo objeto de conspiraciones, 
temiendo, en fin, mucho más y con más frecuencia a los enemigos de dentro que a 
los de fuera. Correrán así al abismo y se hundirán ellos y, con ellos, la ciudad y sus 
ciudadanos" 
En este sentido, Aristóteles al analizar las diferentes formas de gobierno, toma 
partido claramente por la República, en la que encuentra los elementos que propician 
la vida en felicidad, entendiéndola como aquélla arreglada con la virtud. Para el 
filósofo, la corrupción, tema indudablemente ligado a la idea de RdC, era también un 
tópico importante al momento de pensar en las formas de gobierno y en las maneras 
de asegurar la convivencia social en los mejores términos. El hombre y su naturaleza 
de ser un “animal social”, sus rasgos de actuar de manera incorrecta a partir de su 
necesidad de saciar sus apetitos, así como la insaciable avaricia humana. Al 
respecto, el estagirita señalaba en La Política que: 
…los hombres no delinquen sólo por las cosas necesarias... , sino también 
para gozar o satisfacer deseos; si sus apetitos van más allá de lo necesario, 
delinquirán para calmarlos  
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 275
Asimismo anotaba: 
…la muchedumbre es más incorruptible que unos pocos: si el individuo está 
dominado por la ira o por cualquier otra pasión semejante, su juicio se corromperá 
necesariamente, mientras que en el otro caso tendrían que irritarse y errar todos a la 
vez. 
Esta enunciación que hace el filósofo es posible trasladarla al nivel de las 
instituciones del Estado. El esquema de controles redundantes, de división de 
poderes y de contrapesos, trata precisamente de reducir los espacios en los que las 
decisiones individuales o de grupos específicos puedan orientarse a los actos de 
corrupción; la vigilancia y fiscalización desde diversos puntos del entramado 
institucional, crea condiciones favorables para que el cumplimiento de la legalidad y 
de los fines asociados al interés general no dependa de una sola voluntad –de un 
individuo o de un grupo o de una institución-, sino que encomienda a la vigilancia 
recíproca (mediante instancias de control) y al acompañamiento social –mediante la 
transparencia- la garantía de la buena marcha de la función pública.  
En este contexto, la corrupción estaría determinada por la desvirtuación de la vida 
pública como Bien mayor, dado que tendría un significativo impacto en el sentido de 
la existencia de los seres  humanos como ciudadanos de la polis. Esto se relaciona 
con la condición humana que posibilita ese estado de cosas, algo también atendido 
por Aristóteles: 
"En nuestro caso la razón y la inteligencia son el fin de la naturaleza, de tal 
forma que en orden a ellas debe organizarse la generación y el cuidado de los 
hábitos. Luego igual que el alma y cuerpo son dos cosas, así también debemos dos 
partes en el alma, la irracional y la dotada de razón, y los estados correspondientes a 
esas partes también dos, el apetito y la inteligencia; pero igual que el cuerpo es 
anterior al nacimiento del alma, así también la parte irracional a la dotada de razón." 
El filósofo alude a la tensión existente  entre la racionalidad y los apetitos naturales, 
tensión que se manifiesta sin duda en el acto corrupto, cuando se prioriza el interés 
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particular por sobre el interés común, situación que reitera una tendencia a lo 
egoísta. 
Es posible identificar elementos esenciales en la caracterización que se hace de la 
corrupción en la filosofía de los antiguos, sus reflexiones muestran un sentido claro 
sobre la idea de corrupción como desnaturalización de la función pública. Sin 
embargo, más recientemente, los desarrollos conceptuales sobre la corrupción, a 
partir de estudios elaborados desde diversas disciplinas y con intenciones distintas, 
han descrito el concepto de corrupción con significados que, si bien comparten 
elementos comunes, no son unívocos (Soto, 2003: 27). Abrevaré de algunos de 
estos estudios para delimitar con precisión a qué me referiero cuando utilizo el 
término corrupción. 
La RAE da para la palabra corrupción las siguientes definiciones:  
1. Acción y efecto de corromper. 
2. Alteración o vicio en un libro o escrito. 
3. Vicio o abuso introducido en las cosas no materiales. 
4. Der. En las organizaciones, especialmente en las públicas, práctica 
consistente en la utilización de las funciones y medios de aquellas en 
provecho, económico o de otra índole, de sus gestores.  
Y para corromper 
1. Alterar y trastrocar la forma de algo. 
2. Echar a perder, depravar, dañar, pudrir. 
3. Sobornar a alguien con dádivas o de otra manera. 
4. Pervertir o seducir a alguien. 
5. Estragar, viciar. 
Etimológicamente, la raíz latina de los términos es “corrumpĕre”, que significa echar 
a perder. Históricamente el término corrupción ha tenido dos connotaciones: en un 
sentido amplio se asocia a la alteración, descomposición o destrucción de algo. En 
otro sentido más restringido, emanado del derecho y la ética, denota el fenómeno por 
el cual una persona o una institución no funcionan o no cumplen los roles que 
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deberían o para los cuales fueron establecidos. En ambos casos, lo que está en el 
fondo es la noción de una naturaleza propia de las cosas, que mediante ciertas 
acciones o procesos, se altera o se pierde. El concepto me interesa asociado a la 
segunda connotación.  
Para comenzar la discusión, conviene rescatar el planteamiento de Michael Johnston, 
quien recuerda que al hablar de corrupción, los clásicos griegos no se preocupaban 
fundamentalmente por conductas individuales, como hoy comúnmente lo hacemos, 
sino por un estado de la colectividad. Para Aristóteles y Platón el objeto de atención 
era la salud política de la comunidad. Ellos usaron el concepto “para referirse menos 
a las acciones de los individuos que a la salud moral del conjunto de la sociedad”.  
El juicio se basaba en los términos de la distribución de la riqueza y del poder, de la 
relación entre dirigentes y seguidores, de las fuentes del poder y el derecho moral de 
los gobernantes a gobernar; o en el "amor a la libertad" de un pueblo, en "la calidad 
del... liderazgo político [y] la viabilidad de... los valores o del estilo político"(Johnston, 
1998: 2). 
En la definición clásica de Aristóteles la corrupción es la desnaturalización del ente, 
cuando ya no actúa regido por el fin que le impone su naturaleza, sino por uno que le 
llega de fuera. Para los clásicos la corrupción hacía referencia a la vida de la 
comunidad y no a las acciones de los individuos, como actualmente se entiende. “Las 
concepciones clásicas que se centran en la vitalidad moral de la sociedad en su 
conjunto han dado lugar a definiciones modernas basadas en la ‘clasificación de las 
conductas’, en las que se miden las acciones específicas con una variedad de 
criterios.”(Johnston, 1998: 1). 
En el contexto contemporáneo, con los procesos de secularización, individualización, 
construcción y consolidación de democracias, y complejización de los sistemas 
estatales y políticos, la idea de corrupción se estrecha y pasa de estar centrada en la 
colectividad, a referirse predominantemente a conductas individuales:  
“Las instituciones del gobierno se han vuelto tan intrincadas y los grupos 
sociales y sus programas tan diferenciados que actualmente parece no 
existir una manera ni una razón para juzgar la corruptibilidad de todo un 
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orden político. Se puede aplicar estas generalizaciones de manera desigual 
a las democracias, y tal vez no del todo a las sociedades en transición. En 
cualquier caso, para la mayoría de los analistas, jueces, legisladores y 
participantes de la vida política, [la corrupción] se refiere actualmente a unas 
acciones específicas de individuos específicos (aquellos que ocupan cargos 
públicos) y (en ciertas definiciones) aquellos que pretenden influir en ellos. 
La definición de la corrupción se ha convertido en un proceso de definición 
de las clasificaciones de la conducta” (Johnston, 1998: 3). 
Actualmente, las definiciones más elementales entienden corrupción como “el abuso 
de poder público para obtener beneficio particular” (Connelly, 2008: 354). Bajo esta 
idea de corrupción, es fácil englobar los actos que ejemplifican la corrupción policial 
de manera paradigmática, como los sobornos, conocidos coloquialmente como 
mordidas en México o coimas en otros países hispanoparlantes.  
Inclusive, esta definición puede abarcar actos delictivos que se conciben como 
corruptos a partir de la posición que ocupan los agentes policíacos, como la 
distinción que citamos en un capítulo previo que nos dice que un policía que roba en 
la escena de un crimen que atiende, es no sólo un ladrón sino un corrupto.  
Si bien esta definición puede resultar atractiva por su aparente simplicidad, diversos 
estudiosos han señalado que las dificultades afloran al tratar de delimitar el 
significado de los componentes: “las definiciones centradas en la conducta suelen 
sostener que la corrupción es el abuso de un cargo, del poder y de los recursos 
públicos para obtener beneficios personales. ¿Cuáles son los criterios con que 
identificamos los ‘abusos’? ¿Y qué significa ‘público’ y ‘privado’ en la práctica, 
especialmente cuando se suma a ello la noción de beneficios?” (Johnston, 1998:3). 
Para clarificar tales cuestionamientos a la definición mínima que cité párrafos arriba, 
comenzaré por destacar que el acto de corrupción lleva implícito una ubicación 
posicional del agente que incurre en él. Puesto que se habla de “abuso del poder 
público”, parto de que la corrupción implica al menos una persona en una posición tal 
que detenta “poder público” y emplea el poder que le brinda esa posición para 
obtener un beneficio.  
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Un ciudadano común que intentara pedir una mordida a un automovilista para no 
aplicarle una infracción de tránsito fracasaría porque no se encuentra en la posición 
de llevar a cabo tal función (infraccionar).  
En cambio, un agente de tránsito, al tener entre las atribuciones de su cargo la 
aplicación del reglamento de vialidad y la imposición de sanciones a los infractores, sí 
se encuentra en posición de poder, que le confiere ciertas responsabilidades. Es la 
contravención de esas responsabilidades lo que provoca la “alteración” de una 
“naturaleza” que está detrás de todo acto corrupto.45  
Uno de los motivos por los que la corrupción causa gran preocupación, desde los 
clásicos hasta la actualidad, es el efecto de esa alteración. Si se sigue la definición de 
Soto (2003: 28) sobre corrupción burocrática, quien nos dice que ésta consiste en “la 
utilización de un cargo público en beneficio propio o de terceros y en contra de los 
intereses de la institución o comunidad”, se ve que la acción corrupta atenta contra la 
instancia en la que el agente se ubica.  
¿Cómo se contravienen los intereses de una institución o de la comunidad? Para 
responder esta pregunta algunos autores proponen los marcos normativos como 
punto de referencia para delimitar las conductas corruptas: la legalidad existente en 
un momento y situación dada señala las fronteras, siendo corrupto aquéllo que la 
contravenga:  
“la corrupción es el fenómeno por medio del cual un funcionario público es 
impulsado a actuar de modo distinto de los estándares normativos del 
sistema para favorecer intereses particulares a cambio de una recompensa. 
Corrupto es por lo tanto el comportamiento ilegal de aquel que ocupa un 
papel en la estructura estatal. (...) La corrupción es vista en términos de 
legalidad e ilegalidad y no de moralidad e inmoralidad y debe tomar en 
cuenta la diferencia entre las prácticas sociales y las normas legales”. 
(Bobbio, 1988: 377).  
Otros autores no están satisfechos con circunscribir la corrupción únicamente al 
marco normativo. A diferencia de Bobbio, defienden la idea de que la dimensión 
                                                 
45 No pretendo dar aquí una connotación esencialista al término “naturaleza”. Simplemente lo empleo 
como una referencia a los principios o razón de ser de una institución.  
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moral no puede ser obviada o dejada de lado. Por ejemplo, partiendo de los casos de 
los sobornos (bribery) que otorgaban las compañías estadounidenses en el exterior 
para asegurarse contratos, práctica que no fue declarada ilegal sino hasta 1977, 
Miller sostiene que “la corrupción no es necesariamente ilegal. Esto es porque en el 
fondo la corrupción no es simplemente un asunto de ley; más bien es 
fundamentalmente un asunto de moralidad” (Miller, 2008: s/p).  
Ampliar de esta manera la perspectiva sobre la corrupción puede implicar el riesgo de 
perder la certeza que otorgan los marcos jurídicos. El terreno de la moralidad puede 
resultar más flexible y problemático, ajeno a consensos y difícil de circunscribir. 
Mientras que es posible decir con cierta precisión qué punto de una ley o reglamento 
particular es violado con una conducta dada, no siempre se cuenta con referentes 
semejantes para juzgar una conducta en términos morales.  
Elaborando una situación imaginaria a partir del ejemplo recién citado, hoy podría 
apuntar con precisión el artículo que se está contraviniendo cuando una compañía 
constructora, por ejemplo, diera una “propina” a un gobierno para obtener un contrato 
de obra. Pero hasta antes de la ley, cabe la pregunta ¿Cuál era la moral rectora? 
¿Una pragmática que persigue la ganancia y justifica la acción, agregando que es 
algo que “todos en el medio hacen”? ¿Principios de mercado que abogan por la libre 
competencia? ¿Una moralidad centrada en el bien común?  
A diferencia del engranaje calibrado para instrumentar la normatividad a través de 
constituciones, códigos y leyes, estos marcos morales, en abstracto, no cuentan 
siempre con un referente objetivo, lo que vuelve complicado juzgar desde ellos. 
No obstante estas dificultades, no descarto aquí el enfoque moral sobre la corrupción. 
Siguiendo a Arroyo (2005: 7), quien a su vez coincide con otros especialistas, cuando 
dice que  
“en la definición de la corrupción no podemos prescindir de conceptos éticos 
y morales, pues como lo señala Saltos Galarza, la corrupción es ante todo 
un problema ético y moral: violar valores positivos. Puede corresponder a 
actos ilícitos, no simplemente ilegales. La corrupción es un acto voluntario y 
consciente: la ética está conectada con la conciencia y la decisión moral. 
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Podemos hablar de una cadena de decisiones, con momentos claves en los 
que confluyen diversos actores y procesos”.  
El motivo para mantener nuestro interés en el tema es la convicción de que las 
instituciones públicas en los estados democráticos están construidas (o deben 
estarlo) sobre una visión de Estado sustentada en la búsqueda del bien público y en 
el respeto a ciertos valores fundamentales. Aunque la normatividad existe para 
instrumentar esa visión, es susceptible de tener fallas o insuficiencias, bajo las cuales 
ciertas conductas podrían, sin quebrantar la ley, contrariar los valores mencionados. 
Limitarnos a la ley puede hacernos perder de vista estas conductas.  
Sin embargo, en un esfuerzo de precisión, más adelante, cuando trate de dar una 
respuesta que he planteado para esta sección, estableceré en qué momento tengo 
una visión más apegada a la normatividad y cuándo uso como parámetro un 
esquema basado en consideraciones éticas. Hasta aquí ya se cuenta con los 
primeros elementos para conceptualizar a la corrupción: contravención de marcos 
normativos o morales que regulan la conducta de servidores públicos para obtener un 
beneficio.  
Sin embargo, recuerdo que me interesan dos temas en especial, la contravención 
que llevan a cabo los agentes de una institución con un fin específico, proteger y dar 
seguridad a la ciudadanía y el control policial cuya función consiste en evitar que los 
agentes de seguridad contravengan el fin de la institución y si lo hacen que sean 
sancionados. Por ello, profundizaré en las definiciones atendiendo a las 
peculiaridades de la función policial. 
5.1.1. Corrupción policial 
Los policías son servidores públicos que forman parte de una institución que tiene por 
objetivo la salvaguarda del orden y la seguridad públicos. Por lo tanto, es posible 
tratarlos con los conceptos de corrupción que he venido manejando. Sin embargo, 
existe un cuerpo de literatura que ha abundado en las especificidades que emanan 
de la función policial y las consecuencias que ellas tienen para definir la conducta que 
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se puede calificar como corrupta, y me detendré un momento en ello para 
fundamentar esta reflexión. 
En el terreno de la corrupción policial, al igual que en la discusión más amplia sobre 
corrupción en general, algunos esfuerzos de definición parten de abordar una serie 
de conductas o situaciones que enfrentan los agentes, en este caso policías, durante 
su labor cotidiana, y la delimitación de en qué casos pueden o no ser definidas como 
corruptas. Dentro de las prácticas corruptas de mayor gravedad se encuentran la 
complicidad entre la policía y el crimen organizado, en especial con los 
narcotraficantes, y de los funcionarios con éstos.  
Aunque tales temas pueden representar preocupaciones muy importantes con 
respecto a la actuación de los cuerpos policiales, mi objeto de estudio se centra en 
los actos de corrupción que se presentan en la interrelación de la policía con los 
ciudadanos y que se expresa mayoritariamente en las quejas presentadas por la 
población. Si bien no se puede descartar que alguna queja contenga una información 
acerca de este tipo de corrupción, es poco probable que un ciudadano vaya a la 
ventanilla de asuntos internos a quejarse de las complicidades con los 
narcotraficantes.  
La detección e investigación de este tipo de corrupción requiere de estrategias de 
inteligencia policial. Es muy difícil que esa información pueda desprenderse del 
estudio de los expedientes de las quejas ciudadanas. Por tal motivo este tipo de 
corrupción queda fuera del presente estudio y me aboco a la corrupción como 
producto de las relaciones cotidianas de los policías con la ciudadanía y de la 
corrupción en la actuación de los órganos de control. 
 En este contexto, se entendería a la corrupción a la luz de la actuación de los 
elementos policiales en sus funciones, a partir del abuso de su poder. Es decir, por 
medio de una posición ventajosa y del poder asociado a ella (Newburn, 1999; 
Urueña, 2001).  
Por otra parte, desde el punto de vista de Klockars, la corrupción policial requiere 
necesariamente del abuso del cargo. Asimismo este autor señala que cuando un 
policía comete actos delictivos bajo el amparo de la “confianza especial” de la que 
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está investido su cargo, es esta confianza la que se corrompe, es decir, asocia la 
comisión de delitos con la corrupción. Klockars (1977: 334) sostiene que esta 
modalidad de corrupción pervierte los fines de la función policial y los medios que se 
le confían a la policía para lograrlos. 
Desde esta perspectiva, todos los delitos cometidos por los policías en funciones 
serían también expresiones de la corrupción, ya que aun cuando estas acciones no 
necesariamente buscan un beneficio de cualquier naturaleza (material, inmaterial, de 
grupo o individual), son corruptas porque violan unas reglas específicas y 
deslegitiman la actuación del cuerpo policiaco, erosionando la confianza especial 
depositada en él. De esta forma es establecer que los delitos cometidos por policías 
en el caso de estudio de esta tesis, también pueden ser considerados como actos de 
corrupción.  
Sin embargo, aun si nos atenemos a la descripción más generalizada, que implica el 
abuso de la función pública para la obtención de un beneficio individual o colectivo, 
es claro que también se podría relacionar con ella delitos específicos, tales como el 
cohecho y la extorsión. Por ejemplo, dada su naturaleza de posibilitar la obtención de 
un beneficio económico a aquellos policías que deciden actuar en ese sentido.  
A partir de estas definiciones, una caracterizada por la obtención de un beneficio 
cualquiera mediante el abuso de poder y otra referida medularmente al quiebre de la 
confianza especial depositada en los cuerpos policiales, es interesante abordar lo 
que sucedió en Guadalajara en función ahora de la corrupción. Esto con el fin de 
establecer en qué medida la disfuncionalidad del órgano de control, además de 
permitir la impunidad para los presuntos delitos cometidos por policías, también 
propició la impunidad del castigo a presuntos actos de corrupción. 
Para lograr este cometido, es necesario retomar la cuestión de la clasificación de las 
conductas policiales que son materia de las quejas ciudadanas en los 227 
expedientes tramitados en 2003 por el órgano de control. Con la finalidad de saber 
cuál de las dos clasificaciones, la de la DAI y la realizada de acuerdo con el CPEJ, 
permite identificar los presuntos delitos que son al mismo tiempo actos de corrupción.  
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En la siguiente tabla (5.1.1.1) se muestra la clasificación realizada por la DAI con 
relación a los 227 expedientes de queja tramitados en 2003. 
Tabla 5.1.1.1. Expedientes de queja 2003 
Clasificación hecha por la DAI Número de expedientes 
Total: 227 
Abuso de autoridad 131 
Falta de probidad y honradez 30 
Detención injustificada 28 
Lesiones 13 
Allanamiento de morada 6 
Extorsión 6 
Omisión en el servicio 5 
Informes falsos 2 
Negligencia en el servicio 2 
No compareció 1 
Sin datos 3 
 
De la clasificación usada por la DAI, se puede decir que es poco precisa, usa 
categorías genéricas en las que no se distinguen los delitos que presuntamente se 
cometieron y no permite identificar conductas específicas ni en el ámbito 
administrativo ni el disciplinar, y mucho menos en el penal.  
Por ejemplo, la primera categoría de la clasificación usada por la DAI, “Abuso de 
autoridad”, en la que se incluye más de 50% de los expedientes de queja, constituye 
un claro ejemplo de la ausencia de precisión conceptual. La denominación abuso de 
autoridad tiene correspondencia con un tipo penal del código de la materia, mismo 
que se subdivide en 17 fracciones que corresponden cada una a una determinada 
hipótesis conductual.  
Sin embargo la DAI no discrimina a qué tipo de hipótesis responden las conductas 
asentadas en los expedientes, más bien pareciera que el abuso de autoridad le sirve 
como categoría amplia en la que puede clasificarse casi cualquier conducta 
presuntamente irregular. Un ejemplo es el expediente 252/2002-F, en el que la 
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quejosa refiere una discusión intrafamiliar ante la cual intervinieron elementos de la 
policía de Guadalajara, en la parte medular de su queja señala: 
“(la quejosa) quiso hacer una llamada desde su celular la de la voz al 080y la 
elemento mujer no la dejó y le arrebato su celular sin devolvérselo” 
Aunque claramente existe un señalamiento sobre la desposesión de un bien a la 
quejosa, el expediente se clasificó en la categoría “Abuso de autoridad”, eludiéndose 
dar parte al MP para la investigación del presunto robo.  
De igual manera, en el expediente 270/2002-J, se refiere a una detención de un 
ciudadano por orinar en la vía pública, textualmente narra el quejoso: 
“…siendo revisado por el policía más alto sacándole su cartera y 
sustrayendo la cantidad de $1,200. (…) antes de ingresar a barandilla un 
elemento (….) le entregó sus pertenencias percatándose que le faltaba el 
dinero…” 
Nuevamente, a través de la clasificación, un presunto robo se convirtió en abuso de 
autoridad. Pero incluso esto se percibe alejado de un razonamiento jurídico válido, 
pues más que referirse a un tipo penal, parece que se alude a una interpretación 
semántica del concepto abuso de autoridad, que hace posible que cualquier 
conducta en la que exista abuso del poder que tiene conferida la policía, pueda 
encuadrarse como abuso de autoridad. Estos son un par de ejemplos que dejan ver 
la imprecisión en la clasificación realizada por la DAI. 
Ahora bien, en la siguiente tabla (5.1.1.2, infra) se pueden apreciar los resultados 
que arroja una valoración jurídica basada en el CPEJ, con respecto a las conductas 
presuntamente delictivas en que incurren los policías, dentro de los 172 expedientes 
en los que se encontraron elementos para presumir la comisión de un ilícito penal: 
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Tabla 5.1.1.2. Expedientes en los que se presume la comisión de un 
ilícito penal 
Tipo penal Total 
Total de presuntos delitos en los 172 expedientes: 286 





Abuso de autoridad III** 9 
Extorsión 9 
Falsedad en declaraciones 9 
Golpes simples 8 
Amenazas  6 
Daño en las cosas 6 
Abuso de autoridad XIII**** 4 
Acoso sexual 2 
Disparo de arma de fuego 2 
Abuso de autoridad IV*** 1 
Atentados al pudor 1 
Delitos contra la administración de justicia 1 
Fraude 1 
Violación 1 
* Abuso de autoridad II: “Cuando en el ejercicio de sus funciones, o con motivo de ellas, hiciere violencia 
a una persona, sin causa legítima, o la vejare”. 
** Abuso de autoridad III: “Cuando, indebidamente, retarde o niegue a los particulares la protección o 
servicio que tenga obligación de prestarles, o impida la presentación o el curso de una solicitud” 
*** Abuso de autoridad IV: Cuando ejecute, autorice o permita cualquier acto atentatorio a los derechos 
garantizados por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por la del Estado”. 
****Abuso de autoridad XIII: “Cuando por sí, o por interpósita persona, intimide a otro para evitar a éste o 
a un tercero que denuncie, formule querella o aporte información relativa a la presunta comisión de una 
conducta sancionada por la ley”. 
 
Como mencioné, en 172 de los 227 expedientes tramitados en 2003, se encontraron 
elementos que apuntan a la presunta comisión de delitos por parte elementos de la 
corporación policial. Mientras que la clasificación de las conductas que hace la DAI 
se limita a “encuadrar” de manera poco precisa cada expediente en una categoría 
única, el ejercicio de valoración sustentado en el CPEJ arroja que en esos 172 
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expedientes existen elementos que refieren a 286 conductas que corresponden a 19 
tipos penales.  
Este asunto, como se ha visto a lo largo de este trabajo, no es menor, pues es 
precisamente la clasificación la que define el curso de las investigaciones y en 
general todo el trámite de los expedientes de queja hasta su resolución. Lo que 
constituyen así en el primer paso hacia la impunidad que resulta de la no denuncia 
de las conductas delictivas ante el MP, en buena medida por su encubrimiento 
mediante una denominación inexacta que limita a los delitos en meras faltas 
administrativas. De ahí la importancia de clasificar y analizar sólidamente las quejas 
recibidas por la DAI.  
De la lectura de la tabla anterior, es posible apreciar la diferencia en la precisión para 
la clasificación de las conductas irregulares de los policías. Mientras que usando el 
CPEJ como sustento del análisis jurídico sobre las conductas presuntamente 
desplegadas por los policías, es posible identificar los tipos penales en los que 
encuadran, con la consecuente certeza en la procedencia de la denuncia por la vía 
penal.  
Al comparar la tabla 5.1.1.1 con la 5.1.1.2 se puede apreciar la diferencia en la 
precisión conceptual que ya he referido en el segundo apartado de esta tesis. Es 
decir, en la clasificación realizada a partir del CPEJ se pueden distinguir las 
conductas delictivas, lo cual resulta crucial para poder identificar cuáles actos son al 
mismo tiempo delitos y actos de corrupción. Obvia decir que con la clasificación de la 
DAI ello sería imposible.  
En la tabla que contiene la clasificación de acuerdo con el contenido del CPEJ, se 
puede apreciar una serie de tipos penales, de presuntos delitos, que contienen actos 
donde se usa la investidura oficial para obtener un beneficio económico privado. Esto 
cae así en la conceptualización de la corrupción como la acción que involucra algún 
tipo de beneficio privado a partir del abuso de la función pública. De esta forma es 
posible determinar el número de casos en que el órgano de control hizo posible que 
actos de corrupción que debían haber sido investigados en una vertiente penal, se 
evadieran de ello. 
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En la siguiente tabla (5.1.1.3, infra) se expresa lo anterior, considerando que habrá 
actos de corrupción en aquellos expedientes en los cuales se asienten conductas 
típicas de robo, cohecho, fraude y extorsión. 
Tabla 5.1.1.3. Expedientes en los que  
Tipos de expedientes Número de expedientes 
Total: 227 
Expedientes que contienen delitos que implican un beneficio 
económico 
64 
Expedientes con delitos que NO implican un beneficio económico 108 
Expedientes que solamente contienen faltas administrativas 42 
Expedientes que no contienen ni delitos ni faltas administrativas 13 
 
De lo anterior se desprende cómo, aun con la mediación de una definición limitada 
de corrupción -como el acto de obtención de un beneficio económico abusando del 
puesto público-, limitada porque deja de lado otros beneficios ilegítimos no 
económicos, que se pueden obtener, y otros “beneficios legítimos” como conseguir 
información crucial para resolver un crimen por medio de la tortura, es posible 
determinar válidamente que la disfuncionalidad del órgano de control en la atención a 
las quejas ciudadanas, incide de manera negativa en el combate a la corrupción. Los 
64 expedientes de queja que contienen delitos que reportarían un beneficio 
económico al perpetrador, son actos de corrupción.  
Esta doble naturaleza de los actos irregulares de la policía, en el contexto de una 
definición incluso limitada de la corrupción, me lleva a concluir que la respuesta a la 
pregunta planteada al inicio de este apartado es positiva, ya que he podido 
establecer que ciertos presuntos delitos cometidos por policías son igualmente actos 
de corrupción, porque aprovechan su investidura policial para obtener un beneficio 
económico. De este total de expedientes que contiene delitos de corrupción, se 
evadieron del proceso penal 54, que representan el 84.4% de todos los expedientes 
con delitos de corrupción.  
Al evadirse los delitos se evaden los actos de corrupción. Aun y aceptando que estos 
actos de corrupción hayan sido sancionados en el ámbito administrativo, por su 
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naturaleza de ser delitos, al quedar fuera del proceso penal y evadirse, no son 
castigados de acuerdo con la gravedad de los mismos por lo que desde esta 
perspectiva quedarían impunes. Los actos de corrupción que son delitos, son las 
expresiones más graves de la corrupción policial, pues por definición los delitos son 
más graves que las faltas administrativas y las sanciones también son mayores e 
incluyen la pérdida de la libertad.  
El sistema de control de Guadalajara, al facilitar la evasión de los presuntos delitos, 
facilita al mismo tiempo la evasión de los actos de corrupción más graves que fueron 
denunciados en las quejas ciudadanas. Las fallas del diseño institucional del sistema 
de control también impiden que el combate a la corrupción del cuerpo policial sea 
efectivo.  
En este punto considero pertinente reiterar algo que ya he señalado en apartados 
anteriores de esta tesis: no se propone la invasión de la monopólica competencia del 
MP, con respecto a la acción penal y la consecuente persecución e investigación de 
los delitos, sino que se pugna por una adecuada identificación de la naturaleza de las 
conductas desplegadas por policías. Precisamente para que en su caso, se pueda 
detonar la actuación de las instancias correspondientes, como lo sería la denuncia de 
los presuntos delitos cometidos por miembros de la corporación policial ante el 
mismo MP.  
Esto por supuesto combatiría la comisión de delitos, el abuso de poder y la 
impunidad, al crear las condiciones necesarias para que aquellos actos que sean 
delictivos se sancionen por la vía idónea, es decir, por la vía penal. De igual manera, 
esto sería acorde con el cumplimiento del mandato legal que tiene todos los 
servidores públicos de denunciar ante la autoridad correspondiente, cualquier delito 
del cual presuma su comisión.  
No obstante esta acotación en cuanto al alcance de la detección y adecuada 
clasificación de las conductas delictivas que se propone, cabe señalar que incluso 
desde la experiencia internacional existen casos en los cuales el órgano de control 
policial puede llevar a cabo investigaciones y resolver sobre ellas en casos en que 
presuntamente se hayan cometido delitos.  
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Uno de ellos es el modelo de control que existe en la policía de Chile, que mediante 
el Departamento de Asuntos Internos de la Inspectoría General, investiga una amplia 
gama de posibles irregularidades cometidas por miembros de la corporación policial, 
como hurtos de objetos o dinero en el sitio del suceso, amenazas, prepotencia, 
lesiones (agresividad en el actuar), petición de dinero (cohecho o exacción ilegal), 
detención ilegal y posibles nexos con delincuentes. 
Ahora bien, para responder a la segunda pregunta de este apartado (¿La forma de 
tratar la conducta indebida de los policías representa en sí misma un ejemplo de 
corrupción policial?), me será útil retomar la definición de corrupción centrada en la 
obtención de un beneficio al amparo del cargo público.  
En este sentido, una de las primeras acotaciones teóricas al respecto, limita el 
concepto a la obtención de ganancia económica individual a través del uso del cargo. 
Por ejemplo, McMullan (citado en Newborn, 1999: 6) afirma que un oficial “es 
corrupto si acepta dinero o beneficio monetario por hacer algo que es su deber hacer 
de todos modos, aquello que es su deber no hacer, o por ejercitar una discreción 
legítima por razones incorrectas”.  
Sin embargo, otros autores construyen una definición más amplia, en la que la acción 
redunda en una concepción del beneficio que se amplía en al menos dos sentidos, 
para incluir un beneficio grupal u organizacional, que además puede no ser 
estrictamente económico. Por ejemplo, Kleinig (Ibíd.: 7) apunta que “los oficiales de 
policía actúan corruptamente cuando, en el ejercicio o fallando al ejercer su 
autoridad, actúan con la intención primaria de perseguir una ventaja privada o 
divisional/departamental”.  
Esta extensión en la manera de entender el beneficio es un punto que me resulta 
importante. Sayed y Bruce (1998), autores que proponen una definición amplia, 
reconocen también las dificultades que implica optar por una conceptualización del 
beneficio que no se restrinja a lo económico o material. Estas dificultades radican en 
la complicación de identificar con precisión cuál es el beneficio obtenido y, por ende, 
señalar si una acción es corrupta o no.  
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En el extremo menos complicado, cuando el beneficio material es claro, se tiene de 
nuevo el ejemplo de un soborno: quien recibe una “mordida” obtiene claramente una 
ganancia, generalmente monetaria, a cambio de una conducta concreta. Pero, 
¿comete un acto de corrupción un policía que “deja ir” a un pariente al que ha 
sorprendido cometiendo un delito, aun en el caso de que éste no le dé ningún pago y 
apele sólo a la relación familiar? Una noción estrecha nos diría que, aunque 
reprobable, no se está ante un hecho corrupto.  
Una visión ampliada, en contraparte, sí permite englobar este hecho que 
intuitivamente se acepta como corrupto. Lo que quiero destacar aquí es que, si bien 
puede representar la pérdida de la precisión que se tiene en una definición muy 
acotada, una conceptualización más extensa resulta acorde con diversas conductas 
reales, en una sociedad en la que la motivación económica, aunque importante, no es 
la única detrás del comportamiento humano.  
Además de extender la naturaleza de la ganancia obtenida, la última de las 
definiciones que cité me otorga otra ventaja: comprender al beneficiario de la acción 
no solamente en término individuales, sino colectivos, que pueden incluso abarcar a 
una corporación policial entendida como un todo. Ello resulta de suma importancia 
por una de las características que ya señalé antes para la policía: su tendencia a 
actuar como institución con intereses de cuerpo que pueden desviarse de aquéllos 
que en principio le dan razón de ser, que son la seguridad y el bienestar de la 
ciudadanía (López Portillo, 2000).  
Bajo esta perspectiva, puede haber actos de corrupción en los que el gestor del acto 
no persigue una ganancia privada, sino un beneficio indebido para la organización de 
la que forma parte.  
Hasta aquí, se cuenta con una serie de elementos para entender la corrupción, que 
de forma esquemática se puede resumir como: 
• actos de funcionarios públicos ejecutados desde o aprovechando las 
facultades conferidas por un cargo, 
• que contravienen marcos normativos o morales, 
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• con los que se obtiene un beneficio monetario o no 
• que puede ser individual o colectivo.  
 Considero que la definición que proponen Sayed y Bruce, que ellos sugieren para el 
caso sudafricano, puede ser útil para el mío. De acuerdo con su concepción:  
“La corrupción policial es cualquier conducta ilegal o mala conducta que 
implica el uso del poder ocupacional para beneficio personal, grupal u 
organizacional. Así, para ser considerado corrupto, un acto debe ser una 
violación del derecho civil o criminal surafricano, o calificar como mala 
conducta bajo la SAVIAS o las regulaciones de los oficiales del tráfico. 
Además, debe utilizar los poderes legales u organizacionales de la policía. 
Es decir, la comisión del acto necesita haber sido facilitada por cierta forma 
de poder, conocimiento, acceso, credibilidad u otros medios disponibles a un 
oficial en virtud de que ella/él son un miembro del servicio policial. 
Finalmente, el acto debe motivarse por el deseo de alcanzar cierta ventaja o 
recompensa personal, grupal u organizacional identificable” (Sayed y Bruce, 
1998: s/p.). 
Obviamente, las normatividades mencionadas deben ser sustituidas por las 
aplicables a nuestro caso. Es decir, los Códigos Civiles y Penales de Jalisco y el 
Reglamento al que he venido haciendo profusa referencia. 
Con estos elementos se tiene una base para responder a la pregunta que planteé al 
inicio de esta sección. Recordaré que la conducta que aquí me ocupa es la no 
denuncia de los presuntos delitos policiales de los que tienen conocimiento los 
órganos de control. Usando los componentes que recuperé de las definiciones, me es 
posible dar una respuesta. 
Lo primero y más evidente, que ya ha sido señalado en más de una ocasión a lo 
largo de esta tesis, es que, dado que existe una obligación de denunciar señalada en 
la normatividad, se está ante una contravención de la ley, al menos por parte de la 
DAI. Pues es a ella a quien el Reglamento establece como responsable de turnar 
ante la instancia competente, los casos de presuntos delitos.  
Segundo, es precisamente en la atribución de esa responsabilidad donde se 
encuentra el poder o posición organizacional, que es utilizado para ejecutar la 
conducta a que me he referido. La evasión del proceso penal se da porque quienes 
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tienen la función de instrumentar el proceso, deciden no derivar ante el MP los casos 
de presuntos delitos.  
La situación se agrava en la medida en que otros de los poderes organizacionales, 
específicamente la información de los casos, son casi un monopolio de los órganos 
de control. La apertura de esta información a otras instancias podría reducir el 
margen de arbitrariedad con el que los órganos deciden no denunciar, pero en la 
situación actual, el monopolio exclusivo tanto en la facultad de denuncia como en el 
conocimiento de los casos, constituye un poder del que se hace un uso indebido. 
Por último se tiene el componente del beneficio o ganancia obtenida por esta 
conducta. Con la información con que cuento no puedo hablar de la obtención de una 
ganancia monetaria privada por parte de algún miembro de los órganos de control o 
de todos ellos en conjunto. Sin embargo, sostengo que la evasión por no denuncia 
penal acarrea un beneficio corporativo, para la policía de Guadalajara como un todo e 
inclusive para la autoridad municipal. 
Al impedir el conocimiento público de la conducta indebida, se evita un desprestigio 
que tenga costos políticos para las autoridades municipales y desde el interés del 
cuerpo, entre los propios policías se protegen para que no sean castigados. Lo cual 
puede entenderse como una manifestación del llamado “código del silencio” que 
significa que un policía jamás denuncia a otro policía.  
En última instancia, la existencia de la corrupción policial y de los delitos policiales 
socava la función policial, porque ésta emplea la fuerza para cuidar y proteger a la 
ciudadanía; cuando esa autoridad se usa para agredir al ciudadano pierde su 
naturaleza, se corrompe. 
Por igual, al impedir la sanción de la mala conducta policial, el órgano de control 
actúa en contra de su función y desde esta perspectiva es un acto corrupto, que aún 
es más grave que el cometido por el policía de línea, porque genera una de las 
condiciones más favorecedoras de su reproducción: la impunidad. La mala actuación 
del órgano favorece la actuación delictiva y corrupta del cuerpo de seguridad.  
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Como señalé, uno de los objetivos de la RdC es que la ciudadanía sepa cómo 
trabajan sus autoridades. El conocimiento público es un antídoto contra la corrupción 
y la opacidad, el clima propicio para su aparición y reproducción. 
5.2. Conclusiones del apartado  
Una primera conclusión es que la importancia que tiene la caracterización de las 
malas conductas de la policía por medio de conceptos adecuados y precisos. En el 
caso de la policía de Guadalajara su sistema de clasificación, sus tipos, no sólo 
impiden identificar los delitos sino también los actos de corrupción más graves que 
ameritan ser sancionados penalmente.  
Ello trae consecuencias prácticas. Al evitar su identificación se impide que sean 
investigados y sancionados como tales como delitos y como actos de corrupción. Al 
no identificarlos como lo que son, delitos y actos de corrupción, se les esconde y 
oculta de la mano de la justicia. Y también se les esconde de la mirada y del juicio 
ciudadano.  
Una segunda conclusión es que al evadirse los delitos, también se evaden los actos 
más graves de corrupción. Si las fallas del diseño institucional favorecen la evasión 
de los delitos y algunos de ellos son actos de corrupción, entonces se puede decir 
que las fallas del diseño también están permitiendo la evasión de los actos más 
graves de corrupción o por lo menos que estos no son castigados como debe ser de 
acuerdo con su gravedad.  
Si lo dicho hasta aquí es real, entonces es posible afirmar que la lucha contra la 
corrupción, para ser efectiva, debe darse en el terreno penal. Que la lucha contra los 
delitos policiales es también la lucha contra la corrupción. Que van unidas y que no 
se tendrá éxito en el combate a la corrupción si no se combate la impunidad de los 
delitos policiales. 
La tercera conclusión es la relevancia que tiene la actuación de los órganos de 
control, lo cual resulta determinante para el éxito del combate a la corrupción. Si no 
se realizan cambios en el diseño institucional como los descritos en los capítulos 
anteriores, será difícil esperar un cambio en la conducta de los órganos de control y 
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en mejorar los niveles de éxito en la lucha contra la corrupción. Con lo planteado en 
este apartado, concluyo que el proceder de los órganos de control, en el manejo de 
la conducta policial indebida, puede representar un ejemplo de corrupción policial.  
Especialmente me enfoco al que ha sido mi eje expositivo, la no denuncia de los 
presuntos delitos y muestro que en esos casos particulares se está ante conductas 
que pueden englobarse bajo las definiciones de corrupción, pues contravienen la ley 
o los fines de una institución y tienen resultados desviados de aquéllos para los que 
la institución existe.  
La cuarta conclusión tiene una gran importancia para el estudio de la corrupción de la 
policía en México y es el descubrimiento que a través de los expedientes de las 
quejas ciudadanas se pueden tener datos duros, de los actos de corrupción. En esos 
expedientes están las huellas y el material para conocerlos. Los expedientes de las 
quejas pueden aportar lo que parecía imposible, la información acerca de la 
corrupción policial. El que ésta sea parcial en el sentido de que no se denuncian 
todos los actos de corrupción, no le quita el enorme valor y el gran aporte que puede 
ofrecer al conocimiento y medición de la corrupción policial.  
Al registrar la información administrativa de la mala conducta policial, registrarla y 
guardarla por considerar que no se trataba de actos delictivos y de corrupción, sin 
pretenderlo, se han reunido los datos duros que se necesitan para demostrar su 
existencia. Para los estudiosos de la corrupción, los expedientes son una gran veta 
aún por explotar. Para los responsables de combatirla, los expedientes les 
proporcionarían en tiempo real, es decir cuando la queja esta presentándose, la 
posibilidad de conocer como está actuando la policía y los órganos de control y tomar 
medidas para evitar que se evadan los actos de corrupción.  
Como reflexión final, debo señalar que mi preocupación principal descansa en una 
visión de la corrupción que, aunque ceñida a los modelos contemporáneos, es 
inspirada por las concepciones clásicas: como una desviación de la naturaleza o 
razón de ser de una institución.  
En una sociedad que aspira a convertirse en democrática, las fuerzas policiales 
descansan en la legitimidad social que se les otorga para el uso de la fuerza, para 
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 296
mantener el bienestar común. A su vez, los órganos de control se constituyen en el 
mecanismo de vigilancia para evitar y sancionar el uso indebido de ese poder. 
 Al desviarse las primeras de su propósito de darle seguridad al ciudadano y los 
segundos de atender un interés corporativo en lugar del interés público, en última 
instancia están atentando contra la función y legitimidad de la institución, pieza clave 
para el ejercicio de su función.  
Si la pregunta del poeta clásico era «Quis custodiet ipsos custodes?», ¿quién vigila a 
los vigilantes?, la respuesta aquí apunta a que quienes vigilan han fallado en su 
cometido. Este comportamiento corrompe su naturaleza, la aleja de lo que justifica su 
existencia. 
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CONCLUSIONES GENERALES 
Esta tesis surgió de una inquietud relativamente simple: averiguar si la policía de 
Guadalajara denunciaba penalmente cuando tenía conocimiento de que los 
miembros de su cuerpo operativo cometían presuntos delitos. De manera particular, 
me interesaban los casos de presuntos delitos que cometen los policías en su 
interacción con los ciudadanos y que son del conocimiento de la institución policial 
porque estos últimos presentan ante ella una queja reportando los incidentes. 
Al reflexionar los alcances de esta inquietud, tanto en el terreno teórico como en el 
práctico, se tornó evidente su trascendencia en un tema de profundo interés para la 
democracia en México: la RdC de los servidores públicos. Al cuestionar si la policía 
denunciaba o no los delitos, se explora en realidad si los policías están siendo 
sometidos a RdC. Por ello, planteé como pregunta central de esta investigación 
doctoral si ¿Los órganos de control policial del Ayuntamiento de Guadalajara 
generan una plena RdC de los delitos policiales?  
Luego de cinco capítulos en los que se construyó un marco conceptual y presentado 
y analizado la evidencia empírica de nuestro caso de estudio, fue posible establecer 
que las diversas deficiencias en el diseño institucional del sistema de control policial 
del Ayuntamiento de Guadalajara propiciaron que no existiera una cabal RdC. Esta 
ausencia de RdC se encuentra en dos manifestaciones fundamentales: 
a) a cancelación de las responsabilidades pertinentes en un altísimo número de 
presuntos delitos policiales que no fueron denunciados, fruto de una serie de 
decisiones arbitrarias por parte de las instancias de control, y 
b) la opacidad de la acción de los órganos de control policial, que no permiten 
conocer ni la actuación de los sujetos que están sometidos a su vigilancia, los 
policías, ni la manera en que proceden en su propio desempeño.  
Para responder la pregunta planteada, realicé un estudio del diseño y el desempeño 
institucional del sistema de control policial del Ayuntamiento de Guadalajara en los 
dos órganos que lo componen, la DAI y la CHJ. Me enfoqué al tratamiento que estas 
instancias dieron al conjunto de quejas ciudadanas que recibieron durante el año 
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2003. A partir de una revisión de la literatura especializada en los temas de RdC y 
control policial, desarrollé los marcos de análisis que me permitieron evaluar si los 
policías de Guadalajara, como servidores públicos, fueron sometidos a un proceso 
de RdC. 
Establecí que la RdC representa un principio que exige que aquellos que detentan 
alguna forma de poder público estén obligados a informar y justificar sus acciones y 
enfrenten consecuencias cuando son indebidas. Además, destaqué que esto debe 
darse mediante procesos que al final permitan que la ciudadanía pueda conocer 
cómo se comportan los servidores públicos, si incurren en conductas indebidas y qué 
consecuencias enfrentan cuando ello sucede.  
Particularizando en la función policial y el tratamiento de las quejas ciudadanas, 
establecí que la RdC requiere la creación de un sistema que define 
responsabilidades jurídicas, crea mecanismos de control mediante la operación de 
órganos profesionales especializados y establece canales que liberan al público 
información relevante sobre los procesos. Los hallazgos resultantes de emplear el 
instrumental analítico desarrollado, son la base que me permite afirmar que no se 
generó RdC en la caso de estudio.  
 Primeramente, el análisis de los expedientes de quejas ciudadanas recibidas en el 
2003, mostró que 93% de las quejas que reportaban presuntos delitos policiales se 
convirtieron en denuncias ante el MP, por lo que los incidentes reportados en esos 
casos evadieron, injustificadamente, el proceso penal. La DAI denunció solamente 14 
de 197 casos en los que los ciudadanos se quejaban de conductas presuntamente 
delictivas perpetradas por policías.  
Ello generó impunidad al evitar que las autoridades responsables los investigaran y, 
de proceder, los sancionaran penalmente. Todos los presuntos delitos debieron 
procesarse penalmente para que por medio de la averiguación previa y de la 
investigación del MP, así como de las etapas propias del juicio, se pudiera llegar a la 
verdad jurídica (exonerar o castigar al responsable). Ello representa una cancelación 
de la RdC, pues no se dieron las consecuencias debidas a un tipo de conducta y se 
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eliminó la posibilidad de que se aplicaran sanciones que podrían corresponder a los 
casos reportados.  
Dado que impiden la aplicación de las sanciones, las acciones de los órganos de 
control que permiten la evasión del proceso penal generan impunidad. Aunque los 
instrumentos de este estudio no permiten determinar cuántos de los actos que se 
incluían en las quejas fueron verdaderos delitos, es posible concluir que el sistema 
de control contribuyó a la impunidad porque no permitió que los casos fueran 
resueltos, en su carácter de presuntos delitos, por quien tiene el monopolio de esa 
función, el MP.  
La impunidad surge no sólo porque la conducta queda sin castigo, sino también 
porque al no denunciar, el órgano de control crea un ambiente propicio. El policía 
sabe que cuando cometa un delito y sea acusado por el ciudadano ante la autoridad 
administrativa, encargada de denunciar al MP, los más probable es que la queja 
ciudadana no llegue al MP y no se procese penalmente. 
La impunidad de los presuntos delitos policiales no se elimina aun y cuando la misma 
conducta fuera sancionada por la vía administrativa. La ley mexicana señala que los 
procesos penal y administrativo son autónomos y las sanciones deben corresponder 
con la gravedad del ilícito. Aplicar únicamente una sanción administrativa cuando 
pudiera corresponder también la aplicación de una sanción penal es una forma de 
promover la impunidad. 
Un hallazgo de la investigación especialmente relevante es la ubicación del hoyo 
negro por donde escapan un gran número de delitos policiales que conoce el órgano 
de control y que genera la impunidad. La gran fuga se encuentra en la etapa inicial 
de una ruta que debería considerar el ámbito administrativo y el penal y que en el 
caso de los actos indebidos de la policía, muchas ocasiones arranca con la queja 
ciudadana y debería, llegar si la situación lo amerita, hasta el cumplimiento de la 
sanción del juez, pasando por supuesto por la denuncia ante el MP y por la 
investigación efectuada por este.  
La evasión se inicia cuando el órgano de control, la DAI, no clasifica como presunto 
delito los actos que tienen esas características, se consolida cuando se oculta y no 
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se informa públicamente de que existe una queja que contiene posibles delitos y se 
consuma cuando la DAI decide no llevar ante el MP los presuntos delitos. La 
impunidad de la policía se origina ante todo porque en esta etapa se rompe el 
proceso de RdC.  
Mientras que la autoridad administrativa siga evitando que los delitos que conoce 
lleguen al MP, y luego al juez, no se puede decir que esas instituciones no cumplen 
con su papel y que dan pie a la impunidad. Señalo que ahí existe una gran fuga 
porque el número de quejas y de delitos policiales conocido por los órganos de 
control interno como DAI es considerable. Y si en los delitos policiales sucede lo 
mismo que en los delitos comunes, donde la denuncia ante el MP es de tres de cada 
diez cometidos, entonces la evasión de los presuntos delitos policiales contenidos en 
las quejas probablemente sean mucho mayor que los denunciados directamente al 
MP. 
Ahora bien, esta investigación no se limitó a estos hallazgos. Una vez que 
mostramos que se cancelaba la RdC porque un amplio número de presuntos delitos 
evadieron el proceso penal, buscamos las causas que propiciaban esta evasión. 
Para ello propuse el estudio de la forma en la que se configura y opera el sistema de 
control policial.  
El estudio del sistema de control mostró severas fallas en el diseño y en el 
desempeño que es posible señalar como espacios propicios para generar la evasión. 
Si bien la normatividad explicita que una de las instancias del sistema de control, la 
DAI, tiene la obligación de denunciar, adolece de una serie de imprecisiones al 
momento de especificar cómo debe procederse con el manejo de los presuntos 
delitos. Una de estas imprecisiones se halla en el instrumento, sistema de 
clasificación que se encuentra en el Artículo 13 del Reglamento, que define las 
conductas indebidas que debe tratar el órgano de control, que sin ningún criterio de 
distinción incluye conductas especificadas también el código penal como delitos, 
junto a otras que se refieren solamente a una contravención a los principios internos 
del cuerpo policial. 
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Las imprecisiones del instrumento clasificatorio y la evasión de los presuntos por la 
no denuncia de ellos, hace evidente la necesidad de fortalecer el mandato y la 
obligación de los órganos de control de atender, estudiar y denunciar los presuntos 
delitos. Por los malos resultados se puede concluir que es insuficiente con el débil 
señalamiento que la ley hace.  
Una forma de fortalecer el mandato y su cumplimiento es señalar explícitamente y de 
una manera inequívoca, la obligación de las autoridades ejecutivas y en especial de 
los órganos de control de atender, indagar y denunciar los presuntos delitos 
policiales en general y de los de corrupción en particular. Igualmente, fortificar el 
mandato requiere de establecer sanciones ante el incumplimiento de la denuncia y 
crear una instancia que vigile y sancione a los órganos de control que lo incumplan. 
Tal como ya lo he referido en apartados anteriores, quiero reiterar que no se 
pretende que la autoridad encargada del control de la conducta de los policías invada 
la esfera de atribuciones del MP. Es claro que, más allá de que se esté de acuerdo 
con ello o no, actualmente el monopolio del ejercicio de la acción penal le 
corresponde a la representación social.  
Sin embargo lo que se propone es que en estricto apego a la legalidad y a las 
funciones de fiscalización de la función policial, se ejerzan todas las facultades para 
poder efectuar una adecuada valoración jurídica por parte de los servidores públicos 
del órgano de control que conozcan de las quejas, para que si resulta procedente, se 
dé la vista correspondiente al MP. Esto significa no permitir que por una 
interpretación excesivamente restringida de los deberes legales se creen espacios 
propicios para que los delitos, de corrupción o comunes, se puedan escapar de la 
debida investigación y trámite, de la índole que sea, penal, administrativa o civil, 
pudiendo ser el caso en que esos tres ámbitos concurrieran en un mismo evento.  
El tema central es entonces el abatir e incluso suprimir cualquier espacio de 
impunidad para las conductas irregulares de los policías. La diferencia en vías para 
resolver e imputar responsabilidades que existe entre las cuestiones penales, 
administrativas y civiles, no puede convertirse en el refugio de la omisión y pasividad 
ante la probable comisión de actos delictivos o corruptos. El fin último del órgano de 
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control es la preservación de la integridad de la función policial, como instancia de 
protección y garantía a los ciudadanos, por ello, se tiene que procurar por todos los 
actores involucrados, que se penalice en el ámbito que corresponda a todos y cada 
uno de los actos irregulares en que se vean involucrados miembros de la corporación 
policial.  
Las diferentes competencias en los distintos ámbitos no debe llevar a desconocer la 
realidad de que los delitos policiales y de estos los delitos de corrupción, se originan 
y están dentro del ámbito del poder ejecutivo y que por su cercanía, por el 
conocimiento de las funciones, responsabilidades y los procesos de trabajo de los 
funcionarios públicos del poder ejecutivo, en el caso en comento de la policía, y por 
la información que obtiene de la investigación administrativa, son las autoridades del 
poder ejecutivo la cuales tienen más posibilidades de enterarse primero y de un 
modo más completo de los delitos y actos de corrupción de la policía.  
Por esas razones es fundamental que las autoridades del ejecutivo y en especial los 
órganos de control interno denuncien y aporten al MP y a los jueces toda la 
información y todos los elementos de prueba para que esos delitos sean castigados. 
Entre las autoridades del poder ejecutivo, los órganos de control interno y externo, el 
MP y los jueces debe existir una coordinación y colaboración en un fin común: 
Combatir la impunidad de los delitos policiales y de los actos corruptos.  
En esta coordinación, por los motivos descritos, sin duda los órganos de control 
tienen de entrada una especial responsabilidad y si no la cumplen, una parte 
importante de los ilícitos quedarán sin castigo y no llegarán hasta al MP y por medio 
de él al juez. En tanto los ilícitos no lleguen sistemáticamente al MP y al juez, no se 
sabrá si estos cumplirán su responsabilidad.  
En las condiciones actuales, en México, el obstáculo a vencer es que los actos 
indebidos de la policía no queden ocultos y escondidos en el poder ejecutivo y que 
las autoridades ejecutivas y los órganos de control no escabullan su responsabilidad, 
arguyendo que sólo tienen facultades para conocer faltas administrativas. 
Es real que las sanciones ante el incumplimiento de la responsabilidad jurídica de 
denunciar los delitos ante el MP no son específicas para los órganos de control y 
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para el cuerpo de seguridad. Sin embargo, sí existen sanciones en el Código Penal 
por “encubrir un delito”.  
La problemática de complicidad y la tradicional opacidad de la policía hacen 
necesario que existan provisiones específicas para este caso y que se vigile su 
cumplimiento de manera constante y especializada. Pues ¿quién va a denunciar al 
encargado de denunciar cuando no existe un órgano efectivo de vigilancia? Esto nos 
remite al órgano de control externo.  
Sin la existencia de un verdadero órgano de control policial, exclusivo para vigilar las 
prácticas y políticas del órgano interno, la posibilidad de activar el mecanismo de 
sanción previsto, es inexistente. El diseño propicia la arbitrariedad al dejar la 
vigilancia policial únicamente en manos de cuerpos que no son ajenos a la instancia 
que es sujeta a control.  
Como especifiqué, la función policial es una tarea de la administración municipal y es 
dicha administración quien en última instancia se encarga de revisarla. Ello de suyo 
no es incorrecto, pues la literatura ha mostrado que el control de la policía debe 
llevarse a cabo dentro de su propia estructura orgánica. Sin embargo, la misma 
literatura nos ha enseñado que un medio para evitar que se den fallas en ese control 
es someterlo a una vigilancia autónoma y en el diseño de Guadalajara esa vigilancia 
autónoma no se genera.  
Aunque existe un órgano encargado de hacer revisión de los procedimientos, la CHJ, 
se mostró que esta revisión no es aceptable en términos de la RdC policial por dos 
motivos: primero, porque es incompleta, pues no abarca todo el proceso de 
procesamiento de quejas; y segundo y más importante, no es llevada a cabo por una 
instancia distanciada del poder municipal y de las autoridades policiales, sino por una 
que de hecho está controlada por el mismo y es también parte del proceso. 
El análisis reveló que no existe un órgano supervisor autónomo y complementario al 
órgano de control interno de la policía. Por un lado, la CHJ funciona más como una 
extensión de la DAI que como un órgano externo. Esto es consecuencia de la falta 
de autonomía de la CHJ con respecto al poder político y de las autoridades 
policiales, lo cual se verifica por el hecho de que en el periodo estudiado esta 
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dependencia tuvo toda la información para denunciar los presuntos delitos policiales 
y decidió no hacerlo.  
A pesar de que hubo un intento sustancial en el 2000 de modificar esta situación 
mediante la aprobación de la reforma al Reglamento Interior de la Dirección General 
de Seguridad Pública de Guadalajara, la renuencia del poder político de perder el 
control absoluto sobre la policía, tuvo como consecuencia que la reforma fuese 
desechada un año después. Con la marcha atrás de la reforma se volvió a la 
situación precedente caracterizada por la supeditación de la policía al control de las 
autoridades del Ayuntamiento.  
Usando términos coloquiales, se puede decir que hay un sistema en que el poder 
municipal se vigila a sí mismo, pero no se somete a una vigilancia independiente y 
objetiva. Ello abre espacios para que impere un interés propio por encima del interés 
ciudadano. La evidencia mostrada con respecto a la ineficiencia de este modelo 
señala elocuentemente que éste no es un sistema aceptable. El hecho de que la 
entidad supuestamente encargada de la vigilancia, la CHJ, no detectara las 
irregularidades que hay en los procesos, es un signo que este diseño no propicia la 
RdC. 
La magnitud de la evasión detonada por la no denuncia sistemática de los presuntos 
delitos policiales conocidos por el Ayuntamiento de Guadalajara y por el actuar 
arbitrario de las autoridades encargadas del control policial, se explica también por la 
opacidad y la falta de transparencia con que actúan. 
En lo tocante a la información, el uso de instrumentos como una clasificación carente 
de todo rigor metodológico, desvirtúa los datos producidos a partir del procedimiento 
de quejas. La información resultante es inválida porque no permite conocer el 
número y el tipo de los delitos que presuntamente cometieron los policías. En 
general, la gestión de esta información viola los principios de transparencia al dejar 
fuera del alcance del público, actividades fundamentales en la gestión y operación 
del procedimiento de las quejas. Al ocultar las fuentes de información, es imposible 
que la ciudadanía sepa si el órgano administrativo cumple cabalmente su función de 
detectar y canalizar los delitos policiales.  
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En suma, quedó demostrado que la opacidad y la falta de validez en la información 
se traducen en un proceder arbitrario por parte de la DAI, que termina por proteger a 
los policías frente a las autoridades penales. Pero la circunstancia descrita no es 
privativa de los delitos, sino que también se encuentran similares condiciones en lo 
que refiera al ámbito central del órgano de control, que es el control de la corrupción.  
Al ceñirse a la definición mínima y más generalizada de corrupción como aquella 
actuación que desde la función pública se hace de una ganancia o un beneficio 
indebido, tenemos que tampoco es posible conocer que actos de corrupción 
administrativa tienen lugar en el marco de actuación policial en Guadalajara. La 
corrupción no es identificada, no es detectada, ni siquiera es una categoría dentro de 
la clasificación hecha por el órgano de control. 
De tal modo que no es posible conocer ni los actos de corrupción en que incurren los 
miembros de la corporación, ni las consecuencias que les acarrean. Esto por 
supuesto se refleja en la información que se genera, que al igual que en el caso de 
los delitos, es totalmente opaca y no permite saber si el órgano de control cumple 
con la lucha contra la corrupción, como es su deber institucional.  
Así los actos de corrupción son ocultados de la vista pública, no son siquiera 
mencionados y ni siquiera reconocidos. Nos enfrentamos a un ejercicio de 
fiscalización en el que el principal actor, el órgano de control, no detecta ni investiga 
delitos, pero tampoco lo hace con actos de corrupción, sino que se limita a tramitar 
quejas desde una óptica limitada a lo administrativo y disciplinar, enmarcada por 
denominaciones imprecisas y ambiguas. Además de que el órgano de control asume 
una posición pasiva y auto-restringida que resulta en la generación de información 
inútil e intrascendente. 
Es necesario señalar que este velo de opacidad que se impone a los actos delictivos 
y corruptos de la policía, tiene su origen en la valoración que de ellas se hace, 
basada en un esquema que carece de solidez conceptual en la clasificación y trámite 
de los expedientes de queja. Lo que resulta en un ejercicio oscuro y desenfocado de 
la función de control que no permite siquiera discriminar cuáles son las acciones 
vinculadas a una determinada definición de corrupción. 
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Ahora bien, aun reconociendo algunas ventajas comparativas del sistema policial de 
Guadalajara, en comparación con el de otras entidades federativas del país, la 
apertura y la RdC policial es aún una asignatura pendiente en esta ciudad. 
Los rezagos más importantes se encuentran en: 1) Un débil mandato que no explicita 
la importancia y la necesidad de atender, indagar, y denunciar los presuntos actos 
delictivos y de corrupción. Debilidad que también se expresa en la ausencia de una 
sanción explicita y específica ante la falta de denuncia y la carencia de un órgano 
encargado de vigilar que se efectué la denuncia y de aplicar la sanción, o si 
corresponde, denunciar al MP el incumplimiento de la obligación de denunciar.  
2) La inexistencia de un órgano externo autónomo que supervise el funcionamiento 
de la policía y 3) Las insuficiencias en materia de información y transparencia que 
ponen en entredicho su validez. 
En síntesis el sistema de control de la policía de Guadalajara es un sistema de 
control policial hermético, cerrado al escrutinio público. Cerrado porque no cuenta 
más que con un tipo de instancias, las internas dependientes de las autoridades 
policiales y del ejecutivo municipal. Asimismo, no cuenta con instancias 
independientes que vigilen el comportamiento de la policía y de los órganos de 
control interno. Es un sistema cerrado que prácticamente impide que la policía y los 
funcionarios del ejecutivo municipal rindan cuentas frente la sociedad y frente a otras 
agencias de rendición de cuentas como el MP y el PJ.  
Lo cerrado del sistema y la concentración del poder de vigilar a los miembros del 
cuerpo de seguridad, le otorgan a la policía y a las autoridades policiales y 
municipales, las condiciones necesarias y propicias para actuar arbitrariamente. 
Lopez-Portillo (2000) habla, para el caso de la policía mexicana, de la autonomía con 
la que ésta se maneja. Aquí prefiero usar el término arbitrariedad, para denotar esa 
práctica que permite la impunidad de los delitos y de la corrupción policial, sea para 
beneficio de intereses personales, organizacionales o para mantener la buena 
imagen de un gobierno. 
 
Impunidad, corrupción  y rendición de cuentas policial 
 307
Rutas de mejora del diseño institucional 
 
a) Aportes metodológicos y sugerencia de líneas de investigación 
Metodológicamente, un aporte importante de la investigación es descubrir las 
grandes posibilidades que existen de conocer el funcionamiento real de policía y la 
efectividad de los mecanismos de control, con base en información de los 
expedientes de las quejas que reciben los órganos de control.  
Las posibilidades pueden crecer aún más si se elabora un sistema de quejas que 
valide y precise qué debe registrase, cómo hacerlo y en dónde. La cantidad y la 
calidad de información se incrementaría si la recolección de la misma se hiciera en 
un tiempo lo más cercano posible al de la fecha del evento que motivó la queja. Esto 
aumentaría la posibilidad de complementarla y precisarla con los actores directos y 
con quienes tienen la función de procesarla y registrarla. 
Estos datos serían muy útiles para los investigadores académicos y para la propia 
autoridad. A partir de ellos, podrían reorientar sus proyectos y políticas. Con esa 
información el órgano de supervisión podría cumplir mejor su función de vigilancia. 
Con base en esta información también se podrían tomar medidas correctivas en 
casos específicos y en los métodos y estrategias generales, aplicadas por el órgano 
de control interno en el momento de la investigación y sanción de la queja ciudadana. 
La propia investigación es un ejemplo de la trascendencia que tiene el acceso a la 
información para el conocimiento y control de la policía. En particular, el acceso a los 
datos contenidos en los expedientes de las quejas. La insistencia en la transparencia 
y en la obligación gubernamental de generar información válida del accionar de la 
policía y ponerla a disposición pública es vital y debe reglamentarse explícitamente.  
No basta con la actual reglamentación de la información, ésta resulta demasiado 
general pues no responde a la especificidad que caracteriza a funcionamiento de la 
policía. Al no ser precisa deja abierta la puerta para eludir la demanda de 
transparencia e información.  
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La palanca para impulsar más rápida y efectivamente la RdC policial es empezar por 
la exigencia de la apertura de la información. Ésta proporcionará las armas, los datos 
y pruebas de la baja efectividad del sistema tradicional y las consecuencias 
negativas de conservarlo. 
En cuanto al tema de la corrupción y su relación con los delitos cometidos por los 
policías de Guadalajara, es posible señalar -de manera categórica- que su sistema 
de clasificación no permite identificar los delitos, ni tampoco los actos de corrupción 
más graves que ameritan ser sancionados penalmente. Es decir, se permite la 
impunidad al quedar cubiertas bajo el manto de los procedimientos administrativos 
conductas que debieran atenderse en el plano penal. Manto que inhibe también del 
escrutinio público a las conductas delictivas de los miembros de la corporación 
policiaca. De esta forma, al evadirse los delitos también se evaden los actos más 
graves de corrupción. De aquí se colige válidamente que la lucha contra la 
corrupción para ser efectiva debe darse en el terreno penal.  
Otro aspecto relevante resultado de la investigación es establecer que la actuación 
de los órganos de control es determinante para el éxito del combate a la corrupción, 
o si actúan en sentido negativo, igualmente son determinantes para la impunidad y la 
ineficacia en el control de la conducta policial. A partir de esto, concluimos que el 
proceder de los órganos de control en el manejo de la conducta policial indebida 
puede representar un ejemplo de corrupción policial.  
Especialmente, me enfoco al que ha sido mi eje expositivo, la no denuncia de los 
presuntos delitos y muestro que en esos casos particulares se está ante conductas 
que pueden englobarse bajo las definiciones de corrupción, pues contravienen la ley 
o los fines de una institución y tienen resultados desviados de aquéllos para los que 
la institución existe. 
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b) Posibles alternativas para mejorar el sistema de control de Guadalajara 
A continuación expongo algunas alternativas de cambio para mejorar el sistema de 
control policial de los delitos de Guadalajara y acercarlo más a los parámetros 
básicos de un modelo de RdC. 
A manera de propuestas generales, presento algunas de las alternativas de cambio 
para ilustrar de manera concreta cuáles modificaciones podrían abrir el sistema de 
control de Guadalajara. No pretendo demostrar cuál alternativa es la idónea, ni 
exponerla en forma completa y detallada. El objetivo más bien es ver las diversas 
opciones con respecto a sus características y facultades. Describo tres escenarios 
posibles: uno de transformación moderada, otro radical y uno que se puede ubicar en 
una zona intermedia. El punto en donde se expresa el alcance de los tres está en la 
existencia y carácter del órgano autónomo y su relación con las instancias de control 
interno.  
En cualquiera de los tres casos el mandato para la atención, sustentación y denuncia 
de los probables delitos policiales y de corrupción debe contemplarse. Lo mismo vale 
para el tema de transparencia, las tres opciones tienen que contemplar la obligación 
de generar información valida que transparente los delitos cometidos por la policía, 
los actos de corrupción, y el actuar y los resultados de los órganos de control interno 
y externo.  
Es indudable que las características particulares de cada opción impactan de modo 
diferente en la aplicación y respeto del mandato y de la obligación de transparentar la 
actuación de la policía. Con esta salvedad presento ahora las opciones. 
i) Opción moderada 
La opción moderada implica mantener el modelo de vigilancia basado en un órgano 
de control interno, con algunas reformas que eleven su efectividad. Es decir, se 
mantendría el régimen actual de vigilancia a cargo de la DAI y la CHJ.  
La principal modificación que tendría que hacerse para elevar la efectividad de este 
modelo consistiría en recuperar las implementaciones de la reforma municipal 
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aprobada el 2000 y prontamente invalidada por otra contra reforma. Esto es, restituir 
la participación del Cabildo en el nombramiento de los integrantes de ambos 
cuerpos, pero introduciendo el requisito de mayorías calificadas, para permitir un 
contrapeso, aunque sea mínimo, a la capacidad de centralización que posee el 
presidente municipal.  
La participación del Cabildo, órgano cuya función es representar a la ciudadanía y 
fungir como un contrapeso a la autoridad del presidente municipal, podría lograr abrir 
el funcionamiento de los órganos de control. Aunque la autonomía de éstos seguiría 
estando limitada, sí se ganaría limitando los poderes del presidente municipal en el 
nombramiento de las piezas claves, para el procedimiento de investigación y 
denuncia de los ilícitos de la policía y los actos de corrupción. 
En términos de información, es indispensable reformar los instrumentos utilizados 
actualmente para recabar los datos de las quejas. La clasificación debe ser 
reformulada para que dé cuenta de manera precisa sobre los delitos y los actos de 
corrupción de los que es acusada la policía (cuáles y cuántos). Es decir, para que 
sea válida.  
Los indicadores, que actualmente no informan sobre ningún aspecto relevante del 
comportamiento policial, deben ser sustituidos por otros que den cuenta de cómo se 
comporta la policía frente a la ciudadanía y cómo actúa el órgano de control frente a 
las irregularidades policiales. Complementariamente, debe garantizarse el acceso a 
los datos de los expedientes salvaguardando la identidad de las personas 
involucradas. Sólo de este modo podrá corroborarse la veracidad de los datos 
reportados por las dependencias.  
Esta opción no cambia sustancialmente las circunstancias actuales. Sólo abre 
nuevos espacios para la participación de otros actores gubernamentales, las 
minorías políticas del Cabildo, que en razón de diferencias políticas, podría significar 
una mayor apertura del funcionamiento de los órganos de control. Sin embargo, el 
procesamiento de las quejas que hace el órgano interno seguiría sin una supervisión 
completamente autónoma. 
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ii) Opción radical 
La reforma radical tendría que contemplar la implementación de un modelo de RdC 
amplio. Es decir, habría que incluir aquellos aspectos que se utilizan para analizar las 
deficiencias del actual sistema de control policial: el mandato con sus dispositivos 
para hacerlo valer, sanciones por no denunciar, órgano de vigilancia externo y 
autónomo y sistemas de información válida y transparente. 
Con estas adecuaciones, la vigilancia de los policías no quedaría exclusivamente en 
un ámbito controlado por las autoridades policiales y políticas, forzando a que el 
procesamiento de quejas se diera de manera transparente. Se trata de la 
ciudadanización de la supervisión de esa función, lo que redundaría en la legitimidad 
de la institución policial y en la oportunidad de conocer a tiempo las irregularidades 
de la conducta policial.  
En el mundo se han puesto en práctica distintas alternativas que, sobre la base de la 
ciudadanización de la vigilancia a la policía, han adoptado diversas formas 
organizacionales. Un punto vital es crear un órgano de supervisión de la conducta 
policial que goce de autonomía, garantizada mediante los atributos que aquí fueron 
analizados: estructura e integración independiente; carácter profesional y 
especializado; con receptividad (incluyendo la capacidad de recibir quejas); 
capacidad de investigación; reconocimiento de valor de juicio a sus conclusiones; 
suficiencia financiera y complementariedad con el órgano interno. 
La forma completa que tomaría el órgano de control externo no vale la pena definirla 
en este momento. Una sugerencia más puntual que veo factible para esta propuesta 
consiste en crear una supervisión autónoma que asuma la forma de un auditor, que 
revisa una muestra de los casos que han procesado los órganos de control. Para que 
su labor sea efectiva, la configuración de esta instancia de vigilancia debería cumplir 
con los atributos que se han señalado por los órganos externos. Esto es, que debe 
ser autónomo, recibir la información necesaria y poder emitir un juicio.  
Sin embargo, no sobra recalcar que su misión no será sancionar la conducta policial 
indebida, sino supervisar el desempeño de los órganos sancionadores, como un 
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medio de garantizar que sea efectivo, apegado a derecho y evite la arbitrariedad. 
Obviamente, la labor de este auditor debe cumplir las exigencias de transparencia y 
publicidad: los resultados de sus revisiones deben ser públicos y producir 
información accesible y de calidad. 
Reconozco que se trata de una labor compleja, que demanda de que quien la realice 
no únicamente tenga un alto compromiso cívico, sino también una competencia 
técnica particular en la materia. Pero el delicado efecto que puede tener el conservar 
un esquema que se ha visto deja amplios márgenes de impunidad, justifica 
plenamente la búsqueda de alternativas de este tipo. Para fortalecer la autonomía el 
auditor puede ser nombrado por el poder legislativo de Jalisco. 
Sobre la información, los elementos señalados anteriormente son igualmente válidos 
en este caso. En este sentido, no es posible hablar de moderación o radicalidad, sino 
sólo de cumplir con la ley, informando oportunamente sobre los actos que son 
relevantes para que la policía rinda cuentas sobre su desempeño. 
Una reforma de este tipo deberá centrarse en el combate a la corrupción en todos los 
niveles de la actividad policial. Esto es, que sin olvidar lo central del contacto entre el 
policía y el ciudadano, debe tomar en cuenta que la organización policial realiza 
muchas otras funciones en las que es necesario implementar controles 
anticorrupción. 
iii) Opción intermedia 
Una propuesta alternativa, que podría calificar como intermedia entre las dos recién 
sugeridas, podría consistir en que el presidente municipal nombre al coordinador de 
la comisión de supervisión y el poder legislativo un consejo que a su vez vigile el 
trabajo del auditor. Es decir, habría una vigilancia sobre los órganos de control 
aunque el auditor y su equipo tendrían la capacidad operativa de vigilar al órgano 
interno, el consejo sólo realizaría la evaluación periódica del trabajo del auditor. 
Algo que comparten las dos últimas propuestas es la posibilidad de una mayor 
incursión de la ciudadanía en las funciones de control policial. Ello puede constituir 
un interesante ejemplo de la nueva dirección hacia la construcción de la gobernanza, 
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entendida como una perspectiva que “pone el acento sobre todo en aquellos 
elementos que facilitan la aproximación e incorporación de los ciudadanos a la 
acción pública” (Longo, 2009: 2).  
Actualmente, cuando las propias concepciones de gobierno se discuten y las 
propuestas apuntan a la apertura que permita la incorporación de nuevos actores 
sociales, en un contexto en el que el Gobierno resulta insuficiente (Aguilar, 2010), la 
oportunidad de incluir actores ciudadanos en la supervisión de este particular tipo de 
servidores públicos, la policial y de seguridad, podría representar un camino a un 
cambio positivo.  
Ante la insuficiencia directiva -o de voluntad- del Estado para vigilar a sus propias 
fuerzas, la incorporación de los ciudadanos abre una posibilidad de mantener a las 
instituciones apegadas al objetivo del bien público y un escudo de protección ante el 
riesgo de ser cooptadas por intereses particulares.  
c) Nuevas líneas de investigación 
La implementación de cualquiera de estas reformas deberá acompañarse de un 
esfuerzo por verificar empíricamente sus resultados. Para ello es necesario realizar 
estudios para precisar legal y técnicamente sistemas de indicadores e instrumentos 
para medir el delito policial y la corrupción policial. 
Realizar estudios de los delitos y actos de corrupción de otros funcionarios de 
gobierno que no son policías, con la metodología y las fuentes utilizadas en este 
estudio, para saber su pertinencia y conocer los niveles de impunidad en los delitos y 
actos de corrupción. Lo cual permitirá saber si se pueden generalizar los resultados 
aquí obtenidos y la metodología utilizada.  
Como estudio de caso particular, útil para identificar rasgos o procesos 
trascendentes, esta investigación encontró como terrenos de atención para otras 
investigaciones: 
• El tema de la distinción entre faltas y delitos, no solo de la policía sino del 
resto de los funcionarios. La clasificación de la conducta en alguna de esas 
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dos amplias categorías y, fundamentalmente, la definición del proceso 
pertinente para cada caso y la forma de atenderlos en su especificidad 
• Las limitaciones que a partir del diseño institucional del municipio mexicano, 
dificultan la creación de mecanismos de RdC horizontal y cómo dichas 
limitaciones influyen cuando la RdC se extiende a la función policial. 
• La insuficiencia de la inclusión de ciudadanos en los procesos de control 
policial como medio de balancear la estructura policial, cuando esta inclusión 
no garantiza independencia y profesionalismo.  
Es necesario ahondar en algunos aspectos como el esquema actual de la 
responsabilidad penal y administrativa en el caso de la policía. Lo fundamental es 
garantizar que las conductas policiales negativas sean sancionadas de manera 
adecuada a su gravedad, sin que los distintos procedimientos se obstaculicen unos a 
otros, como sucede actualmente.  
Además, sería conveniente investigar qué resultados están dando los modelos de 
control interno que han sido adoptados por las distintas policías de México. Esto 
permitiría evaluar su desempeño, analizar los problemas a los que se han enfrentado 
y proponer nuevos cursos de acción para hacer de la policía un cuerpo más 
democrático.  
En suma, es necesario fortalecer la investigación basada en evidencia empírica 
sobre la policía en México. Por lo limitado de la información disponible sobre la 
operación policial, se requiere elaborar estrategias metodológicas que suplan estas 
deficiencias. Sólo sobre este tipo de evidencia será posible sugerir cursos de acción 
viables y reformas capaces de generar los cambios indispensables para solucionar la 
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